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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchon, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick Piñera; de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán,  y Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores Vargas.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 21 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 83ª y 84ª, ordinarias, en 7 y 8 de enero del año en curso, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de los asuntos que se enuncian a continuación:



1.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (boletín N° 8.335-24).



2.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06). 



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ley sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que ha de formarse de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 70 de la Constitución Política (boletín N° 8.201-09) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Se toma conocimiento y se designa para que integren la referida Comisión a los señores Senadores miembros de la Comisión de Obras Públicas.



Con el segundo, comunica que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (boletín Nº 8.874-05).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



De la señora Ministra de Obras Públicas:


Responde solicitudes de información sobre las materias que se señalan a continuación:



1.- Del Senador señor Espina, referente al estado de avance del proyecto “Mejoramiento de la Pasada Urbana de la Comuna de Victoria”.



2.- Del Senador señor Kuschel, en materia de actualización del avance de los trabajos de expropiación y construcción del tramo de camino faltante entre las caletas Pichanco y La Arena, en la Carretera Austral.



3.- Del Senador señor Navarro, respecto de las exigencias que la Dirección Regional de Vialidad de la Región del Biobío planteó con ocasión de la evaluación y calificación del estudio de impacto ambiental del proyecto “Centro de Manejo de Residuos de Concepción”.



4.- Del Senador señor Sabag, en lo tocante a las inquietudes expuestas por vecinos del sector de Trongol Bajo, comuna de Curanilahue, y de la comuna de Los Álamos, para las obras de asfaltado y conectividad que se señalan.  



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:


Contesta petición de información, hecha en nombre del Senador señor Navarro, sobre la forma de resolver el problema que afecta a familias de las comunas de Chiguayante, Lota y Coronel, las que después del terremoto de 2010 debieron abandonar sus viviendas por instrucciones de la autoridad sectorial.



Del señor Subsecretario de Minería:


Da respuesta al acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Girardi, señora Rincón y señores Cantero y Rossi, sobre el litio (boletín N° S 1.472-12).



De la señora Superintendente de Servicios Sanitarios:


Responde sendas solicitudes de información, cursadas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de las siguientes materias:



1.- Posibilidad de conexión al sistema de agua potable de la vivienda de doña Margot Soazo Altamirano, domiciliada en la comuna de Coronel.



2.- Situación de vecinos del sector Cerro Verde Bajo, de la comuna de Penco, afectados por grave plaga de ratones provenientes del alcantarillado. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías. 

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 9.230-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (boletín N° 9.029-14) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, conforme a lo dispuesto en el artículo 7º del artículo primero de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín Nº S 1.630-05) (Véase en los Anexos, documento 4).


--En virtud del acuerdo de los Comités, quedan para la tabla de Fácil Despacho de esta sesión.



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 8.210-06) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


De la Comisión Mixta, constituida conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política de la República, con el que propone la forma y el modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 6.189-06) (Véase en los Anexos, documento 7).


De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, recaídos en el  proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los consejeros nacionales de la CONADI y para los comisionados de la CODEIPA que indica, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 9.041-31) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).


Dos de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología:



El primero, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, con urgencia calificada de “suma” (boletín Nº 8.189-04) (Véase en los Anexos, documento 10).


El segundo, recaído en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín Nº S 1.628-05) (Véase en los Anexos, documento 11).


--Quedan para tabla. 

Solicitud de permiso constitucional



De la Senadora señora Von Baer, para ausentarse del país a contar del día de hoy.



--Se accede.

Comunicaciones



Dos de la Comisión de Salud:



Con la primera solicita, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados, el archivo del proyecto de ley que establece penas para la fabricación, tenencia, transporte, comercialización y utilización del “hilo curado”, en razón de que la materia fue regulada por la ley N° 20.270 (boletín Nº 8.579-25). 



--Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado, previo acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados.



Con la segunda comunica el acuerdo adoptado en orden a solicitar el desarchivo de los siguientes asuntos, en primer trámite constitucional: 



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Quintana, Patricio Walker, Chahuán, Rossi y Uriarte, sobre enfermedades poco frecuentes (boletín N° 7.643-11).



2.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán y Ruiz-Esquide, que exige al comercio informar acerca de la composición nutricional de los alimentos que expenden (boletín N° 7.451-11).



--Se accede a lo solicitado, volviendo los proyectos al estado en que se encontraban al momento de archivarse.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Se suspende la sesión por 15 minutos, para efectuar una reunión de Comités. 

)---------------(



--Se suspendió a las 16:28.



--Se reanudó a las 16:40.

)----------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités adoptaron, por unanimidad, los siguientes acuerdos:



1.- Incorporar el informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley que establece normas para la actividad del lobby, en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del martes próximo. Tal iniciativa debe ser tratada y votada hasta su total despacho, atendido que el informe lo están conociendo ahora los señores Senadores, luego de haberse dado cuenta de él.


2.- Considerar, en el último lugar de tabla de Fácil Despacho de esta sesión, el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual, de conformidad con lo dispuesto en el N° 5) del artículo 5° de la ley N° 19.891, solicita el acuerdo del Senado para designar miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a la señora Magdalena Pereira Campos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- La Ley Orgánica Constitucional del Congreso establece que las Comisiones Mixtas disponen de dos días para informar los proyectos calificados de “discusión inmediata”, y las Salas de ambas Cámaras, de igual plazo para su despacho.



Como se acaba de dar cuenta del informe de la Comisión Mixta sobre la actividad del lobby, se pidió al Gobierno, según el acuerdo a que se llegó, que se discuta y se vote en la sesión del próximo martes, en el primer lugar del Orden del Día. Por eso no se verá en esta oportunidad.



Por otro lado, es importante señalar que en la tabla de Fácil Despacho de hoy figuran cuatro asuntos.


Las tablas de las sesiones se confeccionan de acuerdo a las urgencias que fija el Gobierno. Como en este caso ya lo hizo, se han colocado primero las iniciativas calificadas con “discusión inmediata” y luego las signadas con otras urgencias.

V. FÁCIL DESPACHO

MODIFICACIÓN DE LEY SOBRE TRIBUNALES AMBIENTALES EN MATERIA DE SUBROGACIÓN
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley iniciado en moción de los Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.600, respecto a los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9230-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi):



En primer trámite, sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es modificar el sistema de subrogación de los ministros que integran los Tribunales Ambientales.


Si se trata de ministros letrados, los subrogarán ministros de Cortes de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. Con ello, se establece un criterio similar al de otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición semejante.



Por otra parte, en el caso de ministros licenciados en Ciencias, la subrogación la hará un ministro suplente de otro Tribunal Ambiental.



La Comisión discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín (don Hernán) y Walker (don Patricio). Asimismo, lo despachó en particular, con algunas enmiendas formales, también por unanimidad.



Cabe tener presente que el artículo único del proyecto es de rango orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 19 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se consigna en el informe de la Comisión, y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Comunico a la Sala que, por tratarse de un proyecto de Fácil Despacho, deben intervenir  solo dos Senadores -tengo a cuatro inscritos-, uno a favor y otro en contra.

El señor WALKER (don Patricio).- Va a intervenir la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Prefiero que lo haga el Honorable señor Walker.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Senador.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, agradezco a la Senadora señora Rincón, una de las autoras de la moción, permitirme dar un breve informe como Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El proyecto tuvo origen en una moción de los Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi.



En forma resumida, el objetivo de la iniciativa es modificar el sistema de subrogación de los ministros que integran dichos tribunales, de manera que, cuando se trate de ministros letrados, los subroguen aquellos de Cortes de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto por el Código Orgánico de Tribunales. Con ello, se establece un criterio similar al de los tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición semejante.


Por otra parte, los ministros licenciados en Ciencias serán subrogados por un ministro suplente de otro Tribunal Ambiental que tenga igual especialidad.



Los autores de la iniciativa hacen presente que hay tres instancias de este tipo en Chile. No los daré a conocer, porque todos sabemos que son de Antofagasta, Santiago y Valdivia. 



Como es de conocimiento público, el Segundo Tribunal Ambiental, de Santiago, entró en funcionamiento el 28 de febrero del 2013. Sin embargo, no ha ocurrido lo mismo con los otros dos, que deberían haberse instalado el pasado 28 de junio del 2013. Ello no ha sido posible debido al atraso en el complejo proceso de nombramiento de sus ministros.


En cuanto al sistema de subrogación de los ministros de los Tribunales Ambientales, el artículo 10 de la ley N° 20.600 estatuye la subrogación por ministros suplentes de aquellos.



Esa regla difiere de la establecida por el legislador para otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar a los Ambientales, como los de Defensa de la Libre Competencia y de Propiedad Industrial, en donde el criterio central consiste en subrogar a sus miembros por ministros de Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales.



Con el fin de uniformar las reglas de subrogación, el proyecto viene a sustituir el ya mencionado sistema, estableciendo uno similar a los ya citados; esto es, subrogación por ministros de las Cortes de Apelaciones de Antofagasta, Santiago y Valdivia, según sea la instancia que lo requiera.



A su vez, los ministros licenciados en Ciencias serán subrogados por ministros suplentes de los Tribunales Ambientales de igual especialidad. Ello es muy importante para mantener lo relativo a la especialidad. Dicho mecanismo evitará el problema que podría producirse en este momento si el Segundo Tribunal Ambiental, por cualquier impedimento, careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, pues, entonces, no sería posible que fueran subrogados por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental, el que aún no se ha instalado. Asimismo, se evitarían los inconvenientes prácticos derivados de la distancia geográfica entre los distintos Tribunales Ambientales, que son, reitero, de Antofagasta, Santiago y Valdivia.


En la Comisión, hubo consenso acerca de la pertinencia de esta iniciativa, así como de los fundamentos que la inspiran.


Por su parte, y dado que el proyecto tuvo origen en una moción, se consultó el parecer del Ejecutivo. La Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, coincidió con este criterio y, en consecuencia, apoyó su tramitación.



Por consiguiente, el proyecto fue aprobado tanto en general como en particular por la unanimidad de los miembros presentes en la Comisión de Constitución, es decir, por los Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín (don Hernán) y quien habla, y se acordó recomendar a la Sala proceder de la misma forma.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (27 votos favorables), dejándose constancia de que se cumple el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).
SUPRESIÓN DE LÍMITE MÁXIMO PARA REGULARIZACIÓN DE AMPLIACIONES EN VIVIENDAS SOCIALES

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Tuma, Muñoz Aburto y Sabag, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9029-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Tuma, señora Pérez San Martín y señores Muñoz Aburto y Sabag):



En primer trámite, sesión 41ª, en 17 de julio de 2013.



Informes de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 68ª, en 5 de noviembre de 2013.



Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.



Discusión:



Sesión 70ª, en 19 de noviembre de 2013 (se aprueba en general).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por la Sala en su sesión del 19 de noviembre de 2013.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no existen artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



La Comisión efectuó dos enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, las cuales fueron acordadas unánimemente, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión o existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en que se transcriben las modificaciones introducidas por la Comisión y el texto que quedaría si ellas fueran aprobadas.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto, iniciado en moción de los parlamentarios miembros de nuestra Comisión de Vivienda (Senadora Lily Pérez y Senadores Hosaín Sabag, Pedro Muñoz Aburto y el que habla), tiene por finalidad resolver un impedimento que la gran mayoría de las familias chilenas enfrentan cuando no han regularizado su vivienda.



Para postular a un subsidio de vivienda -de ampliación, mejoramiento o protección térmica- necesariamente se debe demostrar que las viviendas o sus ampliaciones han sido recepcionadas por la Dirección de Obras Municipales.



Con el fin de facilitar lo anterior se dictó la llamada “ley del mono”, que simplificó la solicitud, de tal modo que con un croquis simple y sin recurrir a un arquitecto se pudieran regularizar ampliaciones de hasta 25 metros.



Sin embargo, con el correr del tiempo nos dimos cuenta de que dicha legislación resultaba absolutamente insuficiente, por cuanto la gran mayoría de las ampliaciones tenía más de esa superficie o bien las propiedades originales no habían sido regularizadas.



Por tal razón, aprobamos un proyecto de ley que aumenta la superficie de 25 a 90 metros, incluida la vivienda original, la cual se podrá regularizar a través de un procedimiento simple en la Dirección de Obras Municipales.



Por supuesto, mantuvimos el requisito de concurrir con un profesional para los casos de inmuebles que consideren segundos pisos o superiores o se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio.



Con este proyecto de ley, miles de familias chilenas podrán regularizar sus viviendas y postular a los distintos subsidios que el Ministerio del ramo entrega.



Por lo tanto, señor Presidente, esperamos que esta iniciativa, ya aprobada en general por la Sala de manera unánime y despachada en la misma forma por la Comisión de Vivienda, sea acordada en particular por el Senado y pueda pasar a la Cámara de Diputados para convertirse cuanto antes en ley.

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Su Señoría, debo señalarle que los autores de la moción son cinco y, si le doy la palabra a uno de ellos, tendré que otorgársela después a todos los demás. De manera que voy a poner en votación el proyecto a fin de que se pueda fundar el voto.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag, para fundamentar su voto.
El señor SABAG.- Seré muy breve, señor Presidente.



Solo deseo expresar que esta iniciativa fue acordada por unanimidad en la Comisión de Vivienda y contó con el apoyo del Subsecretario y de otros representantes del Ministerio del ramo, por lo que tiene un amplio respaldo.



Como se indicó, su propósito es facilitar que vastos sectores de la población, incluida la clase media, puedan regularizar la ampliación de sus viviendas, que ahora aumenta de 25 a 90 metros cuadrados, por medio de un sistema simplificado que además será gratuito, ya que los interesados quedarán exentos del pago de derechos municipales.



En el curso de la discusión también se sustituyó la expresión “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”, para extender al mismo tiempo la cobertura de la última “ley del mono”, con el fin de que las personas que hayan efectuado autoconstrucción igualmente queden sometidas a estas reglas.



Reitero que la propuesta fue ampliamente aprobada en la Comisión y cuenta con el consentimiento de los representantes del Ejecutivo.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez, para fundamentar su voto.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero manifestar que para mí es un placer presidir la Comisión de Vivienda y Urbanismo de nuestra Corporación, pues sus integrantes (Senadores Sabag, Tuma, Muñoz Aburto y Pérez Varela) son tremendamente apoyadores y con ellos trabajamos en forma muy transversal.



A pesar de que los Senadores de la Alianza estamos en minoría en dicha Comisión, que me toca presidir, hemos tenido una sola voz y un solo planteamiento frente a un montón de materias orientadas sobre todo al beneficio social de las personas. Así es que, señor Presidente, por este medio, aprovecho de dar las gracias a los colegas que la integran.



También examinamos el proyecto con el Ejecutivo: con el Subsecretario de Vivienda, en forma permanente, y con el Ministro del ramo, Rodrigo Pérez.



Este proyecto tuvo su inicio en una moción de los miembros de la Comisión de Vivienda y Urbanismo del Senado. Pero quiero destacar que fue el Senador Tuma quien nos inspiró para redactarlo y presentarlo.



El objetivo de la iniciativa es permitir que gente de ingresos menores y medios, que hoy se encuentra casi en el limbo con respecto a su vivienda, pueda regularizar su situación. Los mayores problemas se presentan cuando se intenta vender las propiedades, y por esa razón es tan importante que los inmuebles se encuentren absolutamente normalizados ante los servicios correspondientes.



Por lo anterior, le pedimos a la Honorable Sala que nos apoye en la aprobación de este proyecto, que es una especie de “ley del mono”, tal como se denominó a la anterior, con la cual se verán beneficiados miles de personas.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (27 votos a favor), y queda despachado en este trámite. 



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

DESIGNACIÓN DE SEÑOR PABLO ANTONIO GARCÍA SILVA COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual se solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, por el período de 10 años, con informe de Comisión de Hacienda y con la urgencia establecida en el párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental. 



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1630-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda, en sesión a la que también asistieron el señor Ministro de Hacienda y el señor Subsecretario de esa Cartera de Estado, recibió en audiencia al señor García, quien contestó diversas interrogantes planteadas por sus integrantes. 



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar, de que en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento jurídico para la designación de los Consejeros del Banco Central de Chile. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión. 



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar. 

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, el 9 de diciembre del año pasado venció el período legal como Consejero del Banco Central del señor Manuel Marfán, cuya nominación fue acogida por el Senado en su momento, a propuesta del Jefe de Estado de ese tiempo. 



En esta oportunidad, el Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central, y con relación al número 5) del artículo 53 de la Constitución Política, viene a proponer al Senado la designación del señor Pablo García Silva como nuevo Consejero del Instituto Emisor por el próximo período de 10 años. 



La Comisión escuchó al señor Pablo García hoy día en la mañana, y después de una larga intervención -la dejó por escrito y se encuentra a disposición de los señores Senadores en ese órgano técnico- la totalidad de sus miembros le hizo una serie de consultas, a las cuales dio respuesta.



Debo decir que a la Comisión solo le corresponde pronunciarse en cuanto a si en la propuesta formulada por el Presidente de la República se da cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos en nuestro ordenamiento jurídico. Y, como se dice en el informe, así acontece. 



Sin embargo, debemos destacar y valorar las condiciones del candidato que se propone para ocupar este importante cargo. 



El señor García Silva es un profesional, economista, titulado en la Pontificia Universidad Católica de Chile, y tiene un Ph.D. en Economía del Massachusetts Institute Technology (MIT).



Además, ha desarrollado una larga carrera en el propio Banco Central, lo cual es necesario subrayar.



En esa institución comienza sus funciones en 1999, como Economista Senior, labor que desempeña hasta el año 2000; luego ejerce los cargos de Gerente de Análisis Macroeconómico, entre 2001 y 2006; Gerente de Estabilidad Financiera, entre febrero y julio del 2006; Gerente de División Política Financiera, entre agosto de 2006 y julio de 2007. 



Además, es autor de diversas publicaciones, que sería largo enumerar. Pero se nota que es una persona que conoce y maneja bastante los temas relacionados con las facultades propias del Banco Central. 



Por tales razones, el informe de la Comisión pone en conocimiento de la Sala todos esos antecedentes.



Ahora, corresponde al Senado, en forma autónoma, es decir, a cada uno de nosotros, de acuerdo con nuestras convicciones, pronunciarnos sobre la propuesta hecha por el Presidente de la República.  

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Como estamos en la tabla de Fácil Despacho, si le parece a la Sala abriré la votación y daré la palabra para fundamentar el voto.



Acordado.



En votación. 



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, solo quiero reafirmar lo planteado por el Presidente de la Comisión de Hacienda, Honorable señor Zaldívar, en orden a los enormes méritos de nuestro nominado para ocupar este cargo.



Para ser Consejero se requiere mucha experiencia, grandes cualidades en materia de conocimientos de política económica, manejo de los instrumentos con que cuenta el Banco Centra. Y el señor García es una de las personas que más conoce sobre estos temas.



En esta ocasión nos corresponde reemplazar a un Consejero de dicha entidad que cumplió su período legal de funciones, el señor Manuel Marfán, quien responde a la sensibilidad del mundo socialista.



Por eso, quiero aprovechar esta oportunidad para expresar mi reconocimiento a la buena disposición mostrada por la bancada socialista para apoyar a Pablo García, con quien nos identificamos como bancada PPD. Creo que hará un aporte significativo. Es cierto que Manuel Marfán deja la vara muy alta, pero él también tiene los méritos para cumplir un rol destacado en el Instituto Emisor. 



Quiero pedir a los Senadores que respalden a Pablo García, porque con ello se dignifica no solo la política, sino también una institución tan importante para la administración económica de nuestro país como el Banco Central. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, no quiero repetir lo señalado por los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, sino solo hacer presente que el señor Pablo García Silva, propuesto como candidato a Consejero del Banco Central, reúne los antecedentes académicos y profesionales para ocupar ese cargo. 



Su intervención en la Comisión de Hacienda, por lo menos en lo que a este Senador respecta, fue muy simple, pero demostrativa de su conocimiento de todos los aspectos fundamentales para ser Consejero del Instituto Emisor.



Luego de finalizada su exposición (como señaló el señor Presidente de dicho órgano técnico, se halla a disposición de los señores Senadores), al señor García se le realizaron varias consultas y, a mi modo de ver, las respondió en forma muy satisfactoria. 



Por otro lado, debo señalar que, desde el punto de vista de la bancada que yo represento, el Banco Central es una institución que cumple un rol muy importante en nuestro país, y la autonomía de que goza y la calidad profesional, política y técnica de sus Consejeros dan garantías de que ella cumple y seguirá cumpliendo un papel relevante en nuestra economía. 



Ahora, frente a la experiencia del señor Pablo García en el Banco Central, y consultado respecto de cómo ve esa autonomía, de cómo se ha ejercido y de si ella es adecuada, su respuesta fue, a mi juicio, absolutamente satisfactoria. 



Por lo tanto, con mucho agrado doy mi voto favorable para el nombramiento de Pablo García Silva como Consejero del Banco Central. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana. 

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, tal como han señalado los señores Senadores integrantes de la Comisión de Hacienda, aquí lo que corresponde es determinar si se cumplen los requisitos para que este postulante, Pablo García Silva, sea Consejero del Banco Central.



Por lo tanto, respecto de aquello tenemos que pronunciarnos. 



Simplemente, debo señalar que se trata de un gran economista, destacadísimo. Estuve revisando sus antecedentes y la presentación que hizo en la Comisión. Sus miembros nos señalaron que en ella se efectuó un análisis bastante contundente del momento económico que enfrenta el país, como las situaciones de desaceleración, que lamentablemente ya se han iniciado, lo cual requiere que contemos con los mejores economistas que tenemos en una institución tan significativa y compleja como el Banco Central.



Quiero insistir en que Pablo García -por cierto, lo conozco personalmente- es una persona con todos los méritos académicos (se refirió a ellos el Senador Zaldívar). Además ha hecho su carrera al interior del Banco Central, cuestión muy poco usual. Porque normalmente los consejeros, siendo destacadísimos economistas y, muchas veces, con mirada muy transversal, propia de este ámbito, vienen de la academia o simplemente del Fondo Monetario Internacional u otros organismos similares.



Acá se trata de alguien que ha pasado por todos esos mundos, pero que, al mismo tiempo, ha desarrollado una carrera brillante en el Banco Central: Gerente de Análisis Macroeconómico; Gerente de Estabilidad Financiera; Gerente de Políticas Financieras.



De otro lado, es autor de un sinnúmero de publicaciones que sin lugar a dudas orientarán mucho el momento económico que viene.



Yo simplemente quiero señalar que lo relativo a nombramientos que hace el Gobierno con acuerdo del Senado debe llevarnos a reflexionar sobre la necesidad de que exista un diálogo un poco más profundo. Porque durante algunos días se especuló en la prensa que este nombre podía ser rechazado. Y se habría cometido una injusticia en la que no solemos incurrir.



En ello había mucha responsabilidad del Gobierno, porque no se hicieron las consultas a todos los actores políticos -en este caso, a la totalidad de las bancadas del Senado- antes de presentar este nombre.



En efecto, Pablo García Silva remplazará a un gran economista, como lo es Manuel Marfán, quien ha dejado la vara alta. Pero, sin duda, estará a la altura de lo que este cargo y las condiciones del país en lo económico requieren.



Así que, como Partido Por la Democracia, vamos a respaldar el nombre de Pablo García como consejero del Banco Central.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, adhiero a lo que señalaron quienes me antecedieron en el uso de la palabra.



Quiero, sí, agregar un par de comentarios, con la mejor buena disposición y sin ánimo de abrir debate.



Creo que el proceso de nombramiento de consejero del Banco Central a partir del cumplimiento del período legal de don Manuel Marfán ha sido por lo menos ripioso.



Pienso que -como lo manifestó el Senador Quintana- el proceso de consultas no fue el más adecuado a la hora de la toma de decisiones.



Lo conversé con el Ministro de Hacienda. Él tuvo sus razones para las acciones que tomaron. Creemos, en todo caso, que cuando se trata de nombramientos en cuerpos colegiados que deben reflejar cierta pluralidad, como se requiere la voluntad tanto del Presidente de la República como del Senado, ello debe ser consensuado. De lo contrario, se entra a un impasse que puede llevarnos a no tener el consejero, el Ministro de la Corte Suprema, etcétera.



Nosotros sabemos lo que estamos haciendo. 



Seguramente, quienes ven por televisión este debate o los que se hallan en las tribunas se preguntan: ¿Esto es cuoteo? 



No, señor Presidente. Acá lo que hay es un cuerpo colegiado de consejeros y economistas que toman decisiones muy importantes en Chile. Es un organismo autónomo. Y de lo que se trata es de preservar las distintas visiones existentes en la sociedad chilena en relación con temas a veces tan áridos pero sumamente importantes como la economía.



Por eso, existe tanto interés en ello. Y como hay ciertas sensibilidades, es preciso escuchar a aquellos que tienen voz en esta materia.



Pero acá, por la forma en que se llevó este proceso, se generó un cortocircuito entre el Gobierno y uno de los partidos que representan a la Nueva Mayoría: el Partido Socialista.



Así se llegó a un entendimiento, lo que es sano.



Sin embargo, quiero entrar al tema de fondo.



De no haber sido nombrado, se habría cometido una tremenda injustica con Pablo García Silva.



Primero, porque es un reconocido economista nacional e internacional; es una persona reputada, con una trayectoria impecable.



Segundo, porque reúne algo muy importante: criterio.



No basta con tener títulos y doctorados; hay que tener criterio “a la hora de”; llevar a la práctica esos conocimientos en política económica, en decisiones que generan impacto en la vida de los chilenos.



Y, tercero, porque cuando don Pablo García realizó su exposición en la Comisión de Hacienda -lo quiero valorar-, en que habló de los riesgos externos; de la supervigilancia financiera y la regulación; de la inflación; del crecimiento, en no pocas oportunidades utilizó los conceptos de construir un proceso sostenido e incremento de la prosperidad para todos los hogares chilenos, en particular de los más vulnerables; de terminar con la exclusión social; de favorecer la inclusión social.



O sea, cuando decimos que hay visiones y ciertos valores que deben estar representados en el Consejo del Banco Central, nos referimos precisamente a eso, no solo a las ideas económicas.



No recuerdo haber tenido la oportunidad de escuchar a alguien propuesto para el cargo de consejero del Banco Central que tuviera entre sus conceptos los de inclusión social, prosperidad para todos hogares chilenos, y en especial para los más vulnerables.



Por esa razón, pienso que hoy día estamos tomando una buena decisión.



Quiero agradecer, además, la disposición y la flexibilidad del Partido Socialista, que era nuestro primus inter pares en materia de consultas con el Gobierno, para allanarnos a un acuerdo que a mi juicio al final es beneficioso para todos, en particular para el Banco Central de Chile.



Voy a votar favorablemente esta propuesta, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, quiero complementar lo informado por el Presidente de la Comisión de Hacienda, don Andrés Zaldívar, y las exposiciones hechas por los demás colegas.



No cabe duda de que Pablo García es un gran profesional, quien remplazará al consejero saliente señor Manuel Marfán, el cual, curiosamente, fue su profesor y le tomó el examen cuando egresó de Economía en la Universidad.



En el plano internacional, se ha desempeñado como Director Ejecutivo Alterno por la Silla del Cono Sur, conformada por Chile, Argentina, Uruguay, Bolivia, Perú y Paraguay, y dependiente del Fondo Monetario Internacional



Pablo García ha realizado numerosas publicaciones y ha desarrollado una intensa labor académica en las Universidades de Chile y Alberto Hurtado.



Se trata, entonces, no solo de una persona que cumple con amplitud el perfil del cargo de consejero del Banco Central, sino que, además, es alguien que proviene de las propias filas de esta institución, lo que garantiza su conocimiento teórico y práctico acerca de los desafíos de este organismo y la forma de enfrentarlos.



Por último, el hecho de que sea identificado con determinada línea política y haya sido propuesto con grandes loas por parte del Ministro de Hacienda con una postura contrapuesta, avalan el consenso en torno a su nombre y el unánime reconocimiento a sus capacidades profesionales.



En su exposición, amplia y muy buena, ante la Comisión de Hacienda reveló una fina capacidad de análisis respecto a las condiciones actuales de la economía mundial y la chilena, así como una acabada comprensión acerca de la relevancia del Banco Central en el ordenamiento económico nacional.



Creo que es una garantía para nuestro Estado tener un profesional de esta categoría en un cargo autónomo, que es de vital importancia para la estabilidad y progreso de nuestro país.



Naturalmente, con agrado voto favorablemente esta designación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, nosotros queremos sumar nuestros votos a la designación de don Pablo García, luego del diálogo sostenido con él, de acuerdo con lo que establecen la ley y el Reglamento del Senado.



En tal sentido, fue un intercambio de opiniones útil, fructífero. Abordamos temas como la política cambiara; la necesaria flexibilidad que debe tener el Banco Central en correspondencia con las situaciones específicas que esté viviendo la economía del país.



En particular, la memoria que presentó don Pablo García se hace parte de la política contracíclica que se aplicó el año 2009, cuando en un período de seria contracción de la economía la política fiscal concurrió en apoyo entregando un volumen de recursos muy significativos, que permitieron sostener la política social y, en consecuencia, asegurar los avances desde el punto de vista de la protección social que se habían venido configurando en Chile en el curso de los últimos 20 años.



Así también, pudimos tomar nota de que el candidato propuesto no solo reduce la autonomía del Banco Central a los estrechos límites de la política monetaria, sino que, además, entiende que desde la perspectiva de su visión de la economía del país el Banco Central está en condiciones de aportar su punto de vista en materias tan significativas como el ámbito energético u otros, que importen para nuestro país un efecto que puede afectar seriamente nuestro crecimiento económico.



Bajo ese prisma, nosotros hemos constatado que se trata de una persona que se encuentra en condiciones de cumplir la responsabilidad para la cual está propuesta.



Señor Presidente, nunca hemos sido parte de vetos; por el contrario, abominamos la práctica de vetar personas. En especial, el sistema del veto nos recuerda las prácticas autoritarias con las cuales se intentó excluir la idea del socialismo de la institucionalidad democrática del país y, por tanto, no vamos a caer en ese mismo tipo de conductas.



En consecuencia, después de escuchar la intervención sólida, mesurada, responsable y de conocer la maciza formación que en el ámbito económico demostró tener don Pablo García Silva, nos hacemos parte del pronunciamiento favorable a su postulación.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, lo primero digno de destacar es la trayectoria de don Pablo Antonio García Silva, quien proviene desde el interior del Banco Central, lo cual elimina un factor que siempre está presente a la hora de estos nombramientos: los conflictos de interés.



Alguien que ha hecho su carrera profesional dentro del Instituto Emisor y que ha tenido como grandes objetivos la protección del interés general de la nación y el cuidado de la economía, proyecta una formación orientada hacia el bien general y desligada de determinados intereses.



Eso, para mí y el MAS, constituye un elemento importante. A ello se suman la excelencia profesional y académica demostrada y expuesta en el currículum de don Pablo García; la opinión que tienen de él connotadas personalidades del ámbito de la economía; la ponderación; la moderación y, por cierto, sus conocimientos.



Señor Presidente, lo que ha estado en cuestión aquí -tal como ya se expresó en la Sala; lo acaba de hacer notar el Senador Lagos- ha sido el procedimiento utilizado. Si esta Corporación debe pronunciarse y tomar una decisión, uno espera que se consulte a todos sus miembros. A los más chicos a veces no se les pide su opinión, pero, de repente, estos se vuelven importantes y decisivos.



Debo consignar que sobre este tema no fuimos consultados. No obstante, con voluntad y entusiasmo, concurriremos a la aprobación del nombramiento que hoy día nos propone el Presidente de la República. En todo caso, deseo señalar que esperamos un Banco Central -en esta misma Sala lo he planteado en varias ocasiones cuando sus consejeros han venido al Senado a dar la cuenta anual- no solo ligado al problema de la inflación, que por cierto es muy importante, sino también preocupado del empleo, del crecimiento, de contribuir a la disminución de las desigualdades, tal como lo hacen los institutos emisores de otros países, por ejemplo, el de Estados Unidos. 



En definitiva, el Instituto Emisor no solo debe preocuparse de la inflación, sino también de otros objetivos tan importantes como el empleo y el crecimiento.



Asimismo, quiero hacer notar que Manuel Marfán, a quien conozco desde hace ya más de dos décadas, cumplió un rol importante y siempre estuvo abierto a escuchar y responder consultas, a explicar en detalle a quienes no somos economistas el conjunto de medidas muy complejas que a veces adopta el Banco Central, frente a las cuales la ciudadanía es muy distante, pues no logran comprenderlas cabalmente.



El reemplazo de Manuel Marfán se hace, a mi juicio, en forma debida. Eso nos deja en condiciones de seguir pensando que el Banco Central en Chile es necesario, es respetado y que seguirá manteniendo una relación de armonía con el Senado de la República.



Voto a favor de la designación de don Pablo Antonio García Silva.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo hacer constar que la Senadora Lily Pérez y los restantes Senadores de Renovación Nacional votaremos favorablemente la nominación de don Pablo García Silva para ocupar el cargo de consejero del Banco Central.



Lo primero que quiero dejar en claro es que no me une a don Pablo García Silva ninguna relación de parentesco...

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Él es García de los buenos...!

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Solo es García...!

El señor GARCÍA.- Además, cabe resaltar que don Pablo García es un economista de gran prestigio que goza del reconocimiento de sus pares y que ha desarrollado una labor muy encomiable dentro del organismo emisor.



Don Pablo García Silva inicia su carrera en el Banco Central en 1999 como Economista Sénior. Luego, es nombrado Gerente de Análisis Macroeconómico y, más tarde, Gerente de Estabilidad Financiera. Posteriormente, se desempeña como Gerente de División Política Financiera y Economista Jefe y Gerente de División de Estudios.



Por lo tanto, se trata de una persona que conoce al Instituto Emisor por dentro y sabe, por supuesto, cómo funciona su Consejo. Y estamos seguros de que será un gran, gran aporte en las deliberaciones y en las decisiones que debe tomar dicha entidad para la estabilidad de nuestra moneda, de nuestros precios en el control de la inflación y, además, para garantizar la cadena de pagos en nuestro sistema económico.



Votamos, con mucho gusto y entusiasmo, por don Pablo García Silva, pues creemos que, desde los puntos de vista profesional, académico y también humano, reúne todos los requisitos y las condiciones para desempeñar este alto cargo del Estado.



Finalmente, deseo hacer un justo reconocimiento a don Manuel Marfán Lewis, quien cumplió una labor muy importante como consejero del Banco Central y que, después de toda su gestión en el referido organismo y de su gran aporte, termina su período legal en el mencionado cargo.



Por las razones señaladas, señor Presidente, votaremos favorablemente esta nominación.



Muchas gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Ha cundido el interés...! 



Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, me parece muy relevante que las personas que conforman el Consejo del Banco Central sean de primer nivel. 



Sin duda alguna, don Pablo García Silva se destaca por sus méritos académicos y profesionales. Tiene la experiencia necesaria al interior del Instituto Emisor y las personas que lo conocen hablan muy bien de él desde el punto de vista humano. 



Considero muy importante que el Banco Central tenga autonomía. En el pasado hubo mucha discusión al respecto. Yo personalmente tuve la oportunidad de hacer mi memoria de tesis en ese tema. Defendí la autonomía de la referida entidad, pues me parece muy importante en materia de política monetaria y cambiaria y en cuanto a los efectos que tiene en el empleo la baja inflación, contar con personas altamente capacitadas y con la autonomía suficiente para tomar las decisiones que correspondan.



En consecuencia, con mucho gusto, voto a favor del nombramiento de don Pablo García como consejero del Banco Central.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Hacienda.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Estamos en votación, señor Presidente.

El señor ESCALONA.- Sí, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Disculpe, señor Ministro.



Le daré la palabra una vez que termine la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la propuesta del Presidente de la República para designar consejero del Banco Central al señor Pablo Antonio García Silva (26 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ruiz-Esquide.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Muchas gracias, señor Presidente.



Solamente deseo agradecer la buena disposición que ha tenido el Senado para considerar el nombre de un profesional de excelencia, a quien conozco hace mucho tiempo, tanto en sus atributos personales como profesionales que ha demostrado durante toda su carrera.



Deseo hacer notar también la buena acogida para tal efecto que existió por parte de  los Senadores del Partido Socialista y del PPD, entre los cuales se gestó un acuerdo para esta nominación.



Asimismo, sin ánimo alguno de polemizar pero con la intención de poner las cosas tal como ocurrieron, debo recordar que yo tomé contacto con las máximas instancias del Partido Socialista a fines de noviembre pasado y sostuvimos varias reuniones a este respecto. 



Por lo tanto, desde el punto de vista de lo que correspondía hacer y para que este nombramiento no fuera una sorpresa, cumplimos con todos los caminos que debían recorrerse.



¿Que pudimos hacer más? ¡Claro! ¡Siempre es posible hacer más! No obstante, todas las gestiones se realizaron en el ánimo de llegar a un acuerdo.



El acuerdo y el consenso no se lograron previamente, pero nunca hubo un veto al nombre de Pablo García durante tales conversaciones.



Más allá de dar a conocer este punto de vista -que es importante desde la perspectiva del Ejecutivo-, mi intención apunta solo a agradecer a esta Alta Corporación por la recepción, por la buena disponibilidad que ha tenido en esta materia.



Y estoy seguro de que Pablo García tendrá un extraordinario cometido como Consejero del Banco Central.



Gracias, señor Presidente.

DESIGNACIÓN DE DOÑA MAGDALENA PEREIRA CAMPOS EN DIRECTORIO DE CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme al acuerdo de Comités, corresponde tratar en la tabla de Fácil Despacho el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar integrante del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes a la señora Magdalena Pereira Campos, en la vacante producida por renuncia de don Pablo Dittborn, hasta el 15 de enero de 2016, fecha en que concluía el período de este último.



La solicitud cuenta con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


El Ejecutivo hizo presente la urgencia prevista en el párrafo segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1628-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Educación recibió en audiencia a la señora Pereira, quien hizo una exposición sobre las actividades culturales que realiza y contestó diversas interrogantes planteadas por los miembros de dicho órgano técnico.



La Comisión deja constancia, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Cantero, Navarro, Quintana e Ignacio Walker), de que, por reunir la señora Pereira los requisitos de reconocida vinculación y destacada trayectoria en actividades culturales, en la proposición en estudio se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por nuestro ordenamiento para la designación de los integrantes del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En discusión la solicitud del Presidente de la República.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana para fundamentar su voto.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, la Comisión de Educación, como se acaba de expresar, analizó los antecedentes que acompañan a la propuesta presidencial.



Se destaca que la señora Magdalena Pereira es licenciada en Historia de la Universidad Católica de Chile, posee un máster en Historia del Arte de la Universidad de Sevilla (España) y es doctora en curso en esta misma casa de estudios superiores.



Asimismo, se indica que fue fundadora de la Fundación Altiplano, entidad sin fines de lucro que lleva adelante proyectos de cultura, desarrollo social y educación para las comunidades andinas de la Región de Arica y Parinacota y para la cultura tradicional en Chile.



En ese contexto, se resalta que la señora Magdalena Pereira ha participado en un sinnúmero de proyectos e investigaciones relacionados con la cultura de dicha zona geográfica de nuestro país.



Se agrega que en el último tiempo se ha desempeñado como directora de la Comisión Nacional de Bienes Culturales de la Iglesia.



Ha estado a cargo de la restauración de la iglesia San Francisco de Asís de Socoroma, que forma parte del plan Iglesias Andinas de Arica y Parinacota, modelo de desarrollo sostenible, iniciativa -como se sabe- del Legado Bicentenario.



Por los antecedentes que se nos presentaron y por el diálogo que se tuvo con ella y con el propio Ministro de Cultura, señor Roberto Ampuero, estimamos que se reúnen todos los requisitos y formalidades previstos en nuestro ordenamiento y, por tanto, que la señora Magdalena Pereira Campos puede integrarse al Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, que es presidido por el Secretario de Estado que mencioné.



Esa es la opinión unánime de la Comisión, y solicitamos que la Sala la respalde.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, para Arica y Parinacota, particularmente, constituyen un orgullo la nominación del Ejecutivo y -presumo- su ratificación por el Senado.



Magdalena Pereira, por un motivo vocacional -ella es profesional; como se ha mencionado en la Sala, es licenciada en Historia-, decidió irse a vivir a Arica, convocada por la Fundación Altiplano.



Y uno de los más importantes proyectos vinculados con la cultura de Arica y Parinacota es precisamente la Ruta de las Misiones, que consiste en la restauración patrimonial de prácticamente todas las iglesias del Altiplano, proceso que ha sido encabezado por la Fundación antes individualizada.


Pero, a partir de eso, Magdalena Pereira ha profundizado en la cultura aimara, con una serie de publicaciones, como se consigna en los antecedentes que entregó la Comisión informante.



En consecuencia, para Arica y Parinacota resulta particularmente importante la nominación propuesta, porque el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes no solo tiene que reflejar el interés por las distintas culturas, sino que, también, debe actuar de manera descentralizada a lo largo de nuestro país.



Sin duda, Magdalena Pereira ha jugado un papel absolutamente protagónico en lo que hoy día significa colocarle valor patrimonial a toda la Ruta de las Misiones, que tiene una historia inmensa, pero que no había sido reconstruida en nuestra Región.



Dicha Ruta está adquiriendo cada vez más importancia gracias a la participación de la Fundación Altiplano, y en particular a la de Magdalena Pereira.



Por lo expuesto, señor Presidente, no solo apruebo el nombramiento sugerido, sino que lo considero tremendamente significativo como aporte para el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, yo no conocía a Magdalena Pereira. Pero, tras leer el informe de la Comisión de Educación, que en parte fue transmitido aquí por su Presidente, me parece muy relevante que se ratifique el nombramiento de una persona que reúne las características señaladas.



Y me da mucho gusto que la designación recaiga en una mujer que optó por vivir en la Región de Arica y Parinacota, pues en general estos nombramientos favorecen a gente de la Región Metropolitana.


Creo que pocas veces vamos a poder hablar de un integrante del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que por elección personal se haya radicado en la Región de Arica y Parinacota y que además esté dedicado a rescatar el patrimonio artístico de nuestro país.



Señor Presidente, por desgracia, en nuestra cultura no tenemos mucha práctica en la recuperación de patrimonios. Esta actividad es más reciente. Se ha desarrollado bastante con las iglesias en Chiloé, o en este caso, en el Altiplano. Pero, en general, exhibimos una gran capacidad para destruir nuestro patrimonio. Es cosa de ver cómo se destrozan y destrozan edificaciones hermosas para construir más malls o más edificios de departamentos. 


En verdad, no conservamos mucho el espíritu patrimonial, y las implicancias pueden ir bastante más lejos que lo material.



Por lo expuesto, con mucho gusto apruebo el nombramiento de Magdalena Pereira.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, concurro con mi voto favorable a esta nominación.



Tal como se lo señalé en la Comisión de Educación a doña Magdalena Pereira, quisiera que con el mismo entusiasmo con que hoy nos pronunciamos a favor de su designación aprobáramos a fin de año en la Ley de Presupuestos los recursos necesarios para la preservación y conservación de nuestro patrimonio cultural.



No podría entender que hoy valoráramos la designación de la señora Pereira, por su trayectoria, por la dedicación que ha puesto en su tarea, y que al concluir este año no hubiera una voluntad positiva para aprobar presupuestos adecuados para aquel fin. Porque la preservación y la conservación requieren no solo voluntades y capacidades, sino también recursos, y muchas veces, en gran cantidad.



Espero que el Senado apruebe esta propuesta.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



--(Aplausos en tribunas).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud del Presidente de la República para designar a la señora Magdalena Pereira Campos integrante del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes (21 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín (don Hernán), Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Rincón y señor Chahuán.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que ingrese el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Miguel Flores.



--Se autoriza.

VI. ORDEN DEL DÍA

ENMIENDAS A NORMATIVAS MUNICIPALES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, TRANSPARENCIA, PROBIDAD, DOTACIÓN Y FINANZAS

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el rol fiscalizador del concejo municipal; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos, y modifica normas sobre personal y finanzas municipales, con segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8210-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 56ª, en 11 de septiembre de 2013.



Informes de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 60ª, en 8 de octubre de 2013.



Gobierno, Descentralización y Regionalización (segundo): sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.



Hacienda: sesión 86ª, en 15 de enero de 2014.


Discusión:



Sesión 62ª, en 9 de octubre de 2013 (se aprueba en general).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Esta iniciativa fue aprobada en general en sesión de 9 de octubre de 2013.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 1°, números 2), 3), 5), 6), 7), 11), 12), 14) y 15) a 19); 2°; 3°; 5°; 6°; 7°; 8°; 9°, y 10 permanentes y los artículos primero, segundo y tercero transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.


Esas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación. 



Pero corresponde dejar constancia del quórum en el caso de los numerales del artículo 1° ya citados; del artículo 9°, y de los artículos primero, segundo y tercero transitorios, todos los cuales deben aprobarse con un mínimo de 19 votos favorables.


Con el mismo quórum deben aprobarse en particular los números 10), 13), 20) -pasa a ser 21)-, 22) -pasa a ser 23)- y 23) -pasa a ser 24)-, todos del artículo 1°, pues se trata de normas de rango orgánico constitucional que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales se aprobaron unánimemente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, introdujo una modificación diferente de la realizada por la de Gobierno.



Además, hubo una solicitud especial de votación separada, por acuerdo unánime de Hacienda (a esa petición se ha sumado el Senador señor Orpis), con relación al número 1) del artículo 1°, norma que dicha Comisión no revisó por no ser de su competencia. Y la razón para pedir votación separada estriba en que el Ejecutivo hizo presente una inconsistencia en el contenido del proyecto de ley.



De las enmiendas unánimes, las recaídas en los números 1), 4), 8), 9), 20), nuevo, y 21), que pasa a ser 22), del artículo 1° deben aprobarse con 19 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional. 


De consiguiente, sin perjuicio de lo que debe darse por aprobado reglamentariamente, dejando constancia del quórum correspondiente, las situaciones que deben verse en forma separada son las siguientes:



-La votación que para el número 1) del artículo 1° pidieron la Comisión de Hacienda y el Senador señor Orpis.



-La modificación de la Comisión de Hacienda que suprime el inciso segundo del artículo 11, el cual, votado separadamente, fue rechazado por mayoría de votos. Se pronunciaron en contra los Senadores señores García, Lagos y Zaldívar, y a favor, los Senadores señores Escalona y Novoa.
El señor BIANCHI.- Pido la palabra.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En seguida, señor Senador. 



Procederemos primero a la aprobación reglamentaria. 



--Se aprueban reglamentariamente las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, conforme a la relación que de ellas hizo el señor Secretario General, dejándose constancia, para los efectos del quórum constitucional requerido, de que emitieron pronunciamiento favorable 20 señores Senadores.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, con el mismo quórum se aprobarán las normas que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe y las modificaciones aprobadas por unanimidad.



--Se aprueban (20 votos afirmativos), dejándose constancia de que en los casos explicitados por el señor Secretario General se reunió el quórum constitucional exigido.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la misma línea de lo que señaló el Senador Orpis, quien pidió votar separadamente el número 1) del artículo 1°, quiero llamar la atención de esta Honorable Sala en el sentido de que las Comisiones de Gobierno y de Hacienda tomaron mal la votación.



Para reparar dicha situación, solicito pronunciamiento separado sobre el número 1) del artículo 1°, que modifica el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades. 



En mi calidad de Presidente de la Comisión de Gobierno, pido que el número 1) del artículo 1° se vote en contra. Si se rechaza, quedará el texto de la Cámara de Diputados y resolveremos lo que explicó muy bien el señor Secretario General al hacer la relación del proyecto.



Gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, quiero profundizar lo señalado por el Senador Bianchi.



Uno de los grandes problemas que tienen los municipios dice relación con la necesidad de ir adaptando las plantas funcionarias a las nuevas realidades que enfrentan. Y eso hace el artículo 1°: otorga facultades bastante flexibles a los alcaldes para que vayan adecuando las plantas municipales.



Originalmente, el Ejecutivo propuso -ello difiere de lo que aprobó la Cámara de Diputados- un artículo segundo transitorio donde se establecía que a los cargos que se creaban en las nuevas unidades debían asignárseles dos grados menos que al de alcalde. Y, como sabemos, los alcaldes tienen a lo largo del país distintos grados.



En la Comisión de Gobierno planteé que la norma pertinente no debía ser transitoria, por tratarse de una función continua requerida para las comunas creadas en el futuro. Por lo tanto, solicité que se legislara de manera permanente y no solo para un caso particular.



Ese fue el criterio adoptado en definitiva.



Las normas permanentes se contienen precisamente en el artículo 1°, numeral 1), incisos segundo y tercero. Lo que se aprobó en forma unánime fue el inciso primero. Pero los dos incisos siguientes permiten la operatividad; y, por un error, ambos fueron rechazados en las dos Comisiones. 



Por lo tanto, en esta oportunidad correspondería rechazar, en la parte pertinente, los informes de ambas Comisiones, para revivir el texto de la Cámara de Diputados, que no ofrece ninguna dificultad en la materia explicitada.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- No intervendré, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, en la Comisión de Gobierno se nos originó una confusión a raíz de la indicación 1 A -la aprobamos en esa instancia-, que en el número 1) del artículo 1° eliminaba dos incisos absolutamente fundamentales. Y se decía que ello estaba considerado en el artículo segundo transitorio.



Pero, estudiando el punto en la Comisión de Hacienda con los técnicos de la Subsecretaría de Desarrollo Regional, claramente nos dimos cuenta, por fortuna, encontrándonos todavía en el presente trámite, de que tenemos que ratificar los dos incisos aprobados por la Cámara de Diputados y rechazar, por supuesto, lo aprobado por la Comisión de Gobierno y la de Hacienda, que también observó la misma normativa.



En consecuencia, estamos de acuerdo ahora con el rechazo de la proposición de la Comisión de Gobierno y con acoger lo que viene de la Cámara de Diputados, y cuando lleguemos al artículo segundo transitorio veremos el trato que se le va a dar a esa parte.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, todo el debate sobre la función de concejales y de alcalde, si bien resulta importante -media un apoyo de los primeros, existiendo un cierto grado de optimismo-, nos deja un gusto a poco.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, Su Señoría. Estamos tratando el artículo 1°.

El señor NAVARRO.- Entonces, pediré la palabra en relación con las otras disposiciones.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Solo nos quedan los artículos 1°, número 1), y 11, que son los dos en que se registran diferencias, según entiendo.

El señor NAVARRO.- ¿Respecto de la facultad del alcalde para disminuir unidades y crear otras nuevas?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En el 11 se elimina el inciso segundo, como lo han mencionado todos.

El señor NAVARRO.- Me referiré al artículo 1°, entonces.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor NAVARRO.- Es de todos conocido el debate suscitado acerca del personal a contrata y a honorarios. En los municipios se mantienen miles de funcionarios en esa condición.



Existen alcaldes como el de Quilicura, Juan Carrasco, quien dice: “Si me lo permiten, puedo pasar a la planta, con mi presupuesto, los 327 funcionarios que tengo a contrata; pero la ley no me deja.”.



La pregunta para los Senadores señores Bianchi y Orpis es si la ley en proyecto aceptará que jefes comunales apliquen esa medida con presupuesto propio, no con recursos del Fondo Común Municipal. Ello, con algún grado de criterio, por cierto. No se tratará de personas sin ninguna función. Porque no resulta creíble seguir considerando no de planta a quienes llevan 16 o 20 años en un cometido, el cual existe e importa responsabilidad. Pero no pueden ser traspasados, ya que no hay planta.



El artículo más bien hace referencia a crear ciertas unidades. Se pone también en el caso de la reducción, no en el del aumento.



Por lo tanto, uno de los elementos que echo de menos es la facultad, para los municipios que puedan hacerlo, de pasar a la planta a personal que lleve 10 o 12 años cuando la función esté previamente calificada por el concejo municipal o la Contraloría General de la República. Es decir, no se trata de funcionarios inventados, de fantasmas: son reales, con labores concretas.



Lo otro dice relación con personal traspasado a los servicios. En el caso de educación, son inmorales, absolutamente inaceptables, los despidos de profesores a contrata que han tenido lugar a fin de año en cientos de municipalidades.



Fruto de una iniciativa legal iniciada en una moción y cuya admisibilidad ha sido votada en el Senado, tendiente al traspaso, después de tres años, de personal a contrata de los departamentos de Educación, se ha provocado un despido masivo, denunciado por el Colegio de Profesores. Los alcaldes lo han llevado a cabo apresuradamente.



Espero que con el proyecto de ley de desmunicipalización que implemente la Presidenta Michelle Bachelet podamos hacer justicia, al menos, a los servicios traspasados de educación y sacar de encima a jefes comunales que se quejan del gasto. El de Cerro Navia, que es de Gobierno, fue al Ministerio y dijo: “Entrego la educación, porque no tengo dinero para administrarla”.



Los funcionarios municipales a contrata, en todos los ámbitos, requieren mayor respeto. El punto va a quedar pendiente. Está bien la posibilidad de adecuación, pero resulta imposible dejarlo a un lado cuando estamos discutiendo facultades de los alcaldes para ajustar las plantas.



Hay personal a contrata en el municipio y en otras funciones, como también en los servicios traspasados de salud y educación, que lleva años y resulta insustituible y que no tiene otra posibilidad de formar parte de la planta.



Voy a votar a favor, por cierto, del artículo 1°. Se avanza algo, pero ello sigue siendo insuficiente.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solo quisiera precisar que la Comisión de Hacienda no rechazó los dos incisos del artículo 1°, como se ha expresado. No eran de su competencia. De manera que, para puntualizar bien lo obrado por un órgano técnico al que habitualmente mis colegas le imputan que va más allá de sus atribuciones, cabe aclarar que no le correspondía pronunciarse.



Sí le hacemos presente a la Sala la necesidad de hacerlo en relación con la inconsistencia observada respecto de esas normas.



El trámite del proyecto ha dado lugar a un esfuerzo muy tenaz de parte del Presidente de los concejales, señor Marco Espinoza, quien nos acompaña en la tribuna, y otros representantes del sector. Ello merece un reconocimiento.



Entiendo que el señor Espinoza es muy conocido por su físico similar al del señor Carlos Caszely. Sin embargo, deseo destacar que se diferencian en una cosa: ¡el primero nunca ha fallado un penal…!



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Puede intervenir el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, después de las confusiones registradas en las Comisiones técnicas que han estudiado el proyecto, creo que es bueno consignar que el artículo 15 de la Ley Orgánica Constitucional respectiva dispone que “las municipalidades dispondrán de una Secretaría Municipal, de una Secretaría Comunal de Planificación y de otras unidades encargadas del cumplimiento de funciones de prestación de servicios y de administración interna, relacionadas con el desarrollo comunitario, obras municipales, aseo y ornato, tránsito y transporte públicos, administración y finanzas, asesoría jurídica y control.”. 



Lo que hace el nuevo artículo 16 es partir señalando que, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, todas las municipalidades, cualquiera que sea su tamaño, deberán considerar al menos las unidades de Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas, y Unidad de Control.



Además, expresa que, en aquellas que no contemplen en el escalafón directivo los cargos expuestos, “el alcalde estará facultado para crearlos, debiendo, al efecto, sujetarse a las normas sobre selección directiva que la ley dispone.”.



Se agrega que “Dichos cargos tendrán dos grados inmediatamente inferiores a aquel que le corresponde al alcalde en la municipalidad respectiva, y aquellos señalados en el artículo 47 mantendrán la calidad de exclusiva confianza.”.



¿Cuáles son estos últimos, señor Presidente? Esta última disposición determina que “Tendrán la calidad de funcionarios de exclusiva confianza del alcalde, las personas que sean designadas como titulares en los cargos de secretario comunal de planificación, y en aquellos que impliquen dirigir las unidades de asesoría jurídica, de salud y educación y demás incorporados a su gestión, y de desarrollo comunitario.”.



Y finalmente se incluye una norma especial para las comunas de más de 100 mil habitantes.



Parece del todo razonable que acojamos el texto aprobado en general por el Senado.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay más Senadores inscritos.



Se someterá al pronunciamiento de la Sala el número 1) del artículo 1° propuesto por la Comisión de Gobierno, el cual señala:



“Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:



“Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.



“En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, a lo menos, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente, sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga.”.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Quien vote a favor…

El señor ORPIS.- Deseo proponer una fórmula distinta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Conforme, Su Señoría, pero deseo explicar primero el sentido de la votación.



El que vote que sí optará por el texto expuesto. El que se pronuncie por el rechazo preferirá que reviva la disposición que aparece en la segunda columna del boletín comparado.



Ahora puede intervenir, señor Senador.

El señor ORPIS.- No, señor Presidente. Está perfecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Vamos a abrir la votación.
El señor BIANCHI.- Hay que votar que no.

El señor NAVARRO.- Así es.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se vota la proposición relativa al número 1) del artículo 1°, que lo diferencia de la redacción aprobada en general por el Senado y, naturalmente, por la Cámara de Diputados.



Quienes estén de acuerdo con la norma que recomienda la Comisión de Gobierno votarán a favor, y quienes no lo estén, en contra.



No se requiere quórum especial para los efectos de la supresión.

El señor NOVOA.- Lo que procede es el rechazo.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si se desecha la disposición, cabe pronunciarse sobre el texto aprobado en general.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización (22 votos en contra). 



Votaron las señoras Allende y Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Senador señor Hernán Larraín deja constancia de su intención de voto en contra.


Si le parece a la Sala, con la misma votación, a la inversa, se aprobará el número 1) del artículo 1° del texto despachado en general.



--Se aprueba, dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse en el artículo 11.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Hacienda, por mayoría de votos, plantea la supresión del inciso segundo contemplado por la Comisión de Gobierno, disposición que expresa:



“En el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.”.



Votaron en contra del inciso, en la Comisión de Hacienda, los Senadores señores García, Lagos y Zaldívar, y a favor, los Honorables señores Escalona y Novoa.

El señor BIANCHI.- ¡Extraña la votación...!

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- ¡Bastante…!



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, la Comisión de Hacienda propone eliminar el inciso segundo, que establece un mecanismo de condonación de intereses y multas por el pago del servicio de aseo que prestan los municipios.



La Asociación Nacional de Municipalidades sostuvo que no era conveniente, para los efectos de poder llevar adelante la medida, hacer la diferenciación entre una condonación de hasta 90 por ciento para los que paguen al contado y de hasta 70 por ciento para los que lo hagan en cuotas.



Más o menos, 160 mil millones de pesos no han sido cobrados o son susceptibles de un posible convenio de pago, y unos 700 mil contribuyentes se encuentran en la situación de que se trata.



Ahora, ¿qué dicen las municipalidades? Que es necesario buscar una manera de regularizar el asunto. Porque a la gente que tiene propiedades afectas a pago de contribuciones se le cobra directamente el servicio de aseo -quiero aclarar que, de acuerdo con el concepto, no es un impuesto-, mientras que al resto, a los exentos, que son las personas de menores ingresos, muchas veces no les llega el importe y no se verifica la normalización en las cancelaciones.



Entonces, ¿qué están pidiendo? Que se les otorgue una facultad al respecto y que sus concejos determinen la forma de condonar intereses penales y multas para el efecto de lograr el pago.



Habiendo incluido la Comisión de Gobierno ese inciso segundo, en la Comisión de Hacienda se discutió la admisibilidad o inadmisibilidad de una indicación para modificar dichos porcentajes y el Senador que habla propuso, sencillamente, eliminar la disposición y dejar en claro que será facultad de los concejos, con la autonomía que deben tener los municipios, determinar la manera de cobrar los servicios de aseo en la mejor forma posible.



Incluso, en la propia normativa que viene aprobada se establece un mecanismo que les hace posible a las municipalidades conseguir lo anterior a través de convenios con aquellas empresas que llevan a cabo la cobranza de electricidad, de agua potable, en fin.



Por mayoría, se acogió la supresión del inciso y dejar que las municipalidades, de acuerdo con su propia realidad, con sus propias circunstancias y con la conformidad de sus concejos, determinen qué y cuánto quieren condonar en materia de intereses penales y multas.



Gracias.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, al rechazarse la disposición que permite a las municipalidades -es decir, alcaldes y concejos- celebrar convenios conforme a la forma de pago de deudas por concepto de derechos de aseo, lo que se está haciendo es dejarlas condonar hasta el cien por ciento de multas e intereses, no el 90 ni el 70 por ciento, como lo contempla el inciso segundo. 



A mi juicio, el Honorable señor Zaldívar tiene mucha razón. Es un problema permanente de los municipios el de cómo cobrar el retiro domiciliario de la basura. Y como muchas veces no hay manera de hacerlo, finalmente la deuda se va acumulando, sin que sea posible lograr el pago.



Un incentivo concreto es el de que alcalde y concejales, mediante un acuerdo, celebren convenios, y, en la medida en que la persona se comprometa a pagar, ya sea al contado o ya sea en cuotas, se le pueda estimular por la vía de condonarle multas e intereses.



Por lo demás, se trata de facultades que, por ejemplo, respecto de algunos impuestos, tiene el Tesorero General de la República, quien las ha radicado en las respectivas tesorerías regionales.



A mi juicio, la propuesta de la Comisión de Hacienda es una manera concreta de estimular que se pague lo adeudado, con lo cual las municipalidades podrán recuperar esos dineros y los ciudadanos se pondrán al día.



Por ello, en el artículo 11, debemos votar a favor del inciso primero, que faculta a las municipalidades para condonar intereses y multas, y pronunciarnos en contra del inciso segundo. De esa manera, estaríamos permitiendo que el rango de condonación llegue hasta el 100 por ciento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el tema de la recolección de residuos domiciliarios se ha transformado en un dolor de cabeza no solo para los municipios, sino también para los usuarios.



Muchos municipios dejaron abandonada la cobranza. Y a los usuarios se les acumuló una deuda por la incapacidad de la municipalidad de cobrar. ¡Porque cobrar la basura es impopular!



Situación similar ocurrió con el agua, la cual antes era casi gratuita. Cuando se empezó a cobrar por el servicio, particularmente, el relativo al tratamiento de las aguas servidas, costó implementar un sistema.



Pero, en el caso que nos ocupa, considero que no hay conciencia ciudadana respecto de los reales costos que implica el retiro, traslado y depósito final de la basura. 



Frente a ello, los municipios enfrentan a lo menos dos grandes problemas.



El primero es el cobro del servicio a quienes pueden pagar, que son las personas que habitan viviendas de un valor elevado (más de 23 millones de pesos). Pero el costo debe ser diferenciado del de las empresas. No parece justo que las familias, que consumen y generan poca basura, paguen lo mismo que las empresas, que producen grandes volúmenes de residuos.



Y el segundo -lo más importante- radica en que hay una deuda enorme entre los municipios y las empresas con las que han suscrito contratos para la disposición final de la basura.



Este problema lo formulé a través de un proyecto de acuerdo, que fue aprobado en su oportunidad en la Cámara de Diputados. Y también lo hemos planteado de algún modo aquí.



Los servicios básicos sobre los cuales los municipios tienen responsabilidad de bien común (de electricidad, de agua potable y de recolección de residuos), a mi juicio, debieran ser cancelados de manera directa con recursos del Fondo Común Municipal. Así, se evitaría que la municipalidad destine tales dineros a otros menesteres y que, como pasa en muchas comunas de mi Región, la Compañía General de Electricidad corte la luz; que ESSBIO suspenda el suministro de agua, y que la empresa de recolección de basura deje de operar, ante el no pago por uno o dos años. Basta mirar esa realidad en el mapa de la Región Metropolitana para corroborar lo que digo.



Ante ello, pienso que habría que efectuar un catastro para saber cuánto cuesta sacar la basura en cada municipio. Como las licitaciones se realizan de manera individual, hay 345 criterios distintos para llamar a licitación (con camiones nuevos, con camiones antiguos; con periodicidad, con frecuencia…). ¡Es un problema!


Tal determinación permitiría tener certeza en los costos y, particularmente, en los pagos por parte de la SUBDERE. Esta podría decir: “Yo pago la cuenta de los gastos comunes de los municipios, porque aquellos no pueden ser eludidos”.



La incertidumbre sobre el tema de los servicios básicos no puede continuar. La propuesta a que hice mención no fue abordada. Habrá que efectuar ese debate después. Hoy día preocupémonos de enmendar los errores cometidos en los municipios, referidos a lo que no se cobró y se acumuló como deuda y, también, a los casos en que la gente no pudo pagar.



Yo me atrevería a señalar que, en la inmensa mayoría de las comunas de Chile, más del 80 por ciento de la ciudadanía quedará exenta de pago.


Me preocupa -y yo esperaría un buen criterio- la forma en que se está manejando el tema de las condonaciones. No veo a un concejo municipal condonando el 70 por ciento de los intereses y multas. De hecho, tengo entendido que la deuda misma no se va a extinguir. La facultad que se otorga para condonar opera sobre los intereses y las multas, no sobre la deuda.


Si esta se ha acumulado -como ha ocurrido en algunas comunas de mi Región- durante meses y años, habrá que buscar un criterio que permita pagarla. ¡Porque nadie tiene capacidad de servir al contado una deuda acumulada por varios meses o años! 



Por lo tanto, se requiere un mecanismo distinto. 



Desconozco si este existe en el artículo 11, que acaba de leer el señor Presidente. Su inciso primero señala: “Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo…”. Es decir, podrá haber convenios. Espero que sean los más adecuados para los intereses de los ciudadanos.



Señor Presidente, apruebo la modificación de la Comisión de Hacienda y deseo que, en un debate posterior más profundo, se puedan corregir los problemas que he planteado.


Voto a favor de la supresión del inciso segundo del artículo 11.


¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!


--(Aplausos en tribunas).
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Me han pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo? 
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Acordado.



En votación la eliminación del inciso segundo del artículo 11, propuesta por la Comisión de Hacienda.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.



--(Durante la votación).
El señor NOVOA.- Señor Presidente, la discusión en la Comisión de Hacienda se originó, primero, sobre la facultad de los parlamentarios para presentar norma en esta materia.


Reitero la opinión que manifesté en ese órgano técnico: los derechos de aseo son una forma de tributo. Me parece preocupante que se diga lo contrario. Si bien en el caso que nos ocupa este punto de vista favorece al contribuyente, ¿qué pasaría si un municipio decidiera cobrar por la extracción de basura más de lo que estipula la ley, siguiendo el criterio de que se trata del pago por un servicio?



Considero que no es correcto excluir los derechos de aseo del concepto amplio de tributo, sea de cualquier naturaleza, que define la Constitución. Si es un impuesto, debe establecerse por ley, no puede fijarse por acuerdo de las partes. 


Esto último se da en un caso muy especial: entidades que generan mucha basura se sustraen del pago municipal porque pueden celebrar convenios con empresas privadas para la recolección de basura.



Pero la gente no puede restarse de ese pago. 



Al mismo tiempo, a  los municipios no se les permite cobrar más de lo que la ley dispone. 



Por lo tanto, estimo que lo correcto es darle al cobro para el retiro de residuos el tratamiento de tributo, en el sentido amplio.


Además, la Constitución señala que el Presidente de la República tiene la iniciativa exclusiva para “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscal, autónomos (…) y determinar sus funciones o atribuciones”. El inciso segundo propone entregar una facultad al concejo municipal y establecer la forma como ella se ejerce. 



Ahora bien, como el Senador señor Zaldívar planteó eliminar dicho inciso, obviamente queda a salvo el tema de la inconstitucionalidad. Si hubiéramos sugerido cambiar la norma, habría sido mucho más discutible.



No obstante, mantengo mi rechazo a lo propuesto, porque el problema no está en la condonación de las multas y los intereses -aunque, obviamente, ayuda condonar el 100 por ciento-, sino en el monto adeudado. En consecuencia, la situación será completamente distinta.


Además, si se acoge el criterio de que es posible condonar el 100 por ciento de las multas y los intereses, ¿qué incentivo habrá para pagar los derechos de extracción de basura? Creo que el problema es más complejo, más de fondo.


Por lo tanto, me pronuncio a favor del artículo 11 como venía de la Comisión de Gobierno, vale decir, con los dos incisos.



Entiendo que está en votación la supresión del inciso segundo del artículo 11. El inciso primero fue aprobado cuando se acogieron todas las normas acordadas por unanimidad en las Comisiones. Ahora estamos votando si se elimina o no el inciso segundo. 



A pesar de que la mayoría se inclina por suprimirlo, yo mantengo mi voto en contra de tal propuesta.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Antes de continuar dando la palabra, debo precisar que estamos votando la propuesta de la Comisión de Hacienda de suprimir el inciso segundo del artículo 11, que señala: “En el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.”.



Los que voten “sí” aceptan el criterio de suprimir el inciso; los que voten “no”, a la inversa.

)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- El Presidente de la Comisión de Constitución solicita un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (boletín 7.765-07), hasta el lunes 20 de enero, al mediodía.

El señor NOVOA.- En el mismo sentido, señor Presidente, hoy la Comisión de Economía acordó solicitar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto que sustituye las leyes Nº 19.039, sobre propiedad industrial, y Nº 20.254, que crea el Instituto Nacional de Propiedad Industrial (boletín Nº 8.907-03), hasta el 28 de enero. Así, en marzo la iniciativa podría ser discutida en particular con todas las indicaciones que se han anunciado, algunas de las cuales no se habían podido presentar.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado en ambos casos.



--Así se acuerda.
)----------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que la supresión del inciso segundo del artículo 11 que estamos analizando se justifica plenamente. 



Muchos propietarios de viviendas no pagan el servicio de aseo porque a los municipios les resulta difícil cobrárselo y porque lisa y llanamente los afectados no cuentan con ningún aviso ni antecedente.



El cobro que va junto con las contribuciones de bienes raíces se paga rigurosamente. ¿Quiénes son, entonces, los contribuyentes que no lo cancelan? Aquellos cuyas propiedades tienen un avalúo de hasta 18 millones de pesos y, por lo mismo, se hallan exentos del pago de dichas contribuciones. Estos no pagan el servicio de aseo porque no les llega la boleta. La deuda asciende a 160 mil millones de pesos.



Naturalmente, los alcaldes quieren hacer campaña para recuperar esa plata. Y, para ello, deben contar con el estímulo de la condonación. 



Tal atribución ya existe a nivel nacional. Si un contribuyente se pone al día en sus impuestos a través del computador, se le rebaja la deuda a 75 por ciento. Y se puede condonar hasta el 90 por ciento de los intereses y las multas en el caso de los tributos estatales, incluido el IVA.



Ahora se plantea entregar esa facultad a los municipios. El Senador Zaldívar propone dejar libres al alcalde y al concejo para decidir en esta materia.



En este aspecto, quiero aprovechar de contestarle al Senador Navarro, quien reclama que las municipalidades tienen personal a contrata y no lo pasan a la planta. Ello se debe a que nosotros, en el Parlamento, les hemos negado a los municipios el derecho a ser entes autónomos. 



El inciso cuarto del artículo 118 de la Constitución señala claramente: “Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna”. Y agrega: “Una ley orgánica constitucional determinará las funciones y atribuciones” del concejo y del acalde.



Sin embargo, nosotros se las hemos rechazado. Si los municipios tuvieran la verdadera autonomía que la Carta dispone, no estaríamos hablando de personal a contrata, porque cada municipalidad se sujetaría al rango que fija la ley. El 35 por ciento del presupuesto comunal puede ser gastado en remuneraciones. Cada una sabrá cómo se adecúa.



Ellas igualmente podrían decir: “Le condonamos al que pague los derechos de aseo en forma inmediata”. Pero no tienen la facultad. 



Por eso, nosotros debiéramos estar aprobando las plantas de cada uno de los municipios del país. Mientras tanto, sacamos estas leyes especiales para que puedan condonar intereses y multas a los propietarios a los cuales no les llega la boleta ni ningún aviso.



La idea es facilitar a los alcaldes la posibilidad de condonar el cien por ciento de los intereses y las multas, para que los infractores vayan a pagar.



En consecuencia, estoy de acuerdo en eliminar el inciso segundo, con el fin de dar un poco más de atribuciones y facultades a las autoridades municipales. Ojalá que el día de mañana ellas tengan la verdadera autonomía que merecen.



Hace poco hubo un grave conflicto en los municipios. ¿Los funcionarios fueron a hablar con los alcaldes para resolver el asunto? ¡No! Acudieron al Subsecretario de Desarrollo Regional. Él tuvo que solucionarles el problema. ¡Si las municipalidades son como niños chicos! Solamente pagan esto y lo otro; pero, en las cosas fundamentales, carecen de facultades, porque nosotros les hemos negado lo que la Constitución les garantiza: ser entes completamente autónomos. 



Espero que con el tiempo se les dé la verdadera autonomía que les corresponde para que puedan efectuar una buena labor municipal.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, voy a votar en contra de la modificación propuesta por la Comisión de Hacienda, acordada por mayoría. Mi fundamento apunta, básicamente, en la misma dirección de lo expresado por el Senador Novoa. 



A mi juicio, a partir de la decisión que tomó ese órgano técnico, nadie va a pagar más derechos de aseo. ¡Obviamente! ¿Qué incentivo habrá para ello?



Se faculta para celebrar convenio de pago y para condonar intereses y multas. La diferencia está en que, según el texto de la Comisión de Gobierno, si se paga al contado la deuda, la condonación de intereses y multas puede llegar al 90 por ciento y, si se establece pacto en cuotas, al 70 por ciento.



Además, se ha señalado acá que, en el caso de quienes pagan contribuciones, los derechos de aseo se encuentran incorporados en ellas. Sin embargo, visitando el sitio internet de la Municipalidad de Pudahuel junto con el Senador García, nos dimos cuenta de que existe un procedimiento para eximir del pago de derechos de aseo a las personas vulnerables. Es decir, existe una norma general que dispone que la gente de escasos recursos puede solicitar la exención del pago de tales derechos. Por tanto, al menos desde un punto de vista conceptual, las personas vulnerables se hallan eximidas de dicha obligación en la medida en que así lo soliciten en el respectivo municipio.



Con la modificación aprobada por la Comisión de Hacienda, lo que va a ocurrir es que se celebrará un convenio de pago; habrá condonación de cien por ciento de intereses y multas, y después, como surgirá una nueva deuda, se establecerá un convenio adicional, otra vez con una condonación del cien por ciento. 



Por consiguiente, la señal que se está dando en este caso, señor Presidente, es que no deben pagarse los derechos de aseo oportunamente porque siempre habrá una condonación total de intereses y multas. Y eso a mí no me parece apropiado.



Creo que hay que otorgar un incentivo si se paga al contado lo adeudado por concepto de derechos de aseo. Lo mismo si se celebra un convenio de pago en cuotas. Pero debe pagarse algo por concepto de multas e intereses. Aquí se está dando la señal de no pagar nada, y eso no lo estimo correcto.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, mi criterio es distinto del que sostuvo el Senador Zaldívar, con quien tradicionalmente coincido en la Comisión de Hacienda. Yo considero que el derecho social establecido en la ley como obligación de pago por concepto de aseo es, en consecuencia, un tributo. Tal es el origen de la discrepancia.



Ahora bien, la propuesta que Su Señoría hizo en forma posterior a nuestra diferencia, a saber, la supresión del inciso segundo del artículo 11, faculta a la autoridad municipal para condonar el cien por ciento de los intereses y las multas, lo cual podría ser efectivamente la solución, por cuanto se elude la discusión respecto de si lo que está establecido es tributo o no.



Por lo tanto, no voy a mantener mi rechazo a lo planteado por el Senador Zaldívar, dado que, en mi opinión, elude pronunciarse sobre si el derecho social de aseo, obligatorio en la ley, es o no un impuesto.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en realidad no iba a intervenir, pero por lo que he escuchado acá, prefiero dejar constancia de dos o tres cosas. 



He discrepado efectivamente con los Senadores señores Escalona y Novoa sobre si se califica como tributo o no el pago del servicio de aseo. 



La jurisprudencia reiterada del Tribunal Constitucional acerca de la admisibilidad o inadmisibilidad, específicamente respecto del artículo 65, inciso cuarto, número 1°, de la Carta Fundamental, indica que la aplicación del término en cuestión es estricta, o sea, solo puede declararse la inadmisibilidad o inconstitucionalidad cuando expresamente la norma constitucional se refiere a la materia. 



Pero es factible discutir si acaso el pago del servicio de aseo domiciliario -muchas veces se confunde porque se habla de derecho de aseo, pero lo que se paga es un servicio- tiene o no carácter de tributo. 



Hoy día los representantes del Ministerio del Interior dijeron que el pago de un servicio no es impuesto, al igual que otras prestaciones municipales. 



Recuerdo que, cuando se discutió en el Senado lo relativo a las patentes mineras e incluso se determinó su destino en favor de las comunas que tienen minas, se decidió que el Parlamento sí poseía iniciativa legal. Por esa razón, a mi juicio, no nos podemos limitar las pocas facultades que tenemos con una interpretación tan restrictiva, como el pretender hacer equivalente el tributo al pago del servicio de aseo. 



Por lo tanto, dejo constancia de que, a mi entender, no se aplica el número 1° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución, respetando por supuesto la interpretación diferente que han tenido otros señores Senadores. 



De otro lado, en semanas anteriores, aquí hemos discutido sobre la descentralización y la regionalización. Entonces, ¿es posible que las municipalidades del país -de acuerdo con el artículo 118 de la Carta son  corporaciones autónomas- no puedan reglamentar lo relativo al pago de los servicios de aseo o hacer al respecto el tipo de convenios propuesto? ¿No es más lógico dejar el inciso primero sin la limitación del inciso segundo, de tal manera que el concejo municipal visualice el problema y cómo tratarlo con sus vecinos, para determinar de qué manera recupera o no los recursos por deudas impagas?



Es de la esencia misma de las municipalidades que en materia de aseo, al menos, les reconozcamos cierta autonomía. Es lo mínimo que podemos darles. 



Lo anterior no quiere decir -en esto no estoy de acuerdo con el Senador Orpis- que haya un incentivo al no pago, sino al contrario, porque aquí no se les dice que no cobren los intereses penales y multas. Lo que se establece para el alcalde y el concejo es que ellos determinen cuál es el monto. Podrán declarar que se debe pagar el 50 por ciento de aquellos, o el 100 u 80 por ciento. Pero será la municipalidad la que, de acuerdo con su propia autonomía, en un servicio tan básico como la extracción de basura, va a determinar qué beneficio le entrega al vecino para los efectos de recuperar algunos recursos. 



Esas fueron las razones por las cuales pedí la eliminación del inciso segundo, y también como una manera de soslayar esta discusión de tipo constitucional. 



En ese sentido, agradezco al Senador Escalona que reconozca que, por haberse eliminado lo relativo a esta materia, no mantendrá su objeción. 



Por eso pido al Senado que, junto con aprobar el inciso primero del artículo 11, elimine el inciso segundo, al objeto de que por una vez -es lo mínimo- reconozcamos a las municipalidades cierta autonomía y trabajemos realmente por una descentralización mínima a nivel comunal, como es la determinación del cobro del servicio de aseo. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, por la intervención de algunos señores Senadores, me queda la impresión de que no se ha entendido bien lo que queremos hacer. 



Primero, como bien dijo el Senador señor Novoa, tenemos despejado lo referente a la admisibilidad o constitucionalidad. 



Ahora, estamos votando en contra del inciso segundo, dentro de lo que está perfectamente permitido. Por lo tanto, lo que hacemos es admisible y se encuentra en armonía con las normas constitucionales. 



Segundo, de acuerdo a lo que expresó el Senador señor Zaldívar en su intervención reciente, aquí no estamos diciendo que todas las municipalidades vayan a tener que condonar el 100 por ciento de las multas e intereses, sino dando a cada una de ellas, a su alcalde y al concejo municipal, la facultad para decidir. Y van a poder decir que la persona que paga al contado tiene el 100 por ciento de exención por multas e intereses; quien lo haga en 6 cuotas a lo mejor va a tener derecho al 90 por ciento de condonación, y el que cancele en 12 cuotas, a lo mejor el 80 o el 70 por ciento. 



¿Por qué no dejamos que cada municipio, conforme a su realidad socioeconómica, resuelva mediante una ordenanza cómo va a incentivar a que los contribuyentes deudores del servicio de aseo domiciliario se pongan al día y paguen?



También se ha sostenido que estamos incentivando a que nadie pague. Al revés, pues lo que hacemos es dar a los municipios las facultades para determinar cómo estimulan mejor a los vecinos a que se pongan al día. 



Por lo tanto, a mi juicio, es del todo razonable aprobar el inciso primero del artículo 11 y votar en contra su inciso segundo; o mejor dicho, que aceptemos lo propuesto por mayoría en la Comisión de Hacienda. De manera que lo único que estamos haciendo es dar facultades a los municipios para que establezcan un mecanismo de incentivos, a través de la condonación de multas e intereses, al objeto de que todas las personas que están atrasadas en el pago de derechos de aseo se pongan al día. 



Eso es lo que implica la votación que estamos proponiendo. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro. 

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, la deuda en el pago de la extracción de basura ha sido un tema recurrente durante muchos años, sobre todo de quienes se hallan en condiciones vulnerables por el reajuste, la valorización de sus viviendas y porque han tenido que empezar a pagar lo que antes no cancelaban.



Esa es la realidad social de muchas comunas.



Pero, cuando hablamos de entregar facultades a los municipios, ¿por qué en vez de hacerlo durante los 12 meses siguientes a la fecha de publicación de la respectiva ley no establecerlo en forma permanente? Porque de lo contrario volverá a ocurrir la misma situación y deberá presentarse un nuevo proyecto, lo que ya ha sucedido. Entonces, si queremos realmente dar tales facultades a los municipios, eliminemos la expresión “12 meses siguientes a la fecha de publicación”. 



Quiero consultar a los representantes del Ejecutivo qué ambiente hay en el sentido de hacerlo en forma permanente. Me da la impresión de que no están de acuerdo. 



Por lo tanto, tendremos que estar dictando permanentemente leyes para dar solución a deudas que son incobrables en su mayoría. ¡Incobrables! 



Y encuentro toda la razón a lo planteado por el Senador señor Novoa en cuanto a que también lo propuesto es un incentivo a no pagar. ¡Para qué pagar si el día de mañana van a condonar el 100 por ciento de las multas e intereses!



En consecuencia, si queremos otorgar facultades a los municipios, no les demos plazo y entreguémoselas de manera permanente. La situación es compleja, porque en muchos casos, a lo mejor, no se condonará más allá del 30 o 50 por ciento. Pero lo importante es que haya un incentivo frente a un mayor porcentaje de condonación. 



Por eso, consulto al Ministro o al Subsecretario si existe el ánimo de que esto sea permanente, porque si rige por un año, vamos a estar el próximo analizando un proyecto muy semejante. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba la supresión del inciso segundo del artículo 11 (18 votos a favor, 7 en contra y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Espina, García, Gómez, Lagos, Navarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).


Votaron por la negativa los señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis y Pérez Varela.


No votó, por estar pareado, el señor Girardi.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Subsecretario.

El señor FLORES (Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo).- Señor Presidente, quiero agradecer a la Sala por la aprobación de este importante proyecto de ley, que contiene un conjunto muy significativo de normas que fortalecen el rol del concejo municipal.



La mayoría de ellas, por no decir todas, fueron concordadas con el Capítulo de Concejales hace dos o tres años, en un congreso celebrado en Osorno.



Hay otras disposiciones que fortalecen el principio de probidad administrativa y promueven una mayor transparencia en el municipio, tanto porque refuerzan las facultades fiscalizadoras del concejo respecto del alcalde, como, también, porque establecen nuevas obligaciones de transparencia de la instancia  municipal hacia la ciudadanía.



También figuran algunos preceptos que favorecen una mejor gestión municipal, y otros que propenden a fortalecer el profesionalismo. Uno de ellos fue largamente discutido durante esta sesión.



Prácticamente todas esas disposiciones fueron objeto de una importante discusión en los últimos años en el mundo académico.



El Consorcio para la Reforma del Estado de 2009, recogió -diría yo- una parte importante de dichas inquietudes. Y, también, la Asociación Chilena de Municipalidades nos hizo presente, al inicio de esta gestión gubernativa, un conjunto de normas que hoy día los Senadores han aprobado.



Por lo tanto, en nombre del Gobierno, agradezco esta importante aprobación.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por mi parte, deseo felicitar a los dirigentes de los concejales, quienes han tenido persistencia durante la tramitación de esta iniciativa.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solicito el desarchivo del proyecto originado en moción de los Senadores señora Carmen Frei, señor Andrés Zaldívar y quien habla, que modifica los artículos 56 y 113 de la Carta Fundamental con el fin de prohibir a Senadores, Diputados y Concejales, desde el día de su proclamación como electos, cambiar su filiación política. 

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la petición de Su Señoría.



--Así se acuerda.

ESTABLECIMIENTO DE CONTROL PREVENTIVO DE IDENTIDAD
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad, y respecto del cual, en sesión de fecha 14 de enero, se solicitó segunda discusión.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9036-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 42ª, en 30 de julio de 2013.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 81ª, en 18 de diciembre de 2013.



Discusión:



Sesión 85ª, en 14 de enero de 2014 (queda para segunda discusión).

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El Ejecutivo hizo presente la urgencia calificándola de “suma”.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y aprobó la idea de legislar con los votos a favor de los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos) y Pérez Varela, y el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Alvear y Walker (don Patricio). También lo aprobó en particular con un texto sustitutivo, que contiene una disposición que se incorpora al Código Procesal Penal y no en la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con los votos de los Senadores señores Espina, Larraín (don Carlos) y Larraín (don Hernán) y el pronunciamiento en contra de los Senadores señora Alvear y Walker (don Patricio).



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En la segunda discusión, tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, esta iniciativa fue originada en mensaje, en  el cual se hace presente el compromiso del Gobierno con el resguardo de la seguridad y el orden público en nuestro medio. En este contexto, se destaca la importancia del control de identidad, herramienta consagrada en el Código Procesal Penal, la que, sin embargo, como está establecida y es entendida por los tribunales, se ha mostrado insuficiente -según el Ejecutivo- para permitir que Carabineros de Chile cumpla con el rol preventivo que le corresponde.



Cabe recordar que el artículo 85 del Código Procesal Penal dispone en su inciso primero que los funcionarios policiales deberán, “sin orden previa de los fiscales, solicitar la identificación de cualquier persona en los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta; de que se dispusiere a cometerlo; o en el caso de la persona que se encapuche o emboce para ocultar, dificultar o disimular su identidad”.



El mismo precepto establece la manera en que debe llevarse a cabo este procedimiento, especificando las situaciones en que los funcionarios policiales están autorizados para detener, así como el modo en que deben actuar ante la negativa o la imposibilidad de acreditar la identidad.



El mensaje señala que ha habido dificultades con el uso del control de identidad y con la interpretación restrictiva que se ha hecho de la norma que lo consagra, pues hay indeterminación en los elementos contenidos en la frase “los casos fundados, en que, según las circunstancias, estimaren que existen indicios”.



La formulación de este requisito, que es esencial para la procedencia del control de identidad, ha dado lugar a problemas de interpretación judicial. Y hay juzgados de garantía que, al conocer los controles de detención de individuos cuya identidad ha sido controlada en virtud de lo establecido en el referido artículo 85 del Código Procesal Penal, determinan que tales detenciones han sido ilegales por no llegar a la convicción de que los indicios que dieron lugar a los respectivos controles de identidad son suficientes.



Ello -dice el mensaje- dificulta a Carabineros cumplir su deber como policía preventiva.



Por esas razones, el proyecto propone la consagración de una herramienta especial que permitirá a Carabineros realizar controles de identidad preventivos ante hechos o situaciones que puedan derivar en un peligro para la seguridad pública.



Hubo dos acuerdos al inicio del estudio de esta iniciativa. El primero, que por tratarse de un proyecto de artículo único, debía discutirse en general y en particular a la vez; y el segundo, relativo a la conveniencia de escuchar no solo al Ejecutivo, sino también a Carabineros de Chile y a otras instituciones vinculadas a la materia (Instituto Nacional de Derechos Humanos y Amnistía Internacional), y a académicos especialistas, como los profesores señores Julián López, Jorge Bofill, Gonzalo Medina, Mauricio Duce, Juan Pablo Mañalich y Claudio Troncoso.



Nuestro informe da cuenta de la totalidad de los valiosos aportes recibidos durante el debate.



La discusión de la Comisión se centró en diversas inquietudes.



Primero, se revisó la evolución que la medida de control de identidad ha tenido en nuestro medio, a partir de la detención por sospecha, que estuvo vigente por cien años en el Código de Procedimiento Penal. Desde esa medida, se llegó al control de identidad, consagrado en 1998, el que ha tenido sucesivas modificaciones, hasta llegar a su actual formulación. A ello se agrega un mecanismo de control preventivo de identidad específico, consignado desde el 2012 en la Ley sobre Violencia en los Estadios, para el solo efecto de los espectáculos deportivos.



A propósito de cada una de tales medidas, la Comisión revisó las dificultades y los reclamos a que han dado lugar.



Una inquietud que motivó considerable interés fue la necesidad de esclarecer si en realidad es necesario consagrar en nuestro ordenamiento jurídico una norma como la que se propone, habida consideración de que el control de identidad está vigente en el Código Procesal Penal y de que una alternativa que concita bastante apoyo es simplemente la de dotar de mejores medios tecnológicos y capacitación a las policías.



Por otra parte, se tuvo en cuenta el imperativo de cuidar el debido equilibrio que debe haber entre la nueva herramienta que se propone y el respeto por las garantías constitucionales que ella puede poner en juego, como el caso de la libertad personal y la protección de la intimidad y la vida privada de las personas.



Otro asunto que fue objeto de largo debate fue el hecho de proponerse como estándar para la procedencia de la nueva medida de control preventivo de identidad la circunstancia de que la persona simplemente se encuentre en determinados lugares o cerca de ellos, lo que se consideró de mucha vaguedad como para dar lugar a que esa persona sea registrada e incluso conducida hasta un cuartel policial, donde podría permanecer hasta por ocho horas.



Un interés adicional lo motivó la normativa que rige en materia de control de identidad en otras naciones. Con el apoyo de la Biblioteca del Congreso Nacional hubo oportunidad de analizar el caso de las legislaciones de Alemania, España, Francia, Italia, Estados Unidos y Perú.



Una vez examinadas estas materias y consensuados algunos criterios generales, se puso en votación la idea de legislar, la que fue acogida por tres votos a favor, de los Senadores señores Espina, Carlos Larraín y Pérez Varela, y dos en contra, de la Senadora señora Alvear y del Senador que habla.



Posteriormente, se llevó a cabo la discusión particular, en la cual, además de tenerse en consideración los asuntos ya reseñados, se analizaron otros más específicos.



Se ahondó en cuanto al estándar para la procedencia de la nueva medida de control preventivo de identidad, de modo que no solamente radique en el hecho de que una persona se encuentre en determinado lugar.



Igualmente, se consideró la necesidad de precisar los objetivos específicos del nuevo control de identidad.



Asimismo, se revisó la conveniencia de mejorar el procedimiento de identificación, a fin de evitar el desplazamiento de la persona controlada a un recinto policial y diversificar los medios que se admitirán para comprobar su identidad.



Finalmente, se evaluó la ubicación más adecuada para la nueva atribución que se conferirá a los funcionarios de Carabineros de Chile, ponderándose para ello tanto la Ley Orgánica Constitucional de esa institución como el Código Procesal Penal.



Tras un largo debate, por tres votos a favor (Honorables señores Espina, Carlos Larraín y Hernán Larraín) y dos en contra (Senadora señora Alvear y Senador que habla), se llegó al texto que se propone a la Sala, que incorpora al Código Procesal Penal el siguiente artículo 85 bis, nuevo:



“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 85, en el ejercicio de su rol de policía preventiva y con el solo objeto de precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público, Carabineros de Chile, a través de su personal en servicio, podrá solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención, de cualquier persona que se encuentre en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Este procedimiento concluirá inmediatamente después que se obtenga la identificación de la persona que se controla, en la forma establecida en el inciso siguiente.



“La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir, pasaporte o por cualquier otro medio verosímil que permita establecer positivamente su identidad -este texto es mucho más amplio que el propuesto originalmente-. El funcionario policial deberá otorgar a la persona las facilidades para identificarse.



“En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, le serán aplicables, a este respecto, los incisos tercero y siguientes del artículo anterior.



“El abuso en el ejercicio de las facultades establecidas en este artículo estará sujeto a las sanciones administrativas y penales que correspondan”.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pocos trabajos son tan difíciles, sacrificados, arriesgados y poco reconocidos como el que realiza Carabineros en una sociedad empoderada que exige, pero que da poco y no respeta a la autoridad.



Sin duda, en todas las encuestas y mediciones, incluso en el contacto que tenemos con nuestros electores, la opinión pública nos pide permanentemente que exista una mayor y mejor seguridad ciudadana.



Tal como dijo el señor Ministro del Interior, mediante este proyecto de ley entregamos las herramientas que se necesitan para que Carabineros pueda responder de mejor manera a la función que la opinión pública nos pide. Y, si aprobamos la normativa legal que nos ocupa, estará en condiciones de ejercer su difícil labor en el control de la delincuencia en forma más eficiente.



La iniciativa en comento -felicito al Ministro Chadwick y al Presidente de la República por haberla enviado- responde al clamor de la opinión pública día a día. La gente se siente desprotegida, percibe que los delincuentes hacen lo que quieren y que las personas respetuosas de la ley y el derecho se hallan a su merced.



Este proyecto de ley no restringe la libertad, sino que, por el contrario, pretende proteger de mejor forma la libertad de la inmensa mayoría de los chilenos que quieren vivir en paz y no permitir que un puñado de delincuentes se sienta con el derecho a violar la ley y los derechos de los demás.



Por un lado, el control de identidad constituye una herramienta de prevención -por eso se ha presentado una norma de esta naturaleza-, destinada a evitar la ejecución de determinado delito en aquellos casos en que existan indicios que hagan temer la ocurrencia de hechos que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Y, por otro lado, es una herramienta de investigación, pues permite identificar y pesquisar a ciertas personas cuando existan indicios de que han cometido una falta o un delito, o bien en aquellas situaciones en que se estima que pueden suministrar informaciones útiles para la indagación de un hecho delictual.



La presente iniciativa apunta a fortalecer las facultades preventivas de Carabineros de Chile, agregando un artículo 85 bis nuevo en el Código Procesal Penal, mediante el cual se incorporan nuevas facultades para el control preventivo de identidad, pero con mayores limitaciones que las contenidas en el artículo 85 del referido Código. 



A saber:



a) Esta nueva facultad solo se otorga a Carabineros de Chile a través de su personal en servicio.



b) Consiste en solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención contra cualquier persona, en cualquier lugar o zona donde, por circunstancias fundadas, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o de actos que pongan en riesgo la seguridad y el orden público.



c) Este procedimiento de control de identidad concluye inmediatamente después de que la persona controlada se identifica.



d) Para efectos de identificación, la persona controlada no solo puede exhibir su cédula de identidad, sino también su licencia de conducir, pasaporte o cualquier otro medio verosímil que haga factible establecer positivamente su identidad.


e) Este procedimiento no permite el registro de vestimentas, equipajes ni vehículos.



f) Solo en caso de negativa de la persona a acreditar su identidad, esta puede ser conducida a la unidad policial más cercana para fines de identificación.



Si se analiza la legislación comparada, podemos observar que policías de otros países que nosotros siempre ponemos como ejemplo (Alemania, España, Estados Unidos, Italia, Francia y Perú, entre otros) cuentan con este tipo de mecanismos y atribuciones, lo que les posibilita, por supuesto, contar con mejores condiciones para luchar contra la delincuencia.



Espero que podamos aprobar el proyecto de ley en este trámite. La bancada de Renovación Nacional lo apoyará, porque considera que la realidad que se vive en materia de delincuencia requiere entregar más y mejores facultades a Carabineros para que pueda cumplir su labor tan delicada.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero hacer un esfuerzo por persuadir a mis distinguidos colegas, hombres y mujeres, de la necesidad de aprobar esta iniciativa legal que, a mi juicio, es una de las más relevantes con que puede contar la policía para prevenir un delito.



Actualmente, la policía tiene facultades para requerir la identidad de una persona, las cuales se hallan consagradas en el artículo 85 del Código Procesal Penal. Esto se denomina “control de identidad”.



Dichas facultades, que fueron aprobadas por el Parlamento años atrás, establecen que un policía puede pedir la identificación de una persona, sujeto al hecho de que existan fundados indicios de que está cometiendo o intenta cometer un delito.



En esa hipótesis, la policía está autorizada para solicitarle a una persona que exhiba su identificación y, si esta no accede, queda sometida a un procedimiento que incluso permite registrar sus vestimentas y el vehículo en que se desplaza.



Lo que este nuevo artículo 85 bis propone es una cosa muy distinta, pues plantea facultar a Carabineros de Chile para que en aquellas zonas y lugares en que sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales, es decir, donde se cometen delitos en forma regular y habitual, pueda pedirle a una persona que le muestre su cédula de identidad. No otorga facultades para registrar sus vestimentas ni tampoco su vehículo, salvo que pasemos a la hipótesis que indiqué anteriormente, o sea, que existan indicios de que aquella está perpetrando un delito.



Doy un ejemplo.



En los delitos de robo y asalto (ocurren en todas las comunas donde Sus Señorías fueron elegidos), cuando se comete un robo con violencia o intimidación en las personas, según lo explica claramente el General Director de Carabineros, lo habitual es que el lugar previamente sea visitado -lo que en jerga delictual se llama “sapeado”- por delincuentes que merodean para conocer cuáles son las características del barrio, de la zona; qué casas presentan más vulnerabilidad, y cómo pueden cometer el delito.



La pregunta es: en esos barrios y lugares, donde probablemente vivan ustedes, sus familiares, sus electores, ¿puede la policía contar con la facultad para decirle a una persona “muéstreme su carné de identidad”? Como dice la norma, solo es posible realizar esa acción en el mismo lugar en donde aquella se encuentra, debiendo utilizarse allí los mecanismos para certificar si tiene una orden de detención pendiente, está siendo investigada o ha sido imputada en un juicio por algún delito.



Esta disposición va a existir en Chile. Pero alguien podría preguntarse qué pasa en el resto del mundo. Porque uno debe mirar si los otros países cuentan con normas de esta naturaleza.



Pido a los señores Senadores que lean el informe.



En Alemania, según consta en el referido documento, existe una disposición de estas características y mucho más abierta para la policía. Ella consigna que para que a la policía le sea posible pedir la identidad de una persona basta que pretenda evitar la comisión de un delito. ¡Y nadie puede señalar que en Alemania no rige un pleno Estado de Derecho!


En Francia la policía posee facultades para realizar controles administrativos preventivos que tengan por objeto prevenir una infracción al orden público. ¡Prevenir! Solo puede pedir el carné de identidad en una zona en donde se cometen delitos, no en cualquiera.



Señor Presidente, está por terminar mi tiempo ¿me puede dar un minuto más?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Por supuesto, señor Senador.

El señor ESPINA.- Gracias.



En Italia, en cuanto al control de identidad, existe la obligación general de identificarse cuando la autoridad lo solicita (artículo 651 del Código Penal italiano).



En Perú -país latinoamericano- el artículo 205 de su Código Procesal Penal dispone: “Sin necesidad de orden del Fiscal o del Juez”, la policía “podrá requerir la identificación de cualquier persona y realizar las comprobaciones pertinentes en la vía pública o en el lugar donde se hubiere hecho el requerimiento”.



Suma y sigue.



Prácticamente en todos los países con legislaciones actualizadas existe esta facultad.



Yo simplemente quiero invitarlos a aprobar la norma. Esta ha sido mejorada y perfeccionada por los miembros de la Comisión, y busca entregarle a la policía un instrumento fundamental para prevenir delitos.



¿Cuántas veces uno ve lugares y zonas en donde los vecinos dicen con gran angustia: “Hay un tipo que está merodeando; aquí roban y asaltan reiteradamente”?



Acá no se está pidiendo una facultad adicional para detener o para encarcelar. No se está solicitando una facultad ni siquiera para registrar las vestimentas de alguien. Se trata de establecer una atribución para poder decirle a una persona: “Señor, ¿me podría facilitar su identificación porque se encuentra en un lugar en donde habitualmente se cometen delitos?”.



Señor Presidente, esta es una norma fundamental para el éxito de la labor policial. De no aprobarla -lo digo con toda sinceridad-, lo vamos a lamentar mucho. Y por eso insto a las Senadoras y a los Senadores a que la votemos a favor, porque será un instrumento que entregará más medios y facultades a la policía para prevenir los delitos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, un proyecto como este, por lo menos en mi larga vida política, no es nuevo.



En más de una oportunidad, hace bastantes años, se planteó la llamada “detención por sospecha”. Y desde ese mismo momento tuvimos la preocupación de que una amplitud mayor de la que hoy posee la Fuerza Pública para actuar respecto a una persona cuya conducta amerita ser registrada podría llevarnos a construir un modelo de detención que, por una parte, fuera en ayuda de lo que se quiere conseguir, pero, por otra, generara problemas que nos hicieran pensar que el remedio es peor que la enfermedad. Ello -perdóneme que lo señale así, señor Presidente-, por la sencilla razón de que, curiosamente, mientras más delitos se cometen, más se estrecha la realidad nacional en cuanto a la libertad de las personas.



Sucede un hecho bastante extraño: comenzamos a tenerle miedo al miedo. Y esa es una de las cosas que se producen con la ley en proyecto.



Alguien puede plantear con toda legitimidad -esa argumentación hemos escuchado- que una persona puede estar haciendo algo sospechoso en lugares sospechosos. Con eso, nosotros le damos a la Fuerza Pública la posibilidad de ser mucho más dura y precisa para eliminar ese peligro y favorecer a los vecinos o a quienes se vean agraviados por él.



Pero también hay otro lado de la moneda. ¿Qué pasa con las personas a las cuales simplemente se les registra o se les pide su carné de identidad sin razón?



Entonces, empieza a darse en la sociedad chilena la sensación de no saber a qué tenerle más miedo, si a las personas que cometen delitos o a la Fuerza Pública, que, por razones equis -lo hemos visto-, puede incurrir en hechos que lleven a la gente a sentir miedo.


No es lo que queremos para la sociedad chilena.



No buscamos quitarles atribuciones a Carabineros.



Tampoco se trata de decir -no lo he escuchado en la Sala hoy, pero sí en declaraciones de prensa- que quienes nos oponemos a esta norma estamos generando condiciones para que el delito quede impune y que, por lo tanto, de alguna u otra manera, trabajamos -entre comillas- para que la sociedad quede inerme.



Eso, desde luego, no lo he oído aquí. Y, con toda franqueza, tal argumento lo considero inaceptable. Una cosa es que la sociedad tenga una fuerza vital con el objeto de terminar con los delitos, y otra, que uno exponga a la gente en determinado momento a un registro, a una petición o a un apremio que no se justifica.



Ahora bien, quienes estamos en este lado del Hemiciclo siempre hemos sostenido que la manera de resolver el problema de los delitos no es básicamente mediante el vagón de cola del tren, que implica, en definitiva, más delito, más apremio, más delito, en un camino sin fin.



Nosotros siempre hemos planteado que mientras no enfrentemos la realidad de manera diferente, dados los ejemplos sociales o la forma en que la sociedad empieza a ser influida por la televisión o por lo que fuere, no se acabará la sensación de que el delito se reprime en ciertos sectores de la población y de que otros ilícitos no se reprimen de la misma manera.



En tanto no cambien las condiciones, y la gente pueda decir: “Yo estoy en situación de vivir bien y no necesito ir a delinquir”, no vamos a salir de este círculo infernal muy, muy difícil de enfrentar. 



Ahora, también se ha dado como argumento algo cierto y que se usa con toda habitualidad...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.



Dispone de un minuto adicional.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Muchas gracias.



Se argumenta: “Veamos lo que pasa en otros países”. Y se esgrime una lista de ellos donde existen facultades parecidas. Pero no se dice que en esas naciones se producen apremios, circunstancias, episodios que hacen expresar: “Cómo fue posible que una fuerza pública llegase a tener tal dureza para actuar contra personas, que resulta natural que se las registre, o individuos que, francamente, no tenían ninguna responsabilidad”.



Por mi parte, me quedo con la frase de mi preferencia: No castigaré a un inocente; antes prefiero que quede sin castigo un culpable.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el presente proyecto es, en verdad, muy importante y puede marcar un punto de inflexión respecto de la forma en que se enfrenta la seguridad pública, en que se ataca la delincuencia en Chile.



A menos que alguien diga que vamos ganando la batalla contra la delincuencia -alguno podría sostenerlo-, yo siento que mantenemos una profunda deuda con varias instituciones en lo que se refiere a distintas herramientas para poder combatir de mejor manera lo que es, ¡lejos!, el problema número uno de nuestro país. No existe otro más relevante.



Y si alguien cree que ante lo que está ocurriendo simplemente hay que levantar las manos y esperar que una especie de inspiración divina o de abuenamiento de un número de personas vaya a solucionar casi automáticamente las cosas, me parece un profundo error.



Aquí existen responsabilidades -y lo hemos señalado en otras instancias- de los jueces, de los fiscales, pero también de la legislación. Y uno de los elementos centrales de esa normativa innovadora que se requiere plantear en esta materia dice relación con el otorgamiento de una mejor herramienta a Carabineros de Chile para garantizar el orden y la seguridad pública.



Desde mi perspectiva, a lo menos, el control de identidad constituye un triple beneficio (y me costaría entender que no sea aprobado por unanimidad en esta Sala, cuestión que ya veo que va a ocurrir). 



En primer lugar, es una instancia de prevención: se evita la ejecución de determinado tipo de delitos, en aquellos casos en que existan indicios que hagan presumir la ocurrencia de hechos que ponen en riesgo la seguridad de las personas.



En segundo término, es una herramienta de investigación: permite identificar y pesquisar a ciertas personas cuando han cometido una falta o un delito, 



Y también tiene efecto en lo que respecta al acatamiento de un fallo, cuando, precisamente, la persona cuya identidad se requiere tiene pendiente el cumplimiento de una sanción.



Entonces, el proyecto que nos ocupa busca fortalecer las facultades preventivas de Carabineros de Chile. Se incorpora una nueva atribución, distinta de lo que hay ahora, que solo se otorga a Carabineros y que la podrá ejercer por circunstancias fundadas. Ella consiste en solicitar la identificación y cotejar la existencia de órdenes de detención de cualquier persona, en cualquier lugar o zona donde sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. Y esto, que es de sentido común, actualmente no existe. Hay un conjunto de parlamentarios que no quiere que tal atribución pueda estar en manos de Carabineros.



Y, además, existen resguardos en la propia disposición, al establecerse que los procedimientos de control de identidad concluyen inmediatamente después de que la persona controlada se identifique por cualquier medio verosímil que acredite positivamente su identidad. No es necesario que lo haga mediante el carné. 



No se otorga facultad para registrar la vestimenta ni el equipaje. 



Y solo en caso de que el individuo se niegue a acreditar su identidad, puede ser derivado a una unidad policial.



Señor Presidente, este procedimiento existe en otros países. Algunos parlamentarios han querido señalar que ello se da en contextos de rudeza de ciertos sistemas judiciales. No. La utilización de dicha medida tiene un sentido lógico en naciones desarrolladas como Alemania, España, Estados Unidos, Italia, Francia, por nombrar algunas, donde se comprende que es una facultad que las policías necesitan.



Y la argumentación según la cual hoy día las facultades del artículo 85 del Código Procesal Penal son suficientes, me parece, de verdad, que no resiste análisis. Estoy seguro de que muchos parlamentarios, por no decir todos, hemos conversado con las instituciones judiciales o Carabineros de Chile. Y por lo menos a mí me ha ocurrido que cuando se instala este tema no hay dos opiniones: las facultades de que ahora dispone Carabineros son insuficientes. Porque encontrándose en situación de poder actuar preventivamente, la aplicación del actual artículo 85 requiere tal grado de complejidad que, en la práctica, se usa muy excepcionalmente.



Entonces, no sé si alguien cree aquí que se está ganando la batalla contra la delincuencia. Yo entiendo, y en un gesto, obvio, transversal, que es un problema respecto del cual se han hecho innumerables esfuerzos para superarlo por parte del actual Gobierno, pero uno, al final, no puede sostener que sus resultados sean los mejores.



Entonces, cuando se instala una petición de sentido común, que no tiene por qué afectar a ciudadanos honrados, ¿dónde se halla el perjuicio para un ciudadano que cumple con las leyes?...

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional. 

El señor COLOMA.-... ¿Por qué va a sentir temor? 



No hay junta de vecinos, sociedad organizada que no plantee, en innumerables ocasiones, que de existir una herramienta de tal naturaleza ellos también podrían colaborar en la acción de la justicia. Y Carabineros va a disponer de elementos que no violentan ningún derecho humano, ningún derecho social. En definitiva, lo que se busca es facilitar que las policías puedan realizar una buena pega: preventiva; sancionatoria, en el caso de incumplimiento de fallo, e investigativa.



Ante ello, veo en la Concertación, no sé, hasta ahora -espero que algunos de los inscritos puedan sorprenderme gratamente respecto de un cambio de posición-, una negativa a darle a Carabineros una facultad fundamental para enfrentar la acción delictual en Chile.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, diversos Senadores que han hecho uso de la palabra se refirieron con mucha propiedad a la necesidad de avanzar en la materia de que se trata.



Quizás lo que ha inhibido a algunos de dar su visto bueno es el recuerdo de lo ocurrido con la detención por sospecha, que generó tantos conflictos y tantas arbitrariedades, sobre todo hacia la gente joven.



Sin embargo, la solución alternativa a que se llegó: el control de identidad que había hace algunos años, fue un extremo del péndulo en donde tampoco pudimos avanzar en el objetivo de lograr brindarle a la policía atribuciones para precaver la comisión de delitos.



En el caso del control por sospecha, porque había demasiada subjetividad; en lo que respecta al control de identidad inicial, porque había demasiada objetividad. 



Entonces, hay que buscar un mecanismo que permita, con situaciones y antecedentes objetivos, otorgarle al carabinero la posibilidad, con prudencia y con datos claros y precisos, de precaver la comisión de delitos cuando las circunstancias, en forma fundada, así lo puedan acreditar.



Carabineros nos planteó en la Comisión la completa insuficiencia que tiene para lograr evitar la comisión de ilícitos en las condiciones actuales. Y, en ese sentido, creemos que este proyecto presentado por el Ejecutivo lograría efectivamente superar ese vacío.



Creo que muchos de los temores que pueden haber se disipan al analizar el contenido de la iniciativa, porque -como se ha dicho- se trata solamente de darle esta atribución a Carabineros, en su rol de policía preventiva, con un solo objeto: precaver la ocurrencia de hechos que puedan poner en peligro la seguridad y el orden público.



Y para garantizar que ese sea el propósito y que no se cometan abusos, además de señalarse expresamente que los funcionarios serán sancionados clara y contundentemente, el ejercicio de esta atribución tiene muchas limitaciones. Desde luego, ha de practicarse para cotejar la existencia de órdenes de detención de cualquier persona en lugares o zonas donde, por circunstancias fundadas -la policía no puede ejercerla a su mero arbitrio, sino que deben existir antecedentes fundados-, sea previsible la ocurrencia de hechos delictuales o que pongan en riesgo la seguridad y el orden público. 



Es decir, se están formulando exigencias que hacen que el carabinero haga uso de esta facultad en forma muy limitada: cuando tenga antecedentes de que va a haber algún tipo de actuación en un lugar determinado -no en el mismo sitio, pues puede contar con información de que algo va a ocurrir en tal área-. Y, en caso de que haya una detención, tendrá que demostrar ante el juez que dicha actuación iba a poner en riesgo la seguridad. 



¿Ello para qué? Para una sola cosa: lograr la identificación de la persona y cotejar si cuenta con algún antecedente -por ejemplo, órdenes de detención pendientes-, y por esa vía tener la certeza de que, si no los hay, ella no presenta riesgos.



Ahora bien, ¿cómo se hace lo anterior? Por cualquier medio oficial, no solamente mediante el carné de identidad, y, por cierto, a través de todo aquel que permita verosímilmente la identificación de la persona.



¿En qué lugar? En el sitio mismo donde ella se encuentre; no se la traslada a otra parte. En consecuencia, el funcionario policial debe otorgarle las facilidades para poder identificarse. 



Es decir, no solo se contemplan requisitos claros y precisos a fin de ejercer esa atribución, sino que además se posibilita que dicho acto ocurra con mucha prontitud.



¿En qué caso se puede llevar detenida a la persona? Únicamente si se niega a acreditar su identidad. O sea, cuando se oponga a este procedimiento a pesar de dársele todas las facilidades -como aquí se ha mencionado-, recién puede ser aplicable esa medida.



Y, finalmente, debo decir que este proyecto sanciona el abuso en forma clara, determinando las sanciones administrativas y penales que correspondan.



Pienso, señor Presidente, que en esta circunstancia, bajo la forma como esta iniciativa está diseñada…

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Dispone de un minuto adicional, señor Senador.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



Decía que, por la forma en que este proyecto está diseñado, pareciera que estaríamos logrando los dos objetivos que se persiguen: uno, facilitar lo que la ciudadanía pide: mayor tranquilidad, entregándole a la policía atribuciones para que pueda ejercer su función preventiva -estoy hablando de la policía uniformada, es decir, de Carabineros de Chile-; y dos, cautelar el debido respeto que merecen todas las personas que pueden ser susceptibles de este control de identidad, el cual, por lo demás, constituye una práctica común en muchos países del mundo, por lo que no debería ser para nada algo que vaya a molestar a cualquier ciudadano si tiene su conciencia tranquila. Solo molesta a quienes tienen la conciencia intranquila, a los delincuentes potenciales.



Por lo tanto, me parece que sabemos a quién beneficia el rechazo de este proyecto.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, hay varios datos que, a mi juicio, son muy importantes: primero, Carabineros de Chile es una de las instituciones -por no decir, la Institución- con mayor respaldo y respeto ciudadano (por consiguiente, creo que ese elemento se debe tener siempre presente). En segundo lugar, a mí me ha tocado ver en la zona que represento cómo las distintas comunidades, las diferentes organizaciones solicitan y se alegran cuando el Gobierno dispone en las comunas el establecimiento de planes cuadrantes. Hoy día tenemos en la Región casi 20 comunas con esos planes, lo que significa más dotación policial, más vehículos, más presencia de efectivos en las calles.



En consecuencia, la pregunta que uno debe hacerse es si quiere que esa presencia de carabineros en las calles que la ciudadanía solicita sea con facultades o sin ellas. Y estoy seguro de que la gente desea tener funcionarios policiales con atribuciones, porque confía en Carabineros, dado que es una Institución policial cuyo rol preventivo del delito lo hace de buena manera. Y, por lo tanto, he ahí esa confianza.



Ahora bien, eso de ninguna manera significa que si algún funcionario se excede, comete ilícito en el desempeño de su labor, no va a ser sancionado. Cotidianamente, o más veces de las que uno quisiera, se ve que las autoridades de Carabineros sancionan a quienes así actúan.



A mí me llama mucho la atención, señor Presidente, que uno de los argumentos que se esgrimen para enfrentar y oponerse a la facultad que se otorga a la policía para pedirle a alguien su cédula de identidad en un lugar donde usualmente se cometen delitos, es que ello significa atentar contra la libertad de la personas. ¡Me llama profundamente la atención ese argumento! Porque ese mismo carabinero, en cualquier parte del territorio, en cualquier calle de una ciudad, en cualquier carretera puede detener un vehículo, pedir la documentación al conductor, y si esta no es la correcta, impedir incluso que la persona siga manejándolo. 



A nadie se le ha ocurrido que eso signifique atentar contra la libertad de los ciudadanos, sino que forma parte de una acción preventiva, de resguardo, para que no sucedan accidentes. Siendo así, creo que esa labor tiene mucha mayor validez si se trata de disminuir los delitos.



Señor Presidente, pienso que la normativa que nos ocupa es incluso extraordinariamente restrictiva, porque el control debe hacerse en ciertos lugares, no en cualquier sitio. 



En el sector donde yo vivo, en Los Ángeles, no ocurren delitos cotidianamente. Por lo tanto, Carabineros no tendría que utilizar esta atribución. Sin embargo, a mí, como vecino, como ciudadano me gustaría que ellos pudieran tenerla -ojalá nunca suceda algo- para evitar que ocasionalmente pueda suceder algún ilícito en ese barrio.



Pero acepto que la disposición que les otorga a dichos funcionarios la facultad de pedir la cédula de identidad, que en esencia es preventiva, sea extraordinariamente restrictiva.



Es por eso que este proyecto, a mi juicio, puede constituir un avance. Y no hay razón ni fundamento válido para impedir tal avance.



Queremos tener carabineros que sean respetados y que cuenten con atribuciones. Este requerimiento uno lo ha visto cuando parlamentarios de todos los partidos han luchado para que -repito- existan planes cuadrantes en sus zonas, para que ahí se construyan nuevos retenes, nuevas comisarías. Vale decir, todos han luchado para que existan más efectivos policiales. La pregunta es ¿más carabineros con facultades?



En mi opinión, eso es lo que hoy día tenemos que resolver.



Por eso, votaré a favor de esta iniciativa.



He dicho.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Abra la votación, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- No hay acuerdo, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, pienso que en la lucha contra la delincuencia uno de los peores errores que uno puede cometer es ponerse en ridículo. 



Hago esa afirmación porque acá primero se nos explican las enormes bondades de este proyecto de ley y luego se señala que Carabineros ya tiene la misma atribución, y más.



Entonces, esto es de una inconsistencia y de una incoherencia absolutas. Porque se nos convoca a votar atendida la importancia de este proyecto, pero se nos dice: “¡No! ¡Si Carabineros puede hacer esto perfectamente bien! ¡Y puede hacer mucho más!”.



Aquello viene a confirmar que estamos en presencia de una iniciativa que tuvo carácter político-electoral en el curso de la última campaña presidencial y que está muy lejana de los verdaderos desafíos que enfrenta el Estado en materia de seguridad pública. 



Tengo en mis manos el editorial principal de El Mercurio de hoy, y quisiera que sobre él meditaran los Honorables colegas de Gobierno, y también los Ministros presentes en esta Sala, en particular el del Interior.



Es muy claro, categórico. Se titula: “Un ‘fracaso del Estado’”. Y ello dice relación con la situación de La Araucanía.



Y señala el diario El Mercurio, que, como medio de opinión, guía a muchos de quienes hoy están en el Gobierno: “Es inaceptable que el Estado de Chile se muestre incapaz de esclarecer estos atentados y proporcionar el mínimo de seguridad a que tienen derecho los habitantes de la región.”.



Eso no tiene nada que ver con pedirle a alguien el carné de identidad o el pasaporte. Allí  se señala claramente que hay un “fracaso” de la policía en materia investigativa y de inteligencia.



Yo los invito a que lean el diario El Mercurio.



¡No busquemos subterfugios, estimados colegas!



Y yo hablo con la autoridad que me da haber sido, como Presidente del Senado, quien condenó con la mayor energía el crimen del matrimonio Luchsinger-Mackay, lo que en aquella oportunidad me reconoció el Senador García. 



Cuando discutimos aquí sobre tal hecho, yo expresé categóricamente que ningún argumento, ni de la causa mapuche ni de cualquier otra índole, podía excusar que un grupo de desalmados rodeara una casa en plena noche, la incendiara y asesinara a sus moradores.



¿Pero qué tiene que ver aquello con este proyecto de ley? 



¡Si aquí lo que está ocurriendo es que los verdaderos asesinos, los criminales, los extremistas actúan con total impunidad ante el fracaso de la inteligencia policial, que no ha sido capaz de detectar a nadie!



En otras palabras, ¡acá estamos hablando de una persona afectada de leucemia y a la cual le recetamos un Mejoral...!



Por eso, al final la argumentación cae en el ridículo. Porque se señala que Carabineros tiene los instrumentos en cuestión, que estos se hallan en el Código pertinente.



Entonces, si Carabineros lo puede hacer, ¡que lo haga!, ¡que actúe!, ¡que encuentre a los asesinos, a los criminales!, ¡que ubique a quienes tienen incendiada La Araucanía!



¡Eso es lo que se pide!



Efectivamente, la paz social está experimentando una gravísima dificultad en nuestro país. Pero, lógicamente, el problema no se resuelve con medidas que en definitiva no hacen sino acentuar y agudizar la distancia entre los carabineros y la ciudadanía. 



¡Si la solución no radica en agravar los problemas haciendo que los carabineros estén cada día más lejos de la gente; ni en empujarlos para que pidan el carné en los centros, en las plazas, cerca de las intendencias, gobernaciones o municipios; ni en que la ciudadanía se irrite más con la policía; ni en que las personas les tengan más bronca a los carabineros!



La solución, estimados colegas y estimado Ministro, consiste en que la inteligencia policial sea capaz de encontrar a los extremistas, llevarlos a los tribunales y castigarlos.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta es una viejísima discusión. El problema de la seguridad no se resuelve coartando la libertad de las personas, sino castigando a los asesinos, a los extremistas, a los culpables de hechos tan terribles como el asesinato del matrimonio Luchsinger-Mackay durante una noche en que su casa fue quemada con ellos adentro.



¿Tiene alguna vinculación ese hecho terrible con pedirles el carné a jóvenes en una plaza? ¡Ninguna!



Entonces, lamento que el Estado democrático pueda cometer un gravísimo error en el caso de aprobar un proyecto de esta naturaleza, pues hará que quienes cometen esos actos -lógico- continúen impunes y agravará la distancia entre la policía y la ciudadanía.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).-  Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Señor Presidente, distintos Senadores han explicado, y muy bien, el proyecto que sometimos a la consideración del Senado.



Por mi parte, haré pequeñas reflexiones.



No hay nada peor que simplificar los problemas, porque así es muy difícil encontrarles solución.



¡Qué duda cabe de que para el Estado de Chile, como se ha dicho en esta Sala, el problema de La Araucanía es extraordinariamente complejo!



Reducirlo a falta de capacidad de nuestras policías en materia de inteligencia es tratar de simplificar una de las situaciones más difíciles que nuestro país enfrenta hoy, como Estado, desde el punto de vista de su capacidad para brindar seguridad. 



Y Chile seguirá enfrentando tal situación en el futuro. Porque son un montón, y muy variados, los problemas que inciden en que el Estado no pueda dar una respuesta más eficaz a la situación de violencia que está viviendo La Araucanía. 



Me voy a referir exclusivamente, y en forma muy breve, a la violencia imperante en aquella zona. No abordaré las cuestiones históricas, ni tampoco las demandas o reivindicaciones planteadas allí.



Como he escuchado mencionar únicamente lo relativo a la inteligencia -qué duda cabe de que quisiéramos tener la mejor y mayor capacidad de inteligencia en nuestras policías-, señalaré tan solo lo que vivimos la semana recién pasada, señor Presidente, para que se entienda que el problema es mucho más complejo.



Pues bien, conociendo de una causa vinculada con el asesinato del sargento Albornoz, en la cual tres carabineros dieron testimonio de reconocimiento directo sobre quiénes podían ser los presuntos autores (dieron testimonio de reconocimiento de vestimentas y de identificaciones que situaban a esas personas en los hechos, en la circunstancia y en el instante en que se registró el crimen); en la que la inteligencia policial determinó, sobre la base de peritajes que permitieron ubicar el celular de uno de los presuntos autores, que esta persona se encontraba en el lugar a cierta hora (el mismo celular perteneciente a quien tres carabineros habían identificado como autor o coautor del asesinato); en la cual la inteligencia policial de Carabineros precisó todas las llamadas que se habían hecho desde ese celular y que fueron recogidas por la Central de Comunicaciones de dicha Institución, el tribunal oral de Angol, con todos esos antecedentes, por dos votos que hicieron mayoría, absolvió al imputado como presunto autor del asesinato del sargento Albornoz.



¡Por favor! ¡Una situación de tanta magnitud y tan compleja como la que se enfrenta hoy en La Araucanía a raíz de la violencia no se puede tratar en esta Sala diciendo simplemente que se trata de un problema de la inteligencia policial! ¡Es mucho más que eso! ¡Mucho más!



Ahora, sin duda, este proyecto de ley también ayuda en la cuestión de La Araucanía. Empero, tiene un objetivo mucho más amplio: responder a la principal demanda social que enfrenta Chile actualmente, cual es que los ciudadanos quieren mayor seguridad, más protección frente al accionar de la delincuencia, pero no solo de la extremista de La Araucanía, sino también de la delincuencia común existente en sus barrios.



Para responder a esa demanda social, sin duda alguna, debemos aprovechar todas las capacidades que tenemos, especialmente en nuestras policías, a los efectos de lograr lo que aquí se ha planteado: una acción para prevenir el delito.



Pero, señor Presidente, no podemos ser más papistas que el Papa. No es admisible hablar de que un Estado democrático como el chileno no puede aceptar, como si fuese una coerción a nuestras libertades, que en cierto momento un policía le solicite a una persona su identificación.



Esa medida se aplica en democracias con más tradición que la nuestra. Y solo voy a dar un par de ejemplos.



En Alemania -democracia estable-, el Código de Procedimiento Penal permite que la policía solicite la identificación de las personas cuando se encuentran en lugares peligrosos o de mala reputación, en el entendido de que determinados hechos justifican la creencia de que allí se preparan o se perpetran hechos delictivas.



Repito: lugares peligrosos o de mala reputación. Ahí se puede pedir -¡y no es para broma!- la identificación personal para prevenir la perpetración de un delito.



A su turno, la legislación de España permite que la policía controle la identidad de alguien cuando ello se considera necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad.



¡Miren la amplitud de la norma: necesario para el ejercicio de las funciones de protección de la seguridad!



En Italia -otra democracia desarrollada- se posibilita que los agentes policiales les exijan a los ciudadanos, en la vía pública o en cualquier otro sitio de acceso público, una identificación o documento que acredite nombre, apellido y lugar y fecha de nacimiento.



En Francia, el artículo 78-3 del Código Procesal Penal dispone que si la persona se niega a justificar su identidad o está imposibilitada de hacerlo puede ser detenida, en caso de necesidad, tanto en la calle como en un puesto de policía.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Perdón, señor Ministro, pero concluyó su tiempo.



Dispone de un minuto adicional.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- En Estados unidos, los agentes de policía del estado de Nueva York pueden detener e interrogar a quienes no se identifican tras ser conminados a hacerlo.



Por lo tanto, no escondamos el debate. Aquí no se trata del Estado democrático, ni de estándares democráticos, ni de calidad de nuestra democracia, sino de que la libertad existente en democracia responda asimismo a la exigencia de cada ciudadano de vivir en seguridad.



Nuestras policías nos están señalando hoy que no pueden ejercer la facultad de efectuar control de identidad en situaciones en que, por el lugar, por las circunstancias, en fin, ven el riesgo de que se cometa un delito.



Lo decía recién -entiendo- el Senador Pérez Varela: ¡A qué persona puede molestarle que un policía le pida su carné de identidad si sabe que lo está haciendo para prevenir una acción delictual que puede afectarla a ella! Por el contrario.



Entonces, señor Presidente, nos falta entender que para combatir la delincuencia, en La Araucanía y en cualquier otro lugar de nuestro país, necesitamos confiar en nuestros policías; aprovechar sus capacidades y responsabilidades, y otorgarles una atribución mínima y que se consagra en las principales democracias del mundo: la de solicitarles a las personas su identificación cuando estén en lugares donde, por razones fundadas, sea factible la perpetración de un delito.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lamentablemente, señor Ministro, debo poner término a su intervención. Usted fue parte de esta Corporación y, por tanto, conoce su Reglamento.

El señor CHADWICK (Ministro del Interior y Seguridad Pública).- Eso es lo que propone este proyecto de ley.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Concluyó el Orden del Día.



Quedan inscritos para la prosecución de la segunda discusión los Senadores señor García; señora Rincón; señores Tuma, Patricio Walker, Sabag e Ignacio Walker; señora Allende, y señores Navarro, Lagos, García-Huidobro y Chahuán.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor LARRAÍN:



Al señor General Director de Carabineros, solicitándole INSTALACIÓN DE RETÉN EN SECTOR VILLORRIO LA VEGA, DE COMUNA DE CHANCO (Región del Maule).



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole información sobre LEGALIDAD DE CUMPLIMIENTO POR CIUDADANOS CHILENOS DE SERVICIO MILITAR EN OTRO PAÍS. A la señora Ministra de Obras Públicas, a fin de que informe en cuanto a PROYECTO PARA CONSTRUCCIÓN DE PUENTE INDUSTRIAL SOBRE RÍO BIOBÍO. Al señor Ministro de Salud, solicitándole FISCALIZACIÓN SANITARIA A EMPRESA ASOR COMERCIAL Y SERVICIOS, DE CONCEPCIÓN. Al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, requiriéndole antecedentes en cuanto a ESTUDIO SOBRE ASPIRACIÓN DE PROVINCIA DE ÑUBLE DE CONVERTIRSE EN REGIÓN. Y a la señora Directora Nacional del Trabajo, al objeto de que instruya a la Inspección del Trabajo de Concepción para que efectúe FISCALIZACIÓN A EMPRESA ASOR COMERCIAL Y SERVICIOS POR INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO LABORAL Y FALLAS EN CONDICIONES DE HIGIENE Y SEGURIDAD.
)----------------(

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Independientes, que no intervendrá.



En el tiempo del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

HOMENAJE A DON MANUEL ALMEYDA MEDINA CON MOTIVO DE SU FALLECIMIENTO
El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero rendir homenaje a Manuel Almeyda Medina, ex Secretario General del Partido Socialista de Chile y ex Presidente del Movimiento Democrático Popular, quien falleció hoy. Sus restos se están velando en la sede del Partido Socialista.



Como ustedes saben, estimados colegas, Manuel Almeyda fue además un médico muy destacado que abrazó la lucha política por circunstancias de la vida y por una situación especialmente excepcional que vivía nuestro país: la ausencia de democracia.



Hasta el 11 de septiembre de 1973 se dedicó a la medicina, al estudio, a lo que era su vocación. Y con el curso de los años, ante la prolongación del Régimen dictatorial, poco a poco fue involucrándose en la actividad política, de la que no era -ni mucho menos- activista permanente, hasta que, en el marco de la situación que se registró el año 83, las llamadas “protestas nacionales”; la situación social que devino por la gravísima crisis económica que vivía Chile; el aumento de la cesantía; la demanda natural por libertad y democracia, y las movilizaciones estudiantiles, poblacionales y sindicales lo llevaron a un plano de liderazgo político que, a decir verdad, no había buscado en lo personal.



Las circunstancias transformaron a Manuel Almeyda en representante de una demanda ciudadana por el restablecimiento de la democracia, de la que pude tomar conocimiento personal en los años 83, 84, 85 y siguientes.



En el marco de tal situación, el Régimen dictatorial decidió el estado de sitio. Y Manuel Almeyda, tras el espacio público y legal que había ocupado, debió volver a refugiarse en la clandestinidad.



En consecuencia, me tocó convivir con él durante un prolongadísimo tiempo: meses y años en que su carácter -era vehemente, resuelto y valiente-, lamentablemente, tenía que chocar con el limitado espacio de la convivencia en la ilegalidad, obligado a larguísimos meses de encierro, a soportar en la clandestinidad condiciones de vida durísimas, para evitar que los servicios represivos de la época lo detuvieran, lo cual motivó que su vida estuviera en constante peligro. 


Incluso, durante un breve período en la legalidad sufrió físicamente los efectos de la represión directa cuando, en una manifestación pública en la Plaza Artesanos, entraron por primera vez en acción los llamados “gurkhas”, denominación tomada de los nepaleses integrantes de unidades de elite del ejército británico. Fue golpeado violentamente con laques y otros elementos contundentes que le provocaron un grave traumatismo y secuelas que se mantuvieron en su físico hasta el día de su muerte, con huellas imborrables en su rostro y cráneo.



Manuel Almeyda fue siempre socialista. Siempre tuvo como vocación la justicia social y la búsqueda de una sociedad mejor. Pero no buscó, en lo personal, un rol de liderazgo público como el que en algún momento llegó a tener en nuestro país.



Restablecida la democracia, aportó al Partido Socialista desde una responsabilidad directiva. Como su carácter era el de un hombre austero y sencillo, finalmente estuvo lejos del sensacionalismo, del oropel, de las ingratitudes, sinsabores, alegrías y amarguras que conlleva la actividad política pública.



Y ha muerto como lo que fue habitualmente: una persona digna, honesta, intachable y que alcanzó las más altas responsabilidades, pero sin utilizarlas nunca, bajo ninguna circunstancia, en beneficio propio.



Por eso, me he permitido rendir un homenaje en su memoria en el día de su fallecimiento.



He dicho.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Expresamos nuestras condolencias a la familia del señor Almeyda y también, por supuesto, al Partido Socialista.



Han manifestado su adhesión los Honorables señores Novoa, Espina, Orpis y Lagos, y señora Allende, así como también los Comités PPD, MAS y UDI.



En seguida, el Senador señor Navarro, a quien le corresponden 10 minutos, ocupará los tiempos asignados a los Comités Movimiento Amplio Social, Partido Por la Democracia y Radical Social Demócrata.

El señor ESPINA.- ¿Y qué sucede con el turno del Comité Renovación Nacional, señor Presidente?

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Lo anuncié cuando correspondía, pero, terminada la siguiente intervención, le concederé la palabra.

MEDIDAS CONTRA INCENDIOS FORESTALES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en las últimas horas, la comuna de Florida, provincia de Concepción, Región del Biobío, ha sufrido lo más parecido al infierno. Su población completa ha tenido que permanecer en vilo toda la noche. Su alcalde, sus concejales, más de veinte compañías y 24 carros de Bomberos han custodiado el sector, dado que las llamas amenazaban con arrasarlo.



Hay cinco a seis viviendas quemadas.



Las brigadas forestales de la CONAF y de empresas privadas efectúan su trabajo en estos momentos, ya que, llegada la noche, el fuerte viento reinante ha hecho rebrotar focos de incendio que nuevamente hacen inciertas las horas venideras.



El Gobierno está haciendo todo lo posible. Conversé con el Intendente, Víctor Lobos, hoy en la mañana. Se sobrevoló la zona. Sin embargo, por el viento y las características geográficas, los incendios amenazan con propagarse a las comunas de Quillón y Ránquil, lo que genera mayor incertidumbre.



El año pasado más de 30 mil hectáreas fueron arrasadas y el incendio avanzó de manera incontrolable hacia la comuna de Tomé.



Hoy día, por cierto, nos hallamos ante una amenaza. Claramente, la situación obliga a contar con los informes necesarios para poder enfrentar el problema en forma diferente durante el resto de 2014 y preventivamente en 2015.



Si bien el peligro resulta inminente, llegada la noche tuvieron que salir aviones y helicópteros. Las brigadas terrestres no pueden operar en la oscuridad. En consecuencia, al incendio se le oponen algunos cortafuegos y, en ciertos lugares estratégicos, personal altamente especializado, porque combatirlo, además, con viento que constantemente cambia de dirección puede llevar a desgracias que nadie desea.



Por ello, señor Presidente, pido que se solicite a la CONAF, a la Intendencia del Biobío y a las autoridades de las comunas forestales de la Región toda la información tendiente a clarificar cuánto se está gastando en prevención de incendios. Hay que tener claridad, de parte de CONAF y de las empresas privadas, acerca de cuál es el número de brigadas, pero particularmente de las políticas preventivas. Resulta claro que, una vez desatado el siniestro, todo es pérdida, con riesgo de viviendas y de vidas humanas incluso para los combatientes.



La cuestión, entonces, radica en la prevención. ¿Qué porcentaje del presupuesto de la Corporación Nacional Forestal -y es la respuesta que deseo de la entidad- y de la inversión del sector privado se destina a ese efecto, en una región eminentemente forestal?



Del mismo modo, me gustaría conocer, de parte de CONAF, del Ministerio Público, de la Intendencia, el resultado de las denuncias por la actuación de terceros. Cuando estalla un incendio forestal, es muy complejo determinar quién es el causante. Me han señalado que habría un bombero involucrado en el caso de Quillón. Sería necesario contar también con información del Gobierno, básicamente, y del Ministerio Público.



Igualmente, deseo consultar a la Intendencia del Biobío qué recursos hay disponibles en el año 2014 para los municipios y, en especial, para Bomberos. Cuando los voluntarios concurren a un siniestro, se les queman equipos, mangueras, etcétera. Su objetivo es salvaguardar vidas y luego viviendas. Por cierto, las que actúan para defender el bosque son brigadas privadas. En muchos casos, desde luego, hay seguros comprometidos, sin perjuicio de que también puede haber responsabilidad intencionada.



Más allá de las investigaciones, señor Presidente, deseo pedirles, por su intermedio, al Primer Mandatario, al Ministro de Agricultura, al Ministro de Hacienda y al Subsecretario de Desarrollo Regional todos los recursos necesarios para prevenir la expansión de los incendios forestales que afectan a la Región del Biobío.



¿Qué hay que hacer? La CONAF y la CORMA saben lo que hay que hacer para prevenir cuando no hay incendios. En medio de la temporada, el 15 de enero nos sorprende con siniestros forestales de gran magnitud y violencia.



Cabe pedir, entonces, que se pongan a disposición de las autoridades de la Octava Región todos los recursos materiales y humanos necesarios, no solo para defender la comuna de Florida, sino también el conjunto de comunas del Biobío, que están rodeadas de bosques.



He preparado dos proyectos de ley relacionados con la materia, señor Presidente. Uno de ellos tiene por objeto incorporar en el Código del Trabajo un capítulo especial para los brigadistas. Se trata de normas internacionales. No hay una sola disposición laboral que determine la regulación de las horas de trabajo y, particularmente, la calidad de los implementos que se deben usar.



La capacitación tampoco está normada. Las empresas actúan motu proprio. En mi opinión, lo hacen de manera correcta, pero creo que se puede mejorar. En algunos casos, sin embargo, también proceden de manera incorrecta.



Asimismo, luego de consultar toda la legislación internacional, ingresaremos -espero hacerlo en las próximas horas- una iniciativa de legal que hemos venido planteando a través de proyectos de acuerdo. Las líneas de plantaciones forestales tienen que retroceder 800 metros o un kilómetro, desde caminos públicos y privados y líneas de edificación en comunas, ciudades o centros urbanos. Pero las tenemos al lado. En el caso de Copiulemu, en Florida, se hallan a menos de 20 o 30 metros de colegios públicos, de gimnasios municipales. O sea, es algo que debemos revisar.



Se ha alegado el derecho de propiedad. Me parece que el que se debe salvaguardar siempre es el derecho a la vida. Frente a la situación expuesta, está claro lo que sucede. Y espero que ese proyecto de ley cuente con el apoyo del Senado. No se trata de limitar el derecho, por cierto.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.
SEQUÍA EN OCTAVA REGIÓN. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en el caso de Florida, el principal problema es el agua. No hay agua potable. Es preciso traerla de Quillón en camiones aljibe.



El gobierno regional acaba de aprobar 800 millones de pesos para la lucha contra la sequía -se habían solicitado 11 mil 800-, a fin de tomar medidas inmediatas. Se requiere la implementación de programas de agua potable rural, cuyo valor aproximado es de 300 millones, en lugares donde, claro, ello no es negocio. Se trata de sectores de vivienda aislados y donde hay que cavar 80 o 100 metros para poder encontrarla. 



Hoy día es también la mayor dificultad en las más de 40 comunas de la Región de Biobío. Los alcaldes se han unido, se han organizado, pero la verdad es que se requieren medidas urgentes, de mediano y mayor plazo.



Cabe recordar el canal Laja-Diguillín y las obras adicionales, así como también el canal Punilla. Creo, sí, que allí media un interés en el potencial hidroeléctrico y no en el regadío. 



En definitiva, se tiene que resolver qué se va a hacer con el canal Laja, que está funcionando a la mitad de su capacidad: diseñado para 40 metros cúbicos por segundo, registra 20. Se ha secado el Salto del Laja y el nivel de la laguna del Laja está bajo el mínimo.



Endesa gasta el agua en invierno, no la acumula, y en verano falta. Su Gerente General ha dicho que no está dispuesto a botar dólares. Ellos gastan en generación hidroeléctrica y no reservan el elemento para el riego, como lo han denunciado los agricultores de Bulnes, Quillón, Los Ángeles, San Ignacio y de todas las comunas de la provincia del Biobío y también de Ñuble.



Pido que se les solicite al gobierno regional y al Ministerio de Agricultura un detalle de todas las medidas que se están tomando y, en particular, de las que ha requerido la Asociación de Alcaldes del Biobío, presidida por Ángel Castro, alcalde de la comuna de Santa Juana.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.
REPUDIO A LICITACIÓN DE DIARIO LA NACIÓN
Y VENTA DE ARCHIVO PATRIMONIAL. OFICIO
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo en mis manos el llamado a licitación del diario La Nación y a la venta de su archivo patrimonial.



Llamo a reflexionar acerca de lo que está sucediendo. Tuve la posibilidad de comentarle el asunto en tres oportunidades a la Presidenta Bachelet.



No solo se cerró el periódico, transformado en un medio electrónico. Ahora se quieren vender sus archivos, representativos de un período de 98 años, que son patrimonio del país.



Mañana jueves 16 de enero, a las 12, hay una acción de rechazo. No voy a poder concurrir, porque precisamente voy a Florida, donde existe una situación grave. Pero espero que muchos puedan hacerlo.



Ojalá que el Gobierno del Presidente Piñera recapacite y eche atrás la medida. No parece justo que ad portas de asumir una nueva Administración, esté empeñado en limitar el único medio estatal de difusión.



Además, como lo hemos dicho, se registra una mayoría de prensa cuyos propietarios son de Derecha, no su línea editorial. Existe una concentración inadecuada en los medios de comunicación.



Y creo que es un daño para el Estado y que habla mal del Gobierno el querer vender, no solo el diario, sino también el patrimonio cultural que representa su edificio en Agustinas. 



Señor Presidente, solicito que la Ministra Secretaria General de Gobierno nos informe cuál es el itinerario de la licitación, sus motivos, sus decisiones.



Estimo que más bien se trata de una medida política que no le hace bien al Presidente Piñera, quien quiere volver en 2017.



El asunto ha provocado una gran discordia no solo entre periodistas y trabajadores. En verdad, constituye un atentado. Los colegas de enfrente, quienes ahora no están, salvo el Senador señor Espina, a quien le agradecemos que nos acompañe, han criticado muchas veces a los gobiernos de América Latina por cerrar diarios. El del Presidente Piñera dispone lo mismo con el diario La Nación y nada se dice.



Ponerle término a un medio de información del Estado para mantener una información desde el Estado no me parece lo más propio. Creo que cada Estado debe contar con un medio de comunicación, independientemente del Gobierno en funciones.



Por eso, solidarizamos con trabajadores y periodistas del diario La Nación, y esperamos que la venta del archivo quede sin efecto.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho. 



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del Honorable señor Navarro, conforme al Reglamento.
El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Tiene la palabra, en el tiempo de Renovación Nacional, el Honorable señor Espina. 

VIOLENCIA EXTREMA EN REGIÓN DE LA ARAUCANÍA Y

ATRIBUCIONES DE POLICÍA. OFICIOS
El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo referirme a la grave situación de violencia extrema que afecta a La Araucanía, a la que represento en esta Corporación, y a algunas apreciaciones de un señor Senador respecto del proyecto de ley sobre control preventivo de identidad. 



Vinculo directamente esa iniciativa con las atribuciones que la policía debe tener, entre otros efectos, para poder evitar delitos del grado de violencia, crueldad y cobardía que han registrado aquellos ejecutados en la Novena Región. Se trata de acciones que han significado quema de casas y destrucción de maquinaria, y las más graves han sido los asesinatos del cabo de Carabineros Albornoz y del matrimonio Luchsinger-Mackay, brutalmente ultimado.



Se ha aseverado, con toda razón, que esta es una falla del Estado. No dudo de que es así.



Deseo recordar que don Enrique Silva Cimma, ex Canciller de la República, Senador, Presidente del Partido Radical, hombre de la Concertación, en un voto que fundamentó cuando la Comisión de Constitución efectuó años atrás un examen a fondo de la situación de inseguridad en la Región de La Araucanía, expresó -a mi juicio, con una lucidez notable- que el Estado estaba incurriendo en una falta de servicio, o sea, no era capaz de garantizar las más elementales normas de paz y tranquilidad que deben existir en un Estado de Derecho democrático. 



Cuando se hace esa afirmación, sin embargo, es muy importante clarificar quiénes tienen responsabilidad en ese fracaso. 



Y realizo esta intervención porque la ciudadanía, que no tiene por qué conocer en detalle, muchas veces, aspectos que dicen relación con las responsabilidades de los Poderes del Estado, tiende a globalizarlas. Quizás esa reacción resulta comprensible, porque la angustia, la impotencia, el temor y, en algunos casos, el terror determinan legítimamente que no se diferencie entre una y otra. 



Pero, como Senador, tengo el deber de hacer esa distinción, porque nuestra misión, entre otras cosas, es orientar a la opinión pública respecto de materias de tanta importancia como la seguridad y el orden público, nada menos, en una Región tan maravillosa y tan afectada y perjudicada por estos actos de violencia como La Araucanía. 



No todas las responsabilidades son iguales. Y me parece muy importante decirlo con todas sus letras. 



La del Gobierno del Presidente Piñera ha sido la de proporcionar a la zona el número de funcionarios policiales necesarios, de acuerdo con la realidad y la dotación existente en el país, para llevar a cabo los mayores controles de prevención y posterior detención de quienes resulten responsables de estos hechos brutales.



Durante la presente Administración se ha incrementado en más de 600 el número de policías en la Novena Región. Me refiero a carabineros, sin considerar el personal especializado de la Policía de Investigaciones y los servicios de inteligencia. 



Se han aportado más de 6 mil millones de pesos en recursos adicionales para los efectos de proporcionar medios, recursos tecnológicos, personal, vehículos, y poder lograr la mayor prevención y vigilancia posibles. 



Es probable que en algún momento el Gobierno haya reaccionado tarde frente a los hechos, producto de información que indicaba que no iban a tener la proliferación ni la intensidad que han exhibido. Pero no cabe duda de que cualquier análisis objetivo demuestra que ha cumplido al entregar los elementos adecuados, hacerse parte de las querellas y entregarles a las policías y la fiscalía cuantos medios le han solicitado. 



Toda obra humana no es perfecta. Mas, como permanentemente le he estado pidiendo al Gobierno que los requerimientos sean satisfechos, no me parece justo que se le atribuyan responsabilidades respecto de las cuales no dispone de atribuciones legales para su cumplimiento. 



Vamos a las responsabilidades en el ámbito de las leyes. Y ello lo engancho con lo que estábamos discutiendo hace un rato, relativo al establecimiento de la medida de control preventivo de identidad. 



Ha sido reiterado y permanente el rechazo que desde la Oposición ha habido a los proyectos de ley que otorgan a las policías y a los fiscales más atribuciones para llevar a cabo investigaciones más exitosas.



La iniciativa que estamos intentando aprobar existe en todas las democracias modernas del mundo. Está orientada a un aspecto esencial de la labor policial: controlar mediante requerimiento de identificación a quienes se encuentren en lugares donde existe alta intensidad de delitos.



En el caso de La Araucanía, si la policía hubiese contado con esa atribución, probablemente se habría evitado la comisión de algunos de los delitos graves que allí ocurrieron.



Sin embargo, hoy día la policía no puede -y es bueno que la opinión pública lo sepa- pedirle el carné de identidad a un chileno, salvo que se reúnan dos condiciones: que haya indicios o sospechas de que la persona está cometiendo un delito o lo ha cometido, o que cubra su identidad tapándose la cara (un encapuchado).



Si en algún lugar de Vilcún, de Victoria, de Traiguén, de Temuco, de Lumaco, de Los Sauces, de Angol, de Collipulli, de cualquiera de las 16 comunas de La Araucanía norte o de las del resto de la Región un sujeto se pasea por la noche, sin cometer ningún delito, observando y vigilando como lo hacen quienes preparan actos delictivos, al objeto de saber a qué hora y dónde atacar, ¡la policía no tiene facultades para pedirle el carné de identidad!



¡Es incomprensible que los parlamentarios de Oposición se nieguen a otorgarles esas atribuciones a las policías en Chile! En otros países estas se entregan, y nadie discute que se rigen por un Estado de Derecho democrático. Alemania, Italia, Francia, España, entre otras naciones, tienen normas mucho más rigurosas y duras que las nuestras en materia de control de identidad.



Entonces, señor Presidente, las responsabilidades no son todas iguales.



Estamos discutiendo el proyecto que enmienda la reforma procesal penal. Las disposiciones que plantean otorgar más facultades a las policías para realizar las primeras diligencias de investigación o las que permiten al fiscal solicitarle al juez la detención de un sujeto confeso de un delito -¡confeso!-, pero que no fue sorprendido en forma flagrante (es decir, confesó con posterioridad) -¡es increíble que en Chile hoy esto no se pueda hacer!- han sido todas sistemáticamente votadas en contra por los parlamentarios de la Oposición.



En su momento haremos el debate pertinente en la Sala.



Por tanto, cuando se generaliza y se señala: “Los parlamentarios son responsables”, yo debo decir -excúseme, señor Presidente- que no todos son igualmente responsables.



Algunos de las bancadas opositoras en esta materia, lamentablemente, siempre buscan un pretexto para votar en contra normas fundamentales que existen en todos los países, destinadas a lograr objetivos que constituyen deberes principales del Estado: dar seguridad y tranquilidad y resguardar el orden público para la gente, el ciudadano de clase media, las familias modestas, el pequeño parcelero, el agricultor, seguridad que no tienen los habitantes de mi Región.



Esos disparos a la bandada, señor Presidente -hechos a veces con la mejor intención, pero profundamente equivocados-, que responsabilizan a todos por igual no constituyen un acto correcto.



Quienes somos parlamentarios de la Alianza hemos impulsado todas y cada una de las medidas y normas que permitan fortalecer la labor de las policías y de los fiscales. Y nos hemos topado contra un muro insalvable: en todas esas disposiciones la regla general es que la Oposición -la Concertación, hoy día denominada “Nueva Mayoría”- se niega terminantemente a dar su aprobación, siempre buscando una excusa para ello.



Esa es la pura y santa verdad. 



Estoy dispuesto a debatir el asunto con los parlamentarios que lo deseen, cuando lo estimen conveniente.



Por último, me referiré a la responsabilidad del Poder Judicial.



Acá, señor Presidente, se produce una cuestión bien curiosa.



Todos hablan de la libertad y del derecho a expresar opiniones en una sociedad democrática. Pero, cuando un parlamentario, el Presidente de la República u otra autoridad esgrimen una legítima crítica respecto de algunos jueces que fallan estableciendo estándares probatorios para delitos graves que tornan imposible las condenas y terminan absolviendo a los responsables, se señala que se afecta gravemente la autonomía e independencia del Poder Judicial.



Yo tengo el mayor respeto por el Poder Judicial, porque me toca ver la labor que desarrollan los magistrados y porque, entre otras cosas, una hermana mía es ministra de corte de apelaciones. Conozco el esfuerzo y empeño que realizan.



Pero los jueces no son intocables.



Ellos deben someterse al escrutinio ciudadano cuando sus resoluciones constituyen graves errores, en opinión de quienes así lo creemos y sin pretender ser dueños de la verdad.



Pero se ha hecho sistemático en nuestra Región que los jueces absuelvan a personas que debieran ser condenadas. Si uno analiza el proceso, descubre que la prueba es contundente en ese sentido.



Señor Presidente -reitero-, no todas las responsabilidades son iguales. 



Acá se trata de una misión de Estado. Y espero que el próximo Gobierno, que tendrá que lidiar con estas materias, no cometa el error de caer en la tentación de disminuir el número de policías en nuestra Región; de desmantelar los equipos jurídicos que llevan adelante los juicios que se han entablado, y de debilitar las acciones que se están realizando. Si las que ya se han implementado son insuficientes, imaginen lo que ocurrirá si la nueva Administración no toma medidas drásticas y duras al objeto de lograr que impere el Estado de Derecho en la Región de La Araucanía.



Por lo tanto, pido que se oficie al Ministro del Interior para los efectos de que informe cuántos delitos vinculados a la extrema violencia o al denominado “conflicto mapuche” se han cometido en la Novena Región durante este Gobierno. También deseo que nos señalen el número de personas formalizadas por tales delitos, condenadas y absueltas por los tribunales de justicia, con indicación de las causas y los nombres de quienes han sido sometidos a esas investigaciones.



He dicho.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor GÓMEZ (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:18.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
A N E X O S
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 83ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE ENERO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia, y Secretario General de Gobierno, señor Cristián Larroulet y señora Cecilia Pérez, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario General de Gobierno, señor Mauricio Lob. 


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 80ª y 81ª, ordinarias, de 17 y 18 de diciembre, respectivamente, y 82ª, especial, de 23 de diciembre, todas del año 2013, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, retira la urgencia para la tramitación del proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 (Boletín N° 6.355-01). 


- Se tiene presente el retiro y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, respecto de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que modifica algunos aspectos previsionales de las Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y Gendarmería de Chile (Boletín Nº 8.643-02).


2.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05).


3.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


4.- Proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07).


Con el cuarto y el quinto, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín N° 6.201-02).


3.- Proyecto de ley que regula la competencia en el mercado de los medios de pago electrónicos (Boletín N° 9.201-03).


4.- Proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal (Boletín Nº 8.189-04).


5.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


6.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


7.- Proyecto de ley que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05).


8.- Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


9.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (Boletín Nº 7.616-06).


10.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.253, sobre normas de protección, fomento y desarrollo de los indígenas, estableciendo dieta para los Consejeros Nacionales de la CONADI y para los Comisionados de la CODEIPA que indica (Boletín Nº 9.041-31).


11.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


12.- Proyecto de ley que crea el Acuerdo de Vida en Pareja (Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos).


13.- Proyecto de ley que fortalece el Ministerio Público (Boletín Nº 8.265-07).


14.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (Boletín Nº 8.314-07).


15.- Proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal con el fin de reforzar la protección de las víctimas, mejorar la función que desempeña el Ministerio Público y fortalecer la acción policial y la operatividad del sistema de justicia penal (Boletín N° 8.810-07).


16.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, para establecer la medida de control preventivo de identidad (Boletín N° 9.036-07).


17.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08).


18.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 161, de 1978, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que fija su Estatuto Orgánico, que otorga al Subsecretario de Relaciones Exteriores, atribución para transigir en conflictos jurídicos laborales y/o previsionales surgidos en el extranjero, que afecten al Estado de Chile (Boletín N° 8.853-10).


19.- Proyecto de ley sobre administración del borde costero y concesiones marítimas (Boletín Nº 8.467-12).


20.- Proyecto de ley que adapta normas laborales al ámbito del turismo (Boletín Nº 8.770-23).


21.- Proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones en materia de afectaciones de utilidad pública de los planes reguladores (Boletín Nº 8.828-14).


22.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 17.635, que establece normas sobre cobro ejecutivo de créditos para la vivienda que indica (Boletín Nº 9.018-14).


23.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15).


24.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad del lobby (Boletín N° 6.189-06).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto del proyecto de ley que tipifica como delito conductas relacionadas con la comercialización de fuegos artificiales (Boletín Nº 8.612-02).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. el Presidente de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, conforme a lo dispuesto en el artículo 7º del Artículo Primero de la ley Nº 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central (Boletín Nº S 1.630-05), respecto de lo cual hace presente para su despacho la urgencia establecida en el inciso segundo del Nº 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.803, que establece una asignación de mejoramiento de la gestión municipal, para homologarla con la dispuesta en la ley Nº 19.553, que concede una asignación de modernización a la Administración Pública (Boletín N° 9.159-05).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a     S. E. el Presidente de la República.


Remite copia autorizada de sentencias definitivas pronunciadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículo 16 B de la ley Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 


2.- Artículo único de la ley N° 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas, en virtud del artículo 4° transitorio de la ley N° 20.017, en determinadas zonas o áreas.


- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.


Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 5° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, y 7° de la Ley General de Bancos.


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la Excelentísima Corte Suprema


Transcribe resolución con la que desestima la solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referente a nóminas de jueces y ministros de Corte, en función de diversos criterios de clasificación relacionados con los artículos 2° y 3° de la ley N° 19.253. 

Del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública


Informa la remisión al señor Ministro de Bienes Nacionales de la solicitud, formulada en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, relativa al estudio de la posibilidad de destinar, en la comuna de Chaitén, una superficie de cuatro hectáreas de terreno para el sector de la Defensa Nacional.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo


Responde solicitud de antecedentes, enviada en nombre del Honorable Senador señor Escalona, respecto de una situación conflictiva en la Región del Bío Bío, vinculada a la aparente falta de materialización de la plataforma social convenida con los pobladores de la zona, durante la discusión de la Ley de Pesca.

Del señor Ministro de Salud


Da contestación a solicitud de antecedentes, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, relativa a la licitación del Hospital Sótero del Río y a otros asuntos concernientes al sistema público de salud que señala.


Atiende consulta, formulada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la procedencia del bono adicional que establece el artículo 5° de la ley N° 20.612, en el caso de funcionarios que no estén afiliados al sistema de pensiones regulado en el decreto ley N° 3.500, de 1980.


Responde petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, sobre posibilidad de que el Hospital Regional de Concepción fije una hora médica para la paciente que individualiza, domiciliada en la comuna de Lota.


Contesta acuerdo adoptado por esta Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores Navarro, Girardi, Gómez y Lagos, sobre la posibilidad de establecer un plan nacional para abordar y tratar el Alzheimer en Chile (Boletín N° S 1.549-12).

Del señor Ministro de Agricultura


Da respuesta a petición, formulada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, en orden a revisar la situación anómala denunciada por agricultores arroceros de Parral, ocurrida en el segundo concurso de 2013 del Sistema de Incentivos para la Sustentabilidad de Suelos Agropecuarios. 

Del señor Ministro de Minería (S)


Da respuesta a petición, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, referente a prórroga del plazo establecido por esa Secretaría de Estado para la regularización de faenas y el empadronamiento de los pequeños y medianos mineros.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales (S)


Responde consulta, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, relativa al plan de licitaciones de terrenos fiscales para el año 2013, en la Región de Atacama, y a la consideración de criterios económicos en los precios de inmuebles ubicados en el borde costero.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Contesta solicitud de información, recabada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, respecto del concurso para inscribir nuevos taxis en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, en la comuna de Vallenar, y de su conformidad con los criterios técnicos que prescribe la ley N° 20.474.


Absuelve consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre disminución de tiempos de viaje del Biotrén e informa derivación de la misma a la empresa Ferrocarriles Suburbanos de Concepción, en lo tocante a la extensión del servicio hasta Coronel y a la renovación de estaciones.

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Contesta petición, hecha en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, respecto de la posibilidad de ampliar el área utilizable por la comunidad de Chaitén Sur y, asimismo, de precisar si en aquel lugar, donde están ubicados ciento veinte ocupantes irregulares, existe un bajo nivel de riesgo.

Del señor Subsecretario de Pesca y Acuicultura (S)


Adjunta documento digital “Mujeres y hombres en el sector pesquero y acuicultor de Chile 2012”, elaborado por ese organismo público.

Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales


Entrega antecedentes, solicitados en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, sobre tipo y número de prestaciones de salud adquiridas a privados en la Región de Atacama, con especificación de la incidencia de aquel gasto en el presupuesto del Servicio de Salud entre los años 2011 y 2013.

De la señora Superintendente de Seguridad Social


Atiende solicitud de información, cursada en nombre de la Honorable Senadora señora Rincón, respecto de la deuda actual de los Servicios de Salud con las Mutualidades de Empleadores, por causa de la obligación de reembolso establecida en el artículo 77 bis de la ley N° 16.744.

De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud (S),

Región de Atacama


Responde petición de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, sobre calidad del agua potable en las comunas de Chañaral, Caldera y Copiapó, estado de funcionamiento de la planta de osmosis inversa, existente en esta última, y sumarios sanitarios cursados a Aguas Chañar.

De la señora Abogado Jefe de la División de Defensa Estatal,

Consejo de Defensa del Estado


Expone razones por las que no cabe ejercer acciones judiciales por daños a los geoglifos Chug Chug, en el valle de Quillagua, derivados de la instalación de torres de alta tensión para la minería; materia requerida en nombre del Honorable Senador señor Cantero, a la que adhirieron los Honorables Senadores señores Chahuán, Horvath y Navarro. 

Del señor Jefe del Departamento de Atención al Usuario,

Superintendencia de Pensiones


Remite, a petición hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, copia del oficio con el que la entidad fiscalizadora requirió al Director del Instituto de Previsión Social la revisión del caso de don Rodolfo Álvarez Cantillano, ex imponente de la Caja de Previsión de Empleados Particulares.

Del señor Presidente del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias


Comunica, de conformidad a lo dispuesto por la letra f) del artículo 14 de su Reglamento, acuerdos de esa entidad relativos al reajuste de asignaciones parlamentarias, a contar de la fecha que para cada caso se señala. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


Segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (Boletín Nº 8.207-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que tipifica como delito los actos de maltrato o crueldad con niños y adolescentes fuera del ámbito de la violencia intrafamiliar (Boletín N° 9.179-07).


- Quedan para Tabla.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece condiciones especiales transitorias para la aplicación del artículo 18 de la ley N° 19.479 y faculta para otorgar el bono compensatorio que indica (Boletín N° 9.113-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Queda para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señor Tuma, señora Rincón y señores García-Huidobro, Prokurica y Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda ponerlo en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema. 


De los Honorables Senadores señor Gómez, señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma y Walker, don Patricio, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en materia de reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria (Boletín N° 9.232-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Colocar en la sesión ordinaria de hoy, en segundo lugar, el proyecto de ley signado con el número 5 de la Tabla, que reconoce y da protección al derecho a la identidad de género (Boletín N° 8.924-07) y, en cuarto lugar, el proyecto de ley, signado con el número 2 de la Tabla, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


2.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, los siguientes proyectos de ley, siempre que se encuentren con sus respectivos informes despachados:


a) el que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08), y 


b) el que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín     Nº 8.874-05).


3.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que modifica la ley N° 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (Boletín Nº 8.329-15), hasta el lunes 13 de enero del corriente a las 12:00 horas.


4.- Citar a una sesión especial del Senado para el día martes 28 de enero del presente año, entre las 10:00 y las 14:00 horas, con el objeto de tomar conocimiento de la resolución de la Corte Internacional de Justicia relativa al diferendo marítimo entre Perú y Chile. 

_________


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea el acuerdo de vida en pareja, con informe de la Comisión de Constitución,

Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la segunda discusión del asunto de la referencia, y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario General de Gobierno, señor Mauricio Lob. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene los Boletines N°s 7.873-07 y 7.011-07, refundidos, y urgencia calificada de “suma”. 


Recuerda que los artículos 14 y 19 de esta iniciativa tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en tanto que los artículos 11, 16, 17 y la letra ii) del artículo 26, tienen el carácter de normas de quórum calificado.

- - -


El señor Presidente pone en segunda discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín Peña, Walker (don Ignacio), Sabag, García, Espina, Tuma y Chahuán, señora Pérez San Martín, señores Cantero y Bianchi, señora Allende y señores Zaldívar y Letelier.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 28 votos a favor, 6 en contra y 2 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 14 y 19; y en el inciso tercero de la misma disposición constitucional, en lo relativo a los artículos 11, 16, 17 y la letra ii) del artículo 26 de la iniciativa.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Rincón y señores Bianchi, Cantero, Escalona, Espina, Frei, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Orpis, Escalona, Girardi, Larraín Fernández y Lagos, señora Rincón y señores Muñoz Aburto, Rossi, Pizarro, Navarro, Quintana y Gómez.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García, García-Huidobro, Kuschel y Larraín Peña.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Coloma.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Chahuán y Prokurica.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra la señora Ministra Secretaria General de Gobierno.

- - -


La Sala acuerda que el plazo de indicaciones sea hasta el día 20 de enero de 2014, a las 12:00 horas.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

_________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Allende y señores Cantero, Horvath, Letelier y Prokurica, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que permita el pago de la asignación de zonas extremas a los trabajadores de la corporación municipal que se desempeñan en jardines infantiles, mediante transferencia de fondos

de la Junta Nacional de Jardines Infantiles


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.625-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) es una corporación autónoma con personalidad jurídica de derecho público, descentralizada en sus funciones y responsable de crear, planificar, coordinar, promover, estimular y supervigilar la organización y funcionamiento de los jardines infantiles;

2. Que el decreto supremo N° 1.574, del Ministerio de Educación Pública, de 1971, contempla el cumplimiento de los fines de la JUNJI ya sea de manera directa en la creación y administración de los referidos establecimientos, o a través de terceros mediante la transferencia de recursos;

3. Que la misión de la JUNJI es entregar educación parvularia de calidad a niños y niñas, preferentemente menores de cuatro años de edad y en situación de vulnerabilidad, generando mejores condiciones educativas y en igualdad de oportunidades, a fin de contribuir al desarrollo de sus capacidades, habilidades y aptitudes, apoyando a las familias a través de los programas de atención educativa en salas cunas y jardines infantiles administrados en forma directa y por terceros. En suma, persigue un objetivo de protección e igualdad, en amparo de todos los niños;

4. Que, sin embargo, esta igualdad no se aplica a quienes se desempeñan en estos establecimientos, dada la distinta naturaleza de los organismos que, en la práctica, actúan como jardines infantiles. En efecto, los centros preescolares administrados directamente por la JUNJI son establecimientos institucionales cuyo personal tiene el carácter de funcionario público y está sujeto a las normas de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y sus modificaciones, en tanto que los jardines infantiles que operan vía transferencia de fondos (VTF) son administrados por terceros y obtienen sus recursos de la Ley de Presupuestos del Sector Público, la cual asigna anualmente fondos a la JUNJI para que ésta los transfiera a las entidades públicas -principalmente municipios-, o privadas;

5. Que esta modalidad en la entrega de educación parvularia resulta absolutamente dispar para los educadores, asistentes, técnicos y personal administrativo que presta este servicio. Así por ejemplo, en promedio, sus remuneraciones alcanzan diferencias del 20%, además de existir otras garantías que benefician sólo a quienes tienen la calidad de funcionarios públicos. Esto ha sido objeto de debate y preocupación pues, si bien se reconoce la distinta naturaleza del vínculo jurídico laboral de unos y otros trabajadores, no parece del todo justo que teniendo iguales funciones, misión y responsabilidades tengan diferencias tan grandes en cuanto a sus remuneraciones y beneficios;

6. Que en esta línea se reconoce y valora la modificación del decreto supremo N° 67, efectuada en abril de 2013 y que permitió un aumento cercano al 28% en el monto de la subvención por párvulo que asiste a estos establecimientos. Sin embargo, este incremento no es suficiente pues no se ha logrado resguardar el interés de los trabajadores de los centros preescolares VTF, y

7. Que, frente a esto, resulta pertinente que a los trabajadores de los centros preescolares que funcionan vía transferencia de fondos a las corporaciones municipales y que se desempeñan en las regiones extremas, les sea pagada la respectiva asignación de zona. Ello porque, en primer término, el reconocimiento de este beneficio implicaría para estos trabajadores una gran mejora y paliaría, en parte, la desigual situación al no tener la calidad de funcionarios de la JUNJI y, en segundo lugar, porque si se considera que esta asignación es entregada a los trabajadores docentes y ayudantes de la educación de las corporaciones municipales, no es razonable mantener al margen de este beneficio a estos trabajadores.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que permita el pago de la asignación de zonas extremas a los trabajadores de las corporaciones municipales que se desempeñan en jardines infantiles que operan vía transferencia de fondos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República el envío a tramitación de un mensaje legislativo que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema de pensiones, que al efecto de percibir el bono por hijo han debido afiliarse a una administradora de fondos de pensiones, conservar su derecho a ser causantes de la

asignación por muerte


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.626-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 17 votos a favor.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Rincón y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Gómez, Lagos, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma y Zaldívar.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la “Asignación por Muerte” es una prestación en dinero que tiene por objeto reembolsar los gastos funerarios que hayan efectuado los beneficiarios señalados en el artículo 3° del decreto con fuerza de ley N° 90, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1979, con motivo del fallecimiento de los causantes determinados en el artículo 4° de dicho texto normativo;

2. Que, por su parte, el denominado “Bono por Hijo” es un beneficio que incrementa el monto de la pensión de la mujer a través del otorgamiento de un bono por cada hijo nacido vivo o adoptado, y que se paga junto a la respectiva pensión;

3. Que para acceder a este beneficio las mujeres deben cumplir, entre otros requisitos, los siguientes: tener a lo menos 65 años de edad, afiliarse al sistema previsional del decreto ley N° 3.500, ser beneficiarias de Pensión Básica Solidaria de vejez, o bien, beneficiarias de pensión de sobrevivencia sin afiliación a ningún régimen previsional; 

4. Que, por un vacío legal, si una mujer pensionada por sobrevivencia (viudez o montepío) del IPS se afilia a una administradora de fondos de pensiones (AFP) para acceder al Bono por Hijo, pierde el derecho a ser causante de la Asignación por Muerte contemplada en el antiguo régimen previsional, y pasa a ser causante de Cuota Mortuoria en el sistema de capitalización individual, siempre y cuando el saldo de la cuenta, a su fallecimiento, sea mayor o igual a 15 unidades de fomento;

5. Que la Superintendencia de Pensiones, en Oficio N° 18.073, de julio de 2012, señaló que el derecho de Asignación por Muerte no les corresponde a las pensionadas por sobrevivencia de las Cajas del antiguo régimen previsional que se afiliaron al sistema de AFP para obtener el Bono por Hijo, en virtud de lo dispuesto por el artículo 4° del citado decreto con fuerza de ley N° 90, el cual establece que son causantes de tal asignación las personas no afectas a las normas contenidas en el decreto ley N° 3.500, de 1980;

6. Que de acuerdo a un reportaje efectuado en julio de 2013 por la señora Pierina Bertoni, en 1a Universidad del Desarrollo (UDD), ochocientas mujeres fallecieron sin haber recibido información acerca de que estaban renunciando a los beneficios del IPS y que, por ende, “sus familias tuvieron que hacerse cargo de los funerales de manera particular, sin contar con el dinero de la asignación por muerte, teniendo que endeudarse”;

7. Que, según datos de la Subsecretaría de Previsión Social, actualmente 61.000 viudas que reciben pensión de sobrevivencia del IPS se han afiliado a una AFP exclusivamente para cobrar el Bono por Hijo. Sin embargo, ellas desconocen que con esto perdieron el derecho a la Asignación por Muerte y que el monto total de las cuotas rechazadas por esta causa es de $ 29.970 millones;

8. Que en el reportaje antes mencionado, la señora Mónica Titze, asesora del Subsecretario de Previsión Social, explicó que “el problema radica en que el bono se pensó para aquellas mujeres que aún no cumplían los 65 años, para que se afiliaran a una AFP y así tuvieran una mayor rentabilidad para su jubilación, razón por la cual es obligatorio afiliarse a AFP Modelo -que ganó la licitación de dos años por tener la cuota más baja- para recibir el bono por hijo (…) entonces se interpretó (…) que era para todas las mujeres y llegó un grupo, las viudas del IPS de 80 años, a cobrar el bono por hijo y no estaban en la ley”, y

9. Que parece del todo injusto que por falta de información, por un vacío legal y por una interpretación restrictiva del beneficio, se niegue a las beneficiarias el derecho a tener una sepultura digna, al punto que, por gozar de un beneficio se les niegue otro que, en principio, no es de la misma naturaleza y que por tanto no debería ser incompatible con aquel.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa de ley que permita a las beneficiarias de pensiones de sobrevivencia del antiguo sistema previsional, que para efecto de percibir el Bono por Hijo han debido afiliarse a una administradora de fondos de pensiones, conservar su derecho a ser causantes de la Asignación por Muerte.”.

_________

Proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S. E. el Presidente de la República haga presente la urgencia para el despacho del proyecto de ley Boletín          N° 3.849-04, en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que confiere el carácter de título profesional universitario a las carreras de Kinesiología, Fonoaudiología, Enfermería, Obstetricia y Puericultura, Nutrición y Dietética,



Tecnología Médica y Terapia Ocupacional


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por el Honorable Senador precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº S 1.627-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, se produce el siguiente resultado: 8 votos a favor, uno en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Rincón y señores Chahuán, García-Huidobro, Horvath, Muñoz Aburto, Navarro, Sabag y Tuma.


Vota por la negativa, el Honorable Senador señor Pizarro.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Gómez.


A continuación, el señor Secretario General precisa que no se alcanzó el quórum necesario para aprobar este proyecto de acuerdo, por lo que corresponde darlo por rechazado.


Seguidamente, el señor Presidente da por rechazado el proyecto de acuerdo.

_________

PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que las Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de las Senadoras indicadas, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 84ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 8 DE ENERO DE 2014


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Pizarro, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Gómez.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín, Rincón y Von Baer y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Larraín Peña, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretario General de la Presidencia, y de Energía, señores Felipe Larraín, Cristián Larroulet y Jorge Bunster, respectivamente. Asisten, también, el Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores, y el asesor del Ministerio de Justicia, señor Milenko Bertrand.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 80ª y 81ª, ordinarias, de 17 y 18 de diciembre, respectivamente, y 82ª, especial, de 23 de diciembre, todas del año 2013, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Cinco de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (Boletín N° 9.233-01).


- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).


Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para la tramitación de los asuntos que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley que perfecciona el rol fiscalizador del concejo; fortalece la transparencia y probidad en las municipalidades; crea cargos y modifica normas sobre personal y finanzas municipales (Boletín       Nº 8.210-06).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, en materia de subrogación (Boletín N° 9.230-07).


Con el último, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para el despacho del proyecto de ley que modifica la Ley de Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la Información de la Administración del Estado (Boletín Nº 7.686-07).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de S. E. el Presidente de la República:


Con el primero, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Andrea María Mercedes Muñoz Sánchez (Boletín Nº S 1.632-05), respecto de lo cual hace presente la urgencia en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el segundo, solicita el acuerdo del Senado para ausentarse del territorio nacional los días que indica, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 y en el número 6) del artículo 53 de la Constitución Política de la República (Boletín N° S 1.633-06). 


- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, informa que aprobó la designación de los señores Vittorio Corbo Lioi, Luis Alfredo Riveros Cornejo, Sergio Páez Verdugo, Claudio Alvarado Andrade y Alberto Arenas de Mesa, como integrantes del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.


- Queda para Tabla.


Con el segundo, expone que prestó su aprobación al proyecto de ley sobre procedimiento de toma de razón y registro electrónico (Boletín        N° 9.173-07) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el siguiente, manifiesta que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario en materia de regulación a las farmacias (Boletines N°s 6.523-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.858-11, refundidos).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.  


Con el cuarto, expresa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional en materia de integración de la Cámara de Diputados (Boletín Nº 9.078-07).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. el Presidente de la República.


Con el último, comunica que aprobó la enmienda propuesta por esta Corporación al proyecto de ley que incorpora a los funcionarios judiciales a la ley N° 19.296 (Boletín N° 6.721-07).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Envía copia de la resolución pronunciada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 248, letra c), del Código Procesal Penal. 


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Informes


Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica (Boletín Nº 8.874-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


De la Comisión de Minería y Energía, informe recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos, con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes (Boletín N° 9.022-08) (con urgencia calificada de “suma”).


- De conformidad al acuerdo de Comités, quedan para la Tabla de esta sesión. 


Nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.404-29).


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de S. E. el Presidente de la República, con el que solicita al Senado, en conformidad a lo dispuesto por el artículo 53, N° 10), de la Constitución Política de la República, que emita un dictamen sobre la Estrategia Nacional de Seguridad y Defensa para el período comprendido entre los años 2012 y 2024 (Boletín N° S 1.506-08).  


- Quedan para Tabla.

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con la que se propone un proyecto de ley que modifica el artículo 12 de la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, en lo relativo al procedimiento para importar por primera vez una especie hidrobiológica.


- Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que dicte un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por el tiempo estimado necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en el Servicio de Registro Civil e Identificación (Boletín Nº S 1.631-12).


- Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que informa que aprobó el proyecto de ley que posterga el reavalúo de bienes raíces de la serie agrícola y prorroga por dieciocho meses la vigencia del avalúo de los mismos bienes vigentes al 30 de junio de 2014 (Boletín N° 9.200-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del territorio nacional a contar del día 10 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.
- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis solicita que el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.220, que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios (Boletín N° 9.233-01), sea remitido sólo a la Comisión de Hacienda, suprimiendo el envío a la Comisión de Agricultura. 

Se accede a lo solicitado.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Eléctricos con el fin de promover la interconexión de sistemas eléctricos independientes, con informe de la

Comisión de Minería y Energía

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que tiene el Boletín N° 9.022-08 y urgencia calificada de “suma”.

Agrega que en el segundo trámite constitucional la Cámara de diputados efectuó diversas enmiendas al texto.

Destaca que la Comisión de Minería y Energía aprobó todas las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Frei, Gómez, Kuschel y Orpis.

- - -


La Honorable Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto propuesto por el Senado, en el primer trámite, con las siguientes enmiendas a su artículo único:

NUMERAL 1


Lo ha modificado de la siguiente manera:


- Ha agregado las siguientes letras b) y c), nuevas:


b) Sustitúyese la letra c) del inciso primero por la siguiente:

“c) La calificación de líneas, subestaciones e interconexiones existentes y,o en construcción como nuevas obras troncales, incluso aquellas adicionales que interconecten o faciliten la interconexión de dos o más sistemas eléctricos.”.


c) Sustitúyese, en la letra d) del inciso primero, la expresión “y b)”, por la frase “, b) y c), en su caso,”.


- Las letras b) y c) han pasado a ser d) y e), respectivamente, sin enmiendas.


- Ha agregado una letra f), del siguiente tenor:


“f) Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del vocablo “generadoras”, la expresión “o transmisoras”.”.
NUMERAL 2 (NUEVO)


- Ha intercalado el siguiente numeral 2), nuevo:


“2) Modifícase el inciso segundo del artículo 86 de la siguiente manera:


a) Intercálase en su letra a), a continuación de la palabra “instalaciones”, la frase “existentes o en construcción”, y elimínase la palabra “existentes”.


b) Reemplázase en su letra g) el vocablo “tercero” por “cuarto”.”.
NUMERAL 2


- Ha pasado a ser 3, con las siguientes enmiendas:


- Ha agregado la siguiente letra a), nueva:


“a) Intercálase, en la letra a) del inciso segundo, luego del vocablo “existentes”, la expresión “y en construcción”.”.

- Sus letras a) y b) han pasado a ser letras b) y c), sin cambios.


- Ha agregado una letra d), del siguiente tenor:


“d) Intercálase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la expresión “letra a)”, la frase “y del inciso tercero”.”.
NUMERAL 3


- Ha pasado a ser numeral 4, sin modificaciones.

NUMERAL 4


- Ha pasado a ser numeral 5, con la siguiente modificación:


- Ha incorporado la siguiente letra b), nueva:


“b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente manera:


i) Sustitúyese la preposición “de”, que se encuentra a continuación del vocablo “condiciones”, la primera vez que aparece, por la siguiente frase: “objetivas que serán consideradas para determinar la”.”.

- La letra b) del H. Senado ha pasado a ser literal ii) de la nueva letra b), sin enmiendas.

NUMERALES 5 Y 6


- Han pasado a ser numerales 6 y 7, respectivamente, sin modificaciones.

NUMERAL 7


- Ha pasado a ser numeral 8, modificado como sigue:


- Ha introducido una letra a), nueva, del siguiente tenor:


“a) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “tercero” por “cuarto”.”.

- Ha contemplado, como letra b), el texto propuesto en el numeral 7, con los siguientes cambios:


i)
Ha sustituido la expresión “estime necesarias” por la frase “sean necesarias para adecuar el plan de expansión del sistema troncal a los efectos del inciso segundo de este artículo”.


ii)
Ha intercalado entre las expresiones “justificación técnico-económica” y “de las obras propuestas” la frase “y de política pública”.


iii)
Ha intercalado, entre la expresión “de las obras propuestas” y el punto que le sigue, la oración “en condiciones equivalentes a las establecidas en el estudio de transmisión troncal”.

NUMERAL 8


- Ha pasado a ser numeral 9, sin modificaciones.

- - -


Como ya se dijo, la Comisión de Minería y Energía propone la aprobación de la totalidad de las enmiendas incorporadas por la Cámara revisora, en el segundo trámite constitucional, al proyecto de ley acordado por el Senado en el primer trámite.

- - -


El señor Presidente pone en discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señor Orpis y señora Allende.


Cerrado el debate y sometidas a votación dichas enmiendas, son aprobadas por 20 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei, García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Larraín Fernández, Larraín Peña, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro y Zaldívar.
- - -


Durante la votación, interviene, también, el Honorable Senador señor Sabag.
- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Energía.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, del año 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley   N° 1, del Ministerio de Minería, de 1982, que contiene la Ley General de Servicios Eléctricos, del siguiente modo:


1. En el artículo 84:


a) Intercálase, en la letra b) del inciso primero, a continuación del vocablo “troncal”, la frase “, tales como líneas, interconexiones de cualquier tecnología entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


b) Sustitúyese la letra c) del inciso primero, por la siguiente:


“c) La calificación de líneas, subestaciones e interconexiones existentes y,o en construcción como nuevas obras troncales, incluso aquellas adicionales que interconecten o faciliten la interconexión de dos o más sistemas eléctricos.”.


c) Reemplázase, en la letra d) del inciso primero, la expresión “y b)”, por la frase “, b) y c), en su caso,”.


d) Agrégase, en el inciso segundo, después de la palabra “eléctrico”, la frase “o de los respectivos sistemas eléctricos, según sea el caso,”.


e) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto:


“En caso que las nuevas obras de transmisión contemplen la interconexión de sistemas eléctricos independientes, se deberá realizar y adjuntar al estudio de transmisión troncal una evaluación que dé cuenta de los impactos económicos que tendría, para cada sistema eléctrico por separado, la ejecución y operación de dicha obra.”.


f) Intercálase en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, a continuación del vocablo “generadoras”, la expresión “o transmisoras”.


2. Modifícase el inciso segundo del artículo 86 de la siguiente manera:


a) Intercálase, en su letra a), a continuación de la palabra “instalaciones”, la frase “existentes o en construcción”, y elimínase la palabra “existentes”.


b) Reemplázase, en su letra g), el vocablo “tercero” por “cuarto”.


3. En el artículo 91:


a) Intercálase, en la letra a) del inciso segundo, luego del vocablo “existentes”, la expresión “y en construcción”.


b) Reemplázase, en el literal c) del inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


“El Ministerio de Energía podrá disponer que la Comisión incorpore la interconexión entre sistemas eléctricos, cuando ello sea necesario para el mejor funcionamiento del sistema eléctrico en su conjunto, conforme a los lineamientos establecidos por la política energética nacional. En este caso, la Comisión deberá contemplar las instalaciones correspondientes en el informe técnico a que se refiere el presente artículo, adjuntando la justificación técnico-económica de las obras propuestas.”.


d) Intercálase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser quinto, a continuación de la expresión “letra a)”, la frase “y del inciso tercero”.


4. En el artículo 95:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “líneas y subestaciones” por el vocablo “obras”, y elimínase la palabra “obras”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “líneas y subestaciones troncales nuevas”, por “nuevas obras, tales como líneas, interconexiones entre sistemas eléctricos independientes y subestaciones”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la palabra “líneas” por “obras”.


5. En el artículo 96:


a) Intercálase, en el inciso primero, a continuación del término “respectivo”, la frase “o, tratándose de interconexión entre sistemas eléctricos independientes, a las correspondientes Direcciones de Peajes, en conjunto”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente manera:


i) Sustitúyese la expresión “condiciones de licitación,”, por la siguiente: “condiciones objetivas que serán consideradas para determinar la licitación,”.


ii) Elimínase la frase “, conforme al respectivo estudio de transmisión troncal”. 


6. En el artículo 97:


a) Intercálase, a continuación del término “respectiva”, la frase “o las Direcciones de Peajes, en conjunto, según sea el caso”.


b) Reemplázanse las palabras “deberá” y “adjudicará”, por “deberán” y “adjudicarán”, respectivamente.


c) Agrégase, después de la expresión “Asimismo,”, el vocablo “se”.


d) Sustitúyese la conjunción “e”, por la expresión “y se”.


e) Reemplázase, en la letra d), la locución “líneas o subestaciones”, por el vocablo “obras”.


7. Agrégase, en el artículo 98, a continuación de la expresión “conforme a lo establecido en”, la frase “los artículos anteriores o en”.


8. Modifícase el artículo 99 en los siguientes términos:


a) Reemplázase, en su inciso segundo, la palabra “tercero” por “cuarto”.


b) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la primera oración, el siguiente texto: “En dicho plan, la Comisión podrá, adicionalmente, incorporar las obras de expansión que sean necesarias para adecuar el plan de expansión del sistema troncal a los efectos del inciso segundo de este artículo. Tratándose de la incorporación de obras de interconexión, la Comisión deberá adjuntar un informe técnico con la justificación técnico-económica y de política pública de las obras propuestas en condiciones equivalentes a las establecidas en el estudio de transmisión troncal. Asimismo, el Ministerio de Energía podrá ejercer la facultad que dispone el inciso tercero del artículo 91.”.


9. Agrégase, en el inciso primero del artículo 116, después del término “nacional”, la frase “, cuyas instalaciones de transmisión no hubieren sido calificadas como troncales,”.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la legislación tributaria en materia de factura electrónica y dispone otras medidas que indica, con segundo informe de la

Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.874-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 17 de diciembre de 2013, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Hacienda, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo 2°; los artículos 4°, 5°, 6° y 7° permanentes, que pasan a ser 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente, y los artículos cuarto y quinto transitorios, que pasan a ser artículos tercero y cuarto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.

- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos.
- - -


Luego, el señor Secretario General agrega que la Comisión de Hacienda realizó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, la mayor parte de las cuales se aprobaron por unanimidad, con excepción de tres de ellas que serán indicadas posteriormente.

Cabe destacar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.

Finalmente, destaca que las enmiendas aprobadas sólo por mayoría, tuvieron el voto en contra del Honorable Senador señor Larraín Fernández, y son: la supresión del artículo 3° y otras dos consecuenciales a esa supresión.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1º

Número 2)

Inciso primero


Incorporar, en la primera oración, a continuación del vocablo “ley”, la frase: “, sin perjuicio de las excepciones legales pertinentes”. 

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o fijos de operadores de telecomunicaciones que tienen infraestructura, o sin acceso a energía eléctrica o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel. Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Dicha información deberá ser entregada por los organismos referidos en forma periódica conforme lo solicite el Servicio de Impuestos Internos. Presentada la solicitud de que trata este inciso y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos treinta días sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Con todo, tratándose de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, la resolución del Servicio de Impuestos Internos deberá ser dictada de oficio y dentro de los 5 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto de catástrofe respectivo, debiendo en dicho caso autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva o autorizar el timbraje de facturas, según sea el caso.”. 

Artículo 3°


Suprimirlo. 

Artículos 4°, 5°, 6° y 7°


Pasan a ser artículos 3°, 4°, 5° y 6°, respectivamente, sin enmiendas.

Disposiciones transitorias

Artículo primero

Inciso segundo


Agregar la siguiente oración final: “Con todo, tratándose de microempresas definidas por la referida ley, los plazos serán de veinticuatro meses si están domiciliadas en zonas urbanas y de treinta y seis meses en caso de encontrarse domiciliadas en zonas rurales.”. 

Inciso tercero


Sustituir la frase “Dentro de los nueve meses siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial,”, por la siguiente: “Al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios, fijada en el inciso anterior según tipo de contribuyente,”. 

Artículo segundo

Inciso primero


Reemplazar los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”. 

Inciso segundo


Sustituir los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”.
Inciso tercero


Reemplazar los términos “artículo 6°” por “artículo 5°”. 

Inciso cuarto


Eliminarlo. 

Inciso quinto


Pasa ser inciso cuarto, reemplazando la expresión “artículo 4°” por “artículo 3°” y suprimiendo la locución “del primer día hábil”. 

Artículo tercero


Suprimirlo. 

Artículo cuarto y quinto


Pasan a ser artículos tercero y cuarto, respectivamente, sin enmiendas.

- - -


A continuación, la Sala aprueba, por la totalidad de los Honorables Senadores presentes, las enmiendas unánimemente propuestas por la Comisión de Hacienda.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las enmiendas acordadas por mayoría en la Comisión, y otorga la palabra al Honorable Senador señor Zaldívar.

Cerrado el debate y puestas en votación dichas modificaciones, son aprobadas por 24 votos a favor.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.
- - -


Concluida la votación, manifiestan su intención de voto positivo los Honorables Senadores señores Girardi y Larraín Peña.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974: 


1) Agrégase en el artículo 23, el siguiente número 7°: 


“7°.- El impuesto recargado en facturas emitidas en medios distintos del papel, de conformidad al artículo 54, dará derecho a crédito fiscal para el comprador o beneficiario en el periodo en que hagan el acuse de recibo conforme a lo establecido en el inciso primero del artículo 9º de la ley N° 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a la copia de la factura. Esta limitación no regirá en el caso de prestaciones de servicios, ni de actos o contratos afectos en los que, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 55, la factura deba emitirse antes de concluirse la prestación de los servicios o de la entrega de los bienes respectivos.”.


2) Reemplázase el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Las facturas, facturas de compra, liquidaciones facturas y notas de débito y crédito que deban emitir los contribuyentes, consistirán exclusivamente en documentos electrónicos emitidos en conformidad a la ley, sin perjuicio de las excepciones legales pertinentes. Las guías de despacho y las boletas de ventas y servicios se podrán emitir, a elección del contribuyente, en formato electrónico o en papel. Con todo, los comprobantes o recibos generados en transacciones pagadas a través de medios electrónicos tendrán el valor de boleta de ventas y servicios, tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir dichas boletas en formato papel, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución. Tratándose de contribuyentes que hayan optado por emitir boletas electrónicas de ventas y servicios en que el pago de la respectiva transacción se efectúe por medios electrónicos, ambos sistemas tecnológicos deberán estar integrados en la forma que establezca el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, de forma tal que el uso del medio de pago electrónico importe necesariamente la generación de la boleta electrónica de ventas y servicios por el contribuyente respectivo. 


Tratándose de contribuyentes que desarrollen su actividad económica en un lugar geográfico sin cobertura de datos móviles o fijos de operadores de telecomunicaciones que tienen infraestructura, o sin acceso a energía eléctrica o en un lugar decretado como zona de catástrofe conforme a la ley N° 16.282, no estarán obligados a emitir los documentos señalados en el inciso primero en formato electrónico, pudiendo siempre optar por emitirlos en papel.  Para estos efectos, el Servicio de Impuestos Internos, de oficio o a petición de parte, dictará una o más resoluciones, según sea necesario, debiendo individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes que se encuentren en alguna de las situaciones referidas, solicitando a los organismos técnicos respectivos informar las zonas geográficas del territorio nacional que no cuentan con los servicios o suministros respectivos y el plazo durante el cual dicha situación se mantendrá o debiese mantenerse. Dicha información deberá ser entregada por los organismos referidos en forma periódica conforme lo solicite el Servicio de Impuestos Internos. Presentada la solicitud de que trata este inciso y mientras ésta no sea resuelta, el Servicio de Impuestos Internos deberá autorizar el timbraje de los documentos tributarios que sean necesarios para el desarrollo del giro o actividad del contribuyente. En todo caso, transcurridos treinta días sin que la solicitud sea resuelta por el Servicio de Impuestos Internos, ésta se entenderá aceptada en los términos planteados por el contribuyente. Con todo, tratándose de lugares decretados como zona de catástrofe por terremoto o inundación, la resolución del Servicio de Impuestos Internos deberá ser dictada de oficio y dentro de los 5 días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial del decreto de catástrofe respectivo, debiendo en dicho caso autorizar el uso de facturas en papel debidamente timbradas que el contribuyente mantenga en reserva o autorizar el timbraje de facturas, según sea el caso.


Los documentos tributarios que, de acuerdo a los incisos anteriores, puedan ser emitidos en papel, deberán extenderse en formularios previamente timbrados de acuerdo a la ley y contener las especificaciones que señale el reglamento. 


La copia impresa en papel de los documentos electrónicos a que se refiere el inciso primero, tendrá el valor probatorio de un instrumento privado emanado de la persona bajo cuya firma electrónica se transmitió, y se entenderá cumplida a su respecto la exigencia de timbre y otros requisitos de carácter formal que las leyes requieren para los documentos tributarios emitidos en soporte de papel.”.


3) Modifícase el artículo 56 de la siguiente forma:


a) Agrégase en el inciso segundo la siguiente oración antes del punto aparte, precedida por una coma:


“pudiendo autorizar la emisión en papel de los documentos que deban ser emitidos en formato electrónico conforme al inciso primero del artículo 54, mediante resolución en que se deberá expresar los fundamentos por los cuales se concede dicha autorización e individualizar al contribuyente o grupo de contribuyentes beneficiados y el plazo de vigencia de la misma, el cual, en todo caso, podrá ser renovado sucesivamente en tanto se mantengan las razones que originaron el otorgamiento de la autorización”.


b) Elimínase el inciso tercero.


c) Reemplázase el inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente:


“En los casos en que, de acuerdo a esta ley, los contribuyentes emitan boletas en soporte de papel, la Dirección Nacional del Servicio de Impuestos Internos podrá autorizar su emisión mediante máquinas registradoras u otros medios tecnológicos.”.


Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Tributario, cuyo texto se contiene en el artículo 1° del decreto ley        N° 830, de 1974:


1) Modifícase el artículo 8° ter del siguiente modo:


a) Elimínase en el inciso primero la frase “que opten por la facturación electrónica”.


b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “soliciten por primera vez la emisión de” por la siguiente: “por primera vez deben emitir”.


2) Modifícase el artículo 8° quáter del siguiente modo:


a) Intercálase en el inciso primero, entre las palabras “timbre” y “en”, la expresión “o autorice a emitir electrónicamente, según corresponda”, entre comas. Asimismo, intercálase entre las palabras “timbraje” y “de”, la frase “o, en su caso, la emisión electrónica”.


b) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “inmediato” y “de”, la expresión “o la emisión electrónica, según corresponda”, entre comas.


3) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 17:


“El Servicio podrá autorizar que los libros de contabilidad y los libros adicionales o auxiliares, que los contribuyentes lleven en soporte de papel, sean reemplazados por sistemas tecnológicos que reflejen claramente el movimiento y resultado de los negocios y permitan establecer con exactitud los impuestos adeudados. Para estos efectos, el Servicio certificará los sistemas que cumplan con tales requisitos.”.


4) Agrégase, al inicio del inciso segundo del artículo 30, la siguiente expresión seguida por una coma: “En todos aquellos casos en que la ley no exige la emisión de documentos electrónicos en forma exclusiva”; y reemplázase la palabra “La” por “la”.


Artículo 3°.- Modifícase la ley orgánica del Servicio de Impuestos Internos, cuyo texto se encuentra fijado por el artículo primero del decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, de la siguiente forma:


1) Reemplázase en el artículo 4º, en su inciso primero, la palabra “cuatro” por “cinco”; y en el inciso segundo, intercálase entre la expresión “Dirección Regional, Arica”, y el punto aparte, la siguiente frase, precedida por una coma: “y XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte” , y suprímese la conjunción “y” que antecede a la expresión numérica “XVIII”.


2) Incorpórase en el artículo 4º bis el siguiente inciso segundo:


“El Servicio de Impuestos Internos deberá establecer y administrar en su sitio web una plataforma tecnológica para que los contribuyentes de difícil fiscalización o de escaso movimiento operacional o económico, las empresas de menor tamaño según se definen en la ley N° 20.416 y demás contribuyentes que determine a su juicio exclusivo, emitan y reciban las facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54, registren sus operaciones y cedan o recepcionen las facturas a través del procedimiento previsto en la ley N°19.983. Respecto de las operaciones que se ejecuten a través de esta plataforma, el Servicio acreditará para todos los efectos legales la identidad del emisor y la integridad del mensaje o documento electrónico.”.


Artículo 4°.- Modifícase el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción, de la siguiente forma:


1) En la planta “Directivos”, a continuación del cargo de “Director Regional Metropolitano Santiago Sur”, créase un cargo de Director Regional Metropolitano Santiago Norte, grado 4.


2) En la planta “Jefes de Departamento”, créanse seis cargos de Jefe de Departamento, grado 7.


Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley N° 824, de 1974:


1) Intercálase, en el inciso segundo del Nº 8 del artículo 17, entre las frases “Tratándose de la enajenación de derechos en sociedad de personas o de acciones emitidas con ocasión de la transformación de una sociedad de personas en sociedad anónima,” y “10% o más de las acciones, a la empresa o sociedad respectiva o en las que tengan intereses, para los efectos de determinar el mayor valor proveniente de dicha operación,”, la siguiente expresión: “que hagan los socios de sociedades de personas o accionistas de sociedades anónimas cerradas, o accionistas de sociedades anónimas abiertas dueños del”.


2) Suprímese en el encabezado del párrafo décimo tercero de la letra b), del Nº 1, del artículo 20, la palabra “natural”.


3) Modifícase el inciso segundo del artículo 21 del siguiente modo:


a) Suprímese la expresión “y,” entre las frases “a organismos o instituciones públicas creadas por ley;” y “(iv) los pagos a que se refiere”. 


b) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser coma, la siguiente frase: “y (v) los pagos o desembolsos que se efectúen con motivo de la aprobación o ejecución de un proyecto o de actividades empresariales que cuenten o deban contar, de acuerdo a la legislación sobre medio ambiente, con una resolución dictada por la autoridad competente que apruebe dicho proyecto o actividades y que consten en un contrato o convenio suscrito con una autoridad pública, una organización dotada de personalidad jurídica de acuerdo al Título XXXIII del Libro I del Código Civil, una organización comunitaria constituida en conformidad a la ley N°19.418, sobre juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias, o en conformidad a la ley N° 19.253, sobre comunidades indígenas, que guarden relación con grupos, sectores o intereses de la localidad respectiva, siempre que no se efectúen directa o indirectamente en beneficio de empresas del mismo grupo empresarial o de personas o entidades relacionadas en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores. Las empresas deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y oportunidad que éste determine mediante resolución, el monto total de la inversión destinada a la ejecución del proyecto o actividad, los pagos efectuados en cumplimiento de las obligaciones señaladas, la identificación de los beneficiarios de los mismos, así como cualquier otro antecedente relacionado. Con todo, igualmente se afectarán con el impuesto establecido en el inciso primero de este artículo, en la parte correspondiente al exceso, cuando los pagos o desembolsos excedan de la cantidad menor a la suma equivalente al 2% de la renta líquida imponible del ejercicio respectivo, del 1,6 por mil del capital propio tributario de la empresa, según el valor de éste al término del ejercicio respectivo, o del 5% de la inversión total anual que se efectúe en la ejecución del proyecto.”. 


4) Modifícase el artículo 41 A de la siguiente forma:


a) Sustitúyese, en la letra A, el párrafo tercero de su Nº 1 por el siguiente:


“En la misma situación anterior, también dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la referida empresa posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.


b) Reemplázase, en la letra b) del Nº 2 de la letra A, el porcentaje “30%” por “32%” las dos veces que aparece.


c) Agrégase, en el Nº 3 de la letra A, la siguiente letra c): 


“c) Cuando en el ejercicio respectivo se determine un excedente de este crédito deducible del impuesto de primera categoría, ya sea por la existencia de una pérdida para fines tributarios o por otra causa, dicho excedente se imputará en los ejercicios siguientes en que se determinen rentas afectas a dicho tributo, hasta su total extinción. Para los efectos de su imputación, dicho crédito se reajustará en el mismo porcentaje de variación que haya experimentado el índice de precios al consumidor entre el último día del mes anterior al del cierre del ejercicio en que se haya determinado y el último día del mes anterior al cierre del ejercicio de su imputación.”.


d) En el Nº 6 de la letra D, agrégase a continuación de la palabra “corresponda,” la expresión “de países con los cuales Chile no haya suscrito convenios para evitar la doble tributación,”. Asimismo, sustitúyese el porcentaje “30%” por “32%” y, finalmente, agrégase a continuación de la expresión “Renta Neta de Fuente Extranjera”, las dos veces que aparece, la frase “de Países sin Convenio.”.


5) Introdúcense en el artículo 41 C las siguientes modificaciones:


a) Modifícase el N° 1 del siguiente modo:


i) Agrégase a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En este caso, el porcentaje a que se refiere la letra b) del número 2.-, letra A, del artículo 41 A, será de 35%, salvo que los beneficiarios efectivos de las rentas de fuente extranjera afectas al Impuesto de Primera Categoría tuvieran residencia o domicilio en el exterior, en cuyo caso será necesario, además, que Chile tenga vigente un convenio para evitar la doble tributación con el país de residencia de dichos beneficiarios efectivos.”.


ii) Agrégase el siguiente párrafo segundo:


“El crédito total por los impuestos extranjeros correspondientes a las rentas de fuente extranjera percibidas o devengadas en el ejercicio, según corresponda, de países con los cuales Chile haya suscrito convenios para evitar la doble tributación, no podrá exceder del equivalente a 35% de la Renta Neta de Fuente Extranjera de Países con Convenio de dicho ejercicio. Para estos efectos, la Renta Neta de Fuente Extranjera señalada de cada ejercicio se determinará como el resultado consolidado de utilidad o pérdida de fuente extranjera de países con Convenio, afecta a impuestos en Chile, obtenida por el contribuyente, deducidos los gastos necesarios para producirlo, en la proporción que corresponda, más la totalidad de los créditos por los impuestos extranjeros de dichos países, calculada de la forma establecida en este artículo.”.


b) Sustitúyese el párrafo segundo del Nº 2 por el siguiente: 


“También dará derecho a crédito el impuesto a la renta pagado por una o más sociedades en la parte de las utilidades que repartan a la empresa que remesa dichas utilidades a Chile, siempre que todas estén domiciliadas en el mismo país y la segunda posea directa o indirectamente el 10% o más del capital de las sociedades subsidiarias señaladas.”.


c) Sustitúyese en el párrafo segundo del Nº 3 el porcentaje “30%” por “35%”.


6) Agrégase en el párrafo sexto del N° 1 del artículo 54, a continuación de la frase “determinadas según las normas de esta ley”, la expresión “y las rentas establecidas con arreglo a lo dispuesto en los artículos 70 y 71”.


Artículo 6°.- La presente ley regirá desde su publicación en el Diario Oficial y respecto de los hechos acaecidos a contar de dicha fecha, salvo aquellas disposiciones que tengan una regla especial de vigencia.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 1º, número 1), comenzará a regir luego de ciento ochenta días corridos desde la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial.


La obligación de emitir facturas y demás documentos electrónicos señalados en el artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios entrará en vigencia luego de nueve meses de publicada esta ley en el Diario Oficial. No obstante, en el caso de empresas de menor tamaño, según éstas se clasifican y definen en la ley Nº 20.416, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño, que de acuerdo a los respectivos instrumentos de planificación territorial estén domiciliadas en zonas urbanas, la obligación de emitir documentos electrónicos entrará en vigencia luego de dieciocho meses desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial. Tratándose del mismo tipo de empresas, pero domiciliadas en zonas rurales, dicho plazo será de veinticuatro meses, contados desde la citada publicación. Con todo, tratándose de microempresas definidas por la referida ley, los plazos serán de veinticuatro meses si están domiciliadas en zonas urbanas y de treinta y seis meses en caso de encontrarse domiciliadas en zonas rurales.


Al menos tres meses antes de la entrada en vigencia de la obligación de emitir facturas electrónicas y otros documentos tributarios, fijada en el inciso anterior según tipo de contribuyente, el Servicio de Impuestos Internos deberá dictar la o las resoluciones que sean necesarias para implementar la excepción establecida en el inciso segundo del artículo 54 del decreto ley N° 825, de 1974, sustituido por la presente ley. 


La disposición relativa al valor de los comprobantes o recibos que se emitan en el caso de transacciones pagadas por medios electrónicos, establecida en el inciso primero del artículo 54 de la ley sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, contenida en el decreto ley N° 825, de 1974, que se sustituye por el artículo 1º Nº 2 de la presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año contado desde la publicación de ésta en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- Lo dispuesto en los números 1), 2) y 6) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero de 2013, en los mismos términos en que rigen las modificaciones introducidas por el artículo 1º, N° 5), letra d); N° 7), letra b), literal iii) y N° 8 de la ley N° 20.630, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional.


Lo dispuesto en el número 3) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero del 2014 respecto de los pagos, gastos o desembolsos allí señalados y que se efectúen a contar de dicha fecha.


Lo dispuesto en los números 4) y 5) del artículo 5° regirá a partir del 1 de enero 2014, respecto de las rentas que se perciban del exterior o, en el caso de las agencias u otros establecimientos permanentes en el exterior, respecto de las rentas que se perciban o devenguen a contar de dicha fecha, siempre que el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile se haya pagado en dicha fecha o con posterioridad a ella. Las rentas percibidas o devengadas en los términos señalados a contar del 1 de enero de 2014, respecto de las cuales se haya pagado el impuesto extranjero que se utiliza como crédito en Chile con anterioridad a dicha fecha, se regirán por las normas de la ley sobre Impuesto a la Renta vigentes con anterioridad a la fecha referida.


Finalmente, lo dispuesto en el Nº 1) del artículo 3º comenzará a regir en la fecha que fije el Director del Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, la que no podrá exceder del año 2014. A la XIX Dirección Regional Metropolitana, Santiago Norte, del Servicio de Impuestos Internos, le corresponderá la fiscalización, conocimiento o realización de las actuaciones, asuntos, diligencias o peticiones, que se inicien o se encuentren pendientes a esa fecha, de contribuyentes que se encuentren domiciliados en el territorio sobre el cual la nueva Dirección Regional tenga competencia.


Artículo tercero.- La Tesorería General de la República podrá ejercer la facultad concedida por el artículo 5° de la ley N° 20.630, respecto de los impuestos adeudados en ella señalados, desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial y hasta seis meses después de dicha fecha.


Artículo cuarto.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley en el transcurso de su primer año presupuestario de vigencia será financiado con reasignaciones del presupuesto del Servicio de Impuestos Internos. En lo que faltare, el Ministerio de Hacienda podrá suplementar con cargo a recursos del Tesoro Público. Para los años siguientes, se estará a lo que indique la ley de Presupuestos respectiva.”.

_________
ORDEN DEL DÍA


Enseguida, la Sala acuerda pronunciarse, en primer lugar, sobre el proyecto de acuerdo signado con el Boletín Nº S 1.631-12, del que se ha dado cuenta.

- - -

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Gómez, Lagos y Rossi, con el que solicitan a S. E. el Presidente de la República que dicte un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por el tiempo estimado necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en

el Servicio de Registro Civil e Identificación


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores precedentemente individualizados, correspondiente al Boletín Nº S 1.631-12.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que existe gran molestia entre los usuarios del Servicio de Registro Civil e Identificación producto de las nuevas fallas verificadas en el software que desde septiembre del año pasado opera la empresa francesa Morpho tras una cuestionada licitación, generando largas y lentas filas para obtener los distintos documentos. De acuerdo a los funcionarios que operan el sistema, en algunos casos el tiempo de espera entre un usuario y otro alcanza los 40 minutos a causa de estas fallas en el programa informático;

2. Que a lo anterior se suma que dejó de regir el decreto que extendió la vigencia de las cédulas de identidad vencidas hasta el 31 de diciembre de 2013, cuyo objetivo fue aplacar la afluencia de público durante el paro desplegado por los funcionarios del mencionado Servicio y, asimismo, facilitar la concurrencia de los ciudadanos a votar en las elecciones recién pasadas;

3. Que según han señalado los propios funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación “los escáneres están descalibrados y solicitan la toma de muestra de las 10 huellas digitales a cada persona. Entonces, cada vez que se va atender a un nuevo usuario, hay que apagar el computador y reiniciarlo. Esta es una bomba de tiempo que en cualquier momento va a estallar”;

4. Que el informe relativo a los problemas detectados, enviado el 21 de noviembre de 2013 a los directores regionales, señala que se han levantado 243 incidentes en total. De ellos, 140 fueron incidentes detectados en el software, de los cuales 31 siguen abiertos y 109 “han sido cerrados o solucionados”. A esos se suman 103 mejoras que se pidieron ingresar al software o hardware del sistema, de las cuales 79 se encuentran abiertas y 24 han sido cerradas o solucionadas; 

5. Que para los problemas detectados y que aún no tienen solución, el Servicio de Registro Civil e Identificación estableció como plazo máximo para resolverlos el 31 de marzo de 2014;

6. Que entre los problemas detectados están los siguientes: el sistema no permite ingresar apellidos con signo, por ejemplo, O'Higgins; si falta algún dato, la información queda sin tramitar y pendiente, sin que nadie advierta ese estado hasta que las personas requieran los documentos, por lo que en lo sucesivo habrá una alerta al respecto. Asimismo, se detectó que había aplicaciones que no estaban incluidas en los servicios que debía prestar Morpho;

7. Que el informe elaborado con los reclamos de los funcionarios de las oficinas del Servicio a lo largo de Chile y que fuera conocido a través de algunos medios de comunicación revela que al solicitar la cédula de identidad de un recién nacido el sistema no distingue las huellas digitales de los padres, con lo cual la huella de cualquier persona podría servir al efecto. Otra falla es la repetición de capturas de documentos “para personas de piel oscura” por la mala calidad de las fotografías, lo que incluso podría ser causal de discriminación;
8. Que otras graves fallas detectadas en el software del mencionado Servicio son: los chilenos nacidos en el extranjero figuran en el sistema como extranjeros; no existe aplicación para emitir el informe mensual sobre las atenciones realizadas por Chile Solidario; aún figura una aplicación que ya no procede tras la aprobación de la nueva ley sobre donación de órganos y que establece que todas las personas son donantes; las cédulas de identidad que son rechazadas por los usuarios al momento de recibirlas por falta de firma, de fotografía o de la mención de la profesión, son emitidas con la misma falla al solicitar una reimpresión del documento, teniendo que repetir las capturas hasta cuatro veces; el bloqueo de las cédulas de identidad aún no puede ser total, siendo sólo parcial por dos días y, un problema mayor aún, las capturas realizadas en los meses de junio, julio y agosto no figuran en la base de datos, lo que impide bloquear el documento en esos casos, y

9. Que dado lo anterior la Contraloría General de la República decidió adelantar una auditoría presupuestada para el mes de diciembre en el Servicio de Registro Civil e Identificación después de las denuncias de fallas en el software. De hecho, ya se han presentado en distintas oficinas del Servicio encargados de recopilar antecedentes sobre el funcionamiento del nuevo sistema.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que dicte un decreto supremo para extender la vigencia de las cédulas de identidad vencidas por el tiempo que se estime necesario para resolver los graves problemas y fallas detectados en el programa informático que opera en el Servicio de Registro Civil e Identificación.”.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país, con informe de la Comisión

de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, y pide la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Miguel Flores. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 7.963-06 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de 29 de octubre de 2013. No se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto, y el proyecto fue enviado reglamentariamente a la Comisión de Hacienda, que debía conocer de la iniciativa en particular. Esta Comisión deja constancia de que solamente consideró como normas de rango orgánico constitucional el artículo 1° (que introduce modificaciones a la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional), el número 4) del artículo 2° (que confiere una nueva atribución al Consejo Regional), y el 4° (que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades) del proyecto.

Destaca que la Comisión de Hacienda hace presente que realizó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado en general por el Senado: números 2), 8), 9), 15), 22), 25), 36), 37), 39), 40), 41), 43) y 44) del artículo 1°; y artículos 3°, 4°, 5° y 7° permanentes, y los artículos tercero y quinto transitorios. Esas modificaciones las realizó la Comisión por unanimidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento.

Los demás numerales del artículo 1° y los restantes artículos que no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, contando con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, el señor Presidente da por aprobados los referidos preceptos, dejándose constancia de que respecto del artículo 1° y del número 4) del artículo 2°, se ha cumplido con el quórum constitucional requerido (25 votos a favor).

- - -


Continúa, el señor Secretario General, señalando que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar el texto. De estas enmiendas unánimes, las recaídas en los diferentes numerales del artículo 1° y en el artículo 4° requieren quórum orgánico constitucional.

Resalta que la Comisión consigna que tuvo en consideración que el artículo 6°, letra d), de la ley N° 19.175, es una norma que el proyecto de ley no modifica, y consagra como requisito para ser designado intendente o gobernador el no hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada. Sin embargo, tal nomenclatura -señala la Comisión de Hacienda- no se ajusta a la nueva institucionalidad que para los procedimientos concursales contempla el proyecto de ley que sustituye ese régimen y que está vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, que perfeccionó el rol de la Superintendencia del ramo, que está en trámite de promulgación.

Por ello, se señala que este requisito debiera ser ajustado en su momento durante las otras etapas de tramitación del proyecto, modificándose justamente la norma que se ha señalado de la letra d) del artículo 6°, lo que no hace la Comisión, por haber estimado que no es una materia de su competencia. 
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Hacienda, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

Artículo 1°

Número 2)


Sustituir, en la segunda oración del inciso segundo que se propone, la frase “Dispondrán de autonomía para la administración de sus finanzas, en concordancia con”, por la siguiente: “La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por”. 

Número 7)

Letra e)


Reemplazar, en la letra h), la conjunción “y”, la segunda vez que aparece, por “e”. 

Número 8)

Letra f)


Sustituir, en su encabezado y en los literales nuevos que incorpora, las letras “j)” y “k”), por “k)” y “l)”, respectivamente. 

Número 9)

Artículo 21 Bis

Inciso primero


Sustituir las palabras “Bis” y “Ley” por “bis” y “ley”, respectivamente, y sustituir el punto y coma (“;”) que sucede a “Estado”, por una coma (“,”).

Inciso segundo


Sustituir la palabra “Quáter” por “quáter”, suprimir la voz “siempre” y sustituir la expresión “del”, la segunda vez que aparece, por “presentada por el”.

Inciso tercero


- En la primera oración, reemplazar las palabras “ejecutivo del gobierno regional” por “intendente”, y las voces “por éste”, por “en el futuro por el gobierno regional”.


- Suprimir, en la segunda oración, la voz “estos”.

Inciso final


Intercalar, entre las palabras “plazo” y “de”, la expresión “máximo”, y sustituir la voz “ochenta” por “veinte”. 

Artículo 21 Ter


Sustituir la palabra “Ter” por “ter”. 

Artículo 21 Quáter


Sustituir, en su encabezado, la palabra “Quáter” por “quáter”. 

Letra b)


Agregar, en la segunda oración, a continuación de la palabra “ello”, una coma (“,”).

Letra c)


Sustituir la palabra “Ley” por “ley”.

Letra e)


Sustituirla por el siguiente inciso segundo del artículo 21 quáter:


“La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.”. 
Letra f)


Suprimir la letra “f)”, pasando a ser su contenido el nuevo inciso tercero del artículo 21 quáter, y eliminar las comillas y el punto finales (“”.”).

Artículo 21 Quinquies

Inciso primero


Suprimir las comillas (““”) que anteceden a la palabra “Artículo” y sustituir la palabra “Quinquies” por “quinquies”. 

Inciso segundo

Letra a)


Reemplazar, en el párrafo primero, la expresión “del Ministerio del Interior y Seguridad Pública” por “de dicho ministerio”.

Letra d)


Sustituir la frase “siguiendo el mismo procedimiento dispuesto en el artículo anterior” por “con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo”.

Número 12)

Letra c)


En la letra d) que se propone, reemplazar “de la Nación” por “del Sector Público”, y agregar, a continuación de la palabra “Estado”, un punto (“.”) final.

Letra d)


En la primera oración de la letra e) que se propone, suprimir la coma (“,”) que sucede a la expresión “asignación regional”. 

Número 15)


Sustituirlo por el siguiente:


“15) Agréganse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, al artículo 27: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.


El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.”. 

Número 22)

Artículo 39


- En el inciso cuarto, suprimir, entre “anterior” y “haya”, las voces “el consejero”, y sustituir las palabras “setenta y cinco por ciento” por “75%”.


- Suprimir, en el inciso quinto, la frase “, siempre que el deceso hubiese tenido lugar dentro de los siete días corridos anteriores a la sesión respectiva”.


- Eliminar, en la segunda oración del inciso noveno, la coma (“,”) que sucede a la palabra “anterior”.


- En el inciso décimo, reemplazar, en la primera oración, las palabras “Decreto Ley” por “decreto ley”; y sustituir, en la tercera oración, la expresión “efectos” por “fines”.


- Sustituir, en el inciso final, la palabra “Ley” por “ley”, y suprimir la puntuación final comillas punto (“”.”). 

Número 25)


Sustituirlo por el siguiente:


“25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 43:


a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos:


“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.


Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley             Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.


En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquéllos.”. 


b) Reemplázase en el inciso tercero, que pasó a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.”.
Número 32)


Sustituir el punto y coma (“;”) que sucede al guarismo “19”, por una coma (“,”).

Número 36)

Artículo 68


- Sustituir, en el encabezado, la voz “Intendente” por “intendente”.


- Eliminar, en la segunda oración de la letra a), la coma (“,”) que sucede a la voz “administración”.


- Incorporar los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto, nuevos:


“Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.


Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones  señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.”. 

Número 37)


Sustituir, en el encabezado, la frase “los artículos 68 ter y 68 quáter nuevos”, por “el artículo 68 ter, nuevo”.

Artículo 68 Ter

Inciso primero


Sustituir la palabra “Ter” por “ter”, y la frase “la letra e) del artículo 21 ter”, por “el inciso final del artículo 21 quáter”.

Incisos segundo y tercero


Sustituirlos por un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”. 

Artículo 68 Quáter


Eliminarlo. 

Número 38)


Sustituir, en la letra b), la letra “i” que antecede a las palabras “Los Ingresos”, por “i)”. 
Número 39)


- Reemplazar la letra a) por la siguiente:


“a) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, entre “región,” y “el intendente”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.”.


- En la letra b), sustituir ““correspondiente.”, el cual pasa” por ““correspondiente”, que pasa a”, y el punto y coma (“;”) que sucede a “seguido (.)”, por una coma (“,”); y agregar el vocablo “final” a continuación de la palabra “oración”, y un punto final (“.”) a continuación de “observaciones.””.


- En la letra c), reemplazar la palabra “oración” por “siguiente frase:”, e intercalar, entre “36)” y la coma que le sigue (“,”), lo siguiente: “de la presente ley”. 

Número 40)


Reemplazar, en la letra a), la frase “y precedida de una coma (,), la siguiente oración: “, el cual”, por lo siguiente: “, la siguiente frase: “, el que”. 

Número 41)

Artículo 78


- En el inciso primero, reemplazar la voz “resolver” por “aplicar”, suprimir la frase “según lo dispuesto en los artículos 76 y 77 de esta Ley,”, e intercalar, entre las voces “consejo regional” y el punto final (“.”), lo siguiente: “de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley”.


- En el inciso final, suprimir las comillas y el punto finales (“”.”).

Número 43)

Letra c)


Agregar comillas (““”) iniciales en el nuevo inciso tercero que se propone, y agregar a continuación del punto aparte (“.”), que pasa a ser punto seguido (“.”), la siguiente oración final: “El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.


Incorporar la siguiente letra d), nueva:


“d) Sustitúyanse, en la oración final del inciso tercero, que pasó a ser inciso cuarto, las palabras “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por las siguientes: “mencionado decreto ley”.”. 

Número 44)


Reemplazar, en el encabezado, la voz “artículo”, la segunda vez que aparece, por “artículos”. 

Artículo 81 bis


Suprimir, en la primera oración, el punto y coma (“;”) que sucede a la expresión “plurianual”, e intercalar, en la oración final, entre la expresión “respectivo” y el punto final (“.”), la siguiente frase “, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior”. 

Artículo 81 ter


- En el inciso primero, sustituir la frase “Ley N° 18.091, que Establece Normas Complementarias de Incidencia Presupuestaria y de Administración Financiera;”, por “ley N° 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria y de administración financiera,”.


- En el inciso segundo, suprimir la voz “contratantes” en la primera oración, y sustituir “consulte”, por “haya aprobado”, en la tercera oración. 

Artículos 3°, 4° y 5°


Eliminarlos, pasando el artículo 6° a ser artículo 3°, sin enmiendas. 

Artículo 7°


Pasa a ser artículo 4°, con las siguientes enmiendas:


Sustituir, en su encabezado, la palabra “Ley” por “ley”.

Número 1)

Artículo 8° bis


- En el inciso quinto, suprimir la primera oración y, en la segunda oración, reemplazar la expresión “cada una de aquellas deberá” por “las municipalidades deberán”.


- En el inciso sexto, sustituir, en la primera oración la palabra “Ley” por “ley”; y, en la segunda oración, intercalar, entre “19 bis del” y “decreto ley”, la voz “mencionado”, y suprimir lo siguiente: “N° 1.263, de 1975”.  

Artículo 8° ter


Sustituir, en la primera oración, el punto y coma (“;”) que sucede a la palabra “plurianual”, por una coma (“,”). 

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 5°, sin enmiendas.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Tercero


Reemplazar la voz “similares” por “iguales” y la palabra “cese” por “cesen”. 

Artículo Quinto


Eliminarlo.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión en particular el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Bianchi.


Cerrado el debate y puesto en votación en particular el proyecto, es aprobado por 25 votos a favor, 4 en contra y 4 abstenciones, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 1°; del número 4) del artículo 2°, y del artículo 4° del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Alvear, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín Fernández, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Rossi, Chahuán, Orpis, Pérez Varela y Zaldívar, señora Allende y señores Sabag, Letelier, Quintana, García, Espina y Coloma.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Frei, Horvath, Larraín Peña y Navarro. 

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Horvath, Navarro y Frei.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Cantero, Gómez, Ruiz-Esquide y Walker (don Patricio).
- - -


Durante la votación, interviene, también, el Honorable Senador señor Tuma.

- - -


Enseguida, la unanimidad de la Sala acuerda considerar una indicación presentada por S.E. el Presidente de la República, del tenor que sigue:


“Para sustituir el artículo quinto transitorio por el siguiente:


“Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$1.074.352.- y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.

La indicación es aprobada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Por último, la Sala acuerda incorporar una adecuación al artículo 6°, letra d) de la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, para que sea concordante con lo dispuesto en la nueva ley sobre régimen concursal que se encuentra en trámite de promulgación, dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido (25 Honorables Senadores).

- - -


Finalmente, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de la Presidencia.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, del Ministerio del Interior, del año 2005:


1) Sustitúyese la letra d) del artículo 6°, por la siguiente:


“d) No hallarse declarado en quiebra calificada como culpable o fraudulenta por sentencia ejecutoriada, ni tener la calidad de persona deudora en virtud de lo dispuesto en la Ley de Reorganización y Liquidación de Activos de Empresas y Personas condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, y”.


2) Suprímese, en el artículo 7º, la frase “, miembro del consejo económico y social provincial”.


3) Reemplázase el inciso segundo del artículo 13, por el siguiente:


“Los gobiernos regionales gozarán de personalidad jurídica de derecho público, tendrán patrimonio propio y podrán desarrollar, directamente o con la colaboración de otros órganos de la Administración del Estado, las competencias, funciones y atribuciones que esta ley les confiere. La autonomía para la administración de sus finanzas se regirá por lo dispuesto en el decreto ley N° 1.263, de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado. Cualquier nueva función o atribución que se le asigne o transfiera a los gobiernos regionales deberá identificar la fuente de financiamiento respectivo.”.


4) Incorpórase en el Título Segundo, a continuación de la denominación de su Capítulo II, “Funciones y Atribuciones del Gobierno Regional”, el siguiente epígrafe:

“Párrafo 1º

De las Competencias”.


5) Modifícase el artículo 16 de la siguiente forma: 


a) Reemplázase su letra a) por la siguiente:


“a) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar las políticas, planes y programas de desarrollo de la región, así como su proyecto de presupuesto, los que deberá ajustar a la política nacional de desarrollo y al presupuesto de la Nación;”.


b) Intercálanse las siguientes letras b), c), d) y e) nuevas, pasando las actuales letras b), c), d), e), f), g), h), i) y j), a ser letras f), g), h), i), j), k), l), m) y n), respectivamente:


“b) Efectuar los estudios, análisis y proposiciones relativos al desarrollo regional;


c) Orientar el desarrollo territorial de la región en coordinación con los servicios públicos;


d) Elaborar y aprobar su proyecto de presupuesto, el que deberá ajustarse al presupuesto de la Nación;


e) Administrar fondos y programas de aplicación regional;”.


c) Reemplázanse en la actual letra h), que pasa a ser letra l), la referencia “artículo 67” por la frase “Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo”, y el punto y coma final (;) por la expresión “, y”.


d) Sustitúyese en la actual letra i), que pasa a ser letra m), la expresión final “, y” por un punto final (.).


e) Trasládase la actual letra j), como nueva letra i) del artículo 17.


6) Modifícase el artículo 17 de la siguiente forma:


a) Incorpórase la siguiente letra a), nueva, pasando las actuales letras a), b), c), d), e) y f), a ser letras b), c), d), e), f) y g), respectivamente:


“a) Elaborar y aprobar, en concordancia con la estrategia regional de desarrollo y previa consulta a las municipalidades de la región, el plan regional de ordenamiento territorial, instrumento orientador que deberá consignar las características, potencialidades, vocaciones y recomendaciones para la planificación y las decisiones que impacten en los territorios urbanos y rurales, borde costero y sistema de cuencas hidrográficas. Mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por los Ministros de Defensa Nacional, de Obras Públicas, de Agricultura y de Vivienda y Urbanismo, se regulará lo concerniente a los procedimientos para la elaboración y contenidos mínimos que deberá contemplar el plan;”.


b) Sustitúyese en la actual letra d), que pasa a ser e), la frase “aplicando para ello las políticas nacionales en la materia,” por “aplicando en lo que sea pertinente las políticas nacionales en la materia,”.


c) Reemplázanse en la actual letra e), que pasa a ser letra f), la palabra “procurando” por “en coordinación con”, y la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


d) Reemplázase en la actual letra f), que pasa a ser letra g), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agrégase la siguiente letra h):


“h) Financiar estudios y proponer las condiciones de localización para la disposición de los distintos tipos de residuos y los sistemas de tratamientos más adecuados para cada uno de ellos, en coordinación con las Secretarías Regionales Ministeriales de Vivienda y Urbanismo y de Medio Ambiente respectivas y las municipalidades de la región, de conformidad a las normas que rigen la materia, e”.


f) Incorpórase, como letra i), la letra j) trasladada desde el artículo 16.


7) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- En materia de fomento de las actividades productivas, corresponderá al gobierno regional:


a) Formular políticas regionales de fomento de las actividades productivas, en particular el apoyo al emprendimiento, a la innovación, a la capacitación, al desarrollo de la ciencia y tecnología aplicada, al mejoramiento de la gestión y a la competitividad de la base productiva regional, adecuándolas a las políticas nacionales existentes en la materia;


b) Integrar y aplicar en su gestión las políticas nacionales considerando las prioridades estratégicas regionales;


c) Establecer las prioridades estratégicas regionales en materia de fomento de las actividades productivas y de mejoramiento de la innovación para la competitividad, generando las condiciones institucionales favorables al desarrollo empresarial, a la inversión productiva y a la capacidad emprendedora, velando por un desarrollo sustentable y concertando acciones con el sector privado en las áreas que corresponda;


d) Fomentar el turismo en los niveles regional y provincial, con arreglo a las políticas nacionales;


e) Promover y diseñar, en coordinación con las autoridades nacionales y comunales competentes, programas, proyectos y acciones en materia de fomento de las actividades productivas establecidas como prioridades regionales, como asimismo financiarlos;


f) Promover la implementación de oficinas comunales de fomento productivo e innovación para la competitividad, coordinando su acción a nivel regional, y


g) Promover la investigación científica y tecnológica, y fomentar el desarrollo de la educación superior y técnica en la región, en concordancia con la política regional de fomento de las actividades productivas.”.


8) Modifícase el artículo 19 de la siguiente forma:


a) Agrégase, en su encabezamiento, a continuación de la palabra “regional”, la expresión “, preferentemente”.


b) Reemplázase la letra c) por la siguiente:


“c) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos de impacto en grupos vulnerables o en riesgo social, así como su financiamiento;”.


c) Reemplázase, en la letra e), la expresión final “, y” por un punto y coma (;).


d) Sustitúyese, en la letra f), el punto final (.) por un punto y coma (;).


e) Agréganse, a continuación de la letra f), las siguientes letras g), h) e i):


“g) Financiar y difundir actividades y programas de carácter cultural. En el ejercicio de esta función le corresponderá promover el fortalecimiento de la identidad regional;


h) Proponer, en coordinación con las autoridades competentes, programas y proyectos que fomenten la práctica del deporte, así como su financiamiento, e 


i) Mantener información actualizada sobre la situación socio económica regional, identificando las áreas y sectores de extrema pobreza y proponiendo programas destinados a superarla.”.


9) Introdúcense, en el artículo 20, las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, en el literal c), a continuación de la palabra “ministerios”, la expresión “, las municipalidades u otros gobiernos regionales”. 


b) Sustitúyese, en el literal d), la palabra “obras” por la voz “iniciativas”.


c) Reemplázase, en la letra f), la expresión “planes regionales de desarrollo urbano” por “planes regionales de ordenamiento territorial”, y elimínase la mención “los párrafos segundo y tercero de”. 


d) Sustitúyese, en el literal i), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


e) Reemplázase, en la letra j), el punto final (.) por un punto y coma (;).


f) Agréganse las siguientes letras k) y l): 


“k) Diseñar, elaborar, aprobar e implementar políticas, planes, programas dentro de su territorio, y 


l) Ejercer las demás atribuciones necesarias para el ejercicio de las funciones que la ley le encomiende.”.


10) Introdúcense, a continuación del artículo 21, el siguiente Párrafo 2º y los artículos 21 bis, 21 ter, 21 quáter y 21 quinquies, que lo integran:

“Párrafo 2°

De la Transferencia de Competencias


Artículo 21 bis.- El Presidente de la República, previo informe de los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y de Hacienda, podrá transferir a uno o más gobiernos regionales, en carácter temporal o definitivo, una o más competencias de los Ministerios y de los  servicios públicos a que se refiere el artículo 28 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural.


Para solicitar la transferencia de funciones al gobierno regional según el procedimiento del artículo 21 quáter, el consejo regional resolverá sobre la base de la propuesta presentada por el intendente.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, el consejo, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá solicitar al intendente que realice estudios referidos a funciones y atribuciones que podrán ser solicitadas en el futuro por el gobierno regional. El intendente deberá remitir al consejo dichos estudios una vez que hayan sido recepcionados y aprobados.


En caso que una solicitud de transferencia de competencias sea rechazada, el Presidente de la República deberá dar una respuesta a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, dentro del plazo máximo de ciento veinte días contado desde que aquella haya sido recibida.


Artículo 21 ter.- Serán ámbitos de competencias en materias de ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas, desarrollo social y cultural del gobierno regional, para efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, los siguientes:


a) Ordenamiento territorial, planificación urbana y asentamientos humanos;


b) Medioambiente;


c) Obras de infraestructura y equipamiento regional;


d) Transporte;


e) Desarrollo rural y de localidades aisladas;


f) Fomento de las actividades productivas;


g) Turismo;


h) Programas sociales y culturales;


i) Educación y salud;


j) Deporte; 


k) Ciencia y tecnología, y


l) Conservación del patrimonio.


Artículo 21 quáter.- La transferencia de competencias se realizará, en el marco de los ámbitos descritos en el artículo precedente, según el siguiente procedimiento:


a) El gobierno regional con su patrimonio podrá desarrollar, total o parcialmente, las competencias indicadas en el artículo 21 ter, previo convenio con el ministerio y servicio público que ejerce la función administrativa, el cual será aprobado por decreto supremo.


b) La transferencia de competencias podrá implementarse también mediante programas. Para ello, el gobierno regional podrá administrar y ejecutar programas nacionales de claro impacto regional, previo acuerdo con el ministerio y servicio público respectivo, el cual deberá ser aprobado por decreto supremo. Los recursos de ejecución y agenciamiento deberán contemplarse anualmente en la partida correspondiente a dicho ministerio o servicio en la Ley de Presupuestos del Sector Público.


c) La transferencia de competencias podrá implementarse, asimismo, mediante la creación de servicios públicos regionales, según lo dispuesto en el artículo 30 de la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


d) Para efectos de lo dispuesto en los literales a) y b) precedentes, un decreto supremo podrá aprobar la transferencia de una o más competencias. Los convenios que tengan por objeto la ejecución de las competencias transferidas serán aprobados por decreto expedido “por orden del Presidente de la República”, o por resolución del jefe de servicio respectivo, según corresponda.


La transferencia de competencias podrá ser revocada fundadamente, pudiendo considerarse al efecto, entre otros motivos, la deficiente prestación de servicios a la comunidad, ineficiencias e ineficacias en la asignación y utilización de recursos públicos y la duplicación o interferencia de funciones y atribuciones con otros órganos de la Administración del Estado.


Un gobierno regional podrá solicitar la creación de hasta tres nuevas divisiones para el ejercicio eficiente de las competencias transferidas en las letras a) y b) y la coordinación de los servicios creados en la letra c), todas del presente artículo.


Artículo 21 quinquies.- Verificado lo dispuesto en el inciso final del artículo 21 bis, el gobierno regional, dentro de los treinta días siguientes de ser notificado, podrá solicitar al Presidente de la República, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, la reconsideración total o parcial de dicho rechazo.


Dicho proceso se someterá a las siguientes disposiciones:


a) Mediante decreto supremo, dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de recepción de la reconsideración, se dispondrá la conformación de una comisión integrada por un representante de dicho Ministerio, un representante del Ministerio de Hacienda, un representante del ministerio y del director de servicio, en su caso, cuyas competencias hayan sido solicitadas; el presidente del consejo regional y el intendente de la respectiva región.


Podrán integrar esta comisión, además, funcionarios de órganos de la administración del Estado y expertos en materias relacionadas con las competencias solicitadas.


b) La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo actuará como secretaría ejecutiva, emitiendo los informes que le sean requeridos.


c) La comisión dispondrá de noventa días, contados desde la notificación al Gobierno Regional del decreto supremo indicado en el literal a), para evacuar un informe. Éste podrá proponer el rechazo de la solicitud o una adecuación de la solicitud original de transferencia presentada conforme a lo estatuido en el artículo 21 bis.


d) El Presidente de la República resolverá, con arreglo a lo dispuesto en el presente Párrafo, tomando en consideración el informe dispuesto en el literal precedente. La solicitud de transferencia de competencias que sea nuevamente rechazada en esta instancia no podrá ser solicitada durante el mismo período presidencial.”.


11) Agrégase, en el artículo 22, el siguiente inciso segundo:


“Salvo disposición expresa en contrario, cuando la ley requiera la opinión o acuerdo del gobierno regional, el intendente en su calidad de órgano ejecutivo de aquel, deberá someterlo previamente al acuerdo del consejo regional.”.


12) Elimínase, en el inciso primero del artículo 23, la frase final “y presidirá el consejo regional”.


13) Modifícase el artículo 24 en los siguientes términos:


a) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Someter al consejo regional las políticas, estrategias y proyectos de planes regionales de desarrollo y sus modificaciones, así como proveer a su ejecución;”.


b) Derógase la letra c).


c) Reemplázanse las letras d) y e), por las que siguen:


“d) Someter al consejo regional el proyecto de presupuesto de la respectiva región considerando, para tal efecto, los recursos asignados a ésta por la Ley de Presupuestos del Sector Público, sus recursos propios y los que provengan de los convenios de programación a que se refiere el artículo 81. El proyecto de presupuesto deberá ajustarse a las orientaciones y límites que establezca la política nacional de desarrollo y demás normas legales sobre administración financiera del Estado.


e) Proponer al consejo regional la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que correspondan a la región, conforme a ítems o marcos presupuestarios, así como de las inversiones sectoriales de asignación regional y de los recursos propios que el gobierno regional obtenga en aplicación de lo dispuesto por el artículo 19, número 20°, de la Constitución Política de la República. Esta propuesta del intendente al consejo regional deberá basarse en variables e indicadores objetivos de distribución intrarregional. Cada ítem o marco presupuestario deberá contar con la respectiva glosa.”.


d) Reemplázase, en la letra m), el punto y coma (;) que sigue a la expresión “gobierno regional”, por un punto seguido (.), y agrégase la siguiente oración final: “En el uso de estas facultades, el intendente deberá comunicar, tanto al consejo como al ministro o director de servicio correspondiente, los incumplimientos de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.


e) Sustitúyese la letra p) por la siguiente:


“p) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes regionales de ordenamiento territorial;”.


f) Intercálanse las siguientes letras q), r), s), t), u), v), w) y x), nuevas, pasando las actuales letras q) y r), a ser letras y) y z), respectivamente:


“q) Promulgar, previo acuerdo del consejo regional, los planes reguladores metropolitanos e intercomunales y, en los territorios que no cuenten con aquellos, los planes reguladores comunales y seccionales, conforme a las normas de la Ley General de Urbanismo y Construcciones;


r) Solicitar al Presidente de la República la transferencia de una o más competencias de los ministerios y servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, según las normas establecidas en el Párrafo 2° del Capítulo II del Título Segundo de la presente ley;


s) Asistir a cualquier sesión del consejo regional cuando lo estimare conveniente, pudiendo tomar parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto. Durante la votación podrá, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata;


t) Proponer al presidente del consejo, antes del inicio de la sesión respectiva, la inclusión de una o más materias en aquella. La comunicación se realizará en forma escrita al secretario ejecutivo. Sin perjuicio de ello, el intendente podrá hacer presente la urgencia para el despacho de una materia o iniciativa específica, mediante oficio que dirigirá al presidente del consejo. Dichos asuntos deberán ser incorporados en la tabla de la sesión inmediatamente siguiente. El presidente del consejo, con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, podrá desechar la petición de urgencia. Con todo, si existiese un plazo legal o reglamentario que obligare a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá ejercer la facultad señalada;


u) Delimitar, previa aprobación del consejo regional, territorios objeto de planificación regional no comprendidos en la Ley General de Urbanismo y Construcciones y coordinarse con los servicios públicos regionales en los espacios definidos;


v) Someter al consejo regional el plan regional de desarrollo turístico;


w) Declarar, previa aprobación del consejo regional, determinados territorios como zonas rezagadas en materia social, proponiendo al consejo, a la vez, el plan de desarrollo respectivo;


x) Proponer al consejo regional el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71;”.


14) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 25, la expresión “y e)”, por la siguiente: “, t), u), v) y w)”.


15) Intercálase, en el artículo 26, a continuación de la palabra “consejo”, la expresión “y a los alcaldes de la región”, y reemplázase la locución “la página web” por la frase “el sitio electrónico institucional”.


16) Agréganse, en el artículo 27, los siguientes incisos tercero y cuarto: 


“Los funcionarios de los servicios administrativos de los gobiernos regionales no podrán ser designados en comisión de servicio, a la que se refiere el artículo 75 de la ley Nº 18.834, a ministerios, servicios públicos o municipalidades.


El intendente deberá informar al consejo regional los resultados de todos los sumarios administrativos que se instruyan respecto de funcionarios del servicio administrativo del gobierno regional.”.


17) Incorpóranse, a continuación del artículo 30, los siguientes artículos 30 bis, 30 ter y 30 quáter:


“Artículo 30 bis.- En su sesión constitutiva, el consejo regional elegirá entre sus miembros, por mayoría absoluta de sus integrantes en ejercicio, un presidente, que permanecerá en su cargo durante un período de cuatro años. Dicha sesión será presidida por el presidente del consejo, siempre que haya de continuar como consejero para el correspondiente período; a falta de éste, por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad.


La designación del nuevo presidente será comunicada al Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y a las Cortes de Apelaciones con asiento en la región respectiva.


El presidente del consejo cesará en su cargo si incurriere en alguna de las causales descritas en el artículo 40 de la presente ley, por remoción fundada acordada por los dos tercios de los consejeros en ejercicio, o por renuncia aprobada por la mayoría de los consejeros en ejercicio.


La moción de remoción podrá ser presentada por no menos de cuatro ni más de ocho consejeros en ejercicio, no tendrá discusión y será votada en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente, la cual será presidida por aquel de los presentes que haya desempeñado más recientemente el cargo de presidente y, en último término, por el consejero en ejercicio de más edad. 


En caso de adoptarse el acuerdo de remoción, el que siempre deberá ser fundado, corresponderá, en la misma sesión ordinaria, elegir al nuevo presidente del consejo, el cual durará en el cargo hasta completar el período que restaba a quien suceda.


Si la moción de remoción fuere rechazada, no podrá renovarse por las mismas razones o causales sino después de tres meses, salvo que se fundare en el incumplimiento de alguna de las obligaciones establecidas en el artículo siguiente.


La renuncia deberá ser depositada por el presidente en la secretaría a que se refiere el artículo 43, la que se pondrá en votación sin discusión en la sesión ordinaria inmediatamente siguiente a la fecha de su presentación.


Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:


a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la  tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra t) del artículo 24;


b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad al reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36;


c) Presidir las sesiones y dirigir los debates;


d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo;


e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones; 


f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública; 


g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la Contraloría Regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente;


h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma. Dentro de éstos oficializará la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:


i) Plan de Desarrollo de la Región;


ii) Plan Regional de Ordenamiento Territorial;


iii) Planes Reguladores Comunales;


iv) Planes Reguladores Intercomunales;


v) Convenios de Programación;


vi) Convenios Territoriales;


vii) Plan Regional de Desarrollo Turístico;


viii) Reglamentos Regionales, y


ix) Anteproyecto Regional de Inversiones;


i) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en el literal precedente, con excepción de los Convenios de Programación;


j) Dar cuenta, en el mes de diciembre de cada año, tanto al consejo como a los alcaldes de la región, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas y acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo;


k) Actuar en representación del consejo, en los actos de protocolo que correspondan;


l) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36, y


m) Las demás que disponga el reglamento a que se refiere el literal a) del artículo 36.


Para el ejercicio de sus competencias el presidente del consejo dispondrá de gastos de representación y de los recursos necesarios en el presupuesto del gobierno regional.


Artículo 30 quáter.- El presidente, a lo menos una vez al año, dará al cuenta al consejo de su gestión, la cual considerará antecedentes sobre sesiones ordinarias y extraordinarias realizadas, tipos de materias tratadas en ellas, acuerdos adoptados y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento del consejo.”.


18) Introdúcense, en el artículo 32, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en su literal b), a continuación de la expresión “gobernadores,”, la frase “las autoridades que ejerzan la función de gobierno en los territorios especiales de Isla de Pascua y Archipiélago de Juan Fernández,”.


ii) Elimínase, en su literal e), la expresión “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la frase “ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más,”.


19) Reemplázase, en el artículo 33, la expresión “económicos y sociales provinciales y comunales”, por “comunales de organizaciones de la sociedad civil”.


20) Modifícase el artículo 36 de la manera que sigue:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en la letra c):


i. Agrégase el siguiente párrafo primero, nuevo, pasando los actuales párrafos primero, segundo, tercero y cuarto a ser párrafos segundo, tercero, cuarto y quinto, respectivamente:


“c) Aprobar el plan regional de ordenamiento territorial, el cual, para su aprobación, requerirá tener informes previos favorables de la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, cuando corresponda, y de las Secretarías Regionales Ministeriales de Agricultura, de Vivienda y Urbanismo y de Obras Públicas.”.


ii. Elimínase en el actual párrafo primero, que pasa ser párrafo segundo, la expresión “los planes regionales de desarrollo urbano,”.


iii. Sustitúyese en el actual párrafo cuarto, que pasa a ser párrafo quinto, la locución “desarrollo urbano” por la siguiente: “ordenamiento territorial”.


b) Intercálase, en el literal e), a continuación de la expresión “intendente,”, la frase “conforme a ítems o marcos presupuestarios,”.


c) Agrégase, en la letra f), a continuación de la palabra “celebre”, la frase “, sin perjuicio de la facultad de recomendar a aquel, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, la suscripción de convenios de programación específicos”.


d) Sustitúyese la letra g) por la siguiente: 


“g) Fiscalizar el desempeño del intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional, como también el de las unidades que de él dependan, de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente.


Asimismo, y sin perjuicio de lo dispuesto en el literal m) del artículo 24, fiscalizará el desempeño de secretarios regionales ministeriales y directores regionales de servicios públicos en lo referido a la debida ejecución de las políticas, planes y proyectos de desarrollo regional, así como de los que sean propios de la competencia del gobierno regional.”.


e) Introdúcense las siguientes letras h) e i), nuevas, pasando la actual letra h) a ser letra j): 


“h) Citar, previo acuerdo adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, a autoridades regionales o provinciales para informar acerca del accionar de sus respectivas instituciones, debiendo éstas comparecer obligatoriamente; 


i) Recomendar al intendente la implementación de acciones de interés regional;”.


f) Reemplázase en la letra i), que pasa a ser letra k), la expresión final “, y”, por un punto y coma (;).


g) Sustitúyese en la letra j), que pasa a ser letra l), el punto final (.), por un punto y coma (;).


h) Agréganse las siguientes letras m), n), ñ), o), p), q) y r):


“m) Aprobar, modificar o sustituir la delimitación de territorios objeto de planificación regional;


n) Aprobar, modificar o sustituir el plan regional de desarrollo turístico;


ñ) Aprobar, modificar o sustituir la declaración de territorios como zonas rezagadas en materia social y el plan de desarrollo respectivo;


o) Aprobar el anteproyecto regional de inversiones a que se refiere el artículo 71; 


p) Conocer el programa público de inversiones en la región según lo dispuesto en el inciso final del artículo 73;


q) Aprobar las transferencias de competencias conforme a lo dispuesto en el Párrafo 2º del Capítulo II, y


r) Informar a la Contraloría General de la República el incumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter.”.


i) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto:


“Las atribuciones a que se refieren los literales c), m), n), ñ), o) y q) precedentes serán ejercidas por el consejo regional sobre la base de la respectiva proposición que efectúe el intendente.


En las materias que no tengan un plazo especial, el consejo regional deberá pronunciarse sobre las materias que sean sometidas a su consideración o decisión dentro de los treinta días siguientes a la presentación realizada por el intendente. 


Si el consejo regional no se pronunciare dentro de los plazos establecidos, regirá lo propuesto por el intendente.”.


21) Incorpórase el siguiente artículo 36 bis:


“Artículo 36 bis.- Para efectos de lo dispuesto en el párrafo primero de la letra g) del artículo anterior, el consejo regional podrá:


a) Requerir del intendente la información necesaria al efecto, el que deberá responder en el plazo de veinte días.


b) Disponer, por la mayoría de sus miembros en ejercicio, la contratación de una auditoría externa que evalúe la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera del gobierno regional, facultad que sólo podrá ejercerse una vez al año. 


c) Solicitar al intendente, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, que represente a los jefes superiores o directivos de los órganos de la Administración del Estado o empresas en las que el Estado tenga participación, nacionales y regionales, su disconformidad cuando la región ha sido afectada y perjudicada negativamente por acciones u omisiones de aquellos.


En el ejercicio de lo dispuesto en el párrafo segundo del literal g) del artículo precedente, el consejo podrá:


i.- Requerir de las secretarías regionales ministeriales y de las direcciones regionales de los servicios públicos la información necesaria al efecto, debiendo darse respuesta a ello dentro del plazo de veinte días.


ii.- Solicitar antecedentes sobre la ejecución de iniciativas financiadas con recursos provenientes de lo dispuesto en el literal b) del inciso primero del artículo 73 o de lo estatuido en el artículo 80. En caso que el consejo constatare atrasos injustificados, previo acuerdo de los dos tercios de sus miembros en ejercicio, comunicará dichos antecedentes a la Contraloría General de la República.”.


22) Introdúcese el siguiente artículo 38 bis: 


“Artículo 38 bis.- Los senadores y diputados que representen a las circunscripciones y distritos de la región podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones del consejo regional. Tomarán parte en sus debates con preferencia para hacer uso de la palabra, sin derecho a voto. Durante las votaciones podrán, sin embargo, rectificar los conceptos emitidos por cualquier consejero regional al fundamentar su voto, derecho que deberá ser ejercido inmediatamente después de terminada la intervención del consejero cuyos conceptos desea rectificar. Éste, a su vez, tendrá derecho a réplica inmediata.”.


23) Sustitúyese el artículo 39 por el siguiente:


“Artículo 39.- Los consejeros regionales tendrán derecho a una dieta mensual de diez unidades tributarias mensuales, la que se percibirá por la asistencia a la totalidad de las sesiones del consejo celebradas en el mes respectivo, disminuyéndose proporcionalmente según el número de inasistencias del consejero. Para los efectos anteriores, se considerarán tanto las sesiones ordinarias como las extraordinarias.


El consejo acordará el número de sesiones ordinarias a realizar en el mes, debiendo efectuarse a lo menos dos.


Asimismo, cada consejero regional tendrá derecho a percibir una dieta de dos unidades tributarias mensuales, con un máximo de seis en el mes, por la asistencia a cada sesión de comisión de las referidas en el artículo 37.


Sin perjuicio de lo señalado, cada consejero tendrá derecho anualmente a una dieta adicional, a pagarse en el mes de enero, correspondiente a cinco unidades tributarias mensuales, siempre que durante el año calendario anterior haya asistido formalmente, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas por el consejo en dicho período.


Para efectos de la percepción de la dieta y de la asignación adicional establecidas en los incisos precedentes, no serán consideradas como tales las inasistencias que obedecieren a razones médicas o de salud, que hayan sido debidamente acreditadas mediante certificado expedido por médico habilitado para ejercer la profesión, presentado ante el consejo a través del secretario ejecutivo. Igualmente, para los efectos señalados, y previo acuerdo del consejo, se podrá eximir a un consejero de la asistencia a sesión en razón del fallecimiento de un hijo, del cónyuge o de uno de sus padres.


Asimismo, no se considerarán las inasistencias de consejeros motivadas en el cumplimiento de cometidos expresamente autorizados por el propio consejo.


Tendrán también derecho a pasajes y reembolso de gastos por concepto de alimentación y alojamiento para asistir a las sesiones del consejo y de las comisiones, cuando ello les signifique trasladarse fuera de su lugar de residencia habitual. El reembolso de gastos no podrá superar, en ningún caso, el valor del viático que le corresponda al intendente en las mismas condiciones.


Cuando un consejero regional se encuentre en el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, tendrá derecho a percibir fondos con el objeto de cubrir sus gastos de alimentación y de alojamiento. Tales fondos no estarán sujetos a rendición y serán equivalentes al monto del viático que corresponda al intendente respectivo por iguales conceptos.


Con todo, los cometidos al extranjero que acuerde el consejo regional durante el año, no podrán significar una disposición de recursos que supere el 30% del total contemplado en el presupuesto para el pago de viáticos a los consejeros regionales. Lo anterior deberá ser certificado previamente por la jefatura a cargo de la administración y finanzas del gobierno regional y, en todo caso, el cometido será dispuesto formalmente por el intendente regional respectivo.


Los consejeros regionales podrán afiliarse al sistema de pensiones, de vejez, de invalidez y de sobrevivencia de acuerdo a lo establecido en el decreto ley Nº 3.500, por el solo hecho de asumir tales funciones. Para estos efectos, los consejeros se asimilarán al régimen de los trabajadores por cuenta ajena. Las obligaciones que para estos fines se imponen a los empleadores, se radicarán en los respectivos gobiernos regionales. Las cotizaciones previsionales se calcularán sobre la base de las asignaciones mensuales que a los consejeros corresponda percibir en virtud de los incisos primero y tercero del presente artículo.


Los consejeros regionales, por la actividad que realicen en tal condición, quedarán sujetos al seguro contra riesgo de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales establecido en la ley Nº 16.744, gozando de los beneficios que correspondan a la naturaleza de su cargo. El costo de este beneficio será de cargo del gobierno regional.”.


24) Incorpórase el siguiente artículo 39 bis:


“Artículo 39 bis.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de consejero regional deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales, con el objeto de asistir a las sesiones del consejo, así como también a las de las comisiones a que se refiere el artículo 37, hasta por doce horas semanales, no acumulables. 


Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación del gobierno regional, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario ejecutivo del consejo.”.


25) Agrégase, en el artículo 41, el siguiente inciso segundo:


“Quien cesare en el cargo de consejero regional por las causales señaladas en los literales c) y f) del artículo precedente, por contravención grave al principio de probidad administrativa o por haber incurrido en alguna de las situaciones descritas en la letra e) del artículo 32, no podrá desempeñar ninguna función o empleo público, sea o no de elección popular, por el término de cinco años.”.


26) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 43:


a) Reemplázase el inciso segundo por los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser séptimo:


“El consejo dispondrá de un secretario ejecutivo, quien se desempeñará como su ministro de fe y será seleccionado mediante concurso público.


Será nombrado por el intendente, con acuerdo del consejo regional, entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El consejo regional deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento de este proceso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar la función señalada en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento con acuerdo del consejo regional.


En cada una de las plantas de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, el cargo de secretario ejecutivo tendrá asignado un grado equivalente al de los jefes de división de aquellos.”. 


b) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser inciso séptimo, la frase “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


27) Agrégase el siguiente artículo 43 bis:


“Artículo 43 bis.- Cada gobierno regional, en concordancia con la disponibilidad financiera, deberá dotar al consejo de los medios físicos de apoyo suficientes para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de consejeros existente en la región.


Para ello, durante la sesión de instalación a que se refiere el artículo 30 bis, el intendente someterá a la aprobación del consejo los medios a usar durante el período respectivo.”.


28) Suprímese, en el inciso primero del artículo 44, la expresión “, y presidirá el consejo económico y social provincial”.


29) Derógase el artículo 47.


30) Derógase el Párrafo 4º del Capítulo III del Título Segundo, y los artículos 48 a 60 que lo integran.


31) Reemplázase la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, por la siguiente:


“De otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones y de la Estructura Administrativa del Gobierno Regional”.


32) Intercálase, a continuación de la denominación del Capítulo IV del Título Segundo, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 1º

De los otros órganos de la Administración del Estado en las Regiones”.


33) Agrégase, en el artículo 63, el siguiente inciso segundo:


“Para la aplicación de los recursos destinados a ordenamiento territorial, fomento de las actividades productivas y desarrollo social y cultural, en conformidad a los ámbitos descritos en los artículos 17, 18 y 19, los ministerios y servicios públicos tendrán en consideración las proposiciones que formulen al efecto los gobiernos regionales, pudiendo comprender éstas criterios de elegibilidad, localización u otros. Estas proposiciones deberán ser remitidas por los gobiernos regionales, a través de las secretarías regionales ministeriales, a más tardar el 31 de diciembre de cada año.”.


34) Introdúcense, en el artículo 64, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyense sus letras a), b) y c), por las siguientes: 


“a) Presentar al Ministerio respectivo las prioridades regionales, para efectos de la formulación de las políticas nacionales;


b) Velar porque las políticas, programas y proyectos regionales se enmarquen dentro de las políticas nacionales;


c) Supervisar la debida aplicación de las políticas nacionales en la región;”.


b) Reemplázase su letra f) por la que sigue: 


“f) Realizar tareas de coordinación, supervigilancia o fiscalización sobre todos los organismos de la Administración del Estado que integren su respectivo sector. En este ámbito deberá velar de forma especial por el cumplimiento de los convenios mandato a que se refiere el inciso segundo del artículo 81 ter;”.


35) Derógase el artículo 67.


36) Intercálase, a continuación, el siguiente epígrafe: 

“Párrafo 2º

De las Divisiones del Gobierno Regional”.


37) Sustitúyese el artículo 68, por los siguientes:


“Artículo 68.- El intendente, para el cumplimiento de las funciones que la presente ley le asigna como ejecutivo del gobierno regional, contará con la siguiente estructura organizacional:


a) Una División de Planificación y Desarrollo Regional, encargada de elaborar y proponer estrategias, políticas, planes, programas y proyectos para el desarrollo armónico del territorio, sobre la base de procesos técnicos y participativos, conforme a las prioridades definidas por el gobierno regional. Asimismo, le corresponderá apoyar al intendente en la evaluación del cumplimiento de las políticas, planes, programas, proyectos y presupuestos de carácter regional, y prestar asistencia técnica a las municipalidades y demás organismos de la administración que lo requieran;


b) Una División de Presupuesto e Inversión Regional, encargada de elaborar el proyecto de presupuesto de inversiones del gobierno regional, así como de ejecutar y controlar dicho presupuesto de inversiones y los programas que administre el gobierno regional, asesorando al intendente en la determinación de los proyectos de inversión a desarrollar o financiar según los lineamientos y prioridades de los instrumentos de planificación regional, y 


c) Una División de Administración y Finanzas, encargada de la gestión administrativa interna y de la provisión de los servicios generales del gobierno regional.


Los jefes de división de los servicios administrativos de los gobiernos regionales serán nombrados mediante concurso público. Para todos los efectos legales, estos cargos constituirán segundo nivel jerárquico.


Dichos funcionarios serán nombrados por el intendente respectivo entre cualquiera de quienes integren la nómina propuesta mediante un procedimiento análogo al establecido para el nombramiento de Altos Directivos Públicos de segundo nivel jerárquico, siendo aplicables al efecto, y en lo que correspondiere, las disposiciones del Párrafo 3º del Título VI de la ley Nº 19.882. El intendente deberá definir el perfil profesional, el que deberá considerar las competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos y los desafíos del cargo.


El financiamiento del concurso será de cargo del gobierno regional respectivo.


El Consejo de Alta Dirección Pública conformará la nómina de candidatos aptos para desempeñar las jefaturas de las funciones señaladas en el inciso primero del presente artículo, en base a la cual el intendente respectivo deberá realizar el nombramiento.


Artículo 68 bis.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo precedente, el Intendente podrá delegar en alguno de los jefes de división la realización de otras funciones en el ámbito de acción del gobierno regional, con excepción de la facultad de nombrar o remover funcionarios, el deber de velar por la observancia del principio de probidad administrativa dentro del gobierno regional y la atribución de aplicar medidas disciplinarias al personal de su dependencia.”.


38) Incorpóranse, a continuación, el siguiente Párrafo 3° y el artículo 68 ter que lo integra:

“Párrafo 3º

Del Administrador Regional


Artículo 68 ter.- El gobierno regional contará con un administrador regional, el que será colaborador directo del intendente, correspondiéndole la gestión administrativa del gobierno regional y la coordinación del accionar de los jefes de cada una de las divisiones a que se refieren tanto el artículo 68 como el inciso final del artículo 21 quáter. 


El cargo de administrador regional será de exclusiva confianza del intendente, sin perjuicio que rijan además, a su respecto, las causales de cesación de funciones aplicables al personal del servicio administrativo del gobierno regional.”.


39) Modifícase el artículo 69 en los siguientes términos:


a) Sustitúyense, en el literal h), el guarismo “104” por “115”, y la expresión final “, e” por un punto y coma (;).


b) Agrégase una letra i), nueva, pasando la actual letra i) a ser literal j): 


“i) Los ingresos provenientes de patentes mineras, patentes acuícolas y de casinos en la proporción que la ley respectiva establezca, y”.


40) Efectúanse, en el artículo 71, las siguientes modificaciones:


a) En el inciso primero:


i) Intercálase, en la primera oración del inciso primero, a continuación de la expresión “región,”, la siguiente frase: “así como los planes de desarrollo comunales vigentes,”.


ii) Agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, durante el mes de mayo de cada año, los gobiernos regionales remitirán a las municipalidades de la región respectiva una propuesta inicial de anteproyecto regional de inversiones, con el fin que éstas puedan, dentro de los quince días posteriores a su recepción, formular observaciones.”.


b) Intercálase, en el inciso tercero, a continuación de la expresión “señalado,”, la siguiente frase: “y previa aprobación por parte del consejo según lo dispuesto en la letra o) del artículo 36 de la presente ley,”.


41) Modifícase el artículo 73 de la siguiente forma:


a) Agrégase, en la letra b) del inciso primero, a continuación de la palabra “Metropolitana”, la siguiente frase: “, el que podrá incluir recursos provenientes de las distintas fuentes consideradas en el presente literal”.


b) Elimínase, en el inciso segundo, la frase “, sin perjuicio del ulterior ejercicio por el consejo regional de la atribución a que se refiere la letra e) del artículo 36”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “los consejos regionales designarán a uno de sus integrantes para que conjuntamente con el intendente los represente en ella.”, por la siguiente: “el presidente del consejo y el intendente representarán al gobierno regional en dicha etapa.”.


d) Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “ministerios”, la frase “y servicios públicos”, y agrégase la siguiente oración final: “Asimismo, deberán individualizar lo correspondiente a los convenios de programación o mandato contemplados en los artículos 81 y 81 ter, respectivamente.”.


42) Reemplázase el artículo 78 por el que sigue: 


“Artículo 78.- Corresponderá al intendente aplicar la inversión de los recursos que se asignen a la región, de acuerdo al presupuesto aprobado por el consejo regional de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36, letra e), de la presente ley.


La inversión de dichos recursos deberá ajustarse a los criterios de priorización que, para tal efecto, se incorporarán en el presupuesto regional siguiendo el mismo procedimiento de aprobación de éste.


El intendente someterá a la aprobación del consejo regional la propuesta de presupuesto regional el primer día hábil de diciembre del año anterior a aquel en que deba regir.


Un reglamento dictado por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, suscrito además por el Ministro de Hacienda, establecerá los procedimientos y requerimientos de información necesarios para el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo y su congruencia con las normas presupuestarias nacionales.”.


43) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 80, el guarismo “104” por “115”.


44) Introdúcense, en el artículo 81, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázanse, en el inciso primero, el guarismo “104” por “115”, y la frase “uno o más gobiernos regionales y uno o más ministerios”, por la siguiente: “gobiernos regionales, entre éstos y uno o más ministerios, o entre gobiernos regionales y municipalidades”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la coma (,) que sigue a la palabra “nacionales” por la conjunción “o”, y suprímese la expresión “o locales”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual inciso tercero a ser inciso cuarto:


“El cumplimiento de los convenios de programación será íntegramente obligatorio para todas las partes celebrantes. En caso de tener carácter plurianual, cada una de ellas deberá contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de todos los recursos correspondientes al año pertinente, según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.”.


d) Sustitúyese en la oración final del inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Decreto Ley N° 1.263, de 1975”, por la siguiente: “mencionado decreto ley”.


45) Incorpóranse, a continuación del artículo 81, los siguientes artículos 81 bis y 81 ter:


“Artículo 81 bis.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades o uno o más servicios públicos creados para el cumplimiento de la función administrativa, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo, y quedarán sujetos, en lo que correspondiere, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo anterior.


Artículo 81 ter.- Los gobiernos regionales podrán, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.091, que establece normas complementarias de incidencia presupuestaria, de personal y de administración financiera, suscribir convenios mandato con ministerios y servicios públicos y otros órganos de la Administración del Estado, así como también con asociaciones de municipalidades.


Dichos convenios serán obligatorios para las partes. En caso de tener carácter plurianual, aquellas deberán contemplar en la formulación de sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción del convenio. El nivel de cumplimiento exigible, respecto de cualquiera de las partes, estará supeditado al monto de recursos que anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público haya aprobado para el respectivo ítem de gasto.


Con todo, gobiernos regionales, ministerios, servicios públicos y asociaciones de municipalidades deberán dar prioridad, dentro de su cartera de proyectos, a la ejecución de iniciativas suscritas en virtud de lo dispuesto en el presente artículo, en consideración a la fecha de suscripción de los actos respectivos.”.


46) Derógase el artículo 107.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, que aprueba nueva Ley General de Urbanismo y Construcciones:


1) Suprímese el inciso cuarto del artículo 3º, pasando los actuales incisos quinto y sexto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente. 


2) Modifícase el artículo 28 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la palabra “cuatro”, las dos veces que aparece, por el vocablo “tres”.


b) Elimínase la expresión “regional,”.


3) Deróganse el Párrafo 2° del Capítulo II del Título II y los artículos 30, 31, 32 y 33 que lo componen.


4) Reemplázase, en el artículo 37, la frase “Los Planes Reguladores Intercomunales serán aprobados por decreto supremo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dictado por orden del Presidente de la República, previa autorización del intendente respectivo”, por la siguiente: “Los Planes Reguladores Intercomunales o Metropolitanos serán aprobados por el consejo regional y promulgados por resolución del intendente”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 47, la expresión “Urbana-Regional o Urbana-Intercomunal”, por “urbana intercomunal”.


6) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 55, la expresión “urbana-regional”, por “urbana intercomunal”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


1) Sustitúyese, en la denominación del Párrafo 2º del Título IV del Libro Cuarto, la expresión “y Gobernadores”, por la frase “, Gobernadores y Presidentes de Consejos Regionales”.


2) Reemplázase, en el artículo 423, la frase “de un intendente o de un gobernador,”, por la siguiente: “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional,”.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, del año 2006:


1) Agréganse los siguientes artículos 8º bis y 8º ter: 


“Artículo 8º bis.- A iniciativa de los gobiernos regionales podrán celebrarse convenios formales anuales o plurianuales de programación de inversión pública entre gobiernos regionales y municipalidades, cuyo cumplimiento será obligatorio.


La ley orgánica constitucional sobre gobierno y administración regional establecerá las normas generales que regularán la suscripción, ejecución y exigibilidad de los referidos convenios. 


Dichos convenios de programación definirán las acciones relacionadas con los proyectos de inversión que disponen realizar dentro de un plazo determinado. Deberán especificar el o los proyectos sobre los cuales se aplicarán, las responsabilidades y obligaciones de las partes, las metas por cumplir, los procedimientos de evaluación y las normas de revocabilidad. Asimismo, deberán incluir, cuando corresponda, cláusulas que permitan reasignar recursos entre proyectos. 


A los convenios de programación se podrán incorporar otras entidades públicas o privadas, nacionales o regionales, cuyo concurso o aporte se estime necesario para la mayor eficiencia en su ejecución.


En caso de tener carácter plurianual, las municipalidades deberán contemplar en sus respectivos presupuestos la estimación de los recursos correspondientes al año pertinente según las obligaciones adquiridas al momento de la suscripción.


Los convenios a que se refiere este artículo deberán ser sancionados mediante decreto supremo expedido bajo la fórmula establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº 1.263, de 1975. Los proyectos que se incluyan en dichos convenios deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 19 bis del mencionado decreto ley.


Artículo 8º ter.- Los gobiernos regionales podrán suscribir convenios de programación territorial, con una o más municipalidades, de carácter plurianual, destinados a formalizar los acuerdos para la ejecución de proyectos de impacto comunal o intercomunal en los plazos y con los aportes financieros de las partes que en cada caso se acuerden. Estos convenios deberán ser sancionados mediante resolución del gobierno regional respectivo.”.


2) Reemplázase, en el literal i) del artículo 65, la palabra inicial “Celebrar”, por la frase “Suscribir los convenios de programación a que se refieren los artículos 8º bis y 8º ter y celebrar”.


Artículo 5º.- Intercálase, en el inciso cuarto del artículo 18 del decreto con fuerza de ley Nº 850, de 1998, que fija el nuevo texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 15.840, de 1964, orgánica del Ministerio de Obras Públicas y del decreto con fuerza de ley Nº 206, del mismo Ministerio, de 1960, sobre construcción y conservación de caminos, a continuación de la palabra “Municipalidades”, la expresión “o Gobiernos Regionales”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Mientras no se aprueben los planes regionales de ordenamiento territorial a que se refiere la presente ley, los planes regionales de desarrollo urbano que se encuentren vigentes serán instrumentos orientadores en materia de ordenamiento territorial.


Artículo segundo.- Los funcionarios que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando los cargos de jefe de división, mantendrán su nombramiento y seguirán afectos a las normas aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ellos por cualquier causa.


Para estos efectos, quienes a dicha fecha se desempeñen como Jefes de División de Análisis y Control de Gestión continuarán realizando sus labores funcionarias como Jefes de División de Presupuesto e Inversión Regional.


Artículo tercero.- Las personas que, a la fecha de publicación de la presente ley, se encuentren desempeñando la función de secretario ejecutivo del consejo regional, proseguirán desempeñándola en iguales condiciones, debiendo llamarse a concurso cuando cesen en ella por cualquier causa. 


Artículo cuarto.- Concédese al Presidente de la República, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, la facultad de dictar uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, los cuales podrán modificar las plantas de personal de cada uno de los servicios administrativos de los gobiernos regionales del siguiente modo:


a) Crear el cargo de administrador regional, el cual se insertará dentro del acápite “Directivo - Cargo de Exclusiva Confianza”, asignándosele grado 3.


b) Establecer que para desempeñar los cargos de exclusiva confianza, se requerirá acreditar una experiencia profesional no inferior a 5 años.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de esta ley durante el presente año, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de M$1.074.352 y se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.

_________

Enseguida, la Sala acuerda considerar el proyecto de ley correspondiente al Boletín 8.404-29, de cuyo informe se ha dado cuenta.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reconoce a la rayuela como deporte nacional, con informe de la Comisión de Educación, Cultura,

Ciencia y Tecnología

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 8.404-29.


Agrega que, en su informe, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que conoció el proyecto en general y en particular, propone rechazarlo.

- - -


Seguidamente, se pone en votación el informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que es aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, el señor Presidente declara rechazado en general el proyecto de ley.

- - -


En consecuencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que propondrá la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, designándose, para este efecto, a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, para que integren la referida Comisión Mixta.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.

_________
Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, en primer trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la ley orgánica del Ministerio de Justicia, con segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, e

informe de la Comisión de Hacienda

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia, y solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del asesor del Ministerio de Justicia, señor Milenko Bertrand. Se accede.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 8.207-07 y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que la iniciativa fue aprobada en general en sesión de fecha 5 de marzo de 2013; cuenta con un segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, y con informe de la Comisión de Hacienda.

Destaca que las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones o de modificaciones.

Agrega que es preciso aprobar en particular la letra f) del número 1 (que pasó a ser número 3)) y el número 7) (que pasó a ser número 10)), ambos del artículo primero (que pasó a ser artículo único), que no fueron objeto de enmiendas en el segundo informe, ya que son normas de rango orgánico constitucional, por lo que es preciso dejar constancia del quórum.

Resalta que las Comisiones unidas efectuaron una serie de enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales fueron por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente.

Por su parte, la Comisión de Hacienda realizó diversas enmiendas al texto despachado por las Comisiones unidas, todas las cuales aprobó por unanimidad. Entre estas enmiendas unánimes, se encuentran las recaídas en el número 9) del artículo primero, que pasó a ser artículo único, y en los artículos primero, tercero, quinto, séptimo, octavo y noveno transitorios, modificados también por unanimidad en las Comisiones unidas, pero en un sentido diverso.

Cabe destacar que las modificaciones acordadas unánimemente deben ser votadas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.

De estas enmiendas unánimes, inciden en normas de rango orgánico constitucional las recaídas en el número 5) (que pasó a ser número 8)), con excepción de su letra e), porque ella sólo tuvo una aprobación por mayoría; en el número 8) (que pasó a ser número 11)), con excepción de su inciso segundo, que también sólo tuvo votación de mayoría, y los números 9) (que pasó a ser 12)) y 10) (que pasó a ser 13)), todos del artículo primero (que pasó a ser artículo único).
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, en su segundo informe, proponen efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado en general:

ARTÍCULO PRIMERO

Números 1) y 2), nuevos


Incorporar como tales, los siguientes, desplazándose, en consecuencia, la numeración de los siguientes numerales del artículo primero:


“1) Reemplázase, en su denominación, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


2) Sustitúyese, en su artículo 1°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. 

Número 1)

Pasa a ser número 3, con las siguientes modificaciones:

Artículo 2°

Letra a)


Reemplazarla por la que sigue:


“a) Sustitúyese, en el encabezado del artículo 2°, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. 
Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Reemplázase la letra a) por la que sigue:


“a) Realizar el estudio crítico de las normas constitucionales y de la legislación civil, penal, comercial, administrativa y de procedimiento, a fin de proponer al Presidente de la República las reformas que estime pertinentes;”.”. 

Letra g), nueva


Incorporar como tal, la siguiente, pasando las letras g) y h), a ser h) e i), respectivamente:


“g) Sustitúyese, en el literal s), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.”. 

Letra g)


Pasa a ser letra h), reemplazada por la siguiente:


“h) Agrégase la siguiente letra u), nueva:


“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan por ley a los demás Ministerios.


Le corresponderá, a su vez, realizar el estudio crítico de la normativa interna a la luz del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y proponer al Presidente de la República las reformas que en tal sentido estime necesarias, y”.”. 

Letra h)


Pasa a ser letra i), sin enmiendas.

Número 2)

Pasa a ser número 4), sustituyendo, en el artículo 3° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

Número 3)

Pasa a ser número 5), sustituyendo, en los incisos segundo y tercero del artículo 4° del decreto ley N° 3.346, contenidos en su literal c), la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

Número 6), nuevo


Incorporar como tal, el que sigue:


“6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 5°:


1) Reemplázase, en su encabezado, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 


2) Sustitúyense, en la letra c), la conjunción “y”, antecedida de una coma (,), y en la letra d) el punto final (.), por un punto y coma (;).


3) Incorpóranse las siguientes letras e) y f), nuevas:


“e) Presidir el Comité Interministerial de Derechos Humanos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11, y


f) Ejercer las demás funciones que le asigne el ordenamiento jurídico.”.”. 

Número 4)

Pasa a ser número 7), con la siguiente enmienda:

Letra e)


Reemplazar, en la letra a) del inciso segundo del artículo 7° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”. 

Número 5)

Pasa a ser número 8), introduciendo las siguientes modificaciones al artículo 8° del decreto ley N° 3.346:

Inciso segundo

Letras a) y b)


Sustituirlas por las siguientes:


“a) Proponer y colaborar con el Ministro de Justicia y Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de políticas públicas, estudios, planes y programas referidos a la promoción y protección de los Derechos Humanos.


b) Promover la elaboración de planes y políticas públicas en materia de derechos humanos en los órganos de la Administración del Estado, prestándoles asistencia y coordinación técnica.”.

Letra c), nueva


Incorporar como tal, la siguiente, pasando la letra c) a ser d):


“c) Elaborar el Plan Nacional de Derechos Humanos, a partir de las prioridades sectoriales e intersectoriales propuestas por el Comité Interministerial de Derechos Humanos y presentarlo a este último organismo, a efectos de cumplir con lo dispuesto en la letra d) artículo 12. Asimismo, coordinará su ejecución y seguimiento con los demás Ministerios.”.

Letra c)


Pasa a ser letra d), reemplazándose la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”.

Letra d)


Suprimirla.

Letra e)


Reemplazarla por la que sigue:


“e) Prestar asesoría técnica al Ministerio de Relaciones Exteriores en los procedimientos ante tribunales y órganos internacionales de derechos humanos. De igual manera, coordinará, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos, resoluciones y recomendaciones originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos, sin perjuicio de las atribuciones de otros órganos del Estado.”.

Letra f)


Sustituirla por la siguiente:


“f) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para funcionarios de la Administración del Estado.


Asimismo, propenderá a la celebración de acuerdos de cooperación con los otros órganos del Estado, destinados a la promoción y capacitación en materias relativas a los derechos humanos.”.

Letras g), h) e i)


Suprimirlas.

Letra j)


Pasa a ser letra g), agregándose el siguiente párrafo final, nuevo:


“Las atribuciones en materia de derechos humanos que éste y otros cuerpos legales y reglamentarios entreguen a la Subsecretaría de Derechos Humanos no excluyen las facultades que tengan, también en lo relativo a estos derechos y en sus respectivas áreas, los demás órganos que integran la Administración Pública ni aquellas establecidas en la ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”.

Número 6)

Pasa a ser número 9), sustituyéndose, en el encabezado del artículo 9° del decreto ley N° 3.346, la expresión “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia” por “Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos”. 

Número 7)

Pasa a ser número 10), sin enmiendas.

Número 8)

Pasa a ser número 11), introduciéndose las siguientes modificaciones al artículo 11 del decreto ley N° 3.346:

Letra a)


Sustituir la expresión “Ministro de Justicia” por “Ministro de Justicia y Derechos Humanos”. 

Letras f) y g), nuevas


Incorporar como tales las que siguen, pasando la letra f) a ser letra h):


“f) El Ministro de Educación.


g) El Ministro de Defensa.” 

Letra f)


Pasa a ser letra h), intercalándose, entre la letra h) y el sustantivo “Director”, el artículo definido “El”. 

Inciso segundo


Reemplazarlo por el que sigue:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, a funcionarios de la Administración del Estado, al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos o a personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.”. 

Número 9)

Pasa a ser número 12), modificándose el artículo 12 del decreto ley N° 3.346 en la forma que sigue:

Inciso primero

Letras a) y b)


Sustituir la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

Letra c)


Reemplazarla por la siguiente:


“c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en la elaboración del Plan Nacional de Derechos Humanos.”. 
Letra d), nueva


Intercalar como tal, la siguiente, pasando los literales d), e) y f), a ser e), f) y g), respectivamente:


“d) Presentar al Presidente de la República el Plan Nacional de Derechos Humanos para su aprobación.”. 

Letra d)


Pasa a ser letra e), agregándose, luego del punto aparte (.), que pasa a ser coma (,), la frase “sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3°, número 1, de la ley N° 20.405.”. 

Letra e)


Pasa a ser letra f), reemplazada por la que sigue:


“f) Conocer los programas de capacitación y promoción de los derechos humanos para los funcionarios de la Administración del Estado propuestos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”. 

Letra f)


Pasa a ser letra g), sin modificaciones.

Inciso segundo, nuevo


Contemplar, como tal, el que sigue:


“Las atribuciones del Comité Interministerial de Derechos Humanos se entienden sin perjuicio de las facultades que, en conformidad a la ley, corresponden a otros órganos de la Administración, especialmente aquellas establecidas en la ley N° 20.405 que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos, y sus normas complementarias.”. 

Número 10)

Pasa a ser número 13), con las siguientes enmiendas:


1) Reemplazar, en el inciso primero del artículo 13, la oración “El quórum para sesionar será de 3 miembros” por “El quórum para sesionar será de la mayoría de sus miembros presentes. 


2) Incorporar, como inciso segundo, el que sigue:


“Cuando el objeto de la sesión tenga relación directa con las funciones de un Ministerio que no es integrante del Comité, el Ministro correspondiente deberá ser invitado y su opinión quedará registrada en actas.”. 

Número 11)

Pasa a ser número 14), sustituido por el que a continuación se consigna:


“14) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos sesionará en las dependencias del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.


Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité, el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.


Los acuerdos del Comité que requieran materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.”.”. 

Números 15), 16) y 17), nuevos


Incorporar, como tales, los que siguen:


“15) Reemplázase, en el artículo 15, la expresión “el Subsecretario” por “los Subsecretarios”. 


16) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 16, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 


17) Incorporar el siguiente artículo 18, nuevo:


“Artículo 18.- Las referencias que las leyes, reglamentos u otras normas vigentes hagan al Ministerio de Justicia, al Ministro de Justicia, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia se entenderán hechas al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, al Ministro de Justicia y Derechos Humanos, a las Secretarías Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos y a los Secretarios Regionales Ministeriales de Justicia y Derechos Humanos, respectivamente.”.”.
Número 12)

Pasa a ser número 18), sin modificaciones.

ARTÍCULO SEGUNDO

Artículo Primero


Sustituir la expresión inicial “Artículo Primero.- Facúltese” por “Artículo primero transitorio. Facúltase”. 

Artículo Segundo


Introducir las siguientes enmiendas:


1) En su inciso primero, sustituir la frase inicial “Artículo Segundo.- Facúltese” por “Artículo segundo transitorio. Facúltase” y la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.


2) Reemplazar su número 1 por el que sigue:


“1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos, que en caso alguno podrá ser superior a seis meses contados desde la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.”. 


3) Sustituir, en su numeral 6, la expresión “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”.

4) Reemplazar, en su numeral 7, la expresión “dicho cargo” por “dichos cargos”. 

Artículo Tercero


Sustituir, en su inciso primero, las expresiones “Artículo Tercero.-” por “Artículo tercero transitorio.” y “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. 

Artículo Cuarto


Sustituir la expresión inicial “Artículo Cuarto.-” por “Artículo cuarto transitorio.”. 

Artículo Quinto


Sustituir la expresión inicial “Artículo Quinto.-” por “Artículo quinto transitorio.”. 

Artículo Sexto


Sustituir la expresión inicial “Artículo Sexto.-” por “Artículo sexto transitorio.”. 

Artículo Séptimo


Sustituir las expresiones “Artículo Séptimo.-” por “Artículo séptimo transitorio.”; “Ministerio de Justicia” por “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”; “ministro” por “Ministro” y “dicha planta haya” por “dichas plantas hayan”. 

Artículo Octavo


Sustituir la expresión inicial “Artículo Octavo.-” por “Artículo octavo transitorio.”. 

Artículo Noveno


Sustituir la expresión inicial “Artículo Noveno.-” por “Artículo noveno transitorio.”. 

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda propone aprobar el texto consignado en el segundo informe de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, con las siguientes enmiendas:

Artículo Primero


Modificarlo como sigue:


Reemplazar su denominación por “Artículo único”. 

Número 9)


Modificarlo en el siguiente sentido:


- Sustituir su encabezamiento y las expresiones “a) Reemplázase, en su encabezado” por “Reemplázase, en el encabezado del artículo 9°”. 


- Eliminar la letra b). 

Artículo Segundo


Sustituir su denominación y encabezamiento por el epígrafe “Disposiciones transitorias”. 

Artículo segundo transitorio

Numeral 1


Reemplazar la frase “la fecha de la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley” por la expresión “la total tramitación del decreto de encasillamiento del artículo tercero transitorio”. 

Numeral 3


Suprimir la expresión “y lo dispuesto en el Título VI de la ley  Nº 19.882 según corresponda”. 

Artículo tercero transitorio


Eliminar el inciso primero y sustituir, en el inciso segundo, la expresión “inciso anterior” por “N° 6 del artículo anterior”. 

Artículo quinto transitorio


Suprimirlo. 

Artículo sexto transitorio


Pasa a ser artículo quinto transitorio, sin enmiendas.

Artículo séptimo transitorio


Suprimirlo. 

Artículo octavo transitorio


Pasa a ser artículo sexto transitorio, sustituyendo la expresión “la facultad del artículo segundo transitorio” por “las facultades de los artículos segundo y tercero transitorios”. 

Artículo noveno transitorio


Pasa a ser artículo séptimo transitorio, reemplazando la expresión “el presente año” por “su primer año de vigencia”. 

- - -


Luego, el señor Presidente pone en votación las enmiendas unánimes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, unidas, y de Hacienda, salvo aquellas en que hay diferencias entre estas Comisiones, las que son aprobadas por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes, dejándose constancia de que se cuenta con el voto favorable de 23 Senadores, dándose cumplimiento al quórum constitucional exigido.

- - -


Con la misma votación se dan por aprobadas la letra f) del número 1) -que pasaría a ser 3)- y el número 7) -que pasaría a ser 10)- del artículo primero -que pasaría a ser artículo único-, cumpliéndose el quórum constitucional exigido.

- - -


Enseguida, el señor Presidente pone en discusión la modificación de las Comisiones unidas, relativa al artículo único, número 3), letra g) -que pasaría a ser h)- en relación con la letra u) ahí contenida, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Letelier, Walker (don Patricio), Zaldívar y Larraín Fernández. Intervienen, también, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia y el asesor del Ministerio de Justicia, señor Bertrand.

- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Zaldívar pide votación separada de ambos incisos de la referida letra u).

- - -


Luego, la Sala aprueba el inciso primero de la letra u), ya individualizada, por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Enseguida, se pone en votación el inciso segundo de la letra u) señalada, que es aprobado por 14 votos a favor y 8 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Rincón y Von Baer y señores Cantero, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín Fernández, Orpis, Pérez Varela, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).


Fundamenta su voto favorable, el Honorable Senador señor Larraín Fernández.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Escalona, Espina, Lagos, Navarro, Pizarro, Ruiz-Esquide, Tuma y Zaldívar.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Espina y Escalona.

- - -


Terminada la votación, manifiesta su intención de voto favorable la Honorable Senadora señora Allende; en tanto que el Honorable Senador señor Letelier hace igual declaración, pero en términos negativos.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día, quedando pendiente el tratamiento de este asunto.

_________
INCIDENTES


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Navarro (en el tiempo de los Comités Partido Movimiento Amplio Social y Partido Socialista) y Tuma (en el tiempo del Comité Partido por la Democracia), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano; Partido Unión Demócrata Independiente; Partido Renovación Nacional; Independientes, y Partido Radical Social Demócrata.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, SOBRE MEDIDAS DE SEGURIDAD EN PASARELAS, PASOS SOBRE NIVEL Y PUENTES QUE CRUZAN CARRETERAS

(8201-09)
Oficio Nº 11.090
VALPARAÍSO, 14 de enero de 2014.
La Cámara de Diputados, en sesión ordinaria 111a, de 9 de enero pasado, rechazó la idea de legislar respecto del proyecto de ese H. Senado sobre medidas de seguridad en pasarelas, pasos sobre nivel y puentes que cruzan carreteras, correspondiente al boletín N° 8201-09.
En razón de lo anterior, esta Corporación acordó que los Diputados que se indican a continuación concurran a la formación de la Comisión Mixta que debe formarse de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 70 de la Constitución Política de la República:

- don Iván Norambuena Farías

- don Sergio Bobadilla Muñoz

- don Juan Carlos Latorre Carmona

- don Joaquín Tuma Zedán

- don René Manuel García García

Lo que tengo a honra poner en conocimiento de V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº573/SEC/13, de 30 de julio de 2013.

Acompaño la totalidad de los antecedentes.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Joaquín Godoy Ibáñez, Presidente en ejercicio de la Cámara de Diputados.-        Luis Rojas Gallardo, Secretario General accidental de la Cámara de Diputados.
2

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.600, QUE CREA LOS TRIBUNALES AMBIENTALES, EN MATERIA DE SUBROGACIÓN

(9230-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Eugenio Tuma, en conjunto con los Honorables Senadores señora Ximena Rincón y señores Alejandro García Huidobro, Baldo Prokurica y Fulvio Rossi, con urgencia calificada de “suma”.




A la sesión en que la Comisión trató esta iniciativa asistieron, por el Ministerio del Medio Ambiente, la Ministra señora María Ignacia Benítez, y la Jefa de la División Jurídica de dicha Secretaría de Estado, señora Ingrid Henríquez.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participó el abogado analista señor Juan Pablo Cavada.




Estuvieron presentes la asesora del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Celis.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio tiene como propósito modificar el sistema de subrogación de los Ministros que integran los Tribunales Ambientales. Tratándose de los Ministros letrados, los subrogarán Ministros de Cortes de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto por el Código Orgánico de Tribunales. Con ello, se establece un criterio similar al de otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar. Por otra parte, tratándose de los ministros licenciados en Ciencias, la subrogación la hará un ministro suplente de otro Tribunal Ambiental.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Cabe hacer presente que el artículo único de la iniciativa se relaciona con la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, en los términos del artículo 77 de la Constitución Política, por lo cual tiene carácter orgánico constitucional. En consecuencia, para su aprobación requiere del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.





Por el motivo indicado, su contenido fue puesto en conocimiento de la Excma. Corte Suprema, de acuerdo a los artículos 77 del Texto Constitucional y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Constitución Política de la República, artículos 76 y 77.


2.- Ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, artículos 2°, 5° y 10.


3.- Código Orgánico de Tribunales, artículo 216.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- La Moción

Los autores de la misma hacen presente que el día 28 de junio de 2012 se publicó en el Diario Oficial la ley N° 20.600, que creó los Tribunales Ambientales, como “órganos jurisdiccionales especiales, sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias medioambientales de su competencia y ocuparse de los demás asuntos que la ley somete a su conocimiento”, según lo dispone su artículo 1°.





Señalan que, enseguida, el artículo 5° de dicho cuerpo legal establece el número de Tribunales y su jurisdicción, en la forma que sigue:





-- Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones de Arica y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo;





-- Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, y con competencia territorial en las regiones de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O'Higgins y del Maule, y





-- Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las regiones del Biobío, de La Araucanía, de los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.





Indican que el artículo primero transitorio de la ya citada ley N° 20.600, estableció que el Segundo Tribunal Ambiental debía entrar en funcionamiento en el plazo de seis meses contado desde la publicación de la misma, agregando que el 28 de febrero de 2013, dicho Tribunal inició en plenitud el ejercicio de sus facultades, tanto administrativas como jurisdiccionales.





Hacen notar que, por su parte, el artículo segundo transitorio de la misma ley dispuso que la instalación del Primer y del Tercer Tribunal Ambiental debía tener lugar en el plazo de doce meses desde la publicación de la ley, con lo cual deberían haberse instalado el pasado 28 de junio de 2013. Sin embargo, ello no ha sido posible, debido al atraso producido en el complejo proceso de nombramiento de sus Ministros, en el que interviene el Consejo de Alta Dirección Pública, la Excma. Corte Suprema, el Presidente de la República y el Senado.




Sobre el particular, ponen de manifiesto que los Ministros titulares y suplentes del Tercer Tribunal Ambiental recién prestaron juramento ante el Presidente de la Excma. Corte Suprema el 7 de octubre pasado, mientras que el nombramiento de los integrantes del Primer Tribunal Ambiental todavía no se efectúa, debido a que aún no concluye el Tercer Concurso Público convocado por el Consejo de Alta Dirección Pública.





Explican que, en cuanto a la subrogación de los miembros de los Tribunales Ambientales, el artículo 10 de la ley N° 20.600 establece las siguientes reglas:





“Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo aplicarse al efecto las siguientes reglas:





1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.





2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental.





3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.





La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes que provengan de la misma área profesional que el ministro subrogado.





Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:





1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.




2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.




3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.





Los autores de la Moción hacen notar que la referida regla de subrogación difiere de la establecida por el legislador para otros tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar a los ambientales, como es el caso del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y del Tribunal de Propiedad Industrial.




Acotan que, en efecto, el inciso penúltimo del artículo 11 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Economía, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, establece, respecto del primero de los referidos tribunales, que: “Si por cualquier impedimento, el Tribunal careciere de integrantes titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales”.




Añaden que una regla de subrogación similar contiene, para el Tribunal de Propiedad Industrial, el decreto con fuerza de ley N° 3, de 2006, del mismo Ministerio, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Propiedad Industrial. El inciso tercero del artículo 17 bis F de dicho cuerpo legal prescribe que: “Si por cualquier impedimento, el Tribunal no tuviere quórum para funcionar en al menos una sala, se procederá a la subrogación por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales.”.





Sostienen que con el fin de uniformar las reglas de subrogación en tribunales especiales que no forman parte del Poder Judicial y que tienen una composición similar, conviene sustituir el ya mencionado artículo 10 de la ley N° 20.600 por uno nuevo, que establezca un sistema similar al contemplado para el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia y para el de Propiedad Industrial, esto es, subrogación por un Ministro de Corte de Apelaciones, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. En este caso, tendrían que efectuar la subrogación ministros de los Tribunales de Alzada de Antofagasta, Santiago y Valdivia, según el Tribunal Ambiental de que se trate.





Hacen notar que la modificación propuesta precavería, además, el problema que podría producirse si el Segundo Tribunal Ambiental, por cualquier impedimento, careciere de Ministros titulares o suplentes para formar quórum. En ese evento, dispone el referido artículo 10 que la subrogación se efectuará por Ministros suplentes del Primer Tribunal Ambiental, lo que actualmente y en los próximos meses no podría llevarse a cabo, debido a que, como se señaló, dicho tribunal aún no se ha instalado, atendido que el proceso de nombramiento de sus Ministros se ha retrasado considerablemente.




Consideran que, además, esta propuesta vendría a solucionar el inconveniente práctico de que la subrogación se efectúe por Ministros de Tribunales bastante distantes geográficamente y evitaría adicionalmente alterar su normal funcionamiento jurisdiccional, atendido el pequeño número de Ministros de cada uno, tanto titulares como suplentes.





Recuerdan que, además, esta propuesta tiene antecedentes en la Historia de la Ley N° 20.600. En efecto, el Mensaje que dio origen a dicho cuerpo legal contemplaba la creación de un solo Tribunal Ambiental, integrado por cinco miembros y que el inciso séptimo de su artículo 9° contenía una norma de subrogación casi idéntica a la establecida para el Tribunal de Defensa de la Libre Competencia. La disposición era la siguiente:




“Si por cualquier impedimento, el Tribunal careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales.”.





Durante el primer trámite constitucional en el Senado, Su Excelencia el señor Presidente de la República formuló diversas indicaciones a la iniciativa, entre ellas, una que creaba tres tribunales ambientales en vez del único propuesto originalmente. La indicación N° 25 B-1 sustituía el inciso séptimo del artículo 9°, manteniendo, en todo caso, la subrogación por Ministros de Cortes de Apelaciones. La disposición propuesta en la indicación era la siguiente:





“Si por cualquier impedimento un Tribunal Ambiental careciere de ministros titulares o suplentes para formar quórum, se procederá a su subrogación por Ministros de Corte de Apelaciones de acuerdo a lo dispuesto en el Código Orgánico de Tribunales. Con todo, deberá aplicarse la siguiente regla:





a) En el caso del Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta.





b) En el caso del Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago.





c) En el caso del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, la subrogación se efectuará por Ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia.”.




Exponen que, al discutirse la referida disposición en las Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente del Senado, según consta en la página 382 de la Historia de la Ley N° 20.600, sus integrantes señalaron que “al revisar las indicaciones propuestas por el Ejecutivo, concluyeron que ellas perfeccionaban el texto aprobado en general, especialmente en lo que dice relación con la subrogación de un Tribunal que carezca total o parcialmente de Ministros.". Sin embargo, se propuso sustituir el texto aprobado en general por uno nuevo, que excluía de la subrogación a los Ministros de Cortes de Apelaciones, llamando a subrogar a ministros suplentes de otros Tribunales Ambientales, que fue lo que, en definitiva, se aprobó.





Atendidos los fundamentos precedentes y confirmando la integración mixta de Ministros letrados y no letrados de los Tribunales Ambientales, la Moción propone el siguiente:

PROYECTO DE LEY:





“Artículo único.- Reemplázase el artículo 10 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:





“Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares y suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos de acuerdo a las siguientes reglas:





1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Segundo Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.




2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.





3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental, o en su defecto, por el del Segundo Tribunal Ambiental.





Si la subrogación de los ministros licenciados en Ciencias no pudiere efectuarse, impidiendo al Tribunal sesionar con el quórum establecido en el artículo 6°, será reemplazado por el ministro suplente letrado del propio Tribunal o, de no ser posible, subrogado por ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas de conformidad con las reglas anteriores.




El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva determinará qué ministro efectuará la subrogación.





Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:





1.-El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.




2.-El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.




3.-El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.”.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Patricio, dio inicio a la discusión en general del proyecto, anunciando que, dada la naturaleza del asunto en estudio y el hecho de haber tenido origen en una Moción parlamentaria, resultaba de interés conocer el parecer del Ejecutivo en relación al mismo.


Ofreció la palabra, en consecuencia, a la Ministra de Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez, quien expresó que la iniciativa en estudio resulta del todo pertinente y, en consecuencia, apoyó su tramitación.


La Honorable Senadora señora Alvear recordó que al estudiarse el proyecto que, en definitiva, dio lugar a la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, las Comisiones unidas de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Medio Ambiente analizaron con particular atención la integración de los mismos y el sistema de subrogación que se aplicaría a sus miembros. Destacó que, en ese debate, el propósito central fue favorecer el criterio de especialización.


Explicó que, no obstante lo anterior, ha habido dificultades que han dilatado la entrada en funcionamiento tanto del Primer Tribunal Ambiental como del Tercero, razón que justificaría modificar el sistema de subrogación en la forma propuesta por la iniciativa.


Puso de relieve que no obstante que el mecanismo de subrogación sugerido establece que los Ministros letrados serán subrogados por Ministros de Cortes de Apelaciones, en el caso de aquellos Ministros que son licenciados en Ciencias se prevé que lo serán por el respectivo Ministro suplente de otro Tribunal Ambiental. Esto último, afirmó, preserva el criterio de la especialización que tanto se valora en el ámbito medioambiental, pues el Ministro licenciado en Ciencias será subrogado por un suplente que tendrá la misma especialidad.


En consecuencia, informó que daría su aprobación al proyecto presentado.


Enseguida, se produjo un intercambio de pareceres entre los restantes miembros presentes de la Comisión en relación al contenido de la iniciativa, coincidiéndose en la conveniencia de aprobarla en sus mismos términos.

En consecuencia, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador Walker, don Patricio, puso en votación la idea de legislar.


- El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Enseguida, tratándose de una iniciativa de artículo único, sobre la base del análisis anteriormente realizado el señor Presidente la puso en votación en particular.

En relación al inciso segundo de la disposición propuesta, se estimó pertinente introducirle algunos ajustes formales, de manera de esclarecer su redacción.


Dicho inciso quedó como sigue:





“Si la subrogación de los ministros licenciados en Ciencias no pudiere efectuarse, impidiendo al Tribunal sesionar con el quórum establecido en el artículo 6°, éstos serán reemplazados por el ministro suplente letrado del propio Tribunal o, de no ser posible, subrogados por ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas, todo de conformidad con las reglas anteriores.”.

- El precepto único del proyecto quedó aprobado en particular con las enmiendas ya indicadas a su inciso segundo. Esta aprobación contó igualmente con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina; Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados anteriormente, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar, tanto en general como en particular, el siguiente:

PROYECTO DE LEY





“Artículo único.- Reemplázase el artículo 10 de la ley N° 20.600, que crea los Tribunales Ambientales, por el siguiente:





“Artículo 10.- Subrogación. Si por cualquier impedimento un Tribunal careciere de ministros titulares y suplentes para formar quórum, se procederá a la subrogación de éstos de acuerdo a las siguientes reglas:





1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Antofagasta y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Segundo Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.




2.- En el Segundo Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental o, en su defecto, por el del Tercer Tribunal Ambiental.





3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación de los ministros letrados se efectuará por ministros de la Corte de Apelaciones de Valdivia y la subrogación del ministro licenciado en Ciencias se efectuará por el respectivo ministro suplente del Primer Tribunal Ambiental, o en su defecto, por el del Segundo Tribunal Ambiental.





Si la subrogación de los ministros licenciados en Ciencias no pudiere efectuarse, impidiendo al Tribunal sesionar con el quórum establecido en el artículo 6°, éstos serán reemplazados por el ministro suplente letrado del propio Tribunal o, de no ser posible, subrogados por ministros de las Cortes de Apelaciones respectivas, todo de conformidad con las reglas anteriores.





El Presidente de la Corte de Apelaciones respectiva determinará qué ministro efectuará la subrogación.





Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:





1.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.




2.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal Ambiental.




3.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal Ambiental.”.”. (Unanimidad, 4 x 0).
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto (Presidente).


Sala de la Comisión, 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Nora Villavicencio González, Abogada Secretaria.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.671, CON EL OBJETO DE SUPRIMIR EL LÍMITE MÁXIMO PARA REGULARIZAR AMPLIACIONES EN VIVIENDAS SOCIALES, SIEMPRE QUE LA SUPERFICIE EDIFICADA TOTAL NO EXCEDA DE NOVENTA METROS CUADRADOS

(9029-14)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín, y señores Eugenio Tuma Zedán, Pedro Muñoz Aburto y Hosaín Sabag Castillo. 

A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario de Vivienda y Urbanismo, señor Francisco Irarrázaval; el Jefe de la División Jurídica, señor Pablo Sepúlveda, y el asesor, señor José Ramón Ugarte.

 
También estuvieron presentes, de la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz; de la SEGPRES, el asesor, señor Pedro Pizarro; el asesor de la Honorable Senadora señora Lily Pérez, señor Renato Rodríguez; el asesor del Honorable Senador señor Eugenio Tuma, señor David Martínez; los asesores del Honorable Senador señor Hosaín Sabag, señorita Marcela Cofré y señor Andrés Rojo, y del Comité Partido Socialista, la asesora, señorita Rocío Sánchez.
 
 Asimismo, se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. 

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay. 
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 3 y 4.
3.-
Indicación aprobada con modificaciones: número 1.
4.-
Indicación rechazada: número 2.

5.-
Indicaciones retiradas: no hay.
6.-
Indicación declarada inadmisible: número 5.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se transcriben, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión.


El Honorable Senador señor Tuma, antes de entrar al análisis de las indicaciones, recordó que la ley N° 20.671 estableció un régimen excepcional de regularización de ampliaciones de viviendas sociales de hasta 25 metros cuadrados de superficie. No obstante, aseveró que existen construcciones que al sobrepasar este tope quedan fuera de la posibilidad de acogerse al procedimiento abreviado, perjudicando a las familias más vulnerables.



Agregó que la falta de regularización de una vivienda social impide también a su dueño postular a otros programas estatales, por lo que llamó a superar esta situación.


Planteó disponer una cantidad de metros cuadrados de las ampliaciones que se sometan a esta legislación de excepción, con el objeto de no caer en arbitrariedades.


El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor José Ramón Ugarte, explicó que el monto de los avalúos de las viviendas sociales está fijado en la ley conforme a una tabla elaborada por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo. Estos montos no superan las 400 U.F. y, en el caso de condominios sociales, alcanza las 520 U.F., cifras que representan -en la realidad- aproximadamente al 50% del valor real de la construcción.


El señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo propuso prescribir como requisito para las ampliaciones que pretendan acogerse a este procedimiento excepcional un parámetro en base a los metros cuadrados de la ampliación y al avalúo fiscal de la vivienda social. Hizo presente, además, que no existe un concepto formal de “vivienda social”, resaltando que este se define más bien por el avalúo antes indicado.


El Honorable Senador señor Tuma advirtió que la referida propuesta entramparía la aplicación de la ley y vendría a tornar más compleja su implementación.


El Honorable Senador señor Sabag planteó que este mecanismo de regularización no sería aplicable a los departamentos de condominios sociales, por cuanto los propietarios de las unidades no son dueños del terreno de la edificación, que pertenece a todos los comuneros.

Artículo único

Dispone lo siguiente:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.671, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251:

 
1.- En el inciso primero:


a) Elimínase la frase “de hasta 25 m2 de superficie”.

 
b) Intercálase entre las palabras “vivienda” y “cumpliendo” la siguiente frase, nueva: “siempre que la superficie edificada total no supere los 90 m2”.
 
2.- En el inciso segundo, reemplázase la frase “segundo piso o superior” por la siguiente: “pisos segundo o superior, o cuya superficie a regularizar sea más de 25 m2”.”.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Tuma y de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Pérez Varela y Sabag, es para reemplazar el número 1, por el siguiente: 


 “1.- En el inciso primero:


a) Reemplázase, en el encabezado, la frase: “las ampliaciones de hasta 25 m²” por “el inmueble de hasta 90 m²”.


b) Agrégase, luego de la palabra “superficie”, el vocablo “total”.”.

La Comisión estimó que la edificación en una  superficie de 90 m² que permite ser considerada como una vivienda social, ya que disponer un área mayor se apartaría de este concepto. Para ello tuvo presente que, en promedio, cuentan con alrededor de 65 m² construídos.


Por otra parte, consideró que toda edificación de una vivenda social que exceda de esta superficie puede acogerse al procedimento ordinario de regularización, contenido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones.

La Comisión resolvió incorporar también el vocablo “existentes” luego de la expresión inicial “viviendas sociales”, con el objeto de limitar claramente cuáles serán las construcciones que se verán favorecidas por este procedimiento excepcional de regularización, evitando así eventuales abusos de mecanismo.


Asimismo, se efectuaron algunas adecuaciones formales de redacción.


El Honorable Senador señor Tuma explicó que la indicación en estudio, además, reemplaza el concepto de “ampliaciones” por el de “inmuebles”, con el objeto de comprender las viviendas sociales autoconstruidas que nunca han tenido recepción municipal, y no sólo a las ampliaciones de viviendas que fueron regularizadas oportunamente en su superficie original.
 
- La indicación número 1 fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señora Pérez y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma.
 
La indicación número 2, del Honorable Senador señor Bianchi, es para sustituir la expresión “90 m2” por “100 m2”.

-La indicación número 2 fue rechazada como consecuencia del resultado de la votación de la indicación precedente, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma.

  
La indicación número 3, del Honorable Senador señor Tuma y de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Pérez Varela y Sabag, es para agregar las siguientes letras c) y d), nuevas:

                     
“c) Reemplázase, en el numeral 3), la frase inicial “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”.

                      
d) Sustitúyese en la letra a) del numeral 4) el vocablo “ampliación” por la palabra “construcción”.”.

El Honorable Senador señor Sabag explicó que estas modificaciones son de carácter formal y que tienen por objeto adoptar una terminología adecuada en el texto del articulado, conforme a la indicación número 1, ya aprobada.
 
- La indicación número 3 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma.

 
La indicación número 4, del Honorable Senador señor Tuma y de los Honorables Senadores señora Pérez y señores Muñoz, Pérez Varela y Sabag, es para sustituir el numeral 2, por el siguiente: 

 
“2.- En el inciso segundo, reemplázase la frase “ampliaciones en segundo piso o superior” por la frase “inmuebles que consideren un segundo piso o superior, o que se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio,”.”.

La Comisión consideró los mismos fundamentos consignados en la discusión de la indicación precedente.

 
- La indicación número 4 fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez y señores Pérez Varela, Sabag y Tuma.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Bianchi, es para incorporar un número 3 nuevo, con el texto que se señala a continuación:

 
“3.- Intercálase el siguiente inciso final:

 
“Quedarán exceptuados del pago todos los adultos mayores de 65 años en situación de vulnerabilidad y cuyos puntajes estén agrupados entre el I y II quintil.”.”.


- La indicación número 5 fue declarada inadmisible por la Presidenta de la Comisión, por contener materias de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

Número 1


Sustituirlo por el siguiente:


“1.- En el inciso primero:

a) Reemplázase su encabezado por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar el inmueble de hasta 90 m² de superficie total, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:


b) Sustitúyese, en el número 3), la expresión inicial “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”.


c) Reemplázase, en las letras a) y b) del número 4), el vocablo “ampliación” por “construcción”.


(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 1 y 3, y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).
Número 2


Sustituirlo por el que se indica:


“2.- En el inciso segundo, reemplázase la frase “ampliaciones en segundo piso o superior” por “inmuebles que consideren un segundo piso o superior, o que se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio,”.”.


(Unanimidad 4x0. Indicación número 4.).
- - - 

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

 
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 1° de la ley N° 20.671, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251:

1.- En el inciso primero:


a) Reemplázase su encabezado por el siguiente:





“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar el inmueble de hasta 90 m² de superficie total, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:”.

b) Sustitúyese, en el número 3), la expresión inicial “Las ampliaciones” por “Los inmuebles”.


c) Reemplázase, en las letras a) y b) del número 4), el vocablo “ampliación” por “construcción”.





2.- En el inciso segundo, reemplázase la frase “ampliaciones en segundo piso o superior” por “inmuebles que consideren un segundo piso o superior, o que se encuentren adosados a tres o más deslindes del predio,”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señora Lily Pérez San Martín (Presidenta), y señores Víctor Pérez Varela, Hosaín Sabag Castillo y Eugenio Tuma Zedán.



Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.
(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO CONSEJERO DEL BANCO CENTRAL DE CHILE AL SEÑOR PABLO ANTONIO GARCÍA SILVA

(S 1630-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de informar acerca del oficio de Su Excelencia el Presidente de la República mediante el cual, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° del artículo primero de la ley N° 18.840, solicita el acuerdo del Senado para designar Consejero del Banco Central de Chile al señor Pablo Antonio García Silva, por el período legal de diez años.

A la sesión en que vuestra Comisión consideró este asunto asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Sabag.

Del mismo modo, concurrieron los siguientes invitados.

Del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Felipe Larraín; el Subsecretario, señor Julio Dittborn, y el asesor, señor Francisco Moreno.

El candidato a consejero del Banco Central de Chile, señor Pablo García.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Coordinadora del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

- - -


Debe consignarse que la vacante que hace necesaria la propuesta que en esta oportunidad se conoce, tuvo lugar el día 18 de diciembre de 2013, con ocasión de la culminación del período legal de don Manuel Marfán Lewis, quien fuera nominado mediante decreto supremo Nº 1.142, del Ministerio de Hacienda, de 9 de diciembre de 2003.

Al efecto, Su Excelencia el Presidente de la República ha hecho presente urgencia en el despacho de este asunto, en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

- - -


Los antecedentes curriculares del señor García Silva señalan que posee los grados de Licenciado y Master en Economía por la Pontificia Universidad Católica de Chile, así como el de Ph. D en Economía por el Massachusetts Institute of Technology.


Entre los meses de febrero de 1990 y julio de 1995 se desempeñó como Investigador junior en la Corporación de Investigaciones Económicas para Latinoamérica (CIEPLAN), y entre julio de 1999 y diciembre de 2000, como Economista Senior del Banco Central de Chile.


En esta última institución ejerció, además, los siguientes cargos: Gerente de Análisis Macroeconómico, entre enero de 2001 y enero de 2006; Gerente de Estabilidad Financiera, entre febrero y julio del año 2006; Gerente de División Política Financiera, entre agosto de 2006 y noviembre de 2007, y Economista Jefe y Gerente de División de Estudios, entre diciembre de 2007 y septiembre de 2010.


Posteriormente, entre noviembre de 2010 y octubre de 2012 se desempeñó como Director Ejecutivo Alterno por la Silla del Cono Sur, misma entidad en la que, desde noviembre de 2012 y hasta la fecha, ocupa el cargo de Director Ejecutivo.


Es autor de numerosas publicaciones especializadas en temas financieros. Entre las más recientes, sobre política de cuenta de capitales en Chile; política monetaria de América Latina; metas de inflación en economías financieramente estables; oferta y demanda en el mercado del crédito; términos del intercambio, precios de materias primas y dinámica inflacionaria en Chile; desaceleración en Estados Unidos, ciclos de auge y depresión y aumento del proteccionismo; turbulencias financieras, falta de liquidez y la respuesta política, y altos niveles de reservas internacionales. 


Ha ejercido, además, la docencia en las Universidad de Chile (Departamento de Economía y Centro de Economía Aplicada) y en la Universidad Alberto Hurtado.

- - -


En la sesión celebrada por la Comisión, el señor García Silva llevó a cabo una presentación en la que resaltó, en primer lugar, que gracias a la solidez de sus instituciones Chile es un país capaz de enfrentar las tareas que aún están pendientes para avanzar decididamente en la inclusión social y enfrentar los desafíos económicos y sociales que se presenten. Éstos, como se puede advertir día a día en el mundo desarrollado y emergente, estarán siempre latentes, por lo que es crucial no caer en sobre optimismo ni complacencia, ni en la creencia de estar blindados.

Las autoridades económicas, sostuvo, deben mantener la guardia permanente para actuar preventivamente frente a riesgos. Así es posible construir un proceso sostenido de incremento de la prosperidad y acceso a oportunidades para todos los hogares chilenos, en particular para aquellos más vulnerables y que se mantienen al margen de los beneficios del crecimiento.

Manifestó, en concreto, su disposición a integrar el Consejo del Banco Central, fundado en su convicción de tener la capacidad de contribuir exitosamente a la gestión de las políticas de instituto emisor en los próximos años. Se trata, destacó, de una institución clave para la mantención de un entorno estable en lo macroeconómico y financiero, y por tanto para acometer con éxito las tareas del país.

Expuso a continuación, los desafíos que a su juicio enfrentan dichas políticas hacia adelante, a saber: los riesgos externos, la regulación y supervisión financiera, y la relación entre crecimiento, inflación y política monetaria. Del mismo modo, anunció la realización de algunas reflexiones generales, respecto del rol del Banco Central, en la parte final de su presentación.

Cuatro riesgos externos

Al ser Chile una economía pequeña y abierta, manifestó, es indudable que los caminos que tomen las principales zonas económicas tendrán efectos en nuestro país, que no necesariamente serán positivos. Son cuatro las principales áreas de complicación, que además pueden interactuar entre ellas:

- Los riesgos financieros y soberanos siguen muy latentes en Europa. La relativa tranquilidad de los meses más recientes no es síntoma de que se ha dado un punto de inflexión en la crisis en la Eurozona. Por el contrario, el muy elevado desempleo, el deterioro de las carteras crediticias y las perspectivas de estancamiento económico por varios años más hacen que sean probables episodios adicionales de tensión e incertidumbre financiera.

- En China se está materializando un triple proceso de ajuste. En el corto plazo, la economía enfrenta una transición hacia un crecimiento más sostenible, pero en un contexto de elevado endeudamiento privado y público. En el mediano plazo, se avanza hacia una reestructuración económica que fomente el consumo privado y rebalancee sus cuentas externas. En el piano institucional, las autoridades están implementando diversas iniciativas en el ámbito cambiario y monetario, entre otros, para poder gestionar adecuadamente los desarrollos económicos. China ha logrado sobrellevar exitosamente procesos complejos de transición en el pasado. Es de esperar que sea capaz de hacer lo mismo ahora.

- La economía de Estados Unidos está finalmente emergiendo, con bastante vigor, de años de estancamiento, en un contexto de acuerdos políticos incipientes respecto de la política fiscal, y con un boom de producción energética doméstica extraordinario. Aunque todos estos ingredientes son indudablemente positivos para la economía mundial y Chile, traen aparejado cambios en las condiciones financieras, en la medida que la Reserva Federal siga retirando gradualmente el masivo estímulo monetario de los años recientes. Este proceso va a generar evidentemente cambios en los flujos de capitales y el valor de las monedas, así como desafíos para la gestión de liquidez de los bancos globales y la intermediación financiera. Algunos países e instituciones que presentan desbalances económicos y financieros están y seguirán experimentando dificultades. En particular, economías que no estén en condiciones de absorber una depreciación significativa pueden tener serios problemas. Gracias al esquema de flotación, la política monetaria nacional cuenta con altos grados de libertad, que permiten absorber por la vía cambiaria los ajustes de competitividad necesarios para navegar entornos externos más complicados.

- Después de enfrentar, en general, de manera muy positiva la crisis de 2008-2009, en la región latinoamericana está emergiendo una creciente heterogeneidad. La posibilidad de accidentes y crisis de financiamiento externo está muy presente. Al igual que Chile, sus vecinos enfrentan las mismas transiciones que están ocurriendo en el mundo, pero debido a la heterogeneidad en sus marcos institucionales y condiciones macroeconómicas actuales, no todos podrán enfrentar con iguales grados de éxito este nuevo entorno.

Regulación y supervisión financiera

Los anteriormente reseñados, indicó, son temas de corto plazo, vinculados al ciclo económico inmediato, que pueden tener efectos financieros. Chile enfrenta por tanto también el desafío de continuar perfeccionando los marcos de política en los ámbitos regulatorios y de supervisión financiera. La crisis financiera de 2008 en Estados Unidos y Europa tuvo, opinó, su principal causa en un cierto sesgo hacia la desregulación financiera, partiendo de una visión donde la autorregulación no sólo era necesaria sino que además suficiente para garantizar la estabilidad en los ciclos del crédito. Es evidente que ese punto de vista estuvo errado.

A medida que las economías se desarrollan, explicó, aumenta el acceso al crédito a más segmentos de la población y se complejizan las relaciones financieras de todo tipo. Es por eso que se debe  mantener la vigilancia, de forma de lograr equilibrio entre desarrollo, competencia, protección al consumidor y estabilidad en los ámbitos financiero y crediticio.

A modo de ejemplo, señaló que el mayor acceso al crédito trae beneficios, pero a menos que exista un marco regulatorio y de supervisión sólido y activo, se genera el riesgo de desbalances financieros. Estos pueden terminar en sobreendeudamiento en hogares y empresas, practicas predatorias y abusivas contra los segmentos más vulnerables y con menos acceso a la información, y deterioros latentes en la calidad de las carteras de crédito.

En Chile, prosiguió, permanece fresca en la memoria la catástrofe económica de 1982-1983, resultado en gran medida de un manejo macroeconómico rígido, liberalización financiera sin regulación apropiada y un ajuste monetario significativo en Estados Unidos. Tal desastre y sus graves costos llevaron a que los elementos más básicos de nuestra institucionalidad regulatoria y de supervisión, diseñados con posterioridad a dicha crisis, sean robustos. Pero como se ha visto en diversos episodios más recientes en nuestro mercado, es clave la vigilancia permanente de las autoridades, de manera de ir mejorando y construyendo un marco de políticas que se adapte a los nuevos desafíos. Grados crecientes de coordinación entre reguladores, con mecanismos como el Comité de Superintendentes y el Comité de Estabilidad Financiera, permiten facilitar el diálogo y el intercambio de información entre las distintas entidades.

Inflación, crecimiento y política monetaria

Lo que se aprecia a partir de la experiencia internacional, afirmó, es una cierta paradoja en cómo se determina la inflación. Por una parte, en el muy corto plazo, por ejemplo cada mes, la inflación es esencialmente volátil y además no controlable por la autoridad. Incluso controles administrativos estrictos tienden a ser inefectivos. Pero por otra parte, en el largo plazo, es decir mirando varios años en adelante, la inflación puede converger a grados importantes de estabilidad en promedio si existe credibilidad en que la política monetaria sigue un esquema de metas de inflación. Es decir, en el largo plazo, la inflación sí es controlable por el Banco Central.

Esto resulta de la relación entre desempleo y crecimiento, y la gestación de presiones inflacionarias. Es la evolución presente y esperada del sector real de la economía la que determina la inflación. La estabilización del ciclo económico permite a su vez dar mayor certidumbre sobre el mediano plazo y por tanto permite que la economía crezca de manera sostenida. Esta es la parte del crecimiento tendencial a la cual la política monetaria aporta, y lo ha hecho en Chile.

Por supuesto, agregó, existen otros determinantes de la inflación, como los precios de los alimentos, los combustibles y el tipo de cambio. Sus efectos, sin embargo, en la medida que la política monetaria esté comprometida con la estabilidad, debiesen ser esencialmente pasajeros sobre la inflación. Ello, en la medida que se espere que el Banco Central mantenga una orientación creíble hacia la estabilización de la inflación, y se prevengan los riesgos de desalineamiento de expectativas de inflación de mediano plazo. En el caso específico del tipo de cambio, explicó, este opera además como un mecanismo estabilizador adicional. Cuando la economía se debilita, por ejemplo debido a peores condiciones externas, la política monetaria se puede tornar más expansiva, generando también las condiciones para un tipo de cambio más depreciado, acorde con el débil contexto internacional.

Este esquema de política monetaria, reseñó, con metas de inflación flexibles, fue implementado entre fines de 1999 y principios del 2000, durante la presidencia de Carlos Massad, con el objetivo de perfeccionar el marco monetario de política luego de la crisis asiática y rusa. Ha demostrado, en general, robustez en Chile y en otras economías para enfrentar situaciones muy complejas. Entre ellas, no sólo la crisis de 2008 y 2009, sino también la recesión de Estados Unidos en 2001, la crisis de Argentina en 2002 y la de Brasil en 2003. La política cambiaria, hizo hincapié, ha tenido también un rol importante, puesto que la flexibilidad cambiaria no es un dogma, sino que se admite que en situaciones excepcionales se puede intervenir. Esto ha ocurrido cuatro veces desde el año 2000, y por periodos prolongados de tiempo.

El rol del Banco Central

El instituto, expresó, tiene como objetivo resguardar la estabilidad de precios y la estabilidad financiera. Este marco institucional le da los suficientes grados de flexibilidad para poder enfrentar, con sus instrumentos técnicos, de manera ágil, pragmática y efectiva, los distintos escenarios que se presenten. El ejercicio de sus atribuciones, asimismo, debe realizarse de forma transparente, informando regularmente al Poder Legislativo y al público en general el sentido y justificación de sus decisiones, lo que es acorde con una sociedad democrática. Además, de acuerdo con su ley orgánica, debe el Banco Central tomar en consideración la orientación general de las políticas del gobierno. El programa de la próxima administración de la electa Presidenta Michelle Bachelet, hizo ver, establece nítidamente la mantención de la regla de balance estructural. Por los antecedentes anteriores, manifestó no advertir riesgo alguno de que el Banco Central, al diseñar e implementar sus políticas, se enrede o confunda con las legítimas discusiones que vendrán asociadas a las reformas en el ámbito institucional, tributario y educativo contempladas en el programa del gobierno de la futura Presidenta.

Tales convicciones, indicó, se las ha formado tanto por su propia experiencia contribuyendo desde el Banco Central a enfrentar exitosamente las repercusiones de la crisis en 2008 y 2009, durante la Presidencia de José De Gregorio, como por su visión sobre cómo los principales bancos centrales en el mundo han manejado sus propios desafíos. Las dificultades que ha tenido la Eurozona para enfrentar exitosamente su crisis financiera y soberana obedecen a múltiples problemas. Sin embargo, en su opinión, no se puede dejar de mencionar que el Banco Central Europeo se involucró inicialmente en discusiones políticas referidas al diseño de los programas de ajuste económico en la periferia y la política fiscal en general de los miembros del Euro, en vez de apoyar una recuperación y estabilización más rápidas. La capacidad de Estados Unidos para salir mucho más prontamente de sus propia crisis se explica, por el contrario, gracias a que la Reserva Federal justamente no se ha involucrado indebidamente con el legítimo debate fiscal en dicho país.

El señor García Silva culminó su intervención reiterando su disposición a formar parte del Consejo del Banco Central, basado en el convencimiento de que puede aportar constructivamente en el diseño e implementación de sus políticas. Siempre, subrayó, con el propósito de contribuir al bienestar de todos los chilenos y, en especial, a la aspiración de los hogares más desprotegidos de abandonar esa situación de pobreza y exclusión social. 

La Comisión tomó conocimiento de los antecedentes curriculares, académicos y profesionales del señor García Silva. 

Enseguida, los Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa, Sabag y Zaldívar efectuaron observaciones y formularon diversas consultas, las que fueron respondidas por el señor candidato a Consejero del instituto emisor.


En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Hacienda, por la unanimidad de sus miembros, tiene el honor de informar que en la designación del consejero en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

- - -


Acordado en sesión de 15 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA EL ROL FISCALIZADOR DEL CONCEJO MUNICIPAL; FORTALECE LA TRANSPARENCIA Y PROBIDAD EN LAS MUNICIPALIDADES; CREA CARGOS Y MODIFICA NORMAS SOBRE PERSONAL Y FINANZAS MUNICIPALES

(8210-06)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.





A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa, asistieron, además de sus integrantes, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Miguel Flores, y los asesores señores Álvaro Villanueva y Mauricio Cisternas; de la Secretaría General de la Presidencia: la asesora señora Constanza Carrillo; de la Dirección de Presupuestos, el abogado señor Diego Soto; de la Asociación Chilena de Municipalidades: el presidente, señor Santiago Rebolledo, el alcalde de Maipú, señor Christian Vittori; de los Asociación de Concejales de Chile: el Presidente, señor Marcos Espinoza, y los concejales señores Mario Bozan, Patricio Huerta, Julio Inostroza, Orlando Morales, Marco Quintanilla, Albino Reyes y Luis Toro; de la Asociación de Empleados Municipales de Chile, el Vicepresidente señor Juan Camilo Bustamante y los señores Edgardo Vilches, Hernán Álvarez, Manuel Bravo, Arturo Villagrán, Raúl Bustos, Héctor Altamirano; de la Asociación Nacional de Directores de Control Municipal de Chile: la presidenta señora Luisa Villarroel y la directora señora Edith González; de la Asociación de Secretarios Municipales de Chile, la Presidenta, señora Adela Fuentealba, y de la Asociación Chilena de Municipalidades, el asesor jurídico señor Malik Mograby, y de la Confederación de Funcionarios Municipales de Chile: la Directora Nacional, señora Lisetty Sotelo; de la Unión de Funcionarios Municipales de Chile: el señor Christian Gajardo y la señora Marisol Pinto.

I. OBJETIVO


Modificar diversos cuerpos normativos (ley orgánica de municipalidades; ley de rentas municipales; Estatuto Administrativo Municipal) en materias relativas a finanzas, fiscalización, transparencia y probidad, perfeccionando el rol del concejo; crear cargos en las plantas que actualmente no los consideran y modificar otras normas en materia de personal municipal.

II. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que los artículos 1°, 9° y 11 permanentes y artículos transitorios, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional, de conformidad con lo prescrito en los artículos 118 y siguientes de la Constitución Política.

- - -


Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 1°, números 2; 3; 5; 6; 7; 11; 12; 14; 15; 16; 17; 18; 19; y artículos 2°; 3°; 5°; 6°; 7°; 8°; 9°; 10 y artículos transitorios primero, segundo y tercero.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: las signadas con los números 1; 1B; 2B; 5A; 5B, y 5D.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: la indicación N° 1A; 2A, y 5C.

4.- Indicaciones rechazadas: las de los números 2; 3; 4; 5, y 5E

5.- Indicaciones retiradas: No hay. 

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.
- - - 
DISCUSIÓN EN PARTICULAR



El proyecto está conformado con diez artículos permanentes y tres normas transitorias. A su vez, el artículo 1° se estructura con 23 numerales que introducen diversas enmiendas a la ley N° 18.695, orgánica municipal de municipalidades.



A continuación se describen, en el orden del articulado del proyecto, las normas que fueron objeto de indicaciones y los acuerdos adoptados.

Artículo 1°

N° 1)

Este número del artículo 1° reemplaza el artículo 16 de la ley municipal, precepto que declara que en las comunas cuya población excedan de cien mil habitantes, el municipio incluirá en su organización interna una secretaría municipal, una secretaría comunal de planificación y, a lo menos, las unidades encargadas de las funciones genéricas. El texto de reemplazo, inciso primero, previene que el municipio debe considerar, a lo menos, las unidades de secretaría municipal, secretaría nacional de planificación, unidad de desarrollo comunitario, unidad de administración y finanzas y unidad de control.

El inciso segundo, nuevo, dispone que en los municipios que no tengan en su escalafón directivo los cargos señalados en el inciso precedente, el alcalde podrá crearlos con arreglo a la selección directiva que señale la ley.

El inciso tercero establece que esos cargos tendrán dos grados inmediatamente inferiores al que corresponda al alcalde, y los señalados en el artículo 47 tendrán la condición de exclusiva confianza. (El artículo 47 citado declara que son funciones de confianza del alcalde el secretario comunal de planificación y los encargados de las unidades jurídica, de salud y de educación y demás incorporarlos a su gestión, y desarrollo comunitario.).

El inciso cuarto del mismo precepto agrega que en las comunas de más de cien mil habitantes habrá también unidades encargadas de cada una de las señaladas en el artículo precedente. (Se asemeja al inciso único del artículo 16 que este texto reemplaza).

La indicación N° 1 A, de S.E. el Presidente de la República, literal a), propone suprimir los incisos segundo y tercero ya descritos; y en su literal b) incorpora después de la voz “también”, precedida de una coma (,) las expresiones “a lo menos”, agregando después de la palabra “precedente”, antecedida de una coma (,) la frase “sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga”.





Esta indicación N° 1 A, con los dos literales que la integran fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, con la enmienda de suprimir el adverbio “también” incluido en el inciso cuarto que ha pasado a ser inciso segundo.

N° 4)





Este numeral del artículo 1° del proyecto incorpora dos nuevos incisos al artículo 51, que declara que las municipalidades son fiscalizadas por la Contraloría General de la República, sin perjuicio de la fiscalización interna que corresponda al alcalde, al concejo y a las unidades municipales pertinentes.





El proyecto agrega a este artículo dos nuevos incisos, el segundo establece que si como consecuencia de su fiscalización la Contraloría constata actos u omisiones ilegales, instruirá el procedimiento disciplinario que corresponda de conformidad con su ley orgánica.





En la indicación N° 1 B, S.E. el Presidente de la República sugiere reemplazar la forma verbal “instruirá” por la forma compuesta “podrá instruir”.

Esta indicación resultó aprobada, con la misma unanimidad que la precedente, esto es, con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.
N° 8)





Este número del artículo 1° del proyecto propone dos modificaciones al artículo 60, que establece las causales de cesación en el cargo de alcalde.





La primera enmienda, consignada en la letra a), recae en el inciso cuarto de este artículo. El texto vigente reconoce competencia al tribunal electoral regional para conocer la causal de remoción del alcalde por impedimento grave, por contravención a la probidad administrativa o por notable abandono de deberes. El requerimiento ha de ser formulado por, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio.





El proyecto propone el reemplazo de este inciso por otros tantos incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo.





En lo pertinente a este informe, el nuevo inciso quinto señala que si en el proceso no aparecen acreditados los hechos constitutivos de remoción del alcalde pero si su responsabilidad administrativa, el tribunal, previa audiencia del afectado, podrá decretar las medidas disciplinarias previstas en el Estatuto Administrativo Municipal (censura, multa, suspensión del empleo desde 30 días a 3 meses y destitución).





Por su parte, el literal b) de este número agrega al artículo 60 un inciso final que señala que sin perjuicio del artículo 51 (se refiere a la fiscalización del municipio por la Contraloría General de la República y a las facultades que en ese ámbito corresponden al alcalde, al consejo y a las unidades municipales), se entenderá que constituye abandono notable de deberes la transgresión inexcusable y manifiesta, por el alcalde o por los concejales, de sus obligaciones constitucionales y legales y toda acción u omisión que les sea imputable con grave detrimento patrimonial para el municipio. Declara también este precepto que constituye causal de notable abandono de deberes el incumplimiento reiterado del alcalde de no pagar oportunamente cotizaciones previsionales de sus funcionarios o de los servicios traspasados o incorporados a la gestión municipal. Consigna, finalmente, que el alcalde velará por el oportuno pago de estas cotizaciones y rendir cuenta de ella al concejo.

En la indicación N° 1, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, don Hernán, proponen reemplazar el inciso quinto por otro que habilita a los concejales para solicitar al tribunal electoral declare la cesación del alcalde en su cargo o, en subsidio las medidas disciplinarias ya mencionadas (en la descripción de dicho inciso).

Seguidamente, en la indicación N° 2, los mismos señores Senadores autores de la precedente, sugieren suprimir el literal b) del número 8 del proyecto, ya descrito; y en la indicación 2 A, el Honorable Senador señor Zaldívar propone agregar una frase final al inciso propuesto por el mencionado literal b), que exime de responsabilidad personal al alcalde o funcionario que administre recursos del municipio por el no pago de obligaciones previsionales como consecuencia de un déficit presupuestario que no les sea imputable.





La indicación N° 1 contó con la aprobación unánime de la Comisión, que se la prestó con los votos de sus miembros presente, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag. Con la misma votación,  la Comisión rechazó la  indicación N° 2, pues la redacción de la norma que ésta proponía suprimir – se estimó – coadyuva a precisar el concepto de notable abandono de deberes.





Esta indicación resultó aprobada con una redacción distinta de la propuesta, como es la de establecer que el alcalde y los demás obligados al pago de estas obligaciones no tendrán responsabilidad civil alguna por las multas e intereses que ellas generen, cuando hubieren sido contraídas en un período alcaldicio anterior en el que ese alcalde no ejerció como titular de ese cargo. Votaron por la aprobación de esta indicación en los términos descritos los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.

N° 9)





Este número del artículo 1° del proyecto modifica el artículo 62 de la ley orgánica municipal, precepto que regula la subrogación del alcalde en caso de ausencia o impedimento no mayor a cuarenta y cinco días o, ciento treinta días en caso de enfermedad.





El inciso segundo dispone que la subrogación (por el funcionario que le siga en jerarquía, excepto el juez de policía local) comprende la representación del municipio, la atribución de convocar al concejo y asistir a sus sesiones con derecho a voz.





El literal a) de este número del proyecto reemplaza el inciso segundo por otro que declara que la subrogación comprende la representación judicial y extra judicial del municipio y el derecho a participar en las sesiones del concejo con derecho a voz. No se incluye la representación protocolar. Agrega que mientras dure la subrogancia, la presidencia del concejo corresponderá al concejal presente más votado en la última elección, salvo la situación prevista en el inciso tercero del artículo 107 (subrogación del alcalde que postula a la reelección por el concejal que no repostula). Concluye este precepto declarando que el concejal que presida el concejo durante la subrogancia representará también protocolarmente al municipio.





La indicación 2 B, de SE. el Presidente de la República propone agregar al final de esta norma la oración “y convocará al concejo.” (el alcalde subrogante), proposición que resultó aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.
N° 10)





Este número del artículo 1 del proyecto modifica al artículo 65 de la ley municipal, disposición que enuncia las atribuciones del alcalde para cuyo ejercicio requiere del acuerdo del concejo. 





El numeral 10) en informe agrega una norma que declara que los concejales podrán proponer al concejo esas materias siempre que ellas no incidan en la administración financiera del municipio.





En la indicación N° 3, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, don Hernán, sugieren eliminar este número.





Esta indicación fue rechazada con la misma unanimidad con que se aprobó la precedente. Se estimó que la norma agregada por el proyecto fortalece el rol de los concejales al tiempo que cautela la atribución del alcalde de administrar los recursos financieros del municipio.
N° 13)





Este número del proyecto reemplaza la letra b) del artículo 74 de la ley vigente, que prohíbe ser candidato a alcalde o a concejal a los miembros o funcionarios de los escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de los Tribunales Constitucional y Calificador de Elecciones, de los tribunales electorales regionales, Fuerzas Armadas, Carabineros e Investigaciones.





El texto de reemplazo agrega a los funcionarios de la Contraloría General de la República, del Tribunal de la Libre Competencia, Tribunal de la Contratación Pública y a los miembros del Consejo para la Transparencia.





En la indicación N° 4, los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, don Hernán, proponen reemplazar este numeral por otro que menciona a las mismas instituciones de éste, pero agrega, además, a las personas que hubieren desempeñado funciones jurisdiccionales en tribunales colegiados y a los miembros de la Defensoría Penal o quienes se hubieren desempeñado como defensores bajo el régimen de licitaciones de defensa penal. Esta indicación también resultó rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, pues la prohibición a que se refiere el artículo 74 afecta sólo a los cargos actuales y no debe extenderse más allá del término de su ejercicio.
N° 17)





Este número del artículo 1° del proyecto contiene dos enmiendas al artículo 79 de la ley municipal, que en los diversos literales que lo conforman, enumera las atribuciones del concejo.





El literal b) dispone que al concejo le corresponde pronunciarse acerca de los asuntos a que se refiere el artículo 65. (Los que son de competencia del alcalde que requieren del acuerdo del consejo).





El proyecto agrega a esta atribución una norma que obliga a los concejales presentes a expresar su voto favorable o adverso respecto del asunto que se está discutiendo, salvo que les asista un motivo o causal de inhabilitación o abstención, debiendo dejarse constancia en actas de esta circunstancia.





Por su parte, el literal l) del artículo 79 preceptúa que corresponde al concejo fiscalizar las unidades y servicios municipales.





En relación con esta forma de fiscalización, el proyecto también incorpora una norma que dispone que en tal condición (función fiscalizadora) el concejo, con al menos un tercio de sus miembros, podrá citar a cualquier director municipal a sus sesiones para requerir información en materias de su competencia. Agrega que el reglamento del concejo regulará el procedimiento para las citaciones.





En la indicación N° 5, Los Honorables senadores señores Coloma y Larraín, don Hernán, sugieren suprimir este número del proyecto, proposición que fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag, quienes estimaron que la norma contenida en el proyecto contribuye a transparentar el funcionamiento del concejo.
- - -





En seguida, en la indicación N° 5A, S.E. el Presidente de la República propone intercalar un nuevo numeral 20 al artículo 1° del proyecto, que modifica el artículo 88.





El referido precepto, inciso primero, reconoce a los concejales el derecho a percibir una dieta mensual de entre seis y doce unidades tributarias mensuales, según lo acuerde el concejo anualmente con el voto de los dos tercios de sus miembros.





A su turno, el inciso sexto dispone que cada concejal percibirá una asignación adicional, que se pagará en enero de cada año, equivalente a seis unidades tributarias mensuales, siempre que hayan asistido, a lo menos, al 75% de las sesiones celebradas en el período.





En la indicación N° 5 A, el Ejecutivo reemplaza en el inciso primero las palabras “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente, y en el inciso sexto la expresión “seis” por los términos “siete coma ocho”. (En ambos casos se propone un incremento de la dieta). Esta indicación fue aprobada en los términos propuestos con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.
N° 21)





Pasa a ser N° 22.





Este número incorpora un artículo 92 bis, nuevo, que obliga a los municipios, de acuerdo con sus disponibilidades financieras, a dotar al concejo y a los concejales de los medios de apoyo necesarios para el cumplimiento de sus funciones.





El inciso segundo de este nuevo precepto agrega, para los fines del inciso anterior, que en la primera sesión ordinaria del concejo el alcalde propondrá los medios que se usarán en el respectivo período. El acuerdo que recaiga en la proposición formará parte del reglamento interno de funcionamiento del concejo y será publicado en el sitio electrónico del municipio de conformidad con la ley sobre acceso a la información pública.





En la indicación N° 5 B, S.E. el Presidente de la República incorpora un inciso tercero, nuevo, a este precepto del proyecto, que faculta al municipio, conforme con su disponibilidad financiera, para incluir en el presupuesto municipal recursos para la capacitación de los concejales en materias vinculadas con la gestión municipal.





Esta indicación también contó con la aprobación unánime de los miembros presentes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.

- - -





A continuación, en la indicación N° 5 C, el Honorable Senador señor Bianchi propone reemplazar al artículo 4° del proyecto, que crea el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales.





El texto del proyecto, inciso primero, crea el mencionado Fondo, que dependerá de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y que será administrado por el directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de Subdere, y que estará destinado a financiar la formación de los funcionarios en materias específicas del municipio y a crear las habilidades que se requieren para desempeñar determinados cargos.





En su inciso segundo este artículo dispone que el Fondo se conformará con los aportes que le asigne la ley de presupuestos u otros aportes y que con cargo a esos fondos (inciso tercero) se financiarán becas para la obtención de títulos profesionales, de técnicos, de diplomados o postítulo, cuyos contenidos están relacionados con materias afines con la gestión municipal.





El inciso cuarto establece que los contenidos formativos de estas becas se determinarán mediante convocatoria de la Subdere a las universidades, institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, para que propongan sus programas, todo lo cual será evaluado y aprobado por la Subdere conforme a los criterios señalados en la fase convocatoria.





La indicación N° 5 C reproduce el precepto descrito pero agrega una disposición que crea los comités bipartitos para capacitación interna y externa, encargando a la Subdere la elaboración de un reglamento para su funcionamiento (el de los comités). El reglamento deberá contener la representatividad de las partes, la vigencia, el nombramiento, los tipos de capacitación, la dependencia al interior de los municipios y demás materias vinculadas.





Si bien en el debate de esta indicación se levantó cuestión de inadmisibilidad pues incide en materias que la Constitución reserva a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, durante su análisis y en lo que ella difiere del proyecto, se reemplazó su texto con otro que presenta las siguientes innovaciones:





1.- Se propone incluir la idea de los comités bipartitos en la ley N° 18.883, Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, por estimarse que es este el cuerpo legal adecuado para contener la disposición.





2.- Se reemplazó su redacción por otra que declara que en las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.





3.- La Comisión estimó que la redacción aprobada neutraliza la cuestión de inadmisibilidad pues no afecta los presupuestos del artículo 65 de la Constitución Política para reservar al Ejecutivo la iniciativa de ley, toda vez que dichos comités no constituirán servicios públicos o empleos rentados ni ejercerán atribuciones o funciones ejecutivas.





4.- La indicación así modificada se consigna en un nuevo artículo 12 del proyecto.





Aprobaron esta indicación modificada en los términos descritos los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis y Sabag.

- - -





En la indicación N° 5 D, S.E. el Presidente de la República incorpora al proyecto un artículo 11, nuevo, que faculta a los municipios para que dentro de los doce meses siguientes a la publicación de esta ley, previo acuerdo del concejo, celebren convenios de pago por deudas derivadas de derechos de aseo, y condonar multas e intereses por este concepto. Los municipios podrán condonar hasta el 90% de las multas e intereses cuando el contribuyente pague de contado la deuda, y hasta el 70% en caso de pactar cuotas.





Esta indicación resultó aprobada con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Orpis.





Con todo, al prestar su aprobación a esta indicación, la Comisión examinó una propuesta de los alcaldes señores Santiago Rebolledo y Christian Vittori consistente en facultar a los municipios para ampliar la condonación de intereses y multas ya sea hasta un 100 o un 90%, y sin la condición que plantea el proyecto de pactar cuotas.





El Subsecretario señor Flores se comprometió a tratar este asunto en la Comisión de Hacienda, antes de que el proyecto sea considerado por la Sala.





Finalmente, en la indicación N° 5 E, S.E. el Presidente de la República agrega a este proyecto un artículo cuarto transitorio que dispone que para efectos del artículo 16 (el nuevo texto propuesto en el N°1) del artículo 1° del proyecto), en los municipios cuyas plantas no consideran cargos directivos de las unidades mencionadas en este precepto (unidad de desarrollo comunitario, unidad de administración y finanzas y unidad de control), éstos se crearán por el ministerio de esta ley. Los cargos tendrán dos grados en la escala de remuneraciones inmediatamente inferiores al del alcalde. Además, los cargos señalados en el artículo 47 (secretario comunal de planificación y los cargos que importen dirigir las unidades jurídicas, de salud y de educación y demás incorporados a su gestión y de desarrollo comunitario) mantendrán la condición de exclusiva confianza.





La indicación descrita fue objeto de un debate en el que se destacó el interés de algunas agrupaciones de funcionarios de enmendar su redacción de modo de corregir la desnivelación que eventualmente ocasionare la aplicación de la norma, corrección que puede traer consigo un aumento en el gasto de remuneraciones.





Esta indicación resultó rechazada con los votos de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei y Orpis.

MODIFICACIONES


De conformidad con los acuerdos adoptados, esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra someter a la consideración de la Sala el proyecto de ley aprobado en general, con las siguientes enmiendas:
Artículo 1°

N° 1)

Reemplazarlo por el siguiente:

1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.

En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, a lo menos, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente, sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga.”.

(Indicación N° 1A, unanimidad 4X0).

N° 4)

Sustituir en el inciso segundo del artículo 51 que propone este número la forma verbal “instruirá” por “podrá instruir”.

(Indicación N° 1B, unanimidad 4X0).

N° 8)

Introducir las siguientes modificaciones en este número:

1.- Reemplazar el nuevo inciso quinto del artículo 60 propuesto en el literal a) de este número, por el siguiente:

En el requerimiento, los concejales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

(Indicación N° 1, unanimidad 4X0).

2.- Reemplazar el literal b) de este número por el siguiente:

“b) Agréganse los siguientes incisos finales:

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.

Con todo, cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado.”.”.

(Indicación N° 2 A, unanimidad 4X0).

N° 9)

Agregar al final del inciso segundo del artículo 62 propuesto por el literal a) de este número, la frase “y convocará al concejo.”, precedida de una coma (,).

(Indicación N° 2 B, unanimidad 4X0).

- - -

Consignar, a continuación, el siguiente número 20), nuevo:

“20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:

a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente.

b) Sustitúyese en el inciso sexto el guarismo “seis” por “siete coma ocho.”.

(Indicación N° 5A, unanimidad 4X0).

- - -

N° 20)

Pasa a ser N° 21), sin enmiendas.

N° 21)

Pasa a ser N° 22).

Incorporar el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 92 bis propuesto por este número:

“Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.


(Indicación N° 5B, unanimidad 4X0).

N°s. 22) y 23)





Pasan a ser números 23) y 24), respectivamente, sin enmiendas.

- - -

Consignar, finalmente, los siguientes artículos 11 y 12, nuevos, en el articulado permanente:

“Artículo 11.- Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.

En el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.

(Indicación N° 5D, unanimidad 3X0).

Artículo 12.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 28 de la ley N° 18.883:

“En las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.”.”.


(Indicación N° 5C, unanimidad 4X0).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones descritas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.

En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, a lo menos, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente, sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga.”.

2) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente: 

“Artículo 17.- Las municipalidades de comunas con menos de cien mil habitantes podrán refundir, en una sola unidad, dos o más funciones genéricas, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran. Esta facultad no podrá ejercerse respecto de las unidades mínimas señaladas en el artículo anterior.”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29:

a) Reemplázase, en la letra c) del inciso primero, el punto y coma que sigue a la palabra “disponible”, por un punto seguido, y agrégase la siguiente oración: “Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los actos. Si el alcalde no tomare medidas administrativas con el objeto de enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República;”.

b) Sustitúyese, en el literal d) del inciso primero, la última coma y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en la letra e) del inciso primero, el punto final por la conjunción “y” precedida de un punto y coma.

d) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente literal f): 

“f) Realizar, con la periodicidad que determine el reglamento señalado en el artículo 92, una presentación en sesión de comisión del concejo, destinada a que sus miembros puedan formular consultas referidas al cumplimiento de las funciones que le competen.”.

4) Incorpóranse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero: 

“Si en el ejercicio de tales facultades la Contraloría General de la República determina la existencia de actos u omisiones de carácter ilegal podrá instruir el correspondiente procedimiento disciplinario, según lo dispuesto en el artículo 133 bis y siguientes de la ley Nº 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

Si como consecuencia de la investigación practicada, la que deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo municipal, para efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 60.”.

5) Intercálase, a continuación del artículo 51, el siguiente artículo 51 bis:

“Artículo 51 bis.- El plazo para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.

Con todo, podrá incoarse dicho procedimiento, dentro de los seis meses posteriores al término de su período edilicio, en contra del alcalde o concejal que ya hubiere cesado en su cargo, para el solo efecto de aplicar la causal de inhabilidad dispuesta en el inciso octavo del artículo 60 y en el inciso segundo del artículo 77.”.

6) Incorpórase, en el artículo 55, el siguiente inciso segundo: 

“Serán también puestos en conocimiento del concejo, con la periodicidad que determine el reglamento establecido en el artículo 92, la nómina de todas aquellas solicitudes de información pública recibidas, así como las respectivas respuestas entregadas por la municipalidad, que se realicen en el marco de lo dispuesto por la ley Nº 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.

7) Intercálase, en el artículo 58, el siguiente inciso segundo: 

“El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables del periodo alcaldicio inmediatamente precedente, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes, sin perjuicio de que se aplique, a su respecto, lo previsto en el artículo 51 bis.”.

8) Introdúcense, en el artículo 60, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, pasando el actual inciso quinto a ser octavo:

“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado. 

En el requerimiento, los concejales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.

El mismo procedimiento descrito en los incisos anteriores se utilizará cuando el Tribunal Electoral Regional estime que uno o más concejales han incurrido en una contravención grave de las normas sobre probidad administrativa o en notable abandono de deberes, lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley.”.

b) Agréganse los siguientes incisos finales: 

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.

Con todo, cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial de la municipalidad y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del concejo la ejercerá el concejal presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección municipal respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 107. El concejal que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente a la municipalidad, y convocará al concejo.”.

b) Intercálase, en el inciso quinto, entre la preposición “en” y la palabra “sesión”, la expresión “una única”.

c) Reemplázase, en el mismo inciso quinto, el vocablo “doce” por “diez”.

d) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo: 

“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que esta.

Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse, en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir alcalde, se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde aquel concejal que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquel de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva. 

Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.”.

10) Intercálase en el inciso segundo del artículo 65, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “No obstante de lo expresado precedentemente, los concejales podrán someter a consideración del concejo las materias señaladas anteriormente, siempre que éstas no incidan en la administración financiera del municipio.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 67:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberán ser invitados también a esta sesión del concejo, las principales organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.”.

b) Agrégase, en la letra d), entre la palabra “resumen” y la preposición “de”, la frase “de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo Para la Transparencia, y”.

c) Reemplázase, en la letra f), la conjunción “y” y la coma  que la antecede, por un punto y coma.

d) Intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual a ser letra h): 

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando estos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados; de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación; de la situación previsional del personal vinculado a las áreas de educación y salud; del grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal; y”. 

e) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su periodo alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes. Dicha Acta deberá ser suscrita por el secretario municipal y el jefe de la unidad de control. Sin embargo, podrán no suscribirla si no estuviesen de acuerdo con sus contenidos, debiendo comunicar ello al alcalde que termina su mandato. El Acta de Traspaso de Gestión se entregará tanto al alcalde que asume como a los nuevos concejales que se integrarán, a contar de la sesión de instalación del concejo.”.

12) Sustitúyese la letra b) del artículo 73 por la siguiente: 

“b) Haber aprobado la enseñanza media o su equivalente;”.

13) Reemplázase el literal b) del artículo 74 por el siguiente: 

“b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; y”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 75:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 75.- Los cargos de concejales serán incompatibles con los de miembro de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b) del artículo anterior. También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe.”.

b) Reemplázanse, en el literal a) del inciso segundo, el signo de puntuación coma y la conjunción “y” que siguen al guarismo “74”, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en el literal b) del inciso segundo, el punto aparte por un punto y coma, seguido de la conjunción “y”.

d) Intercálase la siguiente letra c): 

“c) Los que tengan, respecto del alcalde de la misma municipalidad, la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad inclusive.”.

15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76:

a) Reemplázase, en la letra c), el vocablo “cincuenta” por “veinticinco”.

b) Intercálase, en el literal f), a continuación de la palabra “administrativa”, precedida de una coma, la frase “en notable abandono de deberes”.

16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 77:

a) Intercálase, a continuación de la palabra “requerimiento”, la expresión “, según corresponda, del alcalde o”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 

“Al concejal que fuere removido de su cargo, por la causal prevista en la letra f) del artículo precedente, le será aplicable la inhabilidad establecida en el artículo 60.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:

a) Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los concejales presentes en la votación respectiva deberán expresar su voluntad, favorable o adversa, respecto de las materias sometidas a aprobación del concejo, a menos que les asista algún motivo o causa para inhabilitarse o abstenerse de emitir su voto, debiendo dejarse constancia de ello en el acta respectiva;”.

b) Agrégase, en la letra l), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el ejercicio de su función fiscalizadora, el concejo, con el acuerdo de, al menos, un tercio de sus miembros, podrá citar a cualquier director municipal para que asista a sesiones del concejo con el objeto de formularle preguntas y requerir información en relación con materias propias de su dirección. El reglamento de funcionamiento del concejo establecerá el procedimiento y demás normas necesarias para regular estas citaciones;”.

18) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 80, la oración final siguiente:

“No obstante lo anteriormente señalado, el concejo podrá disponer de la contratación de una auditoría externa que evalúe el estado de situación financiera del municipio, cada vez que se inicie un periodo alcaldicio. Aquella deberá acordarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la instalación del concejo, a que se refiere el inciso primero del artículo 83, y el alcalde requerirá, también, el acuerdo del concejo para adjudicar dicha auditoría.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 86:

a) Reemplázase en su inciso tercero las palabras “al alcalde” por la expresión “a quien presida la sesión”.

b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: 

“Los alcaldes no serán considerados para el cálculo del quórum exigido para que el concejo pueda sesionar, pero sí en aquel requerido para adoptar acuerdos.”.

20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:

a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente.

b) Sustitúyese en el inciso sexto el guarismo “seis” por “siete coma ocho.”.

21) Sustitúyese el inciso primero del artículo 90 por el siguiente: 

“Artículo 90.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de concejal deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales hasta por ocho horas semanales, no acumulables, con el objeto de asistir a todas las sesiones del concejo y de las comisiones de trabajo que éste constituya. Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario municipal.”.

22) Incorpórase, a continuación del artículo 92, el siguiente artículo 92 bis:

“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal y a los concejales de los medios de apoyo, útiles y apropiados, para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 

Para ello, durante la primera sesión ordinaria, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del reglamento interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.

23) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 94, la palabra “marzo” por “mayo”.

24) Introdúcense, en el inciso tercero del artículo 107, las siguientes modificaciones: 

a) Intercálase, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado”, la siguiente frase: “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del concejo con derecho a voz y voto. Sin embargo,”. 

b) Introdúcese, a continuación de la expresión “dicho cargo”, la frase “o postulando al cargo de alcalde”.

Artículo 2º.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 118 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, la expresión “al artículo 76, letra b)”, por “al artículo 60”.

Artículo 3º.- Incorpórase, en el decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente artículo 60 bis:

“Artículo 60 bis.- Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar, trimestralmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías que se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías, previo a resolver, notificará al municipio respectivo, el que tendrá quince días para presentar sus descargos.”.

Artículo 4°.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa subsecretaría, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 

El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.

Con cargo a este fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título profesional, técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 

La determinación de las acciones formativas mediante las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones, para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva.

Artículo 5°.- Los beneficios que se otorguen a cada becario, conforme lo señalado en el artículo anterior, consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención, por un máximo de trece unidades tributarias mensuales, por el período correspondiente a la beca, con un máximo de dos años.

Cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos de los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.

Artículo 6°.- Los requisitos mínimos de postulación para ser beneficiario de lo dispuesto en los artículos 4° y 5° serán:

a) Ser funcionario de planta o contrata, con al menos cinco años de antigüedad en la municipalidad inmediatamente anteriores al momento de la postulación.

b) No haber sido sancionado con medida disciplinaria, en los últimos cuatro años, o estar sometido, al momento de la postulación, a sumario administrativo o investigación sumaria, en calidad de inculpado.

c) No encontrarse, al momento de la postulación, formalizado en un proceso penal.

d) No mantener, a la fecha de la postulación, deudas con la municipalidad o con instituciones públicas derivadas del otorgamiento de becas.

Artículo 7°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 

El becario tendrá como obligación aprobar, en tiempo y forma, el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquiera otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.

Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha subsecretaría un convenio, ante notario público, en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario; compromisos y obligaciones de este; plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios; la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio, y la obligación del becario de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido, con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 

Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad con las normas dispuestas por la ley Nº10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.

El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquiera otra beca con financiamiento del sector público.

Artículo 8°.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.

Artículo 9°.- Las municipalidades elaborarán un plan anual, que deberá presentarse al concejo junto con el presupuesto municipal, en el que se definirán, entre otros aspectos, las áreas prioritarias de estudio financiables por esta vía, los criterios de selección de los postulantes y las condiciones que permitan el acceso igualitario de sus funcionarios a este beneficio.

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 de la ley Nº19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “económico y social comunal” por “comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“Las modificaciones de los límites de las unidades vecinales se podrán realizar cuando se sancione o modifique el plan comunal de desarrollo, según lo dispuesto en el artículo 7º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, y requerirán del acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros del concejo.”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “públicos” la frase “, así como en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”. 

d) Incorpórase el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, y dentro del mismo plazo señalado, deberá informarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y al Ministerio de Desarrollo Social respecto de las modificaciones que a ellos se hagan, a través de los medios de registro y en los formatos que estos dispongan para dichos efectos.”.


Artículo 11.- Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.

En el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.

Artículo 12.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 28 de la ley N° 18.883:

“En las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Lo dispuesto en el numeral 12) del artículo 1º de la presente ley regirá a contar de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2020.

Artículo segundo.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 74 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en lo referido a requisitos de elegibilidad de alcaldes y concejales, tendrán vigencia a contar de la fecha en que deban declararse las candidaturas correspondientes a las elecciones municipales del año 2016, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 107 y siguientes de dicha ley. 

A su vez, las modificaciones introducidas por la presente ley en el artículo 75 de la ley Nº18.695, en lo referido a incompatibilidades para desempeñar el cargo de concejal, entrarán a regir el 6 de diciembre de 2016.”.

Artículo tercero.- La causal de cesación contemplada en la parte final del último inciso del artículo 60 de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, referida al no pago íntegro y oportuno de cotizaciones previsionales, se aplicará sólo por hechos sucedidos con posterioridad a la publicación de esta ley.”.

- - -



Acordado en sesiones celebradas los días 17 de diciembre de 2013 y 6 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Bianchi (Presidente) y señores Frei, Orpis y Sabag.


Sala de la Comisión, a 9 de enero de 2014. 
(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA EL ROL FISCALIZADOR DEL CONCEJO; FORTALECE LA TRANSPARENCIA Y PROBIDAD EN LAS MUNICIPALIDADES; CREA CARGOS Y MODIFICA NORMAS SOBRE PERSONAL Y FINANZAS MUNICIPALES 

(8210-06)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.
A la sesión en que se consideró esta iniciativa de ley asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor Sabag. 

Asimismo, concurrieron:

De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: los asesores, señores Álvaro Villanueva y Mauricio Cisternas.

De la Secretaría General de la Presidencia: el asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El Jefe de Gabinete del Honorable Senador señor Zaldívar, señor Christian Valenzuela.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado se deja constancia de que la Comisión introdujo una modificación respecto del segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, consistente en suprimir el inciso segundo del artículo 11.
- - -
De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°, numerales 20), letras a) y b); 22) y 24) letra a); 3°; 4°; 5°; 7°; 8° y 11 , en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, como reglamentariamente corresponde.
La Comisión acordó, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar, dejar constancia y solicitar a la Sala que se vote separadamente la modificación introducida por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, en el numeral 1) del artículo 1°, que no es de competencia de la Comisión de Hacienda, en razón de que el Ejecutivo hizo presente una inconsistencia en el contenido del proyecto de ley.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY
Modificar diversos cuerpos normativos (ley orgánica de municipalidades; ley de rentas municipales y Estatuto Administrativo Municipal) en materias relativas a finanzas, fiscalización, transparencia y probidad, perfeccionando el rol del concejo; crear cargos en las plantas que actualmente no los consideran y modificar otras normas en materia de personal municipal.
- - -

DISCUSIÓN 

Las disposiciones de competencia de la Comisión se reseñan de manera sumaria a continuación:
Artículo 1°

Introduce modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

Número 20)

Introduce modificaciones en el artículo 88 de la ley orgánica constitucional de Municipalidades.

Letra a)
Reemplaza en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente, referidos a la dieta mensual que tienen derecho a percibir los concejales.
Letra b)
Sustituye, en el inciso sexto, el guarismo “seis” por “siete coma ocho” referidos a la asignación adicional anual que tienen derecho a recibir los concejales.

Puesto en votación el numeral y sus literales, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 22)
Incorpora, a continuación del artículo 92, el siguiente artículo 92 bis:

“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal y a los concejales de los medios de apoyo, útiles y apropiados, para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 

Para ello, durante la primera sesión ordinaria, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del reglamento interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.

Puesto en votación el numeral, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Número 24)
Introduce modificaciones en el inciso tercero del artículo 107.

Letra a)
Intercala, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado”, la siguiente frase: “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del concejo con derecho a voz y voto. Sin embargo,”, referido al período en que un alcalde se encuentra repostulando a dicho cargo.
El Honorable Senador señor García consultó cuál es la exacta situación en que queda el alcalde que postula a su reelección en cuanto a su participación en el concejo.

El asesor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Mauricio Cisternas, señaló que actualmente el alcalde que repostula al cargo queda suspendido de participar en el concejo y no se le paga la remuneración correspondiente. Ahora, indicó, se propone que reciba su remuneración para lo cual debe desempeñar alguna función, que será la de participar en el concejo.

El Honorable Senador señor Escalona preguntó qué ocurre con el voto dirimente del alcalde.  

El asesor, señor Cisternas, explicó que la Contraloría General de la República dictaminó que el alcalde siempre tiene derecho a voto en el concejo, y adicionalmente, en caso de empate, cuenta con el voto dirimente.

El Honorable Senador señor Sabag observó que la disposición resuelve una inequidad que se produce respecto de los alcaldes que pierden su derecho a recibir remuneración.
Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 3°

Incorpora, en el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente artículo 60 bis, nuevo:

“Artículo 60 bis.- Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar, trimestralmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías que se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías, previo a resolver, notificará al municipio respectivo, el que tendrá quince días para presentar sus descargos.”.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 4°

Su texto es el siguiente:

“Artículo 4°.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa subsecretaría, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 

El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.

Con cargo a este fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título profesional, técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 

La determinación de las acciones formativas mediante las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones, para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 5°

Dispone que los beneficios que se otorguen a cada becario, conforme lo señalado en el artículo 4°, consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención, por un máximo de trece unidades tributarias mensuales, por el período correspondiente a la beca, con un máximo de dos años.

Asimismo, establece que cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos de los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 7°

Es del siguiente tenor:

“Artículo 7°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 

El becario tendrá como obligación aprobar, en tiempo y forma, el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquiera otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.

Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha subsecretaría un convenio, ante notario público, en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario; compromisos y obligaciones de este; plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios; la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio, y la obligación del becario de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido, con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 

Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad con las normas dispuestas por la ley Nº10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.

El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquiera otra beca con financiamiento del sector público.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 8°
Establece que un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
Artículo 11
Faculta a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.

En el inciso segundo establece que en el ejercicio de dichas facultades, podrán, según corresponda, condonar hasta el 90% de lo adeudado por multas e intereses, cuando el contribuyente pague de contado la obligación adeudada, y hasta el 70% en el caso de pactarse pago en cuotas.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó qué la Asociación Chilena de Municipalidades ha hecho presente que son partidarios de permitir que la condonación de multas e intereses pueda llegar hasta el 100%, si se hace pago al contado, y 90% si es en cuotas. 

Agregó que dicha Asociación ha explicado que el porcentaje de pago de los derechos de aseo es muy alto en los casos que acompaña el pago de las contribuciones de bienes raíces, pero cuando las propiedades se encuentran exentas de dicho tributo el nivel de pago disminuye muchísimo y son 700.000 los actuales deudores.  

Asimismo, estimó que la Comisión puede modificar el inciso segundo debido a que los derechos de aseo no son un tributo.

El asesor, señor Cisternas, expresó que los derechos de aseo son un servicio que presta el municipio y que es remunerado por el usuario en un monto determinado por la municipalidad mediante ordenanza.

Acotó que si un privado produce más de 60 litros de desechos al mes puede contratar a un privado el aseo respectivo, eximiéndose del servicio municipal.

Añadió que el problema de no pago se produce con las propiedades cuyo avalúo se encuentra entre 8 y 18 millones de pesos aproximadamente, porque son las que deben pagar derechos de aseo pero se encuentran exentas del pago de contribuciones. Agregó que las municipalidades quisieran tener la posibilidad de contratar con las empresas de servicios básicos el envío de los cobros correspondientes.

El Honorable Senador señor Escalona consideró que los derechos de aseo como servicio o tasa quedan comprendidos dentro del concepto de tributos de cualquier clase o  naturaleza del artículo 65, inciso cuarto, número 1° de la Constitución Política de la República.

El Honorable Senador señor Lagos observó que no es posible para el vecino de una comuna negarse a recibir el servicio de aseo, por lo que se trata de un pago obligatorio que debe efectuar.

 El Honorable Senador señor Novoa manifestó que se trata de un derecho cuyo pago es obligatorio, por lo que debe considerarse como un gravamen o tributo.  

Además, se le está otorgando una facultad al concejo y es discutible que la Comisión pueda ampliar dicha facultad.

El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó votación separada del inciso segundo de la disposición.
En votación el inciso segundo del artículo 11, resultó rechazado con los votos en contra de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Zaldívar, y los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona y Novoa.

Puesto en votación el resto del artículo, esto es, el inciso primero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
El Honorable Senador señor Zaldívar solicitó dejar constancia de que el rechazo del inciso segundo permite que la Municipalidad, previo acuerdo del concejo, determine el monto o porcentaje a condonar por concepto de multas e intereses, tal cual lo señala en forma expresa el inciso primero que se acaba de aprobar.
- - -

INFORME FINANCIERO



El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 6 de marzo de 2012,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El proyecto de ley en referencia modifica la Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades; Ley N°18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales y Decreto Ley N°3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales. En lo relativo a la Ley N°18.695 establece normas respecto de la organización interna de las municipalidades; rol fiscalizador de la Unidad de Control y de la Contraloría General de la República; responsabilidad, subrogancia, atribuciones y remoción del Alcalde; y normas relativas al Concejo Municipal. Respecto de la Ley N°18.883, modifica la normativa relativa al límite para la contratación de personal y respecto del porcentaje de personal a contrata que desempeña funciones directivas. En cuanto al Decreto Ley N°3.063, de 1979, establece normas que favorecen el pago oportuno de las cotizaciones previsionales por parte de los municipios mediante la retención por parte del Servicio de Tesorerías de los anticipos correspondientes al Fondo Común Municipal.

Asimismo, establece el procedimiento para la selección, administración y evaluación de los directivos indicados en el artículo 16 de la Ley N°18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. Por último, establece la creación de un Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas a sus funciones.

II. Efectos del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

El proyecto de ley en comento, no implicará mayores costos fiscales toda vez que los eventuales costos que se deriven deberán ser financiados por los propios municipios. Con todo, y en lo relativo al Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, éste deberá ser financiado con los recursos que anualmente se consulten en las respectivas Leyes de Presupuestos.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES




En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, con la siguiente enmienda:
Artículo 11

Inciso segundo
Suprimirlo. (Mayoría de votos 3 en contra y 2 a favor. Solicitud de votación separada)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:

1) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

“Artículo 16.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la organización interna de las municipalidades deberá considerar, a lo menos, las siguientes unidades: Secretaría Municipal, Secretaría Comunal de Planificación, Unidad de Desarrollo Comunitario, Unidad de Administración y Finanzas y Unidad de Control.

En aquellas comunas que tengan más de cien mil habitantes deberán considerarse, a lo menos, las unidades encargadas de cada una de las demás funciones genéricas señaladas en el artículo precedente, sin perjuicio de otras que cada municipalidad disponga.”.
2) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente: 

“Artículo 17.- Las municipalidades de comunas con menos de cien mil habitantes podrán refundir, en una sola unidad, dos o más funciones genéricas, cuando las necesidades y características de la comuna respectiva así lo requieran. Esta facultad no podrá ejercerse respecto de las unidades mínimas señaladas en el artículo anterior.”.

3) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 29:

a) Reemplázase, en la letra c) del inciso primero, el punto y coma que sigue a la palabra “disponible”, por un punto seguido, y agrégase la siguiente oración: “Dicha representación deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes a aquel en que la unidad de control haya tomado conocimiento de los actos. Si el alcalde no tomare medidas administrativas con el objeto de enmendar el acto representado, la unidad de control deberá remitir dicha información a la Contraloría General de la República;”.

b) Sustitúyese, en el literal d) del inciso primero, la última coma y la conjunción “y” que le sigue, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en la letra e) del inciso primero, el punto final por la conjunción “y” precedida de un punto y coma.

d) Agrégase, en el inciso primero, el siguiente literal f): 

“f) Realizar, con la periodicidad que determine el reglamento señalado en el artículo 92, una presentación en sesión de comisión del concejo, destinada a que sus miembros puedan formular consultas referidas al cumplimiento de las funciones que le competen.”.

4) Incorpóranse, en el artículo 51, los siguientes incisos segundo y tercero: 

“Si en el ejercicio de tales facultades la Contraloría General de la República determina la existencia de actos u omisiones de carácter ilegal podrá instruir el correspondiente procedimiento disciplinario, según lo dispuesto en el artículo 133 bis y siguientes de la ley Nº 10.336, de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República.

Si como consecuencia de la investigación practicada, la que deberá respetar las reglas del debido proceso, dicho órgano considerase que se encuentra acreditada la responsabilidad administrativa del alcalde, deberá remitir los antecedentes al concejo municipal, para efectos de lo dispuesto en la letra c) del artículo 60.”.

5) Intercálase, a continuación del artículo 51, el siguiente artículo 51 bis:

“Artículo 51 bis.- El plazo para hacer efectiva la responsabilidad de los alcaldes y concejales, por acciones u omisiones que afecten la probidad administrativa o que impliquen un notable abandono de deberes, se contará desde la fecha de la correspondiente acción u omisión.

Con todo, podrá incoarse dicho procedimiento, dentro de los seis meses posteriores al término de su período edilicio, en contra del alcalde o concejal que ya hubiere cesado en su cargo, para el solo efecto de aplicar la causal de inhabilidad dispuesta en el inciso octavo del artículo 60 y en el inciso segundo del artículo 77.”.

6) Incorpórase, en el artículo 55, el siguiente inciso segundo: 

“Serán también puestos en conocimiento del concejo, con la periodicidad que determine el reglamento establecido en el artículo 92, la nómina de todas aquellas solicitudes de información pública recibidas, así como las respectivas respuestas entregadas por la municipalidad, que se realicen en el marco de lo dispuesto por la ley Nº 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.”.

7) Intercálase, en el artículo 58, el siguiente inciso segundo: 

“El alcalde que sea reelegido será responsable por las acciones y omisiones imputables del periodo alcaldicio inmediatamente precedente, que afecten la probidad administrativa o impliquen un notable abandono de deberes, sin perjuicio de que se aplique, a su respecto, lo previsto en el artículo 51 bis.”.

8) Introdúcense, en el artículo 60, las siguientes modificaciones:

a) Reemplázase el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto, quinto, sexto y séptimo, pasando el actual inciso quinto a ser octavo:

“La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los concejales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los Tribunales Electorales Regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado. 

En el requerimiento, los concejales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en las letras a), b) y c) del artículo 120 de la ley N° 18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.

El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.

El mismo procedimiento descrito en los incisos anteriores se utilizará cuando el Tribunal Electoral Regional estime que uno o más concejales han incurrido en una contravención grave de las normas sobre probidad administrativa o en notable abandono de deberes, lo cual se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 77 de esta ley.”.

b) Agréganse los siguientes incisos finales: 

“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 51, se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el alcalde o concejal transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución y las demás normas que regulan el funcionamiento municipal; así como en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio de la municipalidad y afecte gravemente la actividad municipal destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. Se entenderá, asimismo, que se configura un notable abandono de deberes cuando el alcalde, en forma reiterada, no pague íntegra y oportunamente las cotizaciones previsionales correspondientes a sus funcionarios o a trabajadores de los servicios traspasados en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-3.063, de 1979, del Ministerio del Interior, y de aquellos servicios incorporados a la gestión municipal. El alcalde siempre deberá velar por el cabal y oportuno pago de las cotizaciones previsionales de los funcionarios y trabajadores señalados precedentemente, y trimestralmente deberá rendir cuenta al concejo municipal del estado en que se encuentra el cumplimiento de dicha obligación.

Con todo, cuando un alcalde pagare deudas previsionales originadas en un período alcaldicio anterior en el que no haya ejercido funciones como titular de ese cargo, él y los demás funcionarios que intervinieren en el pago estarán exentos de responsabilidad civil por las multas e intereses que dichas deudas hubieren ocasionado.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 

“La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial de la municipalidad y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del concejo la ejercerá el concejal presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección municipal respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 107. El concejal que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente a la municipalidad, y convocará al concejo.”.

b) Intercálase, en el inciso quinto, entre la preposición “en” y la palabra “sesión”, la expresión “una única”.

c) Reemplázase, en el mismo inciso quinto, el vocablo “doce” por “diez”.

d) Agréganse los siguientes incisos sexto, séptimo y octavo: 

“En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que esta.

Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse, en la fecha convocada, el secretario municipal citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir alcalde, se celebrará con el o los concejales que asistan y resultará elegido alcalde aquel concejal que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado alcalde aquel de los concejales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección municipal respectiva. 

Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como alcalde aquel concejal en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección municipal correspondiente.”.

10) Intercálase en el inciso segundo del artículo 65, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: “No obstante de lo expresado precedentemente, los concejales podrán someter a consideración del concejo las materias señaladas anteriormente, siempre que éstas no incidan en la administración financiera del municipio.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 67:

a) Agrégase, en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Deberán ser invitados también a esta sesión del concejo, las principales organizaciones comunitarias y otras relevantes de la comuna; las autoridades locales, regionales, y los parlamentarios que representen al distrito y la circunscripción a que pertenezca la comuna respectiva.”.

b) Agrégase, en la letra d), entre la palabra “resumen” y la preposición “de”, la frase “de las auditorías, sumarios y juicios en que la municipalidad sea parte, las resoluciones que respecto del municipio haya dictado el Consejo Para la Transparencia, y”.

c) Reemplázase, en la letra f), la conjunción “y” y la coma  que la antecede, por un punto y coma.

d) Intercálase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual a ser letra h): 

“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de educación y salud, cuando estos sean de administración municipal, tales como el número de colegios y alumnos matriculados; de los resultados obtenidos por los alumnos en las evaluaciones oficiales que se efectúen por el Ministerio de Educación; de la situación previsional del personal vinculado a las áreas de educación y salud; del grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal; y”. 

e) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, el alcalde deberá hacer entrega, al término de su mandato, de un Acta de Traspaso de Gestión, la que deberá consignar la información consolidada de su periodo alcaldicio, respecto de los contenidos indicados en el inciso segundo del presente artículo, así como de los contratos y concesiones vigentes. Dicha Acta deberá ser suscrita por el secretario municipal y el jefe de la unidad de control. Sin embargo, podrán no suscribirla si no estuviesen de acuerdo con sus contenidos, debiendo comunicar ello al alcalde que termina su mandato. El Acta de Traspaso de Gestión se entregará tanto al alcalde que asume como a los nuevos concejales que se integrarán, a contar de la sesión de instalación del concejo.”.

12) Sustitúyese la letra b) del artículo 73 por la siguiente: 

“b) Haber aprobado la enseñanza media o su equivalente;”.

13) Reemplázase el literal b) del artículo 74 por el siguiente: 

“b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, así como los del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; y”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 75:

a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 

“Artículo 75.- Los cargos de concejales serán incompatibles con los de miembro de los consejos comunales de organizaciones de la sociedad civil, así como con las funciones públicas señaladas en las letras a) y b) del artículo anterior. También lo serán con todo empleo, función o comisión que se desempeñe en la misma municipalidad y en las corporaciones o fundaciones en que ella participe.”.

b) Reemplázanse, en el literal a) del inciso segundo, el signo de puntuación coma y la conjunción “y” que siguen al guarismo “74”, por un punto y coma.

c) Reemplázase, en el literal b) del inciso segundo, el punto aparte por un punto y coma, seguido de la conjunción “y”.

d) Intercálase la siguiente letra c): 

“c) Los que tengan, respecto del alcalde de la misma municipalidad, la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o de afinidad inclusive.”.

15) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 76:

a) Reemplázase, en la letra c), el vocablo “cincuenta” por “veinticinco”.

b) Intercálase, en el literal f), a continuación de la palabra “administrativa”, precedida de una coma, la frase “en notable abandono de deberes”.

16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 77:

a) Intercálase, a continuación de la palabra “requerimiento”, la expresión “, según corresponda, del alcalde o”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo: 

“Al concejal que fuere removido de su cargo, por la causal prevista en la letra f) del artículo precedente, le será aplicable la inhabilidad establecida en el artículo 60.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 79:

a) Agrégase, en la letra b), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “Los concejales presentes en la votación respectiva deberán expresar su voluntad, favorable o adversa, respecto de las materias sometidas a aprobación del concejo, a menos que les asista algún motivo o causa para inhabilitarse o abstenerse de emitir su voto, debiendo dejarse constancia de ello en el acta respectiva;”.

b) Agrégase, en la letra l), a continuación del punto y coma, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “En el ejercicio de su función fiscalizadora, el concejo, con el acuerdo de, al menos, un tercio de sus miembros, podrá citar a cualquier director municipal para que asista a sesiones del concejo con el objeto de formularle preguntas y requerir información en relación con materias propias de su dirección. El reglamento de funcionamiento del concejo establecerá el procedimiento y demás normas necesarias para regular estas citaciones;”.

18) Agrégase, en el inciso tercero del artículo 80, la oración final siguiente:

“No obstante lo anteriormente señalado, el concejo podrá disponer de la contratación de una auditoría externa que evalúe el estado de situación financiera del municipio, cada vez que se inicie un periodo alcaldicio. Aquella deberá acordarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la instalación del concejo, a que se refiere el inciso primero del artículo 83, y el alcalde requerirá, también, el acuerdo del concejo para adjudicar dicha auditoría.”.

19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 86:

a) Reemplázase en su inciso tercero las palabras “al alcalde” por la expresión “a quien presida la sesión”.

b) Agrégase el siguiente nuevo inciso final: 

“Los alcaldes no serán considerados para el cálculo del quórum exigido para que el concejo pueda sesionar, pero sí en aquel requerido para adoptar acuerdos.”.

20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 88:

a) Reemplázase en el inciso primero los guarismos “seis” y “doce” por “siete coma ocho” y “quince coma seis”, respectivamente.

b) Sustitúyese en el inciso sexto el guarismo “seis” por “siete coma ocho”.

21) Sustitúyese el inciso primero del artículo 90 por el siguiente: 

“Artículo 90.- Los empleadores de las personas que ejerzan un cargo de concejal deberán conceder a éstas los permisos necesarios para ausentarse de sus labores habituales hasta por ocho horas semanales, no acumulables, con el objeto de asistir a todas las sesiones del concejo y de las comisiones de trabajo que éste constituya. Del mismo modo, se deberán conceder permisos laborales para el desempeño de cometidos en representación de la municipalidad, con un máximo, para estos efectos, de tres días durante un año calendario, no acumulables. El tiempo que abarquen los permisos otorgados no será de cargo del empleador, sin perjuicio de lo que acuerden las partes, y se entenderá trabajado para los demás efectos legales, bastando para ello presentar la correspondiente certificación del secretario municipal.”.

22) Incorpórase, a continuación del artículo 92, el siguiente artículo 92 bis:

“Artículo 92 bis.- Cada municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, deberá dotar al concejo municipal y a los concejales de los medios de apoyo, útiles y apropiados, para desarrollar debida y oportunamente las funciones y atribuciones que esta ley le confiere, atendido el número de concejales de la municipalidad. 

Para ello, durante la primera sesión ordinaria, el alcalde someterá a la aprobación del concejo los medios a usar durante el período respectivo, debiendo este acuerdo formar parte del reglamento interno a que hace alusión el artículo 92, y ser publicado en la página web de la municipalidad, en concordancia con lo establecido en los artículos 2° y 7° de la ley N°20.285, sobre Acceso a la Información Pública.

Asimismo, cada año la municipalidad, en concordancia con su disponibilidad financiera, podrá incorporar en el presupuesto municipal recursos destinados a financiar la capacitación de los concejales en materias relacionadas con gestión municipal.”.

23) Reemplázase, en el inciso noveno del artículo 94, la palabra “marzo” por “mayo”.

24) Introdúcense, en el inciso tercero del artículo 107, las siguientes modificaciones: 

a) Intercálase, a continuación de la coma que sigue a la expresión “señalado”, la siguiente frase: “el alcalde conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del concejo con derecho a voz y voto. Sin embargo,”. 

b) Introdúcese, a continuación de la expresión “dicho cargo”, la frase “o postulando al cargo de alcalde”.

Artículo 2º.- Reemplázase, en el inciso final del artículo 118 de la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, la expresión “al artículo 76, letra b)”, por “al artículo 60”.

Artículo 3º.- Incorpórase, en el decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, a continuación del artículo 60, el siguiente artículo 60 bis:

“Artículo 60 bis.- Con el objeto de asegurar el oportuno pago de las cotizaciones previsionales, la Superintendencia de Pensiones deberá informar, trimestralmente, a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo respecto de las cotizaciones previsionales impagas que las municipalidades y corporaciones municipales mantengan respecto de los funcionarios municipales y trabajadores de los servicios de las áreas de educación y salud, traspasados a ellas en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.

Sobre la base de la información remitida por la Superintendencia de Pensiones, y cuando se observaren retrasos por parte de las municipalidades en el pago de cotizaciones previsionales, dicha Subsecretaría solicitará al Servicio de Tesorerías que se abstenga de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación señalada. El Servicio de Tesorerías, previo a resolver, notificará al municipio respectivo, el que tendrá quince días para presentar sus descargos.”.

Artículo 4°.- Créase el Fondo Concursable de Formación de Funcionarios Municipales, dependiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que será administrado por el Directorio del programa Academia de Capacitación Municipal y Regional de esa subsecretaría, destinado a financiar acciones para la formación de los funcionarios municipales en competencias específicas, habilidades y aptitudes que requieran para el desempeño y ejercicio de un determinado cargo municipal. 

El Fondo estará constituido por los aportes que se le asignen anualmente en la ley de Presupuestos del Sector Público, sin perjuicio de que pueda recibir otros aportes.

Con cargo a este fondo se financiarán becas para cursar estudios conducentes a la obtención de un título profesional, técnico, diplomado o postítulo, cuyos contenidos estén directamente relacionados con materias afines a la gestión y funciones propias de las municipalidades. 

La determinación de las acciones formativas mediante las becas referidas, se desarrollará a través de una convocatoria que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo realizará a las universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, que ejecuten dichas acciones, para que presenten los respectivos programas, los que serán evaluados y seleccionados por dicha subsecretaría, conforme a los criterios especificados en la convocatoria respectiva.

Artículo 5°.- Los beneficios que se otorguen a cada becario, conforme lo señalado en el artículo anterior, consistirán en un monto equivalente al costo total o parcial de arancel y matrícula del programa de formación correspondiente y una asignación mensual de manutención, por un máximo de trece unidades tributarias mensuales, por el período correspondiente a la beca, con un máximo de dos años.

Cualquier gasto que exceda los montos de los beneficios señalados en la convocatoria respectiva o que diga relación a conceptos distintos de los señalados precedentemente, serán de cargo del beneficiario.

Artículo 6°.- Los requisitos mínimos de postulación para ser beneficiario de lo dispuesto en los artículos 4° y 5° serán:

a) Ser funcionario de planta o contrata, con al menos cinco años de antigüedad en la municipalidad inmediatamente anteriores al momento de la postulación.

b) No haber sido sancionado con medida disciplinaria, en los últimos cuatro años, o estar sometido, al momento de la postulación, a sumario administrativo o investigación sumaria, en calidad de inculpado.

c) No encontrarse, al momento de la postulación, formalizado en un proceso penal.

d) No mantener, a la fecha de la postulación, deudas con la municipalidad o con instituciones públicas derivadas del otorgamiento de becas.

Artículo 7°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo estará facultada para exigir a los beneficiarios la restitución de la totalidad de los beneficios económicos entregados respecto de quienes sean eliminados, suspendan o abandonen sus estudios sin causa justificada y calificada por dicha subsecretaría. La restitución referida se exigirá también en el caso de quienes no cumplan con las obligaciones inherentes a su condición de beneficiario establecidas en el reglamento correspondiente o hayan alterado sus antecedentes o informes. Asimismo, estos beneficiarios no podrán postular o participar en nuevas convocatorias que otorguen beneficios de formación establecidos en el reglamento. 

El becario tendrá como obligación aprobar, en tiempo y forma, el programa de formación del que participe, sin perjuicio de quedar liberado de esta obligación en caso de fuerza mayor o caso fortuito o cualquiera otra circunstancia calificada por la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo como justificación suficiente.

Una vez seleccionado el beneficiario, deberá suscribir con la municipalidad y con dicha subsecretaría un convenio, ante notario público, en el que se establecerán, al menos, las siguientes menciones: beneficios que corresponden al becario; compromisos y obligaciones de este; plazo de vigencia del convenio; duración del programa de estudios; la obligación del becario de permanecer prestando sus servicios en su municipalidad de origen una vez finalizados sus estudios, al menos, por idéntico tiempo al de la duración del programa de estudio, y la obligación del becario de restituir todos los gastos en que se hubiere incurrido, con ocasión de la beca, en el caso de que perdiere la calidad de alumno regular. 

Al momento de suscribir el convenio, el becario deberá presentar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo una póliza de seguro de responsabilidad personal, de conformidad con las normas dispuestas por la ley Nº10.336, con el objeto de garantizar las obligaciones señaladas en el inciso precedente.

El otorgamiento del beneficio que establecen los artículos anteriores será incompatible con cualquiera otra beca con financiamiento del sector público.

Artículo 8°.- Un reglamento expedido por medio del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, determinará las condiciones de financiamiento, las áreas de estudio financiables, las acciones que se beneficiarán de estos recursos, los tipos de beneficios, la forma de administrar el fondo, las condiciones especiales de la caución a que se obliga el beneficiario y las demás materias que hagan operativo dicho fondo concursable.

Artículo 9°.- Las municipalidades elaborarán un plan anual, que deberá presentarse al concejo junto con el presupuesto municipal, en el que se definirán, entre otros aspectos, las áreas prioritarias de estudio financiables por esta vía, los criterios de selección de los postulantes y las condiciones que permitan el acceso igualitario de sus funcionarios a este beneficio.

Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 38 de la ley Nº19.418, sobre Juntas de Vecinos y demás Organizaciones Comunitarias:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “económico y social comunal” por “comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“Las modificaciones de los límites de las unidades vecinales se podrán realizar cuando se sancione o modifique el plan comunal de desarrollo, según lo dispuesto en el artículo 7º de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2006, del Ministerio del Interior, y requerirán del acuerdo de la mayoría absoluta de los miembros del concejo.”.

c) Agrégase, en el inciso tercero, a continuación de la palabra “públicos” la frase “, así como en el sitio electrónico institucional de la municipalidad”. 

d) Incorpórase el siguiente nuevo inciso cuarto, pasando el actual a ser quinto: 

“Asimismo, y dentro del mismo plazo señalado, deberá informarse a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y al Ministerio de Desarrollo Social respecto de las modificaciones que a ellos se hagan, a través de los medios de registro y en los formatos que estos dispongan para dichos efectos.”.


Artículo 11.- Facúltase a las municipalidades del país para que dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la presente ley, y previo acuerdo del respectivo concejo, celebren convenios de pago por deudas por derechos de aseo. Asimismo, podrán condonar multas e intereses por dicho concepto.

Artículo 12.- Incorpórase el siguiente inciso segundo al artículo 28 de la ley N° 18.883:

“En las municipalidades podrán existir comités bipartitos que desarrollen tareas consultivas en materias de capacitación del personal.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Lo dispuesto en el numeral 12) del artículo 1º de la presente ley regirá a contar de las elecciones municipales que se verificarán en el año 2020.

Artículo segundo.- Las modificaciones introducidas por la presente ley al artículo 74 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en lo referido a requisitos de elegibilidad de alcaldes y concejales, tendrán vigencia a contar de la fecha en que deban declararse las candidaturas correspondientes a las elecciones municipales del año 2016, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 107 y siguientes de dicha ley. 

A su vez, las modificaciones introducidas por la presente ley en el artículo 75 de la ley Nº18.695, en lo referido a incompatibilidades para desempeñar el cargo de concejal, entrarán a regir el 6 de diciembre de 2016.”.

Artículo tercero.- La causal de cesación contemplada en la parte final del último inciso del artículo 60 de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, referida al no pago íntegro y oportuno de cotizaciones previsionales, se aplicará sólo por hechos sucedidos con posterioridad a la publicación de esta ley.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE LA ACTIVIDAD DE LOBBY 

(6189-06)
HONORABLE SENADO

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

Por acuerdo de 6 de noviembre del año 2013 y mediante oficio N° 886 de la misma fecha, el Senado comunicó a la Honorable Cámara la aprobación de las enmiendas introducidas por esa Corporación al proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby, con excepción de la del artículo 4°, nuevo e incorporado al proyecto en el segundo trámite constitucional por la Honorable Cámara; las de las recaídas en el artículo 4º del texto aprobado por el Honorable Senado, que pasó a ser artículo 6º en el proyecto de la Honorable Cámara; las de los artículos 9º y 13, nuevos, en el proyecto de la Honorable Cámara y de la del artículo 2º transitorio de la Honorable Cámara, que ha rechazado, por lo que de conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política se formó una Comisión Mixta encargada de dirimir las divergencias producidas.

La Comisión Mixta quedó conformada, por el Senado, con los miembros de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis, Rossi y Sabag; y en representación de la Cámara de Diputados, por los Honorables Diputados señores Burgos, Monckeberg, don Cristián, Ceroni, Silva y Squella.


Integrada con los Honorables Senadores señores Bianchi, Orpis, Rossi y Sabag, y los Honorables Diputados Burgos, Cardemil (señor Monckeberg), Silva y Squella, y citada por el señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 3 de diciembre de 2013 para elegir Presidente, cargo que recayó en el Honorable Senador señor Hosain Sabag, fijar el procedimiento y debatir el asunto en controversia.


A una o más sesiones en que la Comisión Mixta se ocupó de este proyecto asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Monckeberg, don Cristián y Carlos Recondo; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, el Jefe de la División Jurídica de esa repartición, señor Sebastián Soto y las asesoras señoras Ana María Muñoz y María jaraquemada.

- - -
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Hacemos presente que las enmiendas aprobadas por esta Comisión Mixta, recaídas en los artículos 4°, nuevo, y 4°que pasó a ser 6°, de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues afectan normas de esa jerarquía.
- - -
DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y

ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA


Durante el tercer trámite constitucional, el Senado rechazó las normas del texto del proyecto de ley señaladas precedentemente. 
- - -

A continuación se describen los preceptos que trabaron la controversia y los acuerdos que adoptó esta Comisión Mixta.

Artículo 4° de la Honorable Cámara

El nuevo artículo 4º incorporado, por la Honorable Cámara, en los ocho numerales que lo conforman, señala las autoridades y funcionarios de los diversos estamentos del Estado que deben ser considerados como sujetos pasivos de lobby. Al efecto, menciona a los directivos superiores de la Administración Regional y Comunal, a los de la Contraloría General de la República, Banco Central, Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública; al Congreso Nacional, al Ministerio Público; y a determinados organismos como el Consejo de Defensa del Estado, el Consejo para la Transparencia y otros, y la Corporación Administrativa del Poder Judicial. Agrega este precepto que las mencionadas instituciones podrán designar otros funcionarios que, en razón de sus cargos, deban ser considerados sujetos pasivos sometidos a esta normativa. El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer esta atribución y, finalmente, acuerda a cualquier persona el derecho de solicitar que determinados funcionarios se incorporen a esta condición de sujetos pasivos en caso de ejercer funciones relevantes o influir decisivamente en decisiones que deban adoptar otros sujetos pasivos. 


Este precepto fue rechazado por el Senado y, por ende, objeto de controversia, en relación con la norma que se refiere a los sujetos pasivos del Congreso Nacional (diputados, senadores, los secretarios y prosecretarios de ambas Corporaciones, los secretarios de Comisiones y los asesores permanentes de los parlamentarios), pues se estimó que debían excluirse de tal condición a los secretarios de Comisiones y precisarse, además, los circunstancias que permitan calificar como sujetos pasivos de lobby a los asesores y asistentes de los parlamentarios.

Al iniciarse el debate de esta controversia, el Honorable Senador señor Orpis señaló que los Secretarios de Comisiones no pueden ser considerados sujetos pasivos de lobby, pues su labor es certificar el debate de las sesiones y no adoptar decisiones finales respeto de actos legislativos. 

A propósito de los asesores de los Parlamentarios, manifestó que con éstos se da una relación que algunas veces puede tener el carácter de permanente y otras veces transitoria o extraordinaria para proyectos específicos, por lo que, a su juicio, no debieren incluirse en la norma. Agregó que en el resto de los sujetos pasivos de lobby no existe obligación para que sus asesores o jefes de gabinete sean sujetos pasivos de lobby; así, sólo los Parlamentarios tienen la obligación de incluir a sus asesores, lo que constituye una asimetría de proyecto.
El Honorable Diputado señor Burgos hizo presente que un Secretario de Comisiones de cualquiera de las Cámaras puede ser objeto (sujeto pasivo) de lobby respecto de un determinado asunto. Esa fue una de las razones por las cuales la Cámara aprobó la norma en debate. 
Respecto de los asesores parlamentarios, señaló que éstos sí deben quedar incluidos en el texto, puesto que, en su opinión, tienen acceso directo a las decisiones que los Parlamentarios adoptan. Explicó que el sentido de la norma aprobada por la Honorable Cámara de Diputados recogió las observaciones que se hicieron durante la discusión en esa instancia, toda vez que éstos (los asesores) son quienes reciben a los interesados en la aprobación o rechazo de un proyecto de ley, comunicándolo a los Parlamentarios.
El Honorable Senador señor Rossi recordó, sobre el tema, que por ejemplo los jueces de los tribunales de justicia tampoco son sujetos pasivos de lobby, pues su función es la de resolver sobre asuntos judiciales, de tal manera que, por esa propia labor, no pueden ser incluidos en esta norma. En su opinión, el caso de los Secretarios de las Comisiones del Congreso Nacional es similar al anotado. 

A continuación, el Honorable Diputado señor Silva señaló que la norma no sólo hace referencia a los Secretarios de Comisiones, sino, también, a los asesores de los Parlamentarios, pero las funciones de unos y de otros son diferentes. Manifestó su acuerdo en suprimir a los Secretarios, pero sí es necesario que los asesores de los parlamentarios queden incluidos, por la influencia que ejercen en las decisiones de aquellos.
El Honorable Diputado señor Cardemil recordó que en su momento votó favorablemente la propuesta de la Honorable Cámara de Diputados de incluir a los Secretarios de las Comisiones como sujetos pasivos de lobby, pues, éstos cuentan con antecedentes de instituciones interesadas en determinados asuntos. Luego de las argumentaciones expuestas, y con el objeto de solucionar la controversia ha adquirido convicción que efectivamente los Secretarios son ministros de fe y no adoptan decisiones finales en materia legislativa, por lo que votará a favor de retirarlos del artículo en debate. Respecto de los asesores permanentes de los parlamentarios, expresó que sí deben quedar incluidos, toda vez que ellos no sólo reciben gente interesada en la aprobación o rechazo de los diversos proyectos de ley, sino que, además, tienen relación directa con quienes toman de decisiones en materia legislativa.

El Honorable Diputado señor Squella fue de parecer que la determinación de los sujetos pasivos del lobby debe relacionarse con la norma contenida en el artículo 5° del proyecto, que dispone, en su encabezado, que “Las actividades de lobby reguladas por esta ley son aquellas destinadas a obtener las siguientes decisiones”. Ninguna de éstas están vinculadas con los Secretarios de Comisiones, toda vez que, como se ha dicho, éstos cumplen la función de certificar los acuerdos que se adoptan y mal pueden quedar incluidos en la norma. Otra cosa, continuó, es el caso de los asesores permanentes de los parlamentarios, quienes, cual se ha señalado, sí tienen directa relación con quienes adoptan decisiones legislativas y efectivamente reciben personas interesadas en los diversos temas que se discuten en el Parlamento, cuestión que, además, se condice con otras disposiciones que incluyen a jefes de gabinete u otros funcionarios que cumplen labores similares. Por las razones expuestas, fue de opinión de excluir a los Secretarios de Comisiones y de mantener a los asesores permanentes.   

El Honorable Diputado señor Ceroni declaró que analizados los argumentos expuestos, la labor de los Secretarios de Comisiones es la de ser ministros de fe, certificar acuerdos y guiar desde el punto de vista jurídico las decisiones políticas que están involucradas en cada uno de los asuntos que se debaten en el Parlamento. Por esa razón, estimó que el rechazo del Senado a la norma en debate dice relación con lo que efectivamente dichos funcionarios realizan. Declaró que la función de éstos no es la de adoptar decisiones (tal cual lo han manifestado otros señores Parlamentarios), ya que, en caso de recibir influencias o de intentar incidir en decisiones legislativas de acuerdo a un interés particular, serían objeto de sanciones. En relación con los asesores permanentes de los Parlamentarios, sí estuvo de acuerdo en mantenerlos, pues su suspensión podría prestarse para vulnerar la norma. Agregó que la función principal de éstos es no sólo asesorar al Parlamentario, sino, también blindarlo.
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, recordó que el texto aprobado por el Senado incluía a los Secretarios de Comisiones y a los asesores, por lo que lo que se debate ya estuvo sancionado en su momento y corroborado por la Honorable Cámara de Diputados. Sin perjuicio de lo anterior, y atendida la discusión, estimó pertinente suprimirlos de la norma (a los Secretarios de Comisiones). Luego, los asesores permanentes de los Parlamentarios sí deben estar incluidos como sujetos pasivos, toda vez que influyen en las decisiones legislativas, por lo que podría precisarse la norma para que sean sólo aquellos que lo hagan de manera “decisiva”, diferenciándolos de otros funcionarios que cumplen otros roles de carácter administrativo. 

El Honorable Senador señor Frei expresó que no es partidario que los Secretarios de las Comisiones sean sujetos pasivos de lobby, pues, cual se ha dicho, cumplen una función de asesoría jurídica y de ministros de fe de las decisiones que se adoptan y, por tanto, no pueden quedar en la norma propuesta por la Honorable Cámara. 

Respecto de los asesores parlamentarios, continuó, tampoco deben incorporarse a la norma, toda vez que éstos no adoptan decisiones finales sobre los actos respecto de los cuales recae el proyecto ley, y, además, no siempre son permanentes, puesto que en reiteradas ocasiones asesoran al Parlamentario dependiendo del asunto de que se trate. 

- - -

Atendido el debate precedentemente descrito, la Comisión Mixta se abocó a tres propuestas para solucionar la controversia, que se transcriben a continuación: 

La primera, de S.E. el señor Presidente de la República, propone incorporar en el numeral 5), a continuación de la coma que sigue a la frase “el Prosecretario Tesorero del Senado”, la  frase “y los asesores permanentes de los parlamentarios. Estos últimos serán comunicados anualmente por el respectivo parlamentario a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.”. 

La segunda, de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y  Sabag, reemplaza el N° 5), por el siguiente:
“5) En el Congreso Nacional: Los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados y el Secretario General y el Prosecretario General del Senado.”. 

La tercera, del Honorable Diputado señor Burgos, sugiere  incorporar a continuación del punto aparte (.) lo siguiente: “En caso que una persona considere que se omitió informar a un asesor parlamentario que influya decisivamente en éste, podrá solicitar, por escrito a la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria correspondiente, su incorporación. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de veinte días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.”. 


Puesta en votación, la primera proposición (la de S.E. el Presidente de la República), el Honorable Senador señor Frei reiteró que no está de acuerdo con su redacción, toda vez que los asesores parlamentarios, en su opinión, no son sujetos pasivos de lobby, por cuanto son los Parlamentarios quienes adoptan la decisión final sobre los asuntos que les son propios. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Bianchi estimó que la propuesta elaborada por algunos señores senadores integrantes de la Comisión de Gobierno del Senado está acorde con lo que se ha debatido, dado que sólo considera como sujetos pasivos de lobby (en el Congreso Nacional) a quienes efectivamente pueden ser objeto de influencia por parte de quienes tienen intereses en los proyectos que se debaten; sin perjuicio de lo anterior, estimó que ni el Secretario General ni el Prosecretario de ambas Cámaras son sujetos pasivos de lobby, pero que, dada la responsabilidad que asumen en cada una de las discusiones, hay que integrarlos. 
El Honorable Diputado señor Burgos solicitó dejar constancia en el informe de que si bien está de acuerdo con la redacción propuesta por el Ejecutivo, los Secretarios de las Comisiones sí pueden ser objeto de lobby, puesto que son ellos los que reciben los llamados, peticiones y documentos de todos quienes tienen un interés en el debate de los diversos proyectos de ley. 
A su turno, el Honorable Senador señor Rossi, declaró que es partidario de lo sugerido por los Honorables Senadores, por cuanto deja abierta la posibilidad para que no sólo sean los asesores permanentes, sino que, además, a quienes se designe para proyectos específicos. 
El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que cada una de las Cámaras deberá de elaborar sus respectivos reglamentos sobre el tema, atemperado a sus características de funcionamiento.
El Honorable Diputado señor Cardemil sugirió aprobar la norma del Ejecutivo, enmendada en el sentido de facultar a cada Comisión de Ética para determinar la forma y procedimiento en que se hará la calificación, con lo cual se reconoce la posibilidad de reclamo.

La propuesta del Ejecutivo (la primera) fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Orpis, Rossi y Sabag, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella, con una nueva redacción que expresa: 

“Incorporar en el N° 5), a continuación de la coma (,) que sigue a la frase el Prosecretario Tesorero del Senado”, la frase “y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y en el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia parlamentaria que corresponda.”.


Con la misma votación resultó rechazada la segunda propuesta de los señores Senadores señor Bianchi, Frei, Rossi y Sabag. (La segunda).

El Honorable Diputado señor Burgos solicitó votación separada de su propuesta (la tercera). Al respecto, argumentó que ésta tenía por propósito entregar una herramienta a la ciudadanía para solicitar información respecto a la incorporación de asesores parlamentarios en asuntos que sean decisivos sobre alguna materia a cada una de las Comisiones de Ética y Transparencia”

La propuesta del Honorable Diputado señor Burgos fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa los Honorables Burgos, Squella y Cardemil. Por la negativa se pronunciaron los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Sabag y Rossi, y los Honorables Diputados señores Ceroni y Silva.  

- - -
Artículo 4° del Senado

Artículo 6° de la Honorable Cámara de Diputados

En el primer trámite constitucional el Honorable Senado aprobó una norma – artículo 4° del proyecto – que señalaba las actividades que no constituyen lobby, enunciándolas en trece numerales (el último integrado por ocho literales) que incluían genéricamente discursos, artículos, publicaciones e informaciones por cualquier medio; manifestaciones en reuniones o asambleas de carácter público; declaraciones o comunicaciones del afectado en un procedimiento o a investigación administrativa; presentaciones agregadas a un expediente administrativo o hechas con el fin de obtener un beneficio social; asesoría a funcionarios públicos o a parlamentarios; declaraciones o informaciones entregadas al Congreso Nacional y otras relativas a actividades de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, colegios profesionales, juntas de vecinos y otras organizaciones consideradas cuerpos intermedios.


En el numeral 4) el texto del Honorable Senado incluía entre las actividades que no constituyen lobby a “Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos de lobby, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.”.

En el segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara introdujo diversas enmiendas de forma y fondo a este precepto, como por ejemplo, sustituir en su encabezamiento la frase “no constituyen lobby” por “no están reguladas por esta ley”, o reemplazar “Toda expresión realizada por discursos, artículos, publicaciones o de cualquiera otra forma destinada al público en general, o difundida por cualquier medio de comunicación” por “Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público”. También suprimió los numerales (2), 3), 5), 8) y 13)); y agregó otros nuevos (9), 10) y 11)), que declaran que no están regulados por esta ley (es decir, no constituyen lobby en el texto del Senado) la defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o la práctica de buenos oficios (amicus curiae, en ese texto), las actuaciones judiciales o administrativas, o reproducen estas actividades que en el texto del Honorable Senado se incluían en otros numerales que se suprimieron.


Por lo que hace al numeral 4) del texto del Senado, precedentemente descrito, la Honorable Cámara lo reemplazó por otro que declara que no queda regulada por esta ley (no constituye lobby) “Toda declaración o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones”.


Durante el debate que este asunto provocó en la Sala del Senado, se observó la necesidad de precisar las actuaciones de los sujetos pasivos que deben incluirse o excluirse del ámbito de aplicación de las reglas del lobby, cuestión que no aparece clara en los textos propuestos, pues en el del Senado la actuación de la autoridad se excluye como actividad sujeta al lobby, en tanto que en la proposición de la Honorable Cámara tal exclusión no se menciona. Lo dicho trabó la controversia entre ambas Corporaciones respecto de estos preceptos (artículo 4° del texto del Senado y 6° del de la Cámara).


En relación con esta divergencia, la Comisión Mixta conoció tres proposiciones, dos de S.E. el Presidente de la República, y una de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag. 


La primera (de S.E. el Presidente de la República) sugiere incorporar en el numeral 1) (“Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público.”), a continuación de la palabra “reunión” la palabra “actividad”; y entre el vocablo “público” y el punto aparte la frase “y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizada por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.”


La segunda, también de autoría de S.E. el Presidente de la República, incorpora en el numeral 2) (“Toda declaración o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.”) a continuación de la palabra “declaración” el vocablo “actuación”. 


La tercera, de los Honorables Senadores Bianchi, Frei, Orpis, Rossi y Sabag, sugiere reemplazar el numeral 2) por otro, nuevo, que prescribe que no constituirá lobby “toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos del lobby, en el ejercicio de sus funciones.”.


Puestas en votación, las proposiciones 1 y 2 (ambas del Ejecutivo), resultaron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella. 


Con la misma votación resultó aprobada la última propuesta descrita, subsumida en la que la precede.
Artículo 9° de la Honorable Cámara


Dispone, en su inciso primero, que la información de los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos, una vez por mes, en los sitios electrónicos que corresponda. Respecto de los sujetos pasivos de los N°s 2), 3), 5), 6) y 8 del artículo cuarto ya descrito, (Contraloría General de la República, Banco Central, Congreso Nacional, Ministerio Público y Corporación Administrativa del Poder Judicial) la información se publicará en los sitios electrónicos pertinentes de acuerdo con el principio de transparencia activa. 


El inciso segundo encarga al Ministerio Secretaría General de la Presidencia poner a disposición del público estos registros en un sitio electrónico de su responsabilidad. 


Por su parte, el inciso tercero declara que el mismo Ministerio, semestralmente, pondrá a disposición del público una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que hayan sostenido reuniones con los sujetos pasivos del artículo 3° y los de los N°s 1), 4) y 7) del artículo 4°. La individualización deberá comprender la persona, organización o entidad con quien se sostuvo la reunión, dejando constancia del nombre a quién en cuyo favor se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes, si se percibió o no una remuneración, y el lugar fecha y hora de la reunión. 


Los sujetos pasivos de los N°s 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4° -previene el inciso cuarto - enviarán la  información al Ministerio Secretaría General de la Presidencia respecto de los convenios que celebren, con el objeto de levantar la información el sitio electrónico al que hace alusión el inciso segundo de este artículo. 


Por último, el inciso quinto expresa que los reglamentos a que se refiere el artículo 10 (que debe dictar cada una de las instituciones afectadas), establecerán los detalles de cada uno de los registros, tales como información solicitada, solicitudes de audiencia y publicaciones, entre otros. 
Este precepto fue objeto de dos observaciones en la Sala del Senado. Mediante la primera se repara en que sea el Ministerio Secretaría General de la Presidencia la entidad facultada para ejecutar las acciones que propone el artículo, estimándose más adecuado entregar esta facultad al Consejo para la Transparencia.

La segunda dice relación con el intervalo que media entre una y otra publicación de las nóminas de las personas que se hayan reunido con los sujetos pasivos de lobby (semestralmente), que resulta muy extendido.

La divergencia comentada se superó mediante un acuerdo unánime de la Comisión Mixta que recogió dos propuestas de similar contenido formulada por el Ejecutivo y por los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag, que reemplazan en el texto de este artículo, las dos veces que aparece, la denominación “Ministerio Secretaría General de la Presidencia” por “Consejo para la Transparencia” y “semestralmente” por “trimestralmente”.

El acuerdo aprobatorio contó con los votos de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella.
Artículo 13 de la Honorable Cámara

La Cámara Diputados introdujo en el segundo trámite un artículo 13, nuevo, que prescribe, en su inciso primero, que habrá un registro de lobbystas y de gestores de intereses en el que se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen actividades de lobby o de gestión de intereses privados ante los sujetos pasivos señalados en los artículos 3° y 4°.

El inciso segundo prescribe que el registro será administrado por cada uno de los órganos de conformidad con el artículo 7° ya referido. 


Las personas inscritas deberán cumplir las obligaciones establecidas en esta ley. (Inciso tercero). 


El reglamento (y reglamentos que dicte cada institución afectada) establecerá las exigencias, plazos, procedimientos, antecedentes e informaciones para poder inscribirse en el registro público. (Inciso cuarto).

La norma descrita – que es la que constituye la controversia entre ambas Corporaciones - fue debatida respecto de si la obligación de registrarse debiere ser “ex ante” o “ex post”, puesto que optar por una u otra fórmula determinaría el sentido del proyecto, toda vez que las opciones implican, por una parte, regular la actividad y, por la otra la obligación de registrarse, (la modalidad norteamericana admite la inscripción previa, en tanto que la europea regula la posterior) todo lo cual varía la carga de quién es el obligado a anunciar una actividad de lobby: el lobbysta o el sujeto pasivo de lobby. 


El Honorable Senador señor Frei hizo presente que la obligación de registro debiere ser de quienes solicitan reunirse con los Parlamentarios, pues de otra forma será obligación de quienes reciben a los lobbystas anunciarlo, lo que tergiversa el sentido de una legislación que regule la actividad. De acuerdo con ello, precisó que la “carga de la prueba” debiere recaer en quienes realizan la actividad, y no en quienes son los sujetos pasivos de la misma. Tal forma como viene propuesta la norma de la Honorable Cámara, no podrá diferenciarse entre la labor de lobbystas de la de otros gestores que representan intereses.


El Honorable Senador señor Rossi coincidió con el Honorable Senador señor Frei, pues la obligación de anunciar la actividad de lobby debe ser de quienes la realizan, y no de quienes son los sujetos pasivos. En su opinión, dicha labor queda cumplida con la nominación de actividades en cumplimiento de la obligación de la norma que establece la agenda pública. 


El Honorable Senador señor Bianchi distinguió entre las actividades de lobby que se realizan ante el Parlamento y quienes son los sujetos pasivos. En su opinión, hay que diferenciar entre la obligación de inscribirse previamente o posteriormente a la gestión de que se trate. A su juicio, la obligación debe ser la de inscribirse previamente y trasladar (como dijo el Honorable Senador señor Frei) la “carga de la prueba” a quienes realizan la actividad de lobby o de gestión de intereses privados.

El Honorable Diputado señor Burgos argumentó que lo expresado por los Honorables Senadores señores Frei y Rossi altera el sentido del proyecto de ley, puesto que obligar a los lobbystas a registrarse previamente debilita el sentido del proyecto, puesto que nadie se inscribirá previamente como tal. Recordó que fue este asunto controvertido lo que ha mantenido este proyecto por largo tiempo en el Congreso Nacional, pues el incentivo que debe provocarse, en su opinión, es a la actividad más que al registro, toda vez que una persona que realiza lobby quedará inmediatamente registrada. 


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que existen dos formas de regular el lobby: por registro o por actividad. En su opinión, lo que corresponde es que sea por esta última, toda vez que es aquélla la que genera la obligación de anunciar las reuniones que se tengan por cada tema. Es el sujeto pasivo quien debe informar (vía agenda pública) con quien se reúne y para qué asuntos lo hace, por lo que está de acuerdo con la redacción propuesta por la Honorable Cámara. 


Atendido el debate precedentemente descrito, la Comisión Mixta consideró dos propuestas: una de S.E. el Presidente de la República y otra de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag. 

La primera reemplaza el artículo 13 por otro, nuevo, que prescribe en su inciso primero, que habrá un registro de lobbystas y de gestores de intereses en cada uno de los órganos que sean sujetos pasivos de lobby. El registro será administrado por éstos y se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desarrollen la actividad. 


En su inciso segundo, declara que a los registros señalados en el inciso anterior se podrá ingresar inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se realicen actividades de lobby o de representación de intereses privados. Dichos registros serán y públicos y actualizados. 


El inciso tercero prescribe que las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones dispuestas en el artículo anterior. 


El inciso cuarto expresa que el reglamento establecerá los procedimientos, plazos y antecedentes para las inscripciones en el registro de lobbystas y de gestores de intereses.


La proposición de los parlamentarios enunciados, sustituye el mencionado artículo 13 por otro, nuevo, que prescribe que habrá un registro público de lobbystas y de gestores de intereses privados por cada uno de los órganos que son sujetos pasivos de lobby. El registro será administrado por éstos y se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen dichas actividades (inciso primero). 


Para ejercer dichas actividades se deberá estar inscrito previamente en el pertinente registro. (Inciso segundo).


Las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones del artículo 12. (Inciso tercero). 


Finalmente, prescribe los reglamentos establecerán los requisitos y procedimientos para practicar las inscripciones en el registro público de lobbystas y de gestores de intereses particulares. (Inciso cuarto). 


Puestas en votación ambas propuestas, el Honorable Senador señor Frei solicitó suprimir en el inciso segundo del texto propuesto por el Ejecutivo la frase “o automáticamente”, puesto que, en su opinión, ello obliga a los sujetos pasivos del lobby realizar el registro, lo que tergiversa el sentido de lo que debe ser la regulación de la actividad (la obligación de anunciarse como tal (lobbysta) debe ser de quienes realizan la actividad y no de quienes son objeto de ella). 


El Honorable Diputado señor Burgos señaló que suprimir la frase “o automáticamente” anula el efectivo sentido de la regulación que persigue el actual proyecto, pues ello haría inaplicable la norma, toda vez que provocaría un incentivo perverso respecto de quienes realizan la actividad y nadie se inscribiría anunciando su labor. En tanto, mantener la frase, estimula a quienes son sujetos pasivos para dar a conocer su condición de tal.


El Honorable Senador señor Rossi compartió el argumento del Honorable Senador señor Frei, precisando que eliminar la frase “o automáticamente” traslada la obligación de anunciarse como lobbysta o gestor de intereses a quienes efectivamente realizan dichas labores, particularmente en aquellos casos en que los Parlamentarios reciben organizaciones o personas naturales en circunstancias que no son propiamente dentro del Congreso Nacional, sino que en eventos propios de su función de representación. 

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Sebastián Soto, expresó que el artículo 13 del proyecto de ley aprobado en el segundo trámite establece un registro tanto de lobbistas como de gestores de intereses particulares, en los cuales se incorporarían dichas personas que realicen tales gestiones ante los sujetos pasivos de la ley durante los últimos seis meses. Por su parte, un reglamento establecería la información, plazos y procedimientos necesarios para la debida inscripción.

Dadas las discusiones suscitadas en el interior de esta Comisión Mixta respecto a la necesidad de un registro previo y habilitante, el Gobierno formuló una propuesta que toma parte de la de algunos parlamentarios a la que se hizo alusión.

De este modo, de aprobarse, existiría un registro público de lobbistas y gestores de intereses. Éstos pueden inscribirse antes de sostener una reunión con los sujetos pasivos. Asimismo, en caso de solicitarles una audiencia o reunión, previamente deben otorgarle cierta información como por ejemplo, señalar a quién representan y si perciben una remuneración por dichas gestiones.

Los sujetos pasivos podrán decidir si le otorgan la audiencia o reunión requerida –sin perjuicio de mantener una igualdad de trato respecto de las distintas personas u organizaciones que soliciten audiencias- y luego, sostenida la reunión, deberán enviar al responsable del registro la información otorgada por el sujeto pasivo, junto con aquella relativa al lugar donde se sostuvo, la fecha y la materia tratada. Los reglamentos establecerán con mayor detalle la información que deberá solicitarse previa a la reunión y los demás aspectos necesarios para el funcionamiento y publicación de los registros.

Esta información se incluirá en el registro de agenda pública, el cual se actualizará una vez al mes, de acuerdo a las normas de transparencia activa en el banner respectivo. También, y sobre la base de la información señalada, se publicará en el Portal único a cargo del Consejo para la Transparencia.

En caso que el sujeto activo –lobbista o gestor de interés particular- omita inexcusablemente o incluya a sabiendas información inexacta y falsa, que luego sea publicada en los registros, será sancionado penalmente con multa de 10 a 50 UTM, sin perjuicio de las otras penas que pudieren corresponderle.


Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, resultó aprobada por mayoría de votos. Votaron por la afirmativa el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y los Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag.

Con la misma votación resultó rechazada la propuesta de los Honorables señores. 
Artículo segundo transitorio del Senado

Artículo segundo transitorio de la Honorable Cámara


El Senado en el primer trámite constitucional consideró un artículo segundo transitorio que prescribe que la presente ley entrará en vigencia doce meses después de su publicación en el Diario Oficial. 


La Honorable Cámara , en el segundo trámite, lo reemplazó por otro, nuevo, que dispone en su inciso primero que los reglamentos y demás normas establecidos en esta ley deberán dictarse dentro del plazo de cuatro meses desde su publicación. 

El inciso segundo previene que la ley comenzará a regir cuatro meses luego de la publicación de dichos reglamentos.

En el Honorable Senado se reparó en que este precepto subordina la vigencia de esta ley a la condición de que se dictan los reglamentos dispuestos en su normativa, cuestión que también trabó controversia entre ambas Corporaciones.


Al debatirse esta diferencia, la Comisión Mixta tomó conocimiento de dos proposiciones, una de S.E. el señor Presidente de la República y otra de los Honorables Senadores señores Bianchi, Frei, Rossi y Sabag. 

La primera, del Ejecutivo, reemplaza el artículo segundo transitorio por otro, nuevo, que prescribe que el Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses luego de su publicación. (Inciso primero). 


Agrega que sin perjuicio de lo anterior, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y los demás órganos dotados de autonomía constitucional, podrán determinar las demás normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen. (Inciso segundo). 


El inciso tercero previene que esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento al que se hace alusión en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios que corresponda. (Inciso tercero). 


Finalmente, prescribe que sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, respecto de los jefes de servicio, los directores regionales de los servicios públicos, de los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y jefes de gabinete, comenzará a regir ocho meses después de la publicación del reglamento. Asimismo, respecto de los sujetos pasivos del Nº 1) del artículo 4º (Administración regional y comunal), en el inciso final del artículo 3º y en el inciso segundo del artículo 4º, con excepción de los jefes de gabinete, esta ley entrará en vigencia doce meses después de la publicación del reglamento de esta ley.”.


La segunda sustituye la expresión “cuatro” por “dos”, las dos veces que aparece. 


La propuesta del Ejecutivo resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables senadores señores Bianchi, Frei, Larraín, don Hernán, Rossi y Sabag, y Honorables Diputados señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Silva y Squella. 


Con la misma votación se rechazó la propuesta de los Honorables señores Senadores. 
- - -

En consecuencia, como forma y modo de resolver las divergencias producidas entre ambas Corporaciones ésta Comisión Mixta, tiene a honra proponer al Honorable Senado y a la Honorable Cámara lo siguiente:

- - -

Artículo 4° 
Artículo 4°.- Son también sujetos pasivos de esta ley, aquellas autoridades y funcionarios indicados a continuación:



1) En la Administración Regional y Comunal: los consejeros regionales, los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, los directores de obras municipales y los secretarios municipales.



2) En la Contraloría General de la República: el Contralor General y el Subcontralor General.



3) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente y los consejeros.



4) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Comandantes en Jefe, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el General Director de Carabineros de Chile, el Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto y los encargados de las adquisiciones. En este último caso, anualmente y mediante resolución del jefe superior de la institución respectiva, se individualizarán los funcionarios que ocupen dicho cargo.



5) En el Congreso Nacional: los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.


6) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.



7) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones. Asimismo, se considerarán sujetos pasivos de esta ley los integrantes de las Comisiones Evaluadoras formadas en el marco de la ley N° 19.886, sólo en lo que respecta al ejercicio de dichas funciones y mientras integren esas Comisiones.


8) En la Corporación Administrativa del Poder Judicial: su Director.

Las instituciones y los órganos a los que pertenecen los sujetos pasivos indicados en este artículo podrán establecer mediante resoluciones o acuerdos, según corresponda, que otros funcionarios sean considerados sujetos pasivos para efectos de esta ley, cuando en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, es necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa. Tales personas deberán ser individualizadas anualmente por resolución de la autoridad competente, la cual deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.

El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer la atribución establecida en el inciso anterior, dictando para estos efectos los acuerdos o resoluciones que correspondan, los que deberán publicarse de manera permanente en sus sitios electrónicos.

En caso que una persona considere que un determinado funcionario o servidor público se encuentra en las situaciones descritas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso final del artículo anterior, podrá solicitar su incorporación, por escrito, a la autoridad que dictó o adoptó la resolución o acuerdo que allí se establecen. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.”.

Artículo 6º 

Artículo 6°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están regulados por esta ley:

1) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquéllos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.

2) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones. 

3) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.

4) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.

5) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.

6) Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.

7) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Congreso Nacional, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en el número precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas comisiones.

8) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en el número 6).

9) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.

Artículo 9º 
Artículo 9°.- La información contenida en los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos una vez al mes, en los sitios electrónicos a que hace referencia el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Respecto de los sujetos pasivos indicados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha información se publicará en el sitio electrónico establecido en las normas de transparencia activa que los rijan.

Asimismo, el Consejo para la Transparencia pondrá a disposición del público estos registros en un sitio electrónico, debiendo asegurar un fácil y expedito acceso a los mismos.

Del mismo modo, trimestralmente, dicho Consejo deberá poner a disposición del público un registro que contenga una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que en tal período hayan sostenido reuniones y audiencias con los sujetos pasivos individualizados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°. Dicha nómina deberá individualizar a la persona, organización o entidad con la cual el sujeto pasivo sostuvo la audiencia o reunión, dejando constancia de: a nombre de quién se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes, si se percibió una remuneración por dichas gestiones, el lugar, fecha y hora de cada reunión o audiencia sostenida, y la materia específica tratada.

Los sujetos pasivos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, enviarán al Consejo para la Transparencia la información que se acuerde en los convenios que celebren, para efectos de publicarla en el sitio electrónico señalado en el inciso segundo de este artículo.

El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10 establecerán la información que deberá incluirse en el registro, la fecha de actualización, la forma en que ha de hacerse la publicación, los antecedentes requeridos para solicitar audiencias y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento y publicación de dichos registros.

Artículo 13 


“Artículo 13.- Habrá un registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares por cada uno de los órganos e instituciones a que se refiere el artículo 7º. El registro será administrado por éstos y a él se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen las actividades señaladas en los números 1) y 2) del artículo 2º ante las autoridades y funcionarios mencionados en los artículos 3º y 4º. 


A los registros señalados en el inciso anterior podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. Dichos registros se publicarán y actualizarán de acuerdo a lo señalado en el artículo 9º.


Las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones dispuestas en el artículo anterior. 


El reglamento y demás normativas a que hace referencia el artículo 10, establecerán los procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para practicar las inscripciones en el registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares.”.
Artículo segundo transitorio

Artículo 2º.- El Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma. 


Sin perjuicio de lo anterior, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y los demás órganos dotados de autonomía constitucional, podrán determinar las demás normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.


Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. 


Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, respecto de los jefes de servicio, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y jefes de gabinete, comenzará  regir ocho meses después de la publicación del reglamento. Asimismo, respecto de los sujetos pasivos individualizados en el numeral 1 del artículo 4º, en el inciso final del artículo 3º y en el inciso segundo del artículo 4º, con excepción de los jefes de gabinete, esta ley entrará en vigencia doce meses después de la publicación del reglamento de esta ley.”.

- - -

Con el mérito de la relación precedente, el proyecto, de aprobarse con las proposiciones de la Comisión Mixta, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1°.- Esta ley regula la publicidad en la actividad de lobby y demás gestiones que representen intereses particulares, con el objeto de fortalecer la transparencia y probidad en las relaciones con los órganos del Estado.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:

1) Lobby: aquella gestión o actividad remunerada, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.

Lo anterior incluye los esfuerzos específicos para influir en el proceso de toma de decisiones públicas y cambios en las políticas, planes o programas, en discusión o en desarrollo, o sobre cualquier medida implementada o materia que deba ser resuelta por el funcionario, la autoridad o el organismos público correspondiente, o bien para evitar tales decisiones, cambios y medidas.

2) Gestión de interés particular: aquella gestión o actividad ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés particular, para influir en las decisiones que, en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar los sujetos pasivos que se indican en los artículos 3° y 4°.

3) Registro de agenda pública: registros de carácter público, en los cuales los sujetos pasivos deben incorporar la información establecida en el artículo 8°.

4) Interés particular: cualquier propósito o beneficio, sean o no de carácter económico, de una persona natural o jurídica, chilena o extranjera, o de una asociación o entidad determinada.

5) Lobbista: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, remunerada, que realiza lobby. Si no media remuneración se denominará gestor de intereses particulares, sean éstos individuales o colectivos. Todo ello conforme a los términos definidos en los numerales 1) y 2) precedentes.

Artículo 3°.- Para efectos de esta ley, son sujetos pasivos los ministros, subsecretarios, jefes de servicios, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y los embajadores.

También estarán sujetos a las obligaciones que esta ley indica, cualquiera sea su forma de contratación, los jefes de gabinete de las personas individualizadas en el inciso precedente, si los tuvieren; así como las personas que, en razón de su función o cargo, tengan atribuciones decisorias relevantes o influyan decisivamente en quienes tengan dichas atribuciones, y reciban por ello regularmente una remuneración. Anualmente, el jefe superior del servicio respectivo individualizará a las personas que se encuentren en esta calidad, mediante una resolución que deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.

Artículo 4°.- Son también sujetos pasivos de esta ley, aquellas autoridades y funcionarios indicados a continuación:

1) En la Administración Regional y Comunal: los consejeros regionales, los alcaldes, los concejales, los secretarios ejecutivos de los consejos regionales, los directores de obras municipales y los secretarios municipales.

2) En la Contraloría General de la República: el Contralor General y el Subcontralor General.

3) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente y los consejeros.

4) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los Comandantes en Jefe, el Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, el General Director de Carabineros de Chile, el Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto y los encargados de las adquisiciones. En este último caso, anualmente y mediante resolución del jefe superior de la institución respectiva, se individualizarán los funcionarios que ocupen dicho cargo.

5) En el Congreso Nacional: los diputados, los senadores, el Secretario General y el Prosecretario de la Cámara de Diputados, el Secretario General y el Prosecretario Tesorero del Senado, y los asesores legislativos que indique anualmente cada parlamentario, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda.
6) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.

7) Los consejeros del Consejo de Defensa del Estado, del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del Consejo para la Transparencia, del Consejo de Alta Dirección Pública, del Consejo Nacional de Televisión, del Instituto Nacional de Derechos Humanos, los integrantes de los Paneles de Expertos creados en la ley N° 19.940 y en la ley N° 20.378 y del Panel Técnico creado por la ley N° 20.410, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones. Asimismo, se considerarán sujetos pasivos de esta ley los integrantes de las Comisiones Evaluadoras formadas en el marco de la ley N° 19.886, sólo en lo que respecta al ejercicio de dichas funciones y mientras integren esas Comisiones.

8) En la Corporación Administrativa del Poder Judicial: su Director.

Las instituciones y los órganos a los que pertenecen los sujetos pasivos indicados en este artículo podrán establecer mediante resoluciones o acuerdos, según corresponda, que otros funcionarios sean considerados sujetos pasivos para efectos de esta ley, cuando en razón de su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones, es necesario, para efectos de transparencia, someterlos a esta normativa. Tales personas deberán ser individualizadas anualmente por resolución de la autoridad competente, la cual deberá publicarse de forma permanente en los sitios electrónicos indicados en el artículo 9°.

El Poder Judicial, el Tribunal Constitucional y la Justicia Electoral podrán ejercer la atribución establecida en el inciso anterior, dictando para estos efectos los acuerdos o resoluciones que correspondan, los que deberán publicarse de manera permanente en sus sitios electrónicos.

En caso que una persona considere que un determinado funcionario o servidor público se encuentra en las situaciones descritas en el inciso segundo de este artículo y en el inciso final del artículo anterior, podrá solicitar su incorporación, por escrito, a la autoridad que dictó o adoptó la resolución o acuerdo que allí se establecen. Ésta deberá pronunciarse sobre dicha solicitud dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que la rechace deberá ser fundada.”.

Artículo 5°.- Las actividades reguladas por esta ley son aquellas destinadas a obtener las siguientes decisiones:

1) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos, proyectos de ley y leyes, como también de las decisiones que adopten los sujetos pasivos mencionados en los artículos 3° y 4°.

2) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas sus comisiones.

3) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos señalados en esta ley y que sean necesarios para su funcionamiento.

4) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos señalados en esta ley, a quienes correspondan estas funciones.

Asimismo, se comprenden dentro de las actividades reguladas por esta ley, aquellas destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en los numerales precedentes.

Artículo 6°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no están regulados por esta ley:

1) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquéllos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un sujeto pasivo en el ejercicio de sus funciones.

2) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones. 

3) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.

4) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.

5) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.

6) Las asesorías contratadas por órganos públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.

7) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Congreso Nacional, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en el número precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas comisiones.

8) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en el número 6).

9) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.

TITULO II

DE LOS REGISTROS PÚBLICOS

Artículo 7°.- Créanse los siguientes registros de agenda pública en los que deberá incorporarse la información señalada en el artículo 8°:

1) Los registros a cargo del órgano o servicio al que pertenece el respectivo sujeto pasivo indicado en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°.

2) Un registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberá consignarse la información relativa a los sujetos pasivos indicados  en el numeral 2) del artículo 4°.

3) Un registro a cargo del Banco Central, en el que deberán incluir la información los sujetos pasivos indicados en el numeral 3) del artículo 4°.

4) Dos registros, cada uno a cargo de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria, en los que deberá incorporarse la información por los sujetos pasivos señalados en el numeral 5) del artículo 4°.

5) Un registro a cargo del Ministerio Público, en el que deberá incluirse la información por los sujetos pasivos indicados en el numeral 6) del artículo 4°.

6) Un registro a cargo de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, en el que deberá incorporarse la información por el sujeto pasivo indicado en el numeral 8) del artículo 4°.

Artículo 8°.- Los registros de agenda pública establecidos en el artículo anterior deberán consignar:

1) Las audiencias y reuniones sostenidas y que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°.

En dichos registros se deberá indicar, en particular, la persona, organización o entidad con quien se sostuvo la audiencia o reunión, a nombre de quién se gestionan dichos intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes en la respectiva audiencia o reunión, si se percibe una remuneración por dichas gestiones, el lugar y fecha de su realización y la materia específica tratada.

El que, al solicitar reunión o audiencia, omitiere inexcusablemente la información señalada en el inciso anterior o indicare a sabiendas información inexacta o falsa sobre tales materias, será sancionado con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de las otras penas que pudieren corresponderle.

2) Los viajes realizados por alguno de los sujetos pasivos establecidos en esta ley, en el ejercicio de sus funciones.

Deberá publicarse en dicho registro el destino del viaje, su objeto, el costo total y la persona jurídica o natural que lo financió.

3) Los donativos oficiales y protocolares, y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación, que reciban los sujetos pasivos establecidos en esta ley, con ocasión del ejercicio de sus funciones.

En dichos registros deberá singularizarse el regalo o donativo recibido, la fecha y ocasión de su recepción y la individualización de la persona natural o jurídica de la cual procede.

Se exceptuarán de esta obligación aquellas reuniones, audiencias y viajes cuando su publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional.

De éstos se rendirá cuenta anual, en forma reservada, a la Contraloría General de la República, directamente a través del Contralor General o de quien éste delegue, respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 2), 4) y 7) del artículo 4°. En el caso de los sujetos pasivos señalados en los números 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha rendición se realizará ante quien tenga la potestad sancionatoria, de acuerdo a las normas del Título III.

Artículo 9°.- La información contenida en los registros a que se refiere el artículo 7° será publicada y actualizada, al menos una vez al mes, en los sitios electrónicos a que hace referencia el artículo 7° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Respecto de los sujetos pasivos indicados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, dicha información se publicará en el sitio electrónico establecido en las normas de transparencia activa que los rijan.

Asimismo, el Consejo para la Transparencia pondrá a disposición del público estos registros en un sitio electrónico, debiendo asegurar un fácil y expedito acceso a los mismos.

Del mismo modo, trimestralmente, dicho Consejo deberá poner a disposición del público un registro que contenga una nómina sistematizada de las personas, naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que en tal período hayan sostenido reuniones y audiencias con los sujetos pasivos individualizados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, que tengan por objeto el lobby o la gestión de intereses particulares respecto de las decisiones que se señalan en el artículo 5°. Dicha nómina deberá individualizar a la persona, organización o entidad con la cual el sujeto pasivo sostuvo la audiencia o reunión, dejando constancia de: a nombre de quién se gestionaron los intereses particulares, la individualización de los asistentes o personas presentes, si se percibió una remuneración por dichas gestiones, el lugar, fecha y hora de cada reunión o audiencia sostenida, y la materia específica tratada.

Los sujetos pasivos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, enviarán al Consejo para la Transparencia la información que se acuerde en los convenios que celebren, para efectos de publicarla en el sitio electrónico señalado en el inciso segundo de este artículo.

El reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10 establecerán la información que deberá incluirse en el registro, la fecha de actualización, la forma en que ha de hacerse la publicación, los antecedentes requeridos para solicitar audiencias y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento y publicación de dichos registros.

Artículo 10.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, dictará el o los reglamentos de esta ley.

La normativa de los registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Ministerio Público será aprobada mediante resolución del Contralor General y del Fiscal Nacional del Ministerio Público, respectivamente, la que será publicada en el Diario Oficial.

Aquella que regule el registro a cargo del Banco Central de Chile será establecida mediante acuerdo de su Consejo, publicado en el Diario Oficial.

Asimismo, las normas que regulen los registros del Congreso Nacional serán, para cada Cámara, las que apruebe la Sala de cada de una de ellas, a proposición de las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria.

Las normas que regulen el registro de la Corporación Administrativa del Poder Judicial serán las que apruebe el Consejo Superior de dicha entidad.

Artículo 11.- Las autoridades y funcionarios señalados en los artículos 3° y 4° deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia.

Artículo 12.- Las personas que realicen lobby o gestiones de intereses particulares, de acuerdo a lo dispuesto en esta ley, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

1.- Proporcionar de manera oportuna y veraz a las autoridades y funcionarios respectivos, la información señalada en esta ley, cuando ésta les sea requerida, tanto para solicitar audiencias o reuniones, como para efectos de su publicación.

2.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, el nombre de las personas a quienes representan, en su caso.

3.- Informar, al sujeto pasivo a quien solicitan la reunión o audiencia, si reciben una remuneración por las gestiones.

4.- Proporcionar, en el caso de las personas jurídicas, la información que se les solicite respecto de su estructura y conformación, sin que en caso alguno les sea obligatorio suministrar información confidencial o estratégica. Dicha información será solicitada a través de un formulario que, para estos efectos, elaborará el Ministerio Secretaría General de la Presidencia respecto de los sujetos pasivos señalados en el artículo 3° y en los numerales 1), 4) y 7) del artículo 4°, y el organismo a cargo de cada registro, respecto de aquellos individualizados en los numerales 2), 3), 5), 6) y 8) del artículo 4°, de acuerdo a lo dispuesto en el reglamento y demás normativa a que hace referencia el artículo 10.

La omisión inexcusable de la información requerida en el inciso anterior o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa, por parte de las personas señaladas en dicho inciso, será penada con la multa señalada en el artículo 8°.

Tales personas deberán informar a sus clientes o representados de las obligaciones a las que están sujetas en virtud de esta ley.

“Artículo 13.- Habrá un registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares por cada uno de los órganos e instituciones a que se refiere el artículo 7º. El registro será administrado por éstos y a él se incorporarán las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen las actividades señaladas en los números 1) y 2) del artículo 2º ante las autoridades y funcionarios mencionados en los artículos 3º y 4º. 

A los registros señalados en el inciso anterior podrá ingresarse inscribiéndose en forma previa o automáticamente cuando se efectúen las actividades a que hacen referencia los numerales 1) y 2) del artículo 2º, ante las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. Dichos registros se publicarán y actualizarán de acuerdo a lo señalado en el artículo 9º.

Las personas inscritas en el registro deberán cumplir las obligaciones dispuestas en el artículo anterior. 

El reglamento y demás normativas a que hace referencia el artículo 10, establecerán los procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para practicar las inscripciones en el registro público de lobistas y de gestores de intereses particulares.”.

TÍTULO III

DE LAS SANCIONES

Artículo 14.- La infracción de las normas de esta ley hará incurrir en responsabilidad y traerá consigo las sanciones que ésta determine. La responsabilidad administrativa se hará efectiva con sujeción a las normas de este Título y, en lo no previsto por esta ley, se sujetará a las normas estatutarias que rijan al órgano del cual dependa el sujeto pasivo involucrado.

Párrafo 1º

De las sanciones aplicables a las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado

Artículo 15.- En caso que el sujeto pasivo de aquellos señalados en el artículo 3° y en los numerales 2), 4) y 7) del artículo 4°, los consejeros regionales y el secretario ejecutivo del consejo regional señalados en el numeral 1) del artículo 4°, no informare o registrare lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Contraloría General de la República le comunicará dicha circunstancia, y el obligado tendrá el plazo de veinte días para informar al respecto. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Contraloría mediante resolución fundada, propondrá, dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia, si corresponde, al jefe de servicio o a quien haga sus veces, la aplicación de una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales. En caso que el sujeto pasivo sancionado sea el jefe de servicio o autoridad, la potestad sancionatoria residirá en la autoridad que lo nombró.

De todo lo anterior se dejará constancia en la respectiva hoja de vida funcionaria. Se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas en los sitios electrónicos del respectivo órgano o servicio, por un plazo de un mes desde que esté firme la resolución que establece la sanción.

La resolución que imponga la sanción estará sujeta al trámite de toma de razón. Dicha resolución será impugnable en la forma y plazo prescritos en el artículo 18.

En el caso del Contralor General de la República, será la Cámara de Diputados la encargada de verificar el debido cumplimiento de las disposiciones de esta ley.

Artículo 16.- La omisión inexcusable de la información que conforme a esta ley y su reglamento debe incorporarse en alguno de los registros establecidos en el artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa, se sancionará, respecto de las personas señaladas en el artículo anterior, con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en dicho artículo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiere corresponderles.

Artículo 17.- Los alcaldes, concejales, directores de obras municipales y secretarios municipales que incurran en alguna de las infracciones establecidas en los artículos 15 y 16 serán sancionados por la Contraloría General de la República conforme a lo dispuesto en dichas normas.

Una vez ejecutoriada la sanción que se aplique, se notificará por el organismo competente al concejo municipal en la sesión más próxima que celebre. Asimismo, dicha sanción se deberá incluir en la cuenta pública a que hace referencia el artículo 67 de la ley N° 18.695 e incorporarse en el extracto de la misma, que debe ser difundida a la comunidad.

Artículo 18.- Las sanciones contempladas en los artículos 15, 16 y 17 serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. La Corte podrá pedir también, en esa misma resolución, informe a este respecto a la Contraloría General de la República. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

La reincidencia en las infracciones consignadas en este Párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.

Párrafo 2°

De las sanciones aplicables a otras autoridades

Artículo 19.- Las respectivas Comisiones de Ética y Transparencia Parlamentaria conocerán y resolverán acerca de la aplicación de las sanciones a las que se refiere este artículo.

Si alguna de las personas señaladas en el número 5) del artículo 4° no informa o registra lo señalado en el artículo 8° dentro del plazo dispuesto para ello, la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria que corresponda le aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, que se descontarán directamente de sus remuneraciones o dieta, cuando corresponda. 

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por las comisiones señaladas en el inciso primero o por denuncia de cualquier interesado, lo cual será comunicado al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.

La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 4) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.

En el sitio electrónico de la respectiva Cámara se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.

Artículo 20.- Si alguna de las personas individualizadas en el numeral 3) del artículo 4° no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, la que será impuesta por el Consejo del Banco Central. 

Para estos efectos, el ministro de fe del Banco deberá poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Consejo, para que se inicie el pertinente procedimiento, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá el derecho a contestar en el plazo de diez días hábiles, pudiendo establecerse, en caso de ser necesario, un período probatorio de ocho días, dentro del cual podrán presentarse todos los medios de prueba, la que se apreciará en conciencia. El Consejo deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes, contados desde la última diligencia.

En todo caso, el afectado podrá reclamar de la multa que le imponga el Consejo conforme al procedimiento establecido en el artículo 69 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840.

La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 3) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 15 de la ley orgánica constitucional del Banco Central, contenida en el artículo primero de la ley N° 18.840, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar. 

En el sitio electrónico del Banco Central se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.

Artículo 21.- Si alguna de las autoridades del Ministerio Público individualizado en el numeral 6) del artículo 4°, no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionada con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuestas administrativamente por el Fiscal Nacional.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el superior jerárquico que corresponda o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El superior jerárquico deberá dictar la resolución final dentro de los diez días siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia. Si el que incumple o comete las infracciones referidas precedentemente fuese el Fiscal Nacional, se estará a lo dispuesto en el artículo 59 de la ley N° 19.640.

La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 5) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.

En los sitios electrónicos de la respectiva Fiscalía se publicarán los nombres de la o las personas sancionadas, por el plazo de un mes desde que la resolución que establece la sanción esté firme.

Artículo 22.- Si el Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial no informa o registra de manera oportuna lo señalado en el artículo 8°, será sancionado con multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales, impuesta por el Consejo Superior.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por el Consejo Superior o por denuncia de cualquier interesado, comunicándose esta circunstancia al afectado, quien tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, la que será apreciada en conciencia. El Consejo Superior deberá dictar la resolución final dentro de los diez siguientes a aquel en que se evacuó la última diligencia.

La omisión inexcusable de la información que se debe incorporar en el registro a que se refiere el número 6) del artículo 7°, o la inclusión a sabiendas de información inexacta o falsa en dicho registro, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales, de acuerdo al procedimiento señalado en el inciso anterior, sin perjuicio de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.

La sanción aplicada por el Consejo Superior será reclamable ante el Pleno de la Corte Suprema, conforme al procedimiento establecido en el artículo 24, correspondiendo a este último pedir información a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida.

Artículo 23.- Si durante el curso de la investigación o sumario administrativos, el investigador o fiscal, según corresponda, conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delito, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público.

La reincidencia en las infracciones consignadas en este Párrafo, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de la infracción, será considerada falta grave a la probidad.

Artículo 24.- Salvo que se contemplen procedimientos especiales, las sanciones contempladas en este Párrafo serán reclamables ante la Corte de Apelaciones respectiva, dentro de quinto día de notificada la resolución que las aplique. 

La Corte pedirá informe a la autoridad que dictó el acto o resolución recurrida, el que deberá ser evacuado dentro de los diez días siguientes a tal requerimiento. Para el conocimiento, vista y fallo de estas cuestiones se aplicarán las normas sobre las apelaciones de los incidentes en materia civil, con preferencia para su vista y fallo.

La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la sanción impuesta por la resolución recurrida.

TÍTULO IV

DISPOSICIÓN FINAL

Artículo 25.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal: 

1. En el artículo 248 bis:

a) Elimínase, en el inciso primero, la expresión “especial o”, y reemplázase el término “temporales” por “temporal”.

b) Suprímese, en el inciso segundo, la locución “especial o”; agrégase, a continuación de la palabra “público”, una coma (,), y sustitúyese el término “perpetuas” por “perpetua”.

2. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 249, la frase “inhabilitación especial perpetua e inhabilitación absoluta temporal, o bien con inhabilitación absoluta perpetua”, por la siguiente: “inhabilitación absoluta, temporal o perpetua,”.

3. Agrégase, en el inciso tercero del artículo 250, a continuación de la palabra “mínimo”, la expresión “a medio”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo 1°.- El mayor gasto que signifique la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de las instituciones respectivas, pudiendo al efecto realizarse transferencias y reasignaciones.

Artículo 2º.- El Presidente de la República promulgará el reglamento de esta ley dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de la misma. 

Sin perjuicio de lo anterior, el Congreso Nacional, el Poder Judicial y los demás órganos dotados de autonomía constitucional, podrán determinar las demás normas administrativas que sean convenientes en las materias que les conciernen específicamente.

Esta ley comenzará a regir tres meses después de la publicación del reglamento señalado en el inciso primero respecto de las autoridades y funcionarios individualizados en los artículos 3º y 4º. 

Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, respecto de los jefes de servicio, los directores regionales de los servicios públicos, los intendentes y gobernadores, los secretarios regionales ministeriales y jefes de gabinete, comenzará  regir ocho meses después de la publicación del reglamento. Asimismo, respecto de los sujetos pasivos individualizados en el numeral 1 del artículo 4º, en el inciso final del artículo 3º y en el inciso segundo del artículo 4º, con excepción de los jefes de gabinete, esta ley entrará en vigencia doce meses después de la publicación del reglamento de esta ley.”.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 3 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosaín Sabag (Presidente), y los Honorables Diputados Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Guillermo Ceroni, Ernesto Silva y Arturo Squella; 10 de diciembre de 2013, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosaín Sabag (Presidente), y los Honorables Diputados Jorge Burgos, Alberto Cardemil (señor Cristian Monckeberg), Guillermo Ceroni, Ernesto Silva y Arturo Squella; 7 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Eduardo Frei, Hernán Larraín, Jaime Orpis, Fulvio Rossi y Hosaín Sabag (Presidente), y los Honorables Diputados Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Guillermo Ceroni, Ernesto Silva y Arturo Squella, y 8 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bianchi, Eduardo Frei, Jaime Orpis, Hernán Larraín Fulvio Rossi y Hosaín Sabag (Presidente), y los Honorables Diputados Jorge Burgos, Alberto Cardemil, Guillermo Ceroni, Ernesto Silva y Arturo Squella.


Sala de la Comisión, 13 de enero de 2014.
(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.253, SOBRE NORMAS DE PROTECCIÓN, FOMENTO Y DESARROLLO DE LOS INDÍGENAS, ESTABLECIENDO DIETA PARA LOS CONSEJEROS NACIONALES DE LA CONADI Y PARA LOS COMISIONADOS DE LA CODEIPA QUE INDICA

(9041-31)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión que celebró la Comisión asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Juan Ignacio Gómez. 

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos. 

El asesor del Honorable Senador señor García, señor Rodrigo Fuentes.

- - -

Cabe hacer presente que la iniciativa fue analizada previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que de conformidad con lo dispuesto en al artículo 127 del Reglamento del Senado, por ser de artículo único, la discutió en general y particular a la vez.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY
Dispone un aumento de las dietas de los consejeros de CONADI (Corporación Nacional de Desarrollo y de los  comisionados de CODEIPA (Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua).
- - -

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del proyecto de ley en su totalidad, en los términos en que fuera despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, como corresponde de acuerdo con el artículo 41 del Reglamento de la Corporación.


El artículo único de la iniciativa legal modifica, a través de tres numerales, la ley Nº19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.
Número 1)

Modifica, mediante dos literales, el artículo 43.

La letra a) sustituye el inciso segundo por el siguiente:

“El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos, trimestralmente. Los consejeros designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letra c), que no sean funcionarios públicos, y en la letra d) del mismo artículo, sean o no funcionarios públicos, percibirán una dieta mensual equivalente a diez unidades tributarias mensuales.”.

El inciso segundo vigente, cabe señalar, establece que el Consejo debe reunirse trimestralmente, que sus miembros que no sean funcionarios públicos percibirán una dieta de 3 unidades tributarias mensuales (UTM) por sesión, que les serán pagados pasajes y viáticos y que el límite mensual de remuneraciones, dentro del trimestre, será de 6 UTM.

La letra b), en tanto, agrega los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto:
“Sin perjuicio de lo anterior, los consejeros señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a tres unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de la Corporación o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los consejeros señalados en el inciso segundo del presente artículo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 16 unidades tributarias mensuales.
La Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros mencionados en el inciso segundo desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo.”.
Número 2)


Agrega, en el artículo 68 -relativo a la integración de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA)-, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:
“Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua gozarán de una dieta mensual equivalente a ocho unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, la Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando cualquier miembro electo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por la Comisión.
Sin perjuicio de lo anterior, los comisionados señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones especiales de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los comisionados señalados en el inciso segundo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 12 unidades tributarias mensuales.
La inasistencia de los comisionados indígenas electos a 3 sesiones, sin causa justificada a juicio de la propia Comisión, producirá la cesación inmediata del comisionado en su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del reglamento y por el tiempo que falte para completar el período.”.

Número 3)


Agrega, en el artículo 9° transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, el siguiente inciso final:
“Para el año de entrada en vigencia de la ley, la dieta establecida en el artículo 43 para los Consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letras c) y d), y para los seis Comisionados electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, establecida en el artículo 68, serán provistas por recursos especialmente asignados al efecto, y para los años siguientes, por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

El Honorable Senador señor García manifestó tener conocimiento personal de varios casos de consejeros de la CONADI, en la Región de la Araucanía, que para ser elegidos debieron realizar una campaña que les permitiera dar a conocer la labor a desempeñar y estar en contacto con sus electores. Se trata, por lo general, de gente que no cuenta con muchos recursos y que debe autofinanciarse para hacerlo, y que percibe a cambio dietas bastante exiguas. 
De acuerdo con lo expuesto, agregó, resulta de toda justicia que esas dietas puedan ser incrementadas, más aún teniendo en cuenta las complejas condiciones en que, muchas veces, los consejeros deben llevar a cabo sus funciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar puso de manifiesto que, sin perjuicio de su opinión favorable a lo propuesto en el proyecto de ley, prontamente deberá legislarse para abordar la situación de los consejeros regionales, cuyas remuneraciones precisan asimismo, ser incrementadas.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de noviembre de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley modifica los artículos 42, 43, 67 y 68 de la Ley N°19.253, que Establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, con el fin de retribuir y fortalecer la labor que desempeñan los consejeros indígenas del Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) y los comisionados indígenas electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA).

En tal sentido, el proyecto de ley incorpora nuevas funciones y atribuciones a las ya existentes en la ley para ambos organismos, y establece nuevas dietas mensuales y adicionales por asistencia a sesiones para los Consejeros Nacionales de la CONADI y los Comisionados Indígenas de CODEIPA, ya que actualmente no perciben retribución afín a la labor que realizan.

Las nuevas funciones y atribuciones que se incorporan en artículos 42 bis y 67 bis, corresponden a las que actualmente deben desempeñar debido a la evolución de la política indígena, la entrada en vigencia del Convenio 169 de la OIT y demás normativas atingentes.

Actualmente los 3 Consejeros Nacionales designados por el Presidente de la República y los 8 representantes indígenas, que no sean funcionarios públicos, perciben una dieta por cada sesión a la que asistan equivalente a 3 unidades tributarias mensuales (UTM), con un tope de no más de 6 UTM dentro del trimestre respectivo, y la Corporación además les cancela pasajes y viáticos. Los Comisionados Indígenas de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua no perciben actualmente retribución alguna.

La propuesta establece para los 3 consejeros designados por el Presidente, que no sean funcionarios públicos, y para los 8 consejeros indígenas, sean o no funcionarios públicos, una nueva dieta mensual de 10 UTM, más una adicional de 3 UTM por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de CONADI o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo; estableciéndose un tope mensual de 16 UTM por ambos conceptos.

Por su parte otorga a los 6 miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua una dieta mensual de 10 UTM, y una adicional de 2 UTM por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo; y con un tope mensual de 14 UTM por ambos conceptos.

Además, indica que la Corporación cancelará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros y comisionados mencionados anteriormente desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo Nacional de CONADI o la CODEIPA.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, considerando su efecto año completo, tiene un costo aproximado de $115.668 miles, y se financiará con recursos especialmente asignados al efecto en el presupuesto de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley Nº19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en los siguientes términos:

1) Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:
a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:
“El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos, trimestralmente. Los consejeros designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letra c), que no sean funcionarios públicos, y en la letra d) del mismo artículo, sean o no funcionarios públicos, percibirán una dieta mensual equivalente a diez unidades tributarias mensuales.”.
b) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto:
“Sin perjuicio de lo anterior, los consejeros señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a tres unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de la Corporación o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los consejeros señalados en el inciso segundo del presente artículo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 16 unidades tributarias mensuales.
La Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros mencionados en el inciso segundo desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo.”.

2) Agréganse en el artículo 68, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:
“Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua gozarán de una dieta mensual equivalente a ocho unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, la Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando cualquier miembro electo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por la Comisión.
Sin perjuicio de lo anterior, los comisionados señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones especiales de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los comisionados señalados en el inciso segundo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 12 unidades tributarias mensuales.
La inasistencia de los comisionados indígenas electos a 3 sesiones, sin causa justificada a juicio de la propia Comisión, producirá la cesación inmediata del comisionado en su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del reglamento y por el tiempo que falte para completar el período.”.

3) Agrégase en el artículo 9° transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, el siguiente inciso final:
“Para el año de entrada en vigencia de la ley, la dieta establecida en el artículo 43 para los Consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letras c) y d), y para los seis Comisionados electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, establecida en el artículo 68, serán provistas por recursos especialmente asignados al efecto, y para los años siguientes, por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.253, SOBRE NORMAS DE PROTECCIÓN, FOMENTO Y DESARROLLO DE LOS INDÍGENAS, ESTABLECIENDO DIETA PARA LOS CONSEJEROS NACIONALES DE LA CONADI Y PARA LOS COMISIONADOS DE LA CODEIPA QUE INDICA 

(9041-31)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión que celebró la Comisión asistieron, además de sus miembros, las siguientes personas:

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Juan Ignacio Gómez. 

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos. 

El asesor del Honorable Senador señor García, señor Rodrigo Fuentes.

- - -

Cabe hacer presente que la iniciativa fue analizada previamente por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que de conformidad con lo dispuesto en al artículo 127 del Reglamento del Senado, por ser de artículo único, la discutió en general y particular a la vez.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY
Dispone un aumento de las dietas de los consejeros de CONADI (Corporación Nacional de Desarrollo y de los  comisionados de CODEIPA (Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua).
- - -

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca del proyecto de ley en su totalidad, en los términos en que fuera despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su informe, como corresponde de acuerdo con el artículo 41 del Reglamento de la Corporación.


El artículo único de la iniciativa legal modifica, a través de tres numerales, la ley Nº19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.
Número 1)

Modifica, mediante dos literales, el artículo 43.

La letra a) sustituye el inciso segundo por el siguiente:

“El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos, trimestralmente. Los consejeros designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letra c), que no sean funcionarios públicos, y en la letra d) del mismo artículo, sean o no funcionarios públicos, percibirán una dieta mensual equivalente a diez unidades tributarias mensuales.”.

El inciso segundo vigente, cabe señalar, establece que el Consejo debe reunirse trimestralmente, que sus miembros que no sean funcionarios públicos percibirán una dieta de 3 unidades tributarias mensuales (UTM) por sesión, que les serán pagados pasajes y viáticos y que el límite mensual de remuneraciones, dentro del trimestre, será de 6 UTM.

La letra b), en tanto, agrega los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto:
“Sin perjuicio de lo anterior, los consejeros señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a tres unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de la Corporación o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los consejeros señalados en el inciso segundo del presente artículo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 16 unidades tributarias mensuales.
La Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros mencionados en el inciso segundo desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo.”.
Número 2)


Agrega, en el artículo 68 -relativo a la integración de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA)-, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:
“Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua gozarán de una dieta mensual equivalente a ocho unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, la Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando cualquier miembro electo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por la Comisión.
Sin perjuicio de lo anterior, los comisionados señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones especiales de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los comisionados señalados en el inciso segundo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 12 unidades tributarias mensuales.
La inasistencia de los comisionados indígenas electos a 3 sesiones, sin causa justificada a juicio de la propia Comisión, producirá la cesación inmediata del comisionado en su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del reglamento y por el tiempo que falte para completar el período.”.

Número 3)


Agrega, en el artículo 9° transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, el siguiente inciso final:
“Para el año de entrada en vigencia de la ley, la dieta establecida en el artículo 43 para los Consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letras c) y d), y para los seis Comisionados electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, establecida en el artículo 68, serán provistas por recursos especialmente asignados al efecto, y para los años siguientes, por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

El Honorable Senador señor García manifestó tener conocimiento personal de varios casos de consejeros de la CONADI, en la Región de la Araucanía, que para ser elegidos debieron realizar una campaña que les permitiera dar a conocer la labor a desempeñar y estar en contacto con sus electores. Se trata, por lo general, de gente que no cuenta con muchos recursos y que debe autofinanciarse para hacerlo, y que percibe a cambio dietas bastante exiguas. 
De acuerdo con lo expuesto, agregó, resulta de toda justicia que esas dietas puedan ser incrementadas, más aún teniendo en cuenta las complejas condiciones en que, muchas veces, los consejeros deben llevar a cabo sus funciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar puso de manifiesto que, sin perjuicio de su opinión favorable a lo propuesto en el proyecto de ley, prontamente deberá legislarse para abordar la situación de los consejeros regionales, cuyas remuneraciones precisan asimismo, ser incrementadas.

Puesto en votación el artículo único del proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Novoa y Zaldívar.
- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 29 de noviembre de 2011, señala, de modo textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El presente proyecto de ley modifica los artículos 42, 43, 67 y 68 de la Ley N°19.253, que Establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, con el fin de retribuir y fortalecer la labor que desempeñan los consejeros indígenas del Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI) y los comisionados indígenas electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua (CODEIPA).

En tal sentido, el proyecto de ley incorpora nuevas funciones y atribuciones a las ya existentes en la ley para ambos organismos, y establece nuevas dietas mensuales y adicionales por asistencia a sesiones para los Consejeros Nacionales de la CONADI y los Comisionados Indígenas de CODEIPA, ya que actualmente no perciben retribución afín a la labor que realizan.

Las nuevas funciones y atribuciones que se incorporan en artículos 42 bis y 67 bis, corresponden a las que actualmente deben desempeñar debido a la evolución de la política indígena, la entrada en vigencia del Convenio 169 de la OIT y demás normativas atingentes.

Actualmente los 3 Consejeros Nacionales designados por el Presidente de la República y los 8 representantes indígenas, que no sean funcionarios públicos, perciben una dieta por cada sesión a la que asistan equivalente a 3 unidades tributarias mensuales (UTM), con un tope de no más de 6 UTM dentro del trimestre respectivo, y la Corporación además les cancela pasajes y viáticos. Los Comisionados Indígenas de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua no perciben actualmente retribución alguna.

La propuesta establece para los 3 consejeros designados por el Presidente, que no sean funcionarios públicos, y para los 8 consejeros indígenas, sean o no funcionarios públicos, una nueva dieta mensual de 10 UTM, más una adicional de 3 UTM por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de CONADI o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo; estableciéndose un tope mensual de 16 UTM por ambos conceptos.

Por su parte otorga a los 6 miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua una dieta mensual de 10 UTM, y una adicional de 2 UTM por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo; y con un tope mensual de 14 UTM por ambos conceptos.

Además, indica que la Corporación cancelará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros y comisionados mencionados anteriormente desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo Nacional de CONADI o la CODEIPA.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta Ley, durante el primer año de su entrada en vigencia, considerando su efecto año completo, tiene un costo aproximado de $115.668 miles, y se financiará con recursos especialmente asignados al efecto en el presupuesto de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley Nº19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en los siguientes términos:

1) Modifícase el artículo 43 de la siguiente forma:
a) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:
“El Consejo Nacional se reunirá, a lo menos, trimestralmente. Los consejeros designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letra c), que no sean funcionarios públicos, y en la letra d) del mismo artículo, sean o no funcionarios públicos, percibirán una dieta mensual equivalente a diez unidades tributarias mensuales.”.
b) Agréganse, a continuación del inciso segundo, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, pasando el actual inciso tercero a ser sexto:
“Sin perjuicio de lo anterior, los consejeros señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a tres unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones del Consejo Nacional de la Corporación o de las comisiones de trabajo que se formen por acuerdo de dicho Consejo, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los consejeros señalados en el inciso segundo del presente artículo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 16 unidades tributarias mensuales.
La Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando alguno de los consejeros mencionados en el inciso segundo desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por el Consejo.”.

2) Agréganse en el artículo 68, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto y quinto:
“Los seis miembros electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua gozarán de una dieta mensual equivalente a ocho unidades tributarias mensuales. Adicionalmente, la Corporación pagará los correspondientes pasajes y viáticos cuando cualquier miembro electo de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua desempeñe cometidos en virtud de un acuerdo celebrado por la Comisión.
Sin perjuicio de lo anterior, los comisionados señalados en el inciso precedente tendrán derecho a percibir una dieta adicional equivalente a dos unidades tributarias mensuales por concepto de asistencia a cada una de las sesiones de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua o de las comisiones especiales de trabajo que se formen por acuerdo de dicha Comisión, la que se pagará conjuntamente con la dieta mensual que corresponda al mes respectivo.
En todo caso, los comisionados señalados en el inciso segundo no podrán percibir mensualmente, por concepto de dietas indicadas precedentemente, una cantidad superior a 12 unidades tributarias mensuales.
La inasistencia de los comisionados indígenas electos a 3 sesiones, sin causa justificada a juicio de la propia Comisión, producirá la cesación inmediata del comisionado en su cargo. Su reemplazo se hará conforme a las normas del reglamento y por el tiempo que falte para completar el período.”.

3) Agrégase en el artículo 9° transitorio, a continuación del punto final, que pasa a ser punto aparte, el siguiente inciso final:
“Para el año de entrada en vigencia de la ley, la dieta establecida en el artículo 43 para los Consejeros de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena designados por el Presidente de la República de conformidad con lo establecido en el artículo 41 letras c) y d), y para los seis Comisionados electos de la Comisión de Desarrollo de Isla de Pascua, establecida en el artículo 68, serán provistas por recursos especialmente asignados al efecto, y para los años siguientes, por los recursos que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de enero de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE EL SISTEMA DE PROMOCIÓN Y DESARROLLO PROFESIONAL DOCENTE DEL SECTOR MUNICIPAL 

(8189-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado.

A las sesiones que celebró la Comisión, asistieron, especialmente invitadas, las siguientes autoridades y personas
:

-Del Ministerio de Educación: la Ministra, señora Carolina Schmidt; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de Gabinete, señor Alejandro Fernández; el Jefe de Asesores, señor Raúl Figueroa y la Asesora, señorita Sylvia Eyzaguirre.

-De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señora Francisca Greene y señor Luis Castro.

-Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: el Asesor, señor Juan Ignacio Gómez.

-Del Centro de Democracia y Comunidad: el Asesor Bancada DC, señor Patricio Álvarez-Salamanca.
-De la oficina del Honorable Senador Quintana: la Periodista Nicole Morandé y el Asesor, señor Nicolás Fernández.
-De la oficina del Diputado Mario Venegas: la Asesora, señorita Claudia Vilches.

-De Fundación Elige Educar: los Asesores, señorita Paulina Hernández y el señor Jorge Schiappacasse.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

El proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, propone el establecimiento de condiciones para la formación de los profesores y el inicio del ejercicio de la profesión docente y crea el examen inicial de excelencia profesional. Asimismo busca lo siguiente:

-Elevar las exigencias mínimas para estudiar pedagogía.

-Establecer una evaluación obligatoria a los egresados de pedagogía que deseen trabajar en el sector subvencionado.

-Establecer la obligatoriedad de estudiar en una institución y en una carrera acreditada para trabajar en cualquier establecimiento subvencionado por el Estado.

-Elevar las remuneraciones de entrada a los mejores estudiantes de pedagogía que opten por trabajar en el sector subvencionado.

-Incrementar los ingresos de los actuales profesores en todo el sistema subvencionado que certifiquen su calidad docente.

-Incentivar a los mejores profesores para que opten por trabajar en establecimientos de alta vulnerabilidad.

-Mejorar las condiciones de los docentes en los establecimientos educacionales aumentando las horas no lectivas.

- - -

CAMBIO DE NOMBRE DEL PROYECTO


Cabe hacer presente, como se consigna al inicio de este informe en la suma, que el proyecto de ley en estudio ingresado al Congreso Nacional para su tramitación, se denomina “proyecto de ley que establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal”. No obstante, durante la discusión del mismo en el primer trámite constitucional, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva, referida, en lo fundamental, a la formación inicial docente, que corresponde, en definitiva al texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados en dicho trámite constitucional, y que es, a su vez, el texto que conoció esta Comisión.


En mérito de lo anterior, la unanimidad de los integrantes presentes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, acordó recabar el acuerdo de la Sala con el objeto de cambiar la denominación de este proyecto de ley, de manera que éste se llame, en lo sucesivo, “Proyecto de ley sobre formación inicial docente”.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

No hay.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS

-Decreto con fuerza de ley N° 2, de 2012, del Ministerio de Educación, que fija las normas que reestructuran el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la asignación de excelencia pedagógica a que se refieren los artículos 14 y 15 de la ley N°19.715.

-Decreto con fuerza de ley Nº 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que lo complementan y modifican.

-Decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales.

ANTECEDENTES DE HECHO

Mensaje Presidencial.

I.ANTECEDENTES.

El Mensaje que da inicio a este proyecto de ley comenta que existe consenso respecto de la importancia que tiene la educación para mejorar la calidad de vida de las personas, no sólo porque permite acceder a mejores oportunidades sino porque admite un desarrollo más integral y una mayor realización personal. A su vez, ello redunda en un mayor progreso del país y en el avance hacia una sociedad más libre y equitativa. A pesar de los progresos registrados en Chile reflejados, por ejemplo, en pruebas internacionales como PISA (Programme for International Student Assessment), el país está aún lejos de asegurar calidad, efectividad y equidad del sistema escolar.

Resalta el Ejecutivo que un factor clave en el logro de una mejor educación es la efectividad de los docentes en el proceso de enseñanza. Tanto la evidencia internacional como nacional indican que esta característica ayuda a explicar en una medida importante las diferencias en los aprendizajes de los niños y jóvenes. Así, se ha comprobado que un docente inefectivo puede retrasar los aprendizajes de un niño cada año hasta en seis meses respecto de estudiantes que enfrentaron profesores apropiados. Al mismo tiempo los docentes más efectivos pueden hacer avanzar a sus estudiantes en igual período hasta en el equivalente a 1,5 años escolares. Asegurar y promover la presencia de docentes efectivos en las aulas es, por tanto, clave para construir un sistema educativo de calidad para todos los niños y jóvenes, cualquiera sea su origen. 
Asevera que esta realidad nos invita a seguir el ejemplo de los países de mejor desempeño educativo que se han propuesto activamente elevar la eficacia de sus docentes, los que destacan por la alta calidad de sus profesores y, aparejado con ello, el alto prestigio que goza la profesión docente. Estos sistemas logran atraer a los estudiantes de más altas habilidades a la formación docente inicial, retienen a los mejores docentes en la profesión y los estimulan y apoyan a lo largo de su carrera para que hagan su mejor esfuerzo. 

Es habitual, continúa argumentando, que en estos países los futuros profesores sean seleccionados dentro del 30 por ciento de los estudiantes con mayores habilidades, los instrumentos de selección son eficientes (pues reconocen que una mala decisión en la selección puede derivar en hasta 40 años de mala enseñanza), la formación inicial es de calidad, con programas exigentes centrados en los conocimientos disciplinarios y las prácticas, de manera que el alumno desarrolle a lo largo de sus estudios las habilidades y competencias necesarias para desempeñarse de forma efectiva en el aula.
Destaca, además, que estas altas capacidades y exigencias para los docentes son remuneradas apropiadamente. En ese sentido, los salarios son competitivos y no impiden atraer a estudiantes de altas habilidades. Si bien el salario no es el único factor a la hora de decidir la profesión, la experiencia internacional indica que un salario inferior al de otras profesiones afines repercute negativamente en la elección de la profesión. 

Para mantener la motivación de los docentes en ejercicio, muchos sistemas exitosos implementan, por una parte, la promoción vertical, mediante la cual los docentes ascienden profesionalmente asumiendo nuevas responsabilidades como tareas directivas, técnico-pedagógicas o de coordinación superior; y, por otra parte, la promoción horizontal, por medio de la cual los docentes son reconocidos y remunerados en base a sus conocimientos, habilidades y desempeño, sin que ello suponga modificar sus labores de docente de aula. 

Algunos países, prosigue el Mensaje, han adoptado políticas de pago por desempeño, ya sea al docente o al establecimiento, motivando y reteniendo a los mejores docentes. En el caso del pago por desempeño individual, la evidencia demuestra que los directores o supervisores directos de cada docente son los más indicados a la hora de evaluarlos, puesto que son más certeros en cuanto a medir desempeño. Si se trata de premiar en base a los resultados de los estudiantes, lo más apropiado parece ser diseñar mecanismos que premien el esfuerzo colectivo de los docentes (a nivel de establecimiento).

Subraya en este sentido que la evidencia internacional reconoce como un segundo factor influyente en los aprendizajes de los estudiantes, dentro del establecimiento, al director. Un buen director es capaz de movilizar a toda la comunidad escolar en pos de objetivos comunes y se responsabiliza por el logro de los mismos. Para ello es fundamental no sólo contar con personas preparadas en el cargo, sino también que las condiciones y atribuciones sean las apropiadas para ejercer su liderazgo. En ese sentido, deben tener la facultad de gestionar no sólo procesos administrativos, sino que es fundamental que posean facultades para tomar decisiones en cuanto a los recursos humanos. Deben contar con la autoridad y los recursos para gratificar o no gratificar a los maestros según su desempeño, puesto que, como se mencionara anteriormente, son ellos, así como los supervisores directos de cada docente, los más indicados para evaluar su trabajo. En resumen, para que cada director sea realmente responsable de lo que ocurre en su establecimiento, debe contar con las atribuciones para manejar los diversos factores que inciden en la provisión educativa.
Adicionalmente, se plantea en el Mensaje que la realidad en Chile difiere de la que se observa en los países de mejor desempeño por diversas razones. Tal vez donde mejor se resumen todas ellas sea en los resultados de la prueba Inicia. En la versión 2010 los egresados de pedagogía básica (generalista) respondieron correctamente, en promedio, apenas la mitad de la evaluación y sólo un 5 por ciento logró contestar tres cuartos de la prueba de modo satisfactorio. El promedio de respuestas correctas en la prueba de conocimientos por mención fue aún más bajo, siendo en matemática de un 42 por ciento. Asimismo, los resultados de la prueba internacional TEDS-M (Teacher Study in Mathematics), que evaluó los conocimientos de matemáticas de los egresados de pedagogía de educación básica entre 2006 y 2009, corroboran los anteriores resultados, puesto que el 60 por ciento de quienes la rindieron no alcanzó el nivel mínimo de conocimientos de matemática requerido para enseñar a sus alumnos. Sólo un 4% logró el nivel avanzado. 

Sin cambios importantes en esos desempeños, añade el Ejecutivo, la posibilidad de lograr un sistema escolar más efectivo se reduce significativamente. Ello, según señala, requiere de esfuerzos simultáneos en diversas áreas a las que el Gobierno está abocado con decisión. Desde luego en la formación inicial docente. En este caso, si bien casi todas las carreras de educación están acreditadas, la mayoría tiene tres o menos años de acreditación y menos del 10 por ciento lo está por 6 ó 7 años. La evidencia disponible, además, sugiere que las carreras no agregarían mucho valor a la formación de profesores, observándose una alta correlación entre los estudiantes en cuanto a sus habilidades y conocimientos al ingreso y egreso de la carrera. Este año, por medio de convenios de desempeño, se buscará producir transformaciones en los programas de formación de docentes que los ponga a la altura de los desafíos que requiere el país.

La falta de programas de formación de calidad puede estar influyendo en el poco atractivo que parece tener esta carrera para nuestros jóvenes de mayores habilidades. Así, por ejemplo, son pocos los estudiantes de altos puntajes que en la actualidad postulan a esta carrera. En cambio, son muchos los de bajo puntaje que se interesan en esta profesión. Todo lo anterior puede repercutir en una baja valoración social que tiene actualmente la profesión docente, siendo la de menor prestigio dentro de los estudiantes de 3° y 4° año de enseñanza media. Además, sólo un 22 por ciento de los jóvenes está de acuerdo o muy de acuerdo con que en Chile es un orgullo ser profesor.

No obstante, en un esfuerzo por revertir esta situación se creó en 2010 la Beca Vocación de Profesor, cuyo principal objetivo es incentivar a los jóvenes que obtienen altos puntajes en la Prueba de Selección Universitaria a seguir carreras de pedagogía, mediante el financiamiento de sus estudios y con algunas exigencias a las instituciones que imparten dichas carreras, como por ejemplo, un puntaje de corte de la carrera de 500 puntos. En el año 2011 se logró que la proporción de inscritos en pedagogía provenientes del mejor 30 por ciento de la distribución de resultados en la Prueba de Selección Universitaria (PSU) de los matriculados aumentara de un 10,7 a un 18,1 por ciento, en comparación con el promedio del período 2007-2010; que el puntaje promedio de la PSU de las carreras de pedagogía creciera en 13 puntos (cerrando en parte la brecha con otras carreras y elevando los puntajes de corte de varias); y que la probabilidad de que un alumno con 600 puntos o más puntos en la Prueba de Selección Universitaria escoja pedagogía creciera entre 30 y 40 por ciento, y en más de un 100 por ciento para los alumnos sobre 700 puntos en dicha prueba en relación al período 2007-2010.

Finalmente, señala que a estas tareas se agrega la generación de estándares que deberán satisfacer los programas de formación inicial docente en el futuro y que servirán de base para confeccionar el Examen Inicial de Excelencia Pedagógica, propuesto en este proyecto. Esos estándares indican los conocimientos esperados para los futuros pedagogos. Su valor reside en que informan de una manera precisa y transparente, sin interferir en la libertad académica de las distintas instituciones, esos conocimientos. Si los profesores no los poseen difícilmente podrán formar a nuestros niños y jóvenes en los aprendizajes que el país espera que ellos alcancen durante su vida escolar.
II.CONTENIDO DEL PROYECTO

En síntesis, subraya el Mensaje que el proyecto consta de cinco partes y que en la primera se introducen modificaciones a ciertas disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº1 de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que la complementan y modifican, estableciendo el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, los mecanismos de ingreso y selección a la dotación, la remuneración, los mecanismos de evaluación de los docentes y el término de la relación laboral.

En la segunda parte del proyecto se crea un examen que deberán rendir quienes quieran ejercer funciones docentes en establecimientos subvencionados y que medirá los conocimientos y habilidades de éstos. Será requisito aprobar dicho examen para ejercer en dicho sector.

Señala que, en la tercera se introducen modificaciones a la ley N° 19.410 que tienen por objeto perfeccionar el sistema nacional de evaluación del desempeño de los establecimientos particulares subvencionados. 

Por otra parte, destaca el en la cuarta parte se modifica el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales la que tiene por finalidad establecer un aumento en la subvención por escolaridad.

Por último, detalla Su Excelencia el Presidente de la República que se establece el régimen de entrada en vigencia y transición de las disposiciones del presente proyecto.
- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL
Cabe hacer presente que la discusión en general del proyecto de ley se dedicó, en lo sustancial, a analizar junto a una serie de invitados con experiencia en materia de formación docente los diferentes aspectos desarrollados en el proyecto de ley en informe. Ello, significó un amplio debate por parte de la Comisión, lo cual evidenció los aspectos más relevantes de esta iniciativa, como así también, aquellos contenidos que deberán ser revisados durante la discusión en particular. Todo este análisis se consigna más adelante en este informe.



Previo a dicha labor, la Comisión escuchó la exposición de los representantes del Ejecutivo respecto del proyecto.


I.- PRESENTACIÓN DEL PROYECTO POR LA SEÑORA MINISTRA DE EDUCACIÓN Y ANÁLISIS PRELIMINAR DE LA COMISIÓN
La Ministra de Educación, señora Carolina Schmidt, comentó que teniendo en consideración que los profesores son el corazón de la educación, además del hecho que para elevar la calidad se requiere trabajar con los docentes, el año 2012 el Gobierno presentó un proyecto de ley sobre Carrera Docente.

En este sentido, dijo que después de una larga tramitación y discusión en la Cámara de Diputados, se analizó la relevancia de dar un paso adelante en esta materia y buscar puntos de acuerdo para avanzar en los cambios necesarios para contar con una mayor calidad docente.

Fruto de ese trabajo conjunto, dijo que se acordó una reforma al proyecto inicial de modo que se establecieran las bases para atraer y retener a los mejores talentos en la Educación. Así, destacó que en otros países para obtener estos resultados, se elige el 30% de los mejores egresados para seguir la carrera docente.

Dentro de este contexto, señaló que la realidad del país dista mucho de lo expuesto, por cuanto del análisis de los egresados de las carreras de educación del año 2011, el 73% o no habían rendido la PSU o habían tenido menos de 500 puntos en ella. En este sentido, señaló que en algunas instituciones de educación superior basta con proporcionar el RUT para quedar seleccionado en forma automática para estudiar pedagogía.

Dado lo anterior, destacó que el efecto que tiene el contar con un buen o un mal profesor marca la vida de miles de niños, razón por la cual resulta relevante hacer de la carrera docente una profesión selectiva donde vayan las personas con mayor capacidad para poder formar a los niños y niñas del país.

Establecido lo anterior, subrayó que ese es precisamente el objetivo del proyecto en tramitación el que luego de la indicación sustitutiva acordada transversalmente en la Cámara de Diputados destaca la formación e inicio del ejercicio docente, básicamente buscando atraer y retener a los mejores talentos  en esta área. En este sentido, destacó que la iniciativa ha sido trabajada en profundidad con la participación ciudadana, y que no sólo hace de la carrera de pedagogía una carrera selectiva, sino que además asegura mejores condiciones laborales para los profesores en el país con mejores remuneraciones.

En la misma línea, dijo que el proyecto de ley viene a duplicar el salario de los buenos profesores que optan por trabajar en los establecimientos más vulnerables del país.

Complementando los planteamientos anteriores, el señor Subsecretario de esta Cartera, don Fernando Rojas reafirmó la idea que en otros países con buenos resultados en educación y distintos modelos, tienen una constante y que es que atraen a la profesión docente a aquéllos que vienen desde el 30% de los mejores egresados (20%, 10% ó 5%). Lo anterior significa que las exigencias para la carrera docente también son muy elevadas.

Hecha la salvedad, dijo que la situación actual es muy compleja, por cuanto existen carencias importantes en la formación de los egresados. Así en la Prueba Inicia voluntaria, más del 60% obtiene calificación insuficiente; y en la Prueba internacional TEDS-M, 60% no alcanza el nivel mínimo de conocimientos de matemática para poder enseñar.

En este contexto, agregó que existen bajos requerimientos para ingresar a estudiar pedagogía, tanto así que 1/3 de los alumnos no rindió la PSU y de los que sí rindieron dicha prueba, ellos pertenecen al 50% de inferiores puntajes (Pedagogías obtienen promedio PSU más bajo de todas las profesiones). Adicionalmente destacó que de las 10 profesiones universitarias con peores remuneraciones, 5 corresponden a pedagogías, tal como lo muestra la tabla siguiente:

	Años desde el egreso
	Ingresos brutos (pesos de 2012)

	
	Todas las carreras (Profesionales, excepto pedagogías)
	Profesores*
	Profesores* sueldo líquido

	1er año
	 $  770.021
	 $ 421.487 
	 $ 341.573 

	5to año
	 $ 1.159.114 
	 $ 468.924 
	 $ 380.016 

	8vo año
	 $ 1.474.889 
	 $ 531.135 
	 $ 430.432 

	*: Implica jornada de 33 horas, que es el promedio real para docentes jóvenes.
















En este escenario, dijo que les preocupa tener que hacer elegir a los jóvenes entre vocación y remuneración, por cuanto la profesión docente requiere de ambas.

Hizo presente que la evidencia internacional indica que los docentes y directores son los factores más relevantes al interior del establecimiento para lograr educación de calidad y que los sistemas de mejor desempeño a nivel mundial se caracterizan por poseer:

-Procesos selectivos exigentes para poder estudiar pedagogía.

-Formación rigurosa y diversidad de herramientas de evaluación, certificación y acompañamiento de los profesores en su etapa inicial.

-Remuneraciones atractivas, sobre todo al inicio de la carrera, en línea con las de otras profesiones universitarias.

-Mayor proporción de horas no lectivas.

En estrecha relación con lo expuesto precedentemente, el personero enfatizó que la esencia del proyecto en discusión se sintetiza en los siguientes aspectos:

-Elevar las exigencias mínimas para estudiar pedagogía y para todo el que desee trabajar en el sector subvencionado.

-Evaluación obligatoria a los egresados de pedagogía que deseen trabajar en el sector subvencionado.

-Haber estudiado en un programa docente acreditado para poder desempeñarse en cualquier establecimiento que reciba subvención del Estado. 

-Elevar las remuneraciones de todos los profesores en ejercicio y duplicar las asignaciones de los actuales profesores en ejercicio en todo el sector subvencionado que acrediten su calidad.

-Elevar las remuneraciones de entrada al ejercicio de la carrera en todo el sector subvencionado para los mejores alumnos.

-Aumentar las horas no lectivas para que todos los actuales profesores puedan preparar mejor sus clases.

Profundizando en cada una de estos aspectos, resaltó que la idea es ir avanzando hacia lo que se da en otros países, tratando de captar al 30% de los mejores egresados.

Con este propósito en vista, dijo que los estudiantes que quieran estudiar pedagogía deberán haber rendido la PSU y cumplir uno de los siguientes requisitos: 550 puntos mínimos en la PSU, o 500 puntos PSU y encontrarse en el 30% superior del ranking escolar, o encontrarse en el 15% superior del ranking de su establecimiento.

Asimismo, las instituciones de educación superior podrán matricular hasta un 10% de alumnos que no cumplan con ninguno de los requisitos anteriores vía matrícula especial, pero en el caso de quienes ingresen a pedagogía vía cupos especiales deberán obtener al menos una calificación suficiente en la Prueba Inicia para poder trabajar en el sector subvencionado.

En directa relación con lo expuesto, destacó que existirá una aplicación gradual de las exigencias mínimas, es decir, un período de transitoriedad, en que el puntaje mínimo de ingreso se aplicará gradualmente, tanto en su incremento como en su aplicación en las distintas regiones.

En el mismo sentido, sostuvo que la gradualidad de su aplicación se establecerá en un reglamento, el que considerará, entre otros factores, la proporción de profesionales de la educación que cumplen con los requisitos según región geográfica y por especialidad.
En cuanto al requisito de la Acreditación Obligatoria, se exigirá haber estudiado en una Institución de Educación Superior y en una carrera de educación acreditada para poder trabajar en el sector subvencionado.

Sobre las remuneraciones, destacó que: 

a) Se aumenta el sueldo mínimo docente para todos los profesores en ejercicio, reajustándolo de $538.000 a $588.000 mensuales.

b) Fuerte incremento a la Asignación de Excelencia Pedagógica (AEP) para todos los profesores en ejercicio que acrediten sus competencias pedagógicas.

	AEP
	Bono actual
	Bono nuevo

	Tramo 1
	$ 150.000
	$ 400.000

	Tramo 2
	$ 100.000
	$ 300.000

	Tramo 3
	$ 50.000
	$ 200.000


c) Los profesores que ejerzan en establecimientos con alta vulnerabilidad recibirán su asignación aumentada en un 40%. 

Además, puso de relieve que el 63% de los profesores que dan el AEP se acreditan.

En otro ámbito del proyecto, el señor Rojas señaló que se pretende atraer a los buenos estudiantes a estudiar pedagogía, y para ello, dijo que se quiere entregar un reconocimiento por méritos académicos para docentes iniciales conforme a lo siguiente:

a. RADI Tramo 1: $ 400.000 mensuales brutos por profesor, con los siguientes requisitos: sobre 650 pts. PSU, ó 10% mejor de su carrera, o tramo superior de la prueba Inicia.

b. RADI Tramo 2: $ 200.000 mensuales por profesor, con los requisitos de obtener sobre 600 pts. PSU, o entre 10% y el 25 % mejor de su carrera, o segundo tramo superior de la prueba Inicia.

No obstante, fue enfático en señalar que nadie que haya obtenido una calificación insuficiente en la Prueba Inicia podrá gozar de este reconocimiento.

En esta misma línea, agregó que el Reconocimiento se incrementa en un 40% para quienes ingresan a trabajar en establecimientos con alta vulnerabilidad (más de un 60% de alumnos vulnerables), alcanzado esta asignación especial los $560.000 pesos mensuales adicionales al sueldo para el tramo 1. Además subrayó que la duración del reconocimiento es de 4 años, ya que de esta forma se empalma con la Asignación de Excelencia Pedagógica -AEP-.

Asimismo, se pretende mantener los beneficios para aquellos docentes iniciales que acrediten calidad en el ejercicio docente, de tal manera que el RADI se empalma con el AEP, tanto el AEP como el RADI van directo al profesor y ello  permitiría a todos los nuevos docentes que acreditaron tener mérito en el ejercicio de su profesión mantener su mejor nivel de remuneraciones, acreditando su calidad.

En otro tema, comentó que se aumenta la proporción de horas no lectivas (se cambia la proporción de 25/75 a 30/70), y la subvención escolar aumentará proporcionalmente para cubrir este mayor gasto al tiempo que se ordena a la Superintendencia de Educación la fiscalización de la dedicación de estas horas a la preparación de clases.

Respecto de las conclusiones a que se arribó, hizo presente que se estima que unos 5.500 profesores nuevos cada año recibirían el reconocimiento inicial (RADI), si entran al sector subvencionado a partir del año 2015, y se espera en el largo plazo que todos los nuevos docentes cumplan con las condiciones para obtener este reconocimiento. En el mismo sentido, se estima que en 10 años 80.000 docentes (44% del total en ejercicio) podrían acceder a este mayor ingreso por certificación de mejores competencias.

Por último, y dado lo expuesto, insistió en la necesidad de discutir este proyecto de ley a la brevedad posible, pues cada año que pasa debe ser ganado en mejorar la equidad y calidad de la educación, y esta normativa en especial, ha tenido ya un largo debate.

En relación con estos planteamientos, la Honorable Senadora señora Von Baer destacó la  importancia de este proyecto y la necesidad de formar buenos docentes con buenos incentivos.

En esa perspectiva, destacó el establecimiento de requisitos mínimos para ingresar a la carrera de pedagogía y ejercer en sectores subvencionados y la mejor remuneración para quienes tiene una mejor evaluación. Sin perjuicio de lo anterior, expresó sus dudas respecto del mecanismo que se utilizará para aumentar el sueldo mínimo docente para todos los profesores en ejercicio, dada la falta de regulación en el proyecto.
Asimismo, solicitó mayores antecedentes respecto de la aplicación práctica de la Asignación de Excelencia Pedagógica y consultó si la nueva distribución de las horas no lectivas, significará en la práctica una intromisión a la libertad que tienen los colegios para establecer sus propias organizaciones internas, especialmente los municipales.

A su turno, el Honorable Senador Walker, don Ignacio destacó también la relevancia de este proyecto, ya que existe consenso respecto de que la buena calidad de los profesores es lo que finalmente hace la diferencia en educación.

En ese sentido, destacó los altos niveles de ambición del proyecto en discusión, y subrayó, asimismo, lo dramático de las cifras que se han presentado respecto de que quienes ingresan a estudiar pedagogía no dan la PSU en un porcentaje importante o tienen menos de 500 puntos. Del mismo modo, advirtió el gran esfuerzo financiero que supondrá la implementación de la normativa en discusión 

En otro orden de ideas, señaló que la cantidad de estudiantes de pedagogía que existen en la actualidad en el país (120.000), denotan claramente la precariedad frente a los actuales requisitos que son absolutamente insuficientes y que son insostenibles en el tiempo.

En cuanto a la estructura del proyecto propiamente tal, planteó sus dudas en cuanto a que una iniciativa que inicialmente establecía una Carrera Docente, haya sido limitada, y en este escenario preguntó hasta cuándo se puede separar el acceso de la permanencia, sin crear un fuerte incentivo en la etapa inicial que después decae. En este sentido, estimó que abordar  el tema inicial, dejando pendiente el tema de la permanencia era riesgoso, dado que el buen desempeño de una carrera docente no es susceptible de medirse en una prueba estandarizada.

Abordando otro aspecto, planteó que, a su juicio hay una debilidad de la normativa en cuestión por la falta de responsabilidad de las instituciones que imparten carreras de pedagogía, por cuanto sostuvo que en caso que ellas no sean corresponsables con grandes exigencias, puede ser que no se logre el objetivo deseado.

 En relación con lo dicho, planteó sus dudas en torno a la forma de hacer más exigentes los requisitos para las instituciones, no obstante manifestar que le parecía un buen proyecto.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana también se mostró impactado por la cantidad de estudiantes de pedagogía y al mismo tiempo consultó si el Ministerio maneja algún estudio respecto de la cantidad de profesores que realmente necesita el país de aquí a un horizonte de unos 20 años. En relación con lo dicho, comentó que quisiera saber hacia dónde va dirigido el proyecto, teniendo en consideración la nueva realidad demográfica del país.

Luego, puso el énfasis en la asociación que se hace entre rendimiento en la carrera con respecto al desempeño futuro ya que no se puede predecir la buena calidad de un docente, toda vez que se cuenta con un sistema que establece incentivos económicos y no vocacionales. 

Del mismo modo, destacó las metas ambiciosas que tiene el proyecto, con varios aspectos positivos, especialmente en materia de remuneraciones, no obstante que en su opinión se debe avanzar sin apuros.

Por último, respecto del bono que se propone que también van a recibir los subvencionados, preguntó si ello no significa un alivio al sostenedor particular con este sistema de incentivos que podría pagarse con cargo a la subvención que recibe.

A continuación, el señor Subsecretario se refirió a algunas de las inquietudes planteadas.

En cuanto al sueldo mínimo docente, dijo que efectivamente existe uno contemplado en la ley que sin embargo no se ha reajustado desde el 2010, por lo que se busca también lograr dicho reajuste. En este sentido, subrayó que efectivamente las nuevas exigencias hacen que para entrar a estudiar pedagogía y luego trabajar en el sector municipal o subvencionado, se deba cumplir con los nuevos puntajes y exigencias.

Sobre los instrumentos de medición de la calidad de un profesor, comentó que ello es complejo y es además un debate que se da en todas las carreras, no obstante que subrayó que es posible distinguir una gran correlación entre PSU, Prueba Inicia, Evaluación Docente y SIMCE. Esto último, dijo, supone que se manejan los contenidos que se deben enseñar, es decir, es una condición necesaria pero no suficiente.

En este sentido, dijo que la Asignación de Excelencia Pedagógica, que es el instrumento que se toma para el aumento de remuneraciones, consiste en un examen que evalúa un portafolio, una clase que se debe grabar y una prueba de conocimiento sobre la materia. 

Dicho esto, destacó que el aumento de la AEP permite beneficiar directamente a los buenos profesores, incentivándolos a mejorar y prepararse mejor.

En cuanto a que se pague dentro de la subvención, hizo presente que no estaban de acuerdo con ello porque en su opinión, existe el riesgo que se generen incentivos poco sanos dentro del sistema, tanto para un sostenedor municipal como particular subvencionado, que podría sacrificar calidad por recursos.

Es dable mencionar, que el personero destacó que no se trata de una subvención sino que una remuneración sólo para los docentes más destacados y por ello parece mejor que todo buen profesor independientemente de donde esté, reciba esta asignación paralela pagada directamente por el Ministerio, cosa que también comparten los profesores.

Sobre la forma en que se establece la vulnerabilidad, dijo que se toma en base a quienes tienen sobre el 60% de niños vulnerables al interior del establecimiento, que representan cerca del 30% de los establecimientos escolares.

Ahora bien, respecto de la libertad de cada colegio para organizarse o tomar decisiones, el señor Rojas explicó que en su opinión, en la medida que se aumentan los recursos y las horas no lectivas, se permite un mejor equilibrio con otras actividades que debe desarrollar el docente al interior del colegio. Al efecto, dijo que se plantea que los establecimientos deberán rendir cuenta a la Superintendencia del cumplimiento de la proporción de horas lectivas y no lectivas establecidas en la normativa, de modo que se respeten las condiciones en que deben trabajar los docentes.

Estimó que era necesario considerar que la Subvención Escolar Preferencia también permite que los docentes y los colegios vayan contratando proyectos de horas lectivas que en la práctica permite al establecimiento tener más herramientas para decidir su gestión pedagógica.

Sobre la cantidad de estudiantes de pedagogía y los requisitos existentes, compartió la preocupación de los miembros de la Comisión, no obstante dijo que si bien es entendible la limitación que genera este proyecto sobre la carrera docente, igualmente estimó que la falta de consenso en el país sobre él, es razón suficiente para buscar los puntos de acuerdo y avanzar hacia una carrera docente más completa.

 En cuanto a la separación entre los incentivos al inicio de la permanencia, estimó que la normativa permite mantenerla y que los jóvenes que ingresan a la profesión obtengan remuneraciones más altas no sólo por los primeros 4 años, sino que también en la medida que demuestren su calidad en el tiempo, así comparado con lo que existe hoy, se está incrementando en forma importante la remuneración de los buenos profesores que en el caso del mundo municipal, tienen todas las asignaciones de antigüedad y perfeccionamiento, entre otras.

En sentido diverso, el personero de Estado dijo que en la medida que se aumentan las exigencias para ingresar a estudiar la profesión, al mismo tiempo aumentan las probabilidades de mejor desempeño de esos estudiantes al término de la carrera, de modo que el incremento de exigencia en la práctica también le exige más a todas la instituciones que imparten la carrera. Adicionalmente, hizo presente que el proyecto también contempla que las instituciones a las que les va mal en un porcentaje importante de sus egresados en la prueba Inicia, deben rendirles a lo menos un semestre para nivelar a los estudiantes a su costo.  

Profundizando en el punto señalado, indicó que un tema importante es la posibilidad que ofrece la normativa para que los jóvenes rindan la prueba Inicia a la mitad de la carrera, ya que ello les permite obtener más información tanto a ellos como a quienes los están formando, respecto de su preparación para mejorarla. En este sentido, dijo que se considera que esta evaluación sea de carácter privado sólo para el estudiante y la institución.

En otro tema puntual, señaló que no existen estudios concluyentes respecto de la cantidad de profesores que el país necesita, no obstante que hizo presente que a su parecer las cifras son excesivas.

Nuevamente tomó la palabra la Honorable Senadora señora Von Baer para preguntar si hay algún estudio que muestre que los mejores profesores no terminan impartiendo docencia, ello como consecuencia de la diferencia salarial que se da especialmente al principio.

 A este respecto, el señor Subsecretario dijo que no cuentan con la información con ese grado de detalle, pero ante una duda surgida al seno de la Comisión aclaró que el sueldo mínimo de un profesor  se calculó en $421.000, tomando como base un promedio real de horas de docentes jóvenes que alcanza a las 33 semanales. 

II.- EXPOSICIÓN DE INVITADOS
1) El Presidente del Colegio de Profesores de Chile, señor Jaime Gajardo manifestó, en primer término, que el debate realizado en la Cámara de Diputados incorporó dos indicaciones que si bien no cambian el sentido del proyecto, en su opinión deben mirarse con atención, y que se refieren respectivamente a:


Re-acreditación de las Carreras, que significa que bajo los nuevos parámetros del sistema que se instaura con el proyecto de ley en actual tramitación en el Senado (proyecto de ley que crea la Agencia Nacional de Acreditación establece un nuevo sistema de acreditación de las instituciones de educación superior, Boletín Nº 8.774-04)
, obligará a todos los programas a re-acreditarse o acreditarse por primera vez.

-Requisitos mínimos para estudiar pedagogía: establece un puntaje mínimo de 550 puntos en la PSU o encontrarse en el 15% de mejor rendimiento escolar, u obtener 500 puntos PSU o encontrarse en el 30% de mejor rendimiento escolar.
Dicho esto, enfatizó que no se está en presencia de un proyecto de Carrera Docente, sino que solo se abordan elementos de la Formación Inicial Docente y los primeros momentos del ejercicio profesional. En este sentido, dijo que el gran objetivo de una Carrera Profesional Docente es entregar mejores condiciones de enseñanza para nuestros niños y jóvenes y no constituye privilegios para los profesores.

Así, estimó que es evidente la urgencia de un gran debate para abordar lo relacionado con las políticas docentes, por cuanto, sostuvo que la entidad que representa comparte que los profesores son claves en el proceso de aprendizaje de los alumnos y  para ello se requiere de espacios y tiempos apropiados para hacer una discusión real y no acelerar los tiempos con urgencias impuestas por el Gobierno.

Asimismo, expresó su preocupación por el hecho que, a su juicio, el actual Gobierno permanece en la posición de no discutir con los docentes una idea de Carrera Profesional, e insiste en impulsar regulaciones e incentivos para la Formación Inicial Docente y el ingreso de los nuevos profesores al mundo escolar (expresado en las indicaciones sustitutivas) desvinculado de una idea sistémica de promoción, desarrollo, formación continua y jubilación del sector docente. 

En este contexto, el personero destacó que la demanda por una carrera profesional docente es del conjunto del movimiento por la educación pública (Decanos de Educación, Académicos, Confech, Cones, Corpade, Colegio de Profesores, entre otros) y que sobre el proyecto en particular el Cruch, reunido el 28 de noviembre en Copiapó se pronunció en forma crítica respecto al mismo.
Respecto del contenido de la indicación sustitutiva señalada, comentó lo siguiente:

I.- Creación del Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes.

A este respecto subrayó que este examen será obligatorio para los egresados que deseen ejercer la docencia en el sistema escolar municipal, particular subvencionado o corporado (decreto ley Nº 3.166).

Igualmente, tendrán derecho a rendir el examen todos quienes cuenten con el grado académico de licenciatura o un título profesional o que se encuentren egresados de carreras o programas conducentes a grado académico o título profesional, incluso podrán rendir el examen los estudiantes de pedagogía que hayan cursado a lo menos el 50% de los créditos de su carrera una vez, antes de obtener el título.
En lo que dice relación a los egresados, señaló que el proyecto sostiene que la información será pública y serán dados a conocer los resultados anualmente por alumno, institución formadora y carrera, y que en cambio, los resultados de las pruebas a estudiantes de pedagogía que aún no egresen serán informados individualmente a cada alumno y a la institución.
Con lo anterior a la vista, el personero destacó que es positivo que sea la institución que forma la responsable de que sus alumnos salgan mal evaluados. Sin embargo dijo que es insuficiente establecer que solo aquellas instituciones sobre el 30% de alumnos mal evaluados tengan el deber de ofrecer la nivelación, ya que las instituciones son responsables de todos y cada uno de sus alumnos respecto a su adecuada formación profesional. 

En relación con lo dicho, manifestó su inquietud por que se establezca, con esta medida, la tendencia a formar a los alumnos para responder el examen, tal como ha acontecido con el SIMCE en la educación escolar.  

Con esto último a la vista, sostuvo que los test y las pruebas estandarizadas vinculadas a incentivos, soslayan la experiencia y el aporte de logros cotidianos del ejercicio profesional docente y que este Examen es un reemplazo de la conocida prueba Inicia. 
Dentro de este contexto, el personero recalcó que el examen debe considerarse en el medio del proceso formativo y que debe ser obligatorio para corregir la Formación Inicial Docente, es decir, debe ser parte de dicho proceso pero sin que este examen tenga carácter habilitante. En este sentido, estimó que la exigencia de haber rendido el examen como requisito para ingresar al sistema subvencionado por el Estado en cualquiera de sus modalidades, lo transforma en la práctica en una obligación, cosa que no comparten  y del mismo modo se manifestó contrario a que los resultados de los egresados se publiquen por alumno e institución.
II.- Creación del Reconocimiento de Excelencia Pedagógica Inicial:
Antes de abordar este tema, el personero hizo presente que éste es el aspecto más medular del proyecto en discusión y que motiva la oposición al mismo por parte de la institución que representa, y que dice relación con vincular los test, pruebas u otros similares, a las remuneraciones.

Para ilustrar de mejor forma sus dichos, sostuvo que en la actualidad ya existen dos incentivos en ésta línea y que corresponden a la Prueba AVDI
 y la Prueba AEP
 que apuntan básicamente a mejorar la remuneración del docente.

En este  mismo sentido, hizo presente que con este proyecto se agregan tres líneas más que van en la misma dirección, ya que se trata de una bonificación especial para premiar a los profesionales de excelencia académica que inician labores docentes en establecimientos subvencionados. Además, beneficiará a aquellos que ingresen por primera vez a ejercer la docencia con un mínimo de 20 horas semanales siempre que hayan obtenido su título dentro de los últimos 5 años, reconocimiento que durará 4 años y no será renovable. 

Agregó que el beneficio posee carácter universal para el sistema escolar subvencionado, dado que incluye a todos los docentes nuevos de establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley Nº 2 y el decreto ley Nº 3.166 y que se establecen 2 tramos que determinan el monto a percibir por los beneficiados.

Así, subrayó que el primer tramo otorgará un reconocimiento equivalente a $400.000  y el segundo $200.000, conforme a lo siguiente:

-Primer Tramo: Se debe cumplir algunos de los siguientes requisitos: obtener a lo menos una media de 650 puntos en la Prueba de Selección Universitaria; encontrarse en la categoría de desempeño superior en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes; y encontrarse en el 10% superior de distribución de notas de su carrera en la respectiva institución. 
-Segundo Tramo: Se debe cumplir con algunos de los siguientes criterios: obtener una media igual o superior a 600 puntos e inferior a 650 puntos en la Prueba de Selección Universitaria;  encontrarse en la segunda categoría de desempeño superior en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes; y encontrarse dentro del 25% y bajo el 10% superior de distribución de notas de su carrera en la respectiva institución.
En virtud de lo expuesto, dijo que se introduce un elemento que erosiona los buenos climas de trabajo, ya que de entrada habrá un universo de docentes que, teniendo más experiencia y trayectoria, obtendrán menores ingresos comparativos con aquellos beneficiados con el reconocimiento y el bono.

A mayor abundamiento, destacó que no existe la garantía de que sean muchos los docentes beneficiados, sino que será la excepción de la regla quienes obtengan dichos beneficios. En este sentido, señaló que si se considera que de los estudiantes egresados de pedagogía, solo 700 de ellos obtienen sobre 600 puntos en la PSU, y si a ello se suma que solo 3.300 docentes obtienen la AEP, existe un universo menor si se considera que en el sector municipal son más de 60 mil los docentes en ejercicio, y junto al mundo particular subvencionado la cifra sobrepasa los 100 mil.
III. Reajuste de la Asignación de Excelencia Pedagógica: a este respecto se manifestó conforme con las cifras ya que se reestructuran los montos de las asignaciones, dejando el monto de $150.000 en $400.000; el de $100.000 en $300.000; y el de $50.000 en $200.000. No obstante hizo presente que no se establece la forma de reajustabilidad de las mismas. 

Por último, respecto de las horas lectivas y no lectivas, el personero agregó que si bien se valora la reducción de los tiempos lectivos, claramente no es suficiente y no se acerca a la propuesta de 60-40, ni menos a la proporción promedio de los países de la OCDE, de 50-50.
Finalmente, indicó que el proyecto de ley se nutre de ideas generales o un esbozo de ellas, dejando temas vitales para que sean reglamentados por el Ejecutivo con posterioridad, en un escenario de creación de un Carrera Docente. 
Además, compromete en un tema vital para la Educación Chilena, ya que una futura administración gubernamental y legislativa, llegando al año 2017 en la implementación de algunas de sus ideas, luego de tener paralizado un proyecto de ley desde el año 2012. Incluso establece la "suma urgencia", para tratar una Reforma Educacional que impactará a futuras generaciones, lo cual justifica instar por su rechazo o retiro del Parlamento.
Se deja constancia que el señor Gajardo acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
2) La Presidenta de la Red de Colegios SIP, señora Patricia Matte, en primer término, recordó que dentro de las propuestas del Panel de Expertos del año 2010
 para fortalecer la profesión docente en Chile se consideraba la necesidad de avanzar en tres flancos:

-Formación inicial docente;

-Avanzar hacia una carrera docente con mejores proyecciones, que logre atraer a los mejores;
-Dotar a sostenedores y directores de más autonomía en la gestión técnico-pedagógica, permitiéndoles adaptar sus recursos a la realidad local de cada establecimiento educacional, y haciéndolos verdaderamente responsables de las consecuencias de sus decisiones en el desempeño de los alumnos.
En esa perspectiva, subrayó que la presente iniciativa legal reemplaza el proyecto de Carrera Docente presentado en Marzo de 2012 por el Ejecutivo, que no logró avanzar en su tramitación, aun cuando se hacía cargo de las recomendaciones del referido Panel. No obstante, destacó que el proyecto actualmente en discusión se hace cargo sólo de una parte del asunto, y apunta a dos problemas: i) pedagogía como carrera poco selectiva y ii) condiciones laborales poco atractivas para los docentes, como se detalla a continuación:

i) Pedagogía carrera poco selectiva

Sobre el particular, señaló que según datos del MINEDUC, menos del 30% de los egresados de pedagogía obtiene sobre 500 puntos en la PSU y la mitad ni siquiera la rinde. Agregó que en la prueba Inicia, que rinden voluntariamente los egresados, el 69% obtiene una calificación insuficiente.

Por lo tanto, es posible concluir, inicialmente, que las carreras de Pedagogía no están siendo atractivas para los buenos estudiantes, toda vez que tiene salarios bajos y rígidos; pocas posibilidades de desarrollo de carrera y nulas posibilidades de diferenciarse debido a un buen desempeño. Dijo que en su opinión, actualmente da lo mismo ser un buen o un mal profesor y agregó que la motivación no es puramente económica.

En este escenario, destacó las medidas que se proponen en el proyecto de ley:

a) Creación del Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, como una prueba obligatoria para egresados de Pedagogía que deseen hacer clases en el sector subvencionado, cuyos resultados serán públicos, por alumno y por institución.
Asimismo, se podrá rendir el Examen en la mitad de la carrera, con resultados reservados y si más del 30% de los egresados de una institución obtiene resultado insuficiente, ésta deberá ofrecerles un curso remedial gratuito de al menos un semestre.
Sobre este último aspecto, estimó que tal vez se trata de un castigo suave para lo que ha sucedido en la actualidad.

b) Nuevos requisitos para ejercer en el sector subvencionado: comentó al respecto que para que esto se cumpla el proyecto  establece requisitos mínimos para quienes decidan ejercer en el sector subvencionado, de manera que los futuros docentes deberán cumplir con los siguientes requisitos:

-rendir un Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, que se crea con esta ley;

-venir de una institución y carrera acreditadas;

-cumplir con alguno de los requisitos académicos referentes al puntaje en la PSU, el ranking escolar, o la calificación en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes.
En su opinión, esta medida es valedera y una muy buena señal en el sentido que se pretende tener a los mejores en el sector público, no obstante que hizo la salvedad que no necesariamente quien de una mejor prueba u obtenga mejores resultados será el mejor, pero al menos se está dando un señal potente respecto de quienes debieran estar en este sector.

c) Creación del Reconocimiento Académico para Docentes Iniciales (RADI): hizo presente que se crea un reconocimiento para egresados de buen desempeño que se incorporen al sector subvencionado, consistente en una Asignación de $ 400.000 o $ 200.000, dependiendo de su puntaje en la PSU, su calificación en el Examen de Excelencia Inicial y su ranking en la carrera.

Así, el monto crece en un 40% para docentes de colegios más vulnerables (60% concentración alumnos prioritarios).
En este punto de su exposición, la señora Matte destacó que con estas 3 medidas se da una señal sobre la importancia del rol docente y la calidad de su preparación, en especial si va a enseñar a estudiantes prioritarios. Agregó que ellas están en línea con las propuestas del Panel 2010, precedentemente mencionado, respecto a elevar las exigencias para ingresar a la profesión docente y ofrecer mejores salarios desde el comienzo.

No obstante lo dicho, subrayó que falta vincular las remuneraciones con la contribución del docente al aprendizaje de sus estudiantes. Agregó que se está suponiendo que la calificación en programas de formación y exámenes está relacionada con el desempeño docente, lo que puede ser cuestionable.

Adicionalmente, dijo que se omite la importancia que puedan tener para atraer a mejores profesionales las condiciones laborales, flexibilidad, autonomía, las posibilidades de desarrollo, la relación con el gobierno de las escuelas, entre muchos factores.

d) Requisitos para estudiar Pedagogía: El proyecto, según dijo, establece además que para ingresar a una Pedagogía se debe cumplir uno de los siguientes criterios:

-550 puntos en la PSU;

-500 puntos en la PSU y ubicarse en el 30% superior del ranking escolar;

-Ubicarse en el 15% superior del ranking escolar.

En esta propuesta, si se restringe la entrada se está asumiendo que las herramientas de selección son perfectas para identificar a quienes serán buenos docentes, lo que no es evidente y también se está suponiendo que no hay espacio para que un estudiante con mala PSU mejore en la educación superior y logre ser un docente exitoso.
- Condiciones de trabajo de docentes en la actualidad.
Sobre este punto en particular, sostuvo que  existen bajos sueldos en comparación con profesiones similares, que los sueldos son rígidos, y no premian el buen desempeño ni incentivan la difusión de las buenas prácticas.

Adicionalmente, sostuvo que hay poco espacio para desarrollar carrera (que significa quedarse en el aula sin que sean únicamente incentivos monetarios), poco tiempo para preparar clases y una cultura escolar que no exige ni premia buenas conductas.

Para abordar este segundo problema, destacó que la iniciativa establece:

a) Aumento de la Asignación de Excelencia Pedagógica (AEP): 

-Tramo 1: $150.000  a $400.000

-Tramo 2: $100.000 a $300.000

-Tramo 3: $50.000 a  $200.000

Sobre el particular, subrayó que la asignación se incrementa en un 40% si el docente trabaja en un establecimiento educacional vulnerable, y manifestó que esperaba que ella no se aplicara simplemente por antigüedad, sino que efectivamente se utilice para premiar a los profesores que permanecen en el aula.

En virtud de lo expuesto, señaló que se busca reconocer la labor de los profesores en ejercicio, especialmente los que son bien calificados, sin embargo, se elimina la posibilidad de una evaluación a nivel de sostenedor, como sí incluía el proyecto original. 
En esta línea, agregó que los mecanismos de evaluación docente centralizados, como el de la AEP, son débiles para medir la efectividad docente, pues se concentran en competencias pedagógicas que se relacionan sólo débilmente con la efectividad en la sala de clases (Panel de Expertos 2010), de modo que nuevamente se omite la importancia que puede tener para atraer a mejores profesionales las condiciones laborales, la flexibilidad, autonomía, las posibilidades de desarrollo, la relación con el gobierno de las escuelas, entre otros factores que favorecen el ambiente laboral.

b) Aumento de horas no lectivas: en este sentido, dijo que cambiar la proporción de horas lectivas / no lectivas desde el actual 75% - 25% a un 70% - 30% es excelente, ya que se aumenta también la Subvención Escolar de forma proporcional.
Concluyendo sus planteamientos, la señora Matte insistió en que es lamentable que no se haya logrado avanzar hacia una carrera docente que incentive la participación de los mejores, y que premie a aquellos profesores con buen desempeño en la sala de clases.

De esta forma, la iniciativa en informe, básicamente, busca aumentar las barreras de entrada a las carreras de pedagogía y atraer mejores egresados al sector subvencionado, que siendo asuntos importantes, no se hacen cargo de los temas de fondo que sí abordaba el proyecto original.
Por último, fue enfática en señalar que los buenos estudiantes se desmotivan al ingresar a Pedagogías en que se les exige poco, y en el caso en que logran superar ese escollo, deben enfrentar un ambiente organizacional negativo y poco desafiante, lleno de complejidades burocráticas y aspectos que no tienen nada que ver con calidad.
Se deja constancia que la señora Matte acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
3) El Director Ejecutivo de Elige Educar el señor Hernán Hoschild señaló que el principal problema de la educación en Chile es que la mayoría de los niños no aprenden. Los índices son bastante claros, según dijo, ya que conforme a los resultados del año 2009 de la prueba PISA
, de 100 niños en el país, 51 no alcanzan ni siquiera un nivel mínimo, lo que significa  que ellos no entienden lo que leen y no son capaces de utilizar las matemáticas. Lo anterior, dijo que se mantiene al analizar los resultados de la Pisa matemática del año 2012, no obstante que dichos alumnos pasan de curso.
Dicho esto, enfatizó que es en este ámbito  donde deben hacerse los esfuerzos, ya que es allí donde los países logran la equidad, la igualdad de oportunidades y el desarrollo. En este sentido, hizo presente que si bien se tiene detectado el problema, se debe tener cuidado con las soluciones. A este respecto, recordó que los países de la OCDE en la etapa en que más aumentaron el gasto real por alumno, en su gran mayoría no consiguieron un gran impacto en los aprendizajes.

Luego, planteó que en virtud de la evidencia se debe mirar entonces a los países exitosos que lo que hicieron fue poner el énfasis en lo que ocurre en la sala de clases, y además tienen modelos muy distintos pero en donde los profesores son relevantes para el sistema y para mejorar los aprendizajes de los niños.

Establecido lo anterior, y enfocándose ahora en el proyecto de ley en discusión, el personero en primer término fue enfático en señalar que este último claramente no regula una carrera docente, no obstante se avanzó en aquellos puntos que si generan consenso. Así, dijo que sería un error obviar lo que ya está discutido y acordado y que ya se ha mencionado anteriormente.

A continuación, se refirió a lo que estimó como las principales críticas que ha recibido el proyecto. En este sentido, hizo presente que se entregan asignaciones económicas antes de ejercer sin comprobar la efectividad del elemento, lo que además genera conflictos internos; existe una débil responsabilidad a las Universidades; afecta el mercado docente y se ha considerado una ley de amarre para un futuro proyecto de ley de carrera docente.

Desarrollando los planteamientos anteriores, expresó que la entrega de asignaciones económicas antes de ejercer la profesión, sin comprobar la efectividad del elemento, efectivamente es cuestionable, por cuanto ello no busca comprobar el desempeño por lo que la prueba Inicia no puede asegurar la mejora del desempeño, pero sí, si esa persona tiene las condiciones académicas para luego desarrollarse en los próximos 4 años y alcanzar un buen desempeño.

Dado lo anterior, estimó relevante el cambio de nombre a la asignación que se produjo en la Honorable Cámara de Diputados, por cuanto la prueba sólo garantizará al Estado respecto de quienes la rinden, la posesión de conocimientos mínimos necesarios para ejercer respecto de aquéllos que no los tienen.

En la misma línea, dijo que quienes obtengan los mejores resultados obtendrán a su vez una mejor remuneración, lo que es relevante porque tal como se ha hecho en los países que mejor les va en el mundo, es una preocupación por llevar a las salas de clases a quienes tienen el mejor nivel académico. En este sentido, destacó que en su opinión, el proyecto premia a quienes obtienen los mejores resultados en la prueba Inicia.

En ese mismo orden de ideas, indicó que la entrega de asignaciones económicas antes de ejercer también genera conflictos internos. No obstante, dijo que para evitar los conflictos se debe dar la oportunidad a los profesores que ya están ejerciendo para que también ganen más y por ello estimó que debiese reconsiderarse el aumento de AVP. Asimismo, hizo presente que hay un error en este sentido, por cuanto el cálculo de 400.000 está hecho sobre 44 horas cuando el promedio de horas por la cual se contrata un profesor es de 33 horas.

En cuanto a la débil responsabilidad de las universidades, dijo que se debe tener cuidado por cuanto de aprobarse este proyecto, los requisitos de ingreso van a cambiar totalmente la educación universitaria en Chile. En este sentido hizo presente que las pedagogías representan casi el 13% del total de personas estudiando en el sistema (150.000), si se consideran los IP la cifra aumenta (147.000), y por tanto, un alto porcentaje de IP se quedaría sin matrícula y cerrarían. Todo lo anterior, añadió, tendría un impacto potente en la educación.

Sobre el hecho que este proyecto es una ley de amarre, el personero estuvo de acuerdo pero enfatizó que efectivamente lo es para un futuro proyecto de ley de carrera docente, dado que es una iniciativa legislativa que es adaptable a un proyecto de carrera docente.

Adicionalmente, estimó que permitirá crear evidencia para poder realizar un proyecto de carrera docente con mayores certezas y será el primer paso hacia la universalización de la carrera docente, de tal manera que hay que juzgarlo en su mérito propio y no en comparación a una carrera docente.

Por último, sostuvo que Chile es de los países con débiles mecanismos de aseguramiento en la calidad docente, razón por la cual consideró que los resultados de las pruebas PISA e INICIA llaman a establecer mecanismos que permitan entregar condiciones para asegurar el aprendizaje de los niños. 

Concluyó expresando que no obstante las distintas críticas que se han hecho a este proyecto, es de la mayor urgencia, y por lo tanto, es necesario su aprobación.

Se deja constancia que el señor Hoschild acompañó su presentación y anexos de la misma, en un documento en formato power point en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.







En relación con estos planteamientos, el Honorable Senador señor Quintana, y refiriéndose a la prueba PISA, hizo presente que los mejores resultados se obtienen en Asia, donde existe la mayor valoración en el mundo del rol del profesor.

En seguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó su preocupación por las cifras de estudiantes de pedagogía existentes entre universidades y CFT que representan entre el 13 y 14 % de toda la matrícula de la educación superior, con condiciones precarias y en un ámbito desregulado, que a su parecer es escandaloso, además que de ellos sólo el 27% obtuvo más de 500 puntos en la PSU y el resto, simplemente no rindió dicha prueba.

Respecto del proyecto de ley en discusión, indicó que a su parecer apunta en la dirección correcta, ya que eleva las exigencias mínimas para estudiar pedagogía y trabajar en el sector subvencionado (privado y público); establece una evaluación obligatoria a los egresados que quieran trabajar en el sector antes indicado, haber estudiado en programas docentes acreditados para poder desempeñarse, y eleva las remuneraciones de todos los profesores, entre otros aspectos relevantes.

Dentro de este contexto, el señor Senador reiteró que el contenido mismo del proyecto es correcto, por lo que señaló su diferencia con la opinión del presidente del Colegio de Profesores, en el sentido que estimó que por el hecho de introducir incentivos en la etapa inicial no se creará necesariamente “(…) un clima competitivo y confrontacional”.

En directa relación con lo anterior, destacó que se trata de hacer un esfuerzo para atraer a los mejores, ya que a su juicio, es una forma también de dignificar la carrera docente y obviamente se debe remunerar por ello.

Estuvo de acuerdo con lo expresado por los expositores, no obstante, destacó lo dicho por la señora Matte en el sentido que es necesario aprobar esta iniciativa  aunque “(…) no se hace cargo de los temas de fondo que si abordaba el proyecto original”. Además destacó que efectivamente se debe poner atención en el clima o ambiente organizacional posterior al inicio, que constituye, a su juicio, la esencia de la carrera docente.

Con lo anterior a la vista, indicó que la iniciativa es una solución parcial y acotada a un problema global que viene a ser la carrera docente, que así fue pensado en principio pero que durante su tramitación se fue transformando y recortando.

En la misma línea comentó que era necesario incorporar este proyecto a una reforma educacional que vendrá en el próximo Gobierno y que contemplará reformas estructurales que será necesario discutir.

Por consiguiente, señaló que dentro de la reforma antes señalada, sin duda, un componente fundamental será el de carrera docente donde se debe incorporar la propuesta que contiene este proyecto de ley.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, hizo presente que este es un dilema que se presenta cuando se discute un proyecto de ley y políticas públicas, en el sentido que o se espera hasta estar de acuerdo en todo o bien al final no se avanza en nada, toda vez que es difícil lograr un acuerdo. Puede que también se avance en aquello en que existe acuerdo, como en este caso, no obstante que al hablar de carrera docente se piensa en cosas distintas.

Dado lo anterior, manifestó su voluntad en orden a avanzar en la tramitación de este proyecto de ley que, a su juicio, viene a establecer una diferencia sustancial con lo existente en la actualidad por cuanto intenta solucionar el problema de la falta de preparación de excelencia a los futuros docentes, lo que se refleja en que un alto porcentaje de egresados no rinde la prueba Inicia, agregando además un fuerte golpe a las instituciones que imparten la carrera de pedagogía.

Siguiendo esta línea, dijo que se da una señal relevante a las instituciones que en la actualidad imparten carreras de docencia y también para quienes están pensando en estudiar esta carrera, para que se preocupen que las instituciones donde cursen sus estudios cumplan con los requisitos que se solicitan.

Dentro de este contexto, hizo presente que la situación vivida por la Universidad del Mar fue suficiente para mejorar la acreditación, sin que el sistema se haya cambiado. Por ello insistió en la necesidad de dar una nueva señal como la que se contiene en el proyecto de ley, tanto a instituciones como a estudiantes para que los egresados cumplan con la prueba Inicia hoy, y no recién en dos años más.

Con lo anterior a la vista, la señora Senadora dijo que sí es un tema que urge resolver y que no da lo mismo hacerlo ahora o en dos años más, ya que la diferencia se puede marcar hoy si se avanza en aquello en lo que sí existe acuerdo. Así, dijo que lo puntos en que no hay acuerdo se pueden ir trabajando desde ya e ir buscando las soluciones.

Finalmente consultó al Ejecutivo si es posible aumentar la AVP para zanjar los problemas planteados a ese respecto.

A su turno, la Ministra de Educación señora Carolina Schmidt  indicó que efectivamente es el profesor el que hace la diferencia en el aprendizaje de los alumnos.

Reforzando lo dicho en un comienzo, dijo que un profesor afecta en su vida la de más de 2.000 alumnos, tanto para beneficiarlos como para disminuir su capacidad de aprendizaje, incluso, por debajo un nivel regular. Asimismo, subrayó que dado que actualmente los requisitos son muy menores, la carrera es mirada como de segunda categoría en el país, idea que se ve reforzada por el hecho que, según los datos disponibles del año 2011, sólo 31 alumnos obtuvieron más de 700 puntos en la PSU y egresaron de carreras de pedagogía.

En este sentido, hizo presente que del número de estudiantes de pedagogía en el país, sólo un grupo de ellos va a entrar a la sala de clases a influenciar la vida de sus estudiantes, mientras que muchísimos no van a poder ejercer dado lo sobredimensionada que está la carrera. 

Sobre este punto en particular, señaló que desde un punto de vista político se decidió en la Cámara de Diputados alcanzar acuerdos para avanzar en temas tan importantes como los expuestos, de modo que el proyecto de ley si bien no soluciona todo, si se hace cargo de un aspecto muy importante de la educación.

Agregó que una iniciativa legal sobre carrera docente tiene que ser discutida en el futuro próximo, pero el tema de la desmunicipalización debe estar resuelto para poder avanzar en ello, de manera que insistió en la necesidad de tramitar este proyecto, sin condicionarlo a la existencia de uno que aborde la carrera docente pues ello implicaría mantener la actual realidad  por mucho años más. 

Respecto de las posibles injusticias que pudiera dar lugar el proyecto, la personera señaló que ello no es así de modo que enfatizó que las supuestas diferencias no existen.

En cuanto al reconocimiento inicial, subrayó que éste es transitorio ya que se trata de un reconocimiento de excelencia académica y no de excelencia pedagógica por los resultados en la sala de clases.

Sobre esto último, indicó que era de un monto tan bajo que muy pocos profesores rendían el examen para el reconocimiento de la excelencia pedagógica, pero al elevar el bono inmediatamente aumentó el interés, a tal punto que el 63% de los profesores que lo rinden, obtienen efectivamente el AVP, de modo que en su opinión de seguir incrementándose el incentivo, más profesores querrán certificar su excelencia pedagógica, que no es más que un reconocimiento a su capacidad docente en la sala de clases.

En relación con la prueba Inicia, la señora Schmidt hizo presente que sólo un 14% de los egresados de pedagogía la rindió, por cuanto ella es voluntaria y no mide el desempeño del profesor en el aula, sino que mide si el docente tiene los conocimientos mínimos para poder enseñar como base fundamental.

En este sentido, hizo presente que si existe un porcentaje de 14% (y bajando) que la rinde, difícilmente se podrá saber si los profesores que están ingresando a las distintas salas de clases tienen o no los conocimientos básicos, que es el nivel mínimo para poder enseñar las materias que corresponde. Por tanto, concluyó que si bien la prueba no es una medición completa (ni pretende serlo), si establece un mínimo de conocimientos que deben saber para enseñar y tener un buen desempeño en la educación quienes pretendan desempeñarse como docentes.

Continuando su análisis sobre las inquietudes planteadas, sobre si se pueden variar las condiciones, dijo que en el escenario que plantea el proyecto, tanto nuevos profesores como aquéllos que están en ejercicio pueden optar indistintamente a tener el mismo bono de reconocimiento, aunque por distintas razones  e insistió en que éste sería transitorio hasta que logre certificar sus capacidades pedagógicas por su desempeño en las aulas.

En síntesis, destacó que los aspectos mencionados constituyen el objetivo primordial de la iniciativa en discusión y manifestó la voluntad del Ejecutivo en corregir todo lo que sea necesario y que se acuerde en la tramitación.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana dijo que es necesario avanzar por cuanto el diagnóstico es compartido respecto de que la situación actual no puede seguir sosteniéndose en el tiempo. 

Así, señaló que existe preocupación respecto de los estudiantes de pedagogía sin los requisitos que la ley contempla y por la cantidad que va a existir en el futuro, frente a la realidad demográfica del país.

No obstante, hizo presente que existen convicciones en estas materias, como también profundas diferencias, lo que no significa que no exista voluntad en avanzar en esta materia, pero no se le debe apresurar. En este sentido, dijo que no tenía objeciones a este proyecto, salvo en lo que dice relación con el incentivo en la etapa inicial y la diferencia que se podría producir entre profesores.

Con posterioridad, el señor Presidente del Colegio de Profesores puso de relieve que, relacionado con el debate sobre carrera docente, está el tema que planteó con anterioridad respecto de los profesores a contrata, por cuanto son más de 35.000 profesionales en esta situación y que se han mantenido por varios años llegando incluso a jubilarse en dicha condición.

Establecido lo anterior, preguntó qué pasaría con ellos, ya que varios son destacados en su desempeño pero finalmente son despedidos al cabo del año escolar, lo que sin lugar a dudas constituye una situación tremendamente injusta.

Así, sostuvo que no se puede hablar de un proyecto sobre carrera docente ya que actualmente en el área municipalizada existe un 40% de los profesores que está bajo la figura del “plazo fijo”, pero si se consideraran todos los docentes tanto del área municipal, particular subvencionada, particular pagado y corporado, el dato real es que 2/3 de ellos están a plazo fijo sin ninguna estabilidad.

Dado lo expuesto, dijo que no se puede discutir sobre un proyecto de carrera para los docentes, si no se aborda este tema.

Sobre la realidad actual en la formación de docentes en relación con la cantidad, dijo que desconoce cuál es la demanda exacta de docentes por parte del sistema educativo año a año, pero si sabe que no son más de 4.000 al año, de donde se colige que existe una clara desregulación entre lo que se forma y lo que necesita el sistema.

Adicionalmente, agregó que era injusto que con la prueba Inicia que se rindió por parte de gente que nunca se ha desempeñado en el aula, se hiciera una proyección de los resultados que vino a poner bajo sospecha a todos los profesores, lo que en su opinión, no puede ser.

En esta línea, dijo que si bien el profesorado es una pieza clave en el sistema, no son los únicos responsables de la situación actual del país, porque existen una serie de variables que escapan del profesor y los incentivos económicos no son los únicos determinantes.  

Por último, el señor Gajardo enfatizó que si bien se propone avanzar en acuerdos en la medida de lo posible, sostuvo que existe una fuerte crisis en el ámbito educacional, de modo que si lo que se quiere es que la mejor gente vaya a estudiar pedagogía, se les debe mostrar un Carrera Docente, pues de lo contrario emigran hacia otras áreas porque no ven un desarrollo de la profesión. 

Acto seguido, la señora Matte aclaró, en relación con los dichos vertidos por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, que estimaba que la tramitación de esta iniciativa se había extendido demasiado tiempo, dado que los acuerdos alcanzados se concretaron al alero de una Comisión bastante equilibrada desde el punto de vista político, pero que lamentablemente no se reflejaron en la Cámara de Diputados, lo que llevó a la división del proyecto.

Sin embargo, sostuvo que lo anterior no significa que no se pueda avanzar por etapas, ya que en este tema específico la señal que se está dando tanto a instituciones como a quienes quieran ir a estudiar pedagogía es potente y urgente. Asimismo, compartió la necesidad de la urgencia ya que afirmó que le preocupa que al cambiar el Gobierno los recursos se destinen a Educación Superior y no a solucionar “en parte” este problema. 

Luego, el señor Hoschild señaló que existe la posibilidad de esperar para lograr un gran acuerdo sobre carrera docente o bien, se avanza en este proyecto y prontamente lograr aprobar esta normativa.

Dicho esto, dijo que en la realidad lo que va a ocurrir es que las condiciones actuales van a seguir siendo las mismas, de donde se desprende que al Estado de Chile no le preocupa en absoluto quien llega a impartir clases a los alumnos, de modo que la responsabilidad radica principalmente en quienes desarrollan las políticas públicas en materia de educación.

Dado lo expuesto, señaló que si se espera un promedio de 5 años y se desmunicipaliza la educación, se termina el financiamiento compartido y se trabaja el proyecto de Carrera Docente, durante el tiempo que ello tarde van a estar entrando 25.000 profesores al año, por los cuales no existe preocupación alguna por parte del Estado.

Así, dijo que si se avanza en este proyecto se construye la base para una próxima carrera docente que obviamente se va a demorar. En este sentido, enfatizó que avanzar hoy día significa ganar mucho en tiempo y asegurar que al menos existe una preocupación por las condiciones en que entran los docentes a impartir la educación a las aulas.

Cerrando esta parte del debate, el Honorable Senador señor Quintana dijo que existe conciencia por parte de la Comisión respecto de la gran responsabilidad que significa preocuparse por quienes están formando a los jóvenes y que lo hagan en las mejores condiciones, con los incentivos correctos entre varios aspectos a considerar.

4) El Investigador y Académico señor Juan Eduardo García-Huidobro, del Centro de Investigación y Desarrollo de la Educación CIDE de la Universidad Alberto Hurtado, planteó, en primer término, que las regulaciones que se están discutiendo, aun cuando algunas pueden significar un avance, no satisfacen los requerimientos que debe tener en la actualidad una nueva carrera profesional docente.

En efecto, sostuvo que se necesita con urgencia una reforma global de la profesión docente, que aborde en forma sistémica, coherente y participativa los diversos aspectos que es preciso regular, tales como salario justo, formación inicial y continua, condiciones de trabajo, una carrera para todos los docentes que trabajan en establecimiento financiados por el Estado y en el sector particular subvencionado y para las educadoras de párvulos. Asimismo, que la carrera marque un norte consensuado para las facultades de educación, dignifique la profesión docente y la ponga como un camino de servicio público atrayente para los y las jóvenes.
En este mismo orden de consideraciones, el profesional planteó que siempre es un riesgo, en políticas públicas de tanta complejidad, avanzar en base a medidas aisladas que pueden generar precedentes difíciles de modificar al momento de pensar soluciones más globales y definitivas. También estimó que es un riesgo en términos de la representación social que se proyecta sobre la carrera profesional docente ya que si bien se da un signo positivo de preocupación y de voluntad de mejoramiento, la efectividad de estas disposiciones disminuye por que acarrean también la imagen de algo inacabado e inestable.
Extendiéndose en sus planteamientos, expresó que la poca participación que ha habido en la elaboración de estas normas, tanto del magisterio como de las carreras de educación, es otra condición que las hace problemáticas, por cuanto indicó que es necesario generar procesos a través de los cuales los profesores y profesoras en ejercicio, por una parte, y las escuelas de educación que posean todas sus carreras acreditadas, por otra, puedan hacer sus aportes y dar su opinión.
A continuación, y una vez efectuados estos planteamientos generales, abordó los siguientes aspectos particulares del proyecto:

i) sobre la prueba inicia obligatoria para los egresados, con resultados públicos (por estudiante y por institución) y obligación de ofrecer curso de nivelación para instituciones que tienen un 30% o más estudiantes con resultados insuficientes, dijo que puede ser conveniente que se realice una prueba “obligatoria” sobre conocimientos disciplinarios y pedagógicos al fin de las carreras, aunque los resultados de esas pruebas no deberían condicionar el ejercicio de la profesión ni deberían hacerse públicos. 
En el mismo sentido, señaló que en casos de instituciones con resultados muy bajos, se les podría obligar a cursos de nivelación y en caso de que prime la idea de mantener una prueba hay que mejorar radicalmente la que se viene aplicando.

Así, insistió, si bien puede ser conveniente que se realice una prueba “obligatoria” sobre conocimientos disciplinarios y pedagógicos al fin de las carreras, ello permitiría al Ministerio devolver los resultados con observaciones para que las facultades de educación mejoren su quehacer. 
Asimismo, sostuvo que también puede entregar información útil para los procesos de acreditación, ya que permitiría indagar qué se hizo para superar eventuales debilidades, de modo que consideró importante que los resultados de la prueba, aunque se tome con carácter obligatorio, no sean públicos ni se entreguen individualizados por estudiante. 
Agregó que en casos particularmente deficitarios, el Ministerio debiera poder obligar a las instituciones formadoras a dictar gratuitamente cursos complementarios para suplir esas insuficiencias. 

Dentro de este contexto, subrayó que los resultados de esas pruebas no deberían condicionar el ejercicio de la profesión, puesto que la idea de exigir un buen resultado en la prueba para ejercer la docencia se justifica en el entendido que evitaría que docentes deficientemente preparados lleguen a las salas de clases.
Luego, considerando lo dicho, estimó que las dos medidas que se están tomando, que es elevar los requisitos de ingreso y exigir la acreditación de las carreras - en el entendido que esa acreditación debe revisarse y hacerse más exigente- deberían ser suficientes para asegurar lo anterior. 
Dijo que si se quiere poner más resguardos hay que exigir más a las instituciones y no poner la presión en los estudiantes, ya que le pareció impresentable que estudiantes a los que se les seleccionó al comienzo de sus carreras, que entraron a estudiar en universidades aprobadas por el Estado y a carreras acreditadas, que estudiaron muy probablemente con becas o ayudas del Estado, que tuvieron éxito, que aprobaron sus prácticas profesionales y recibieron un título valido y reconocido legalmente, se les impida ejercer la profesión que públicamente se les reconoció a partir de los resultados en un examen estandarizado. 

En cuanto a la publicidad de los resultados de esas pruebas, el académico resaltó que ello inevitablemente genera competencia y “rankings” entre los estudiantes y entre las distintas entidades formadoras. En este sentido, dijo que ya hay antecedentes suficientes a nivel internacional y en Chile (“efecto SIMCE”) que permiten afirmar que la existencia de una prueba con resultados públicos y con consecuencias, por bien construida que esté, distorsionaría la formación docente. 
Enfatizó que desde su punto de vista, se terminaría sobredimensionando aquello que es susceptible de ser evaluado mediante una prueba estandarizada, en desmedro de otros aspectos de la formación de igual o mayor importancia, pero que no logran ser revelados por una prueba. En virtud de lo anterior, señaló que se puede caer en un nuevo reduccionismo, toda vez que ya existe una educación básica que prepara para el SIMCE, una enseñanza media que prepara para la PSU, y por lo mismo, indicó que sería lastimoso una formación docente centrada en adiestrar para Inicia. Sobre el particular, hizo presente que, de hecho e inevitablemente, ya se han visto surgir talleres de preparación de Inicia en las escuelas de educación.
Luego, afirmó que la prueba que se está aplicando posee problemas, dado que puso de relieve el hecho que el camino normal hubiese sido discutir sobre el alcance de las carreras, enseguida acordar los estándares de desempeño para cada carrera y finalmente elaborar la prueba. Ahora bien, en básica y en párvulos esto no ocurrió. Partió la prueba Inicia el 2009, enseguida el Ministerio encargó “estándares” los que estuvieron definidos el 2011 y todavía no se discute si la carrera de básica debe ser una (profesor generalista capaz de enseñar todas las asignaturas de 1ro a 8vo año básico) o varias (por ejemplo, en educación básica una mención general, pensando en quienes enseñarán en primer ciclo básico y menciones por asignatura – lenguaje, matemática, ciencias naturales y sociales) - para quienes enseñarán en segundo ciclo.
 En básica, según hizo notar,  hubo durante años y  hasta el año pasado una política para “especializar” las carreras incentivada por el CPEIP y el MECE Sup. Así, dijo que la prueba Inicia, en sus comienzos (2008 al 2010), se dividía en una prueba para generalistas y sendas pruebas para las menciones, pero abruptamente el 2011 se decidió realizar una sola prueba que incluye “todas” las menciones. En párvulos tampoco se diferencia entre quien se ocupa de salas cunas y quienes de jardines infantiles. 
En virtud de lo expuesto, estimó que hay aquí un problema no resuelto, ya que no es lo mismo trabajar en una sala cuna (0 a 2 años) que en un jardín o en una escuela con niños de 3 a 5 años; no es lo mismo enseñar en los primeros años de educación básica, donde todo aconseja que exista un solo docente generalista, que en segundo ciclo de básica donde se gana en calidad si tenemos profesores especialistas (en una o dos materias). Por lo expuesto, enfatizó que es urgente rehacer este camino: plantearse y resolver la pregunta sobre las carreras y, de acuerdo a ello, revisar los estándares y la prueba Inicia para adecuarlos a las distintas carreras.
Cerrando este punto, dijo que la primera evaluación de la práctica docente debiera se realizarse durante el primer o segundo año de ejercicio de la profesión, de modo de detectar y apoyar a los noveles docentes que están presentando problemas, ya que es entonces y no antes que se puede hablar de evaluar “habilidades” docentes, por lo que estimó pertinente que en el tratamiento global de este tema se establezca un cuidado proceso de inducción a la docencia.
ii) En relación con el reconocimiento de Excelencia Pedagógica Inicial, expresó su rechazo con el incremento de remuneración inicial, por cuatro años, para los docentes que ingresaron a la carrera con mejores antecedentes (Puntaje PSU) u obtuvieron una buena evaluación en la prueba Inicia (tramo de desempeño superior) u obtuvieron las mejores notas de su curso durante la carrera por considerar que la medida es injusta, inadecuada y perturbadora de las relaciones profesionales al interior de los establecimientos. 
Profundizando en sus dichos, dijo que  coincide en la urgencia de mejorar las remuneraciones docentes, pues sin ello será cada vez más difícil atraer a los mejores, que tienen muchas otras opciones profesionales, al magisterio; sostuvo que será dificultoso también retenerlos ya que hoy se pierde el 20% de los nuevos docentes después del primer año de ejercicio de la profesión y a un 40% de los nuevos docentes antes de cumplir cinco años de ejercicio profesional.
No obstante lo dicho, le pareció inconveniente y poco equitativo ligar este mejoramiento a resultados de pruebas que nunca, por bien diseñada que estén, podrán captar la complejidad de lo que constituye a un buen(a) profesor(a). A mayor abundamiento, dijo que no ve qué relación puede haber entre el resultado de una PSU, rendida cuatro o cinco años antes, y el buen desempeño docente, o entre el buen rendimiento logrado en la enseñanza media y su labor profesional posterior.

Dentro de este contexto, destacó que también parece inadecuado premiar con un mayor salario posterior a quienes logren mejores notas en la carrera, ya que no necesariamente hay relación entre “buenas notas” y “buen desempeño”. Además, comentó que esta medida agrega la introducción de un componente de “competencia” por las notas, que atenta contra el espíritu de cooperación que debe primar en la formación docente dado que algo consustancial a la profesión, que debe enseñarse, es el trabajo cooperativo.
Por último, sobre la medida en cuestión, hizo notar que ella pone en riesgo la calidad de la educación en muchas escuelas, por cuanto es sabido, que uno de los factores más importantes en el mejoramiento de la calidad de la educación es la existencia de escuelas y colegios en los que se generen verdaderas “comunidades escolares”, en las que el equipo de profesores y profesoras trabaje mancomunado y en forma cooperativa. 
Dado lo expuesto, es fácil prever que la llegada de jóvenes docentes inexpertos con un salario superior a muchos que llevan varios años trabajando, quiebra este espíritu de cuerpo y puede generar distinciones odiosas que atenten contra el trabajo colaborativo.

En reemplazo de esta medida, el académico dijo que sí sería interesante dar un incremento a todos los docentes que trabajan en establecimientos que atienden una mayor concentración de estudiantes vulnerables. En este sentido, señaló que se trataría de retomar la asignación de desempeño en condiciones difíciles, que ya está en el Estatuto Docente, subir su monto y reglamentar mejor su adjudicación.
iii) respecto de aumentar las exigencias para ejercer la profesión y modificar la proporción entre horas lectivas y no lectivas
, fue enfático en señalar que es urgente revisar los criterios y modalidad de acreditación de pedagogía y de reglamentar y controlar la asignación de horas no lectivas.
Ahora bien, en cuanto a estudiar en una carrera acreditada, hay que dejar constancia que entre las asignaturas pendientes está una revisión de los requisitos de acreditación de las pedagogías, así como el que este proceso esté en manos de agencias privadas que poseen criterios distintos y tienen el riesgo de caer en relaciones de clientelismo con las universidades a las que atienden.

Asimismo, señaló que el aumento de las horas no lectivas es una medida que será apreciada por los profesores y profesoras y destacó que la observación acá es la necesidad de cautelar su cumplimiento, ya que se oye mucho acerca del no acatamiento de la norma actual que destina el 25% del tiempo a horas no lectivas. Además dijo que habría que asegurarse que una parte substancial de este tiempo “no lectivo”, por ejemplo, la mitad  de él, pueda ser utilizado por los docentes en un trabajo personal de preparación de clases y de corrección de trabajos.
iv) En cuanto a incrementar las exigencias para ingresar a estudiar pedagogía
, señaló que se trata de una medida basal que en su opinión, asegura que quienes estudien pedagogía sean estudiantes razonablemente capaces y esforzados. La objeción obvia en este punto, acotó, es el sesgo socioeconómico de la PSU, pero estimó que al abrir la puerta al 15% de mejores estudiantes de todos los establecimientos se  mitiga esta distorsión.

Adicionalmente se refirió especialmente al 10% de admisión al arbitrio según criterios de las instituciones. Sobre el particular, consideró que no se puede perder la oportunidad de exigir explicitar y justificar esos criterios y evaluar el desempeño de los estudiantes que ingresaron a partir de ellos. Así, dijo que esta ventana de excepción permitiría, a mediano plazo, tener más y mejor conocimiento sobre los mejores predictores de un buen desempeño profesional en la docencia, de modo de ir acumulando conocimientos acerca de cuáles son los mejores postulantes a las carreras de educación. 

5) El rector de la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación, UMCE, señor Jaime Espinosa, a modo introductorio, planteó que al intentar definir 
qué debe entenderse por una buena ley, es posible señalar que ella lo será en cuanto logre justa, necesaria y adecuada. Justa, porque de no serlo no tendría sentido desde la raíz misma de su concepción y toda ley debe garantizar el derecho; necesaria, porque resuelve un problema social y adecuada, porque responde a los criterios de coherencia, exhaustividad y simplicidad.
Teniendo en consideración lo anterior, dijo que el texto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados sustituye la iniciativa original, que era más amplia e integral, pero que no fue aceptada, dado el gran número de objeciones formuladas.

Sin embargo, hizo presente que ella regulaba materia de gran importancia para la educación y para uno de sus actores más relevantes, el profesor chileno, por lo que es necesario concluir que se trataba de una ley necesaria. Así, señaló que sustituirla por unos cuantos temas parciales, por cierto, importantes, pero insuficientes, debilitan el espíritu original y, por lo tanto, le quitan integridad, de tal manera que resulta ser  inadecuada, por cuanto no es exhaustiva.
Dentro de este contexto, el señor rector hizo presente que la iniciativa en discusión sólo se limita a los siguientes aspectos: creación del Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades docentes; creación del Reconocimiento de Excelencia Pedagógica Inicial; reajuste de la Asignación de la Excelencia Pedagógica; requisitos para la incorporación a la dotación docente; horas lectivas y no lectivas y reajuste de la remuneración total mínima.
De los aspectos indicados, se detuvo particularmente en el examen inicial, respecto del cual, comentó que tiene su referente en la prueba inicia. No obstante lo anterior, puntualizó que dicho instrumento no goza de prestigio y representa resistencia en diversos sectores del mundo de la educación. En la misma línea, hizo presente que dicho examen tiene un origen que luego fue desvirtuado, mide lo que mide, pero no da cuenta de todas las dimensiones del quehacer de un profesor y agregó que no existe evidencia de que una prueba de estas características pueda asegurar un buen desempeño docente futuro.
Así, a la inversa, un mal examen podría, sobre la base de una buena experiencia en la práctica docente en la escuela, evolucionar hacia un desempeño favorable, según dijo, e incluso podría generar un efecto distorsionador de su sentido, si la formación docente se focalizara en ella, - como ocurre con el SIMCE – sustituyendo al currículo y perturbando la autonomía académica de las universidades, la condición integral de la formación docente y minimizando la investigación y construcción de conocimientos pedagógicos y educativos.

Siguiendo esta línea, señaló que un efecto negativo sería la estigmatización de los egresados que fracasen en la prueba, al publicarse los resultados. Por el contrario, estimó que resultaría positivo, que se rinda como prueba de medio término de la formación, por cuanto permite retroalimentación que ayudaría a mejorar el proceso formativo. 

Comentó que sería injusto para las universidades que, habiendo seleccionado a sus estudiantes de pedagogía a través de la PSU, habiendo acreditado la carrera y a la institución, un mal resultado  le atribuyera defectos a la formación que imparte, ya que, además, ello sería una contradicción.

En este escenario, dijo que el problema de fondo de la mala calidad de la formación son las malas universidades que se han creado, producto de la desregulación del sistema por obra del modelo de mercado aplicado a la educación, y es a allí es donde debería intervenir el Estado.

En este punto, puso de relieve que lo anterior no significa que se rechace totalmente la posibilidad de evaluación del ciclo formativo, e incluso mencionó que de hecho, existen experiencias en varios países con educación de calidad, pero todo depende de la calidad del instrumento.
Agregó que dado lo anterior, sería mucho mejor evaluar al egresado una vez que se haya insertado en el espacio laboral docente, ya que existen testimonios y experiencias internacionales que dan cuenta de los estándares de egreso y certificación inicial docente en que se reconoce y valora la existencia de una prueba al término del ciclo formativo, pero al mismo tiempo enfatizó que se da una tendencia generalizada en países con una fuerte orientación hacia el aseguramiento de la calidad de exigir a los profesores egresados que aprueben una inducción o período de prueba en las escuelas, antes de obtener la certificación y el ingreso pleno a la profesión. Lo anterior, añadió, ofrece oportunidades para apoyar su desarrollo, evaluar su desempeño y garantizar de varias formas que estos docentes hayan logrado los estándares asignados para el ejercicio.

Siguiendo con su exposición, el señor Espinosa en relación con los requisitos para la incorporación de la dotación docente, expresó su acuerdo con el establecimiento de exigencias altas, no obstante los reparos que planteó sobre el examen inicial de conocimientos y habilidades docentes.

En este sentido, sostuvo que a falta de otro requisito mejor, está bien que se ponga un puntaje mínimo de 550 puntos de PSU de ingreso a la carrera de pedagogía como asimismo que se aplique, en su defecto, el criterio del ranking, es decir, 500 puntos PSU mínimo, y un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 30 % mejor del establecimiento o, sin puntaje PSU, pero dentro del 15 % superior  de su establecimiento.
Todo lo anterior, agregó, constituye una medida reguladora del sistema, por cuanto quedarán fuera las universidades  que no exigen PSU y que lucran con la educación. Sin perjuicio de ello, hizo presente que el problema es qué hacer con las instituciones que ya están desreguladas, teniendo en cuenta que faltan varios años para poder regularizar y normalizar esta situación. 

Por último, abordó el tema de la PSU, respecto de la cuál comentó que existe una estrecha correlación entre el resultado de ingreso PSU y el ingreso - socioeconómico de la familia, lo que en su opinión, constituye un círculo vicioso, el cual se ha tratado de morigerar a través del ranking que intenta poner equidad en el acceso a la educación superior. Asimismo, dijo que existen algunos problemas que tienen que ver con la distribución de los puntajes de ingreso PSU de las regiones, por lo que en base a la evidencia, propuso la  existencia de un puntaje regionalizado.
Finalmente, señaló que en el proyecto de ley se observan  elementos de injusticia (egresados  e instituciones formadoras) y si bien es necesario, resulta insuficiente como está planteado.

En este sentido, puntualizó que la adecuación es limitada, por cuanto existe una incongruencia entre acreditación y examen inicial; no es exhaustiva, por cuanto no responde a una verdadera carrera docente y todo lo que está pendiente se puede eternizar y por último, no es una ley simple, porque hay dificultades de aplicación, ya que debe definirse cómo van a quedar, finalmente, los reglamentos, que se han considerado como solución provisional para lo que no tiene respuesta inmediata.





6) La Decana de la Facultad de Humanidades de la universidad de la Serena y Coordinadora del Consejo de Decanos de la Educación del CRUCH, CONFAUCE, señora María Zúñiga, valoró la existencia de una iniciativa legal que se preocupe por la formación docente, sin embargo, dijo que existen ciertos aspectos del proyecto que es necesario mejorar. En esta línea, indicó que el proyecto es insuficiente en tanto que sólo se limita a la formación inicial, en circunstancias que estimó que debiera preocuparse de la carrera docente
.

Dicho esto, señaló que otro aspecto central a considerar es que un proyecto como éste debiera considerar la igualdad de condiciones en los requisitos de ingreso para los postulantes y para todas las instituciones formadoras de profesores (para que no se siga perjudicando a las regiones) no por la exigencia de 500 puntos, sino que porque el sistema está desregulado. 

Luego, dijo que otra exigencia tiene que ver con los mecanismos de seguimiento y acountability, por cuanto hizo presente que las universidades del Cruch tienen enormes restricciones por parte de la Contraloría General de la República, en circunstancias que existen otras instituciones que no se someten a dichos controles, que además reciben a estudiantes vulnerables.

Otro elemento clave a su juicio, es el de la regionalización, ya que es evidente que no da lo mismo estudiar en Santiago que hacerlo en regiones. En este punto, dijo que es necesario entender que la carrera de docente es una profesión estratégica para el país, ya que un buen profesor marcará la diferencia en la formación de los jóvenes estudiantes. Dado lo anterior, hizo presente que se debe destacar la labor de los profesores que hacen clases en ciudades apartadas de la Capital. 

En cuanto a temas específicos del proyecto de ley en discusión, hizo presente que el denominado “Examen Inicial de Conocimientos y Habilidades Docentes” actualmente, “Prueba Inicia”, se reduce sólo a “conocimientos y habilidades disciplinarias  y pedagógicas (esto último según una modificación  introducida en la Cámara de Diputados), de manera 
que las capacidades pedagógicas no han sido explícitamente consideradas, puesto que el instrumento propuesto enfatiza  la medición de conocimientos y no las habilidades de práctica-docente, para un necesario y buen ejercicio pedagógico.
Agregó que en su momento se dijo que los resultados de la prueba Inicia serían privados, lo que no fue así, causando un gran perjuicio a la imagen de las instituciones que imparten la carrera y a los profesores jóvenes.

En esta misma línea, dijo que posterior a la prueba antes señalada, se formularon los estándares orientadores de la formación inicial, pero a diferencia otros países, ellos fueron formulados con posterioridad a la prueba, lo que ha originado un desfase tremendo entre ambos instrumentos.

Dicho esto, enfatizó que frente a todo el trabajo que se está desarrollando en las distintas instituciones, deben estar a tiempo los distintos dispositivos y no como ocurrió con el caso antes señalado.

En este mismo orden de consideraciones, planteó que si bien este examen no tiene el carácter de “habilitante” para el ejercicio de la profesión docente, como originalmente lo pretendió el Ministerio de Educación, el hecho de crear al mismo tiempo incentivos económicos, dependientes de los resultados de PSU, obtenidos por los titulados que ingresan al sistema educativo, hace que, en la práctica, el señalado carácter no habilitante no sea tan efectivo. En efecto, precisó, se acepta que la “medición” no “habilita” para ejercer la docencia, pero los reconocimientos salariales actúan como “bonos” en virtud de los puntajes obtenidos en PSU y en dicho examen, que son instrumentos parciales y cuyo valor predictivo no ha sido demostrado.
Abordando otro aspecto, la personera señaló que mantener la PSU como indicador, colocar el incentivo en el inicio de la inserción profesional y no como ocurre en las restantes profesiones, como un proceso paulatino de desarrollo profesional, activa la sobrevaloración de ésta y otros instrumentos, considerando que éstos no miden lo que necesariamente se requiere en este campo. 
Por lo anterior, estimó que la vigencia de 500 puntos PSU, mínimos de postulación a Pedagogía y acordado con el Consejo de Rectores, para las carreras de formación de profesores de sus instituciones, tuvo efectos tremendamente negativos, en el ingreso a estas carreras, en especial, en las regiones más alejadas del centro del país, sin mencionar que las instituciones privadas, por su parte, admitieron a todos los postulantes sin consideración de su situación académica previa produciéndose una competencia muy desleal entre las instituciones formadoras. 

Por lo anterior, dijo que el criterio de adoptar 500 puntos mínimos y en el futuro 550, 600 u otro guarismo, debe ser igualitario para todas las universidades, no solamente las públicas, avanzando en la regulación del sistema como condición esencial para el funcionamiento de éste.

En cuanto a la indicación que propone que las instituciones formadoras asuman una responsabilidad de reforzamiento cuando más del 30% de sus egresados  obtenga malos resultados en dicho examen, le pareció razonable, pero estimó que cabe discutir si dicho umbral no es demasiado alto.
Sobre el “reconocimiento de excelencia académica inicial”, dijo que es un incentivo que está mal concebido, toda vez, que el joven profesor no ha demostrado aún sus  habilidades pedagógicas en el ejercicio profesional. Al mismo tiempo, indicó que asegurarle a ese estudiante una remuneración que podría  alcanzar  casi el doble de la que perciben  sus colegas, muchos de los cuales  tal vez demuestre tanto o más mérito  en su desempeño real en el aula, puede provocar serios problemas en las relaciones de colaboración que requiere una comunidad educativa.
Por último, señaló que más que un proyecto centrado en incentivar a un reducido grupo de futuros profesores de trayectoria académica brillante, es necesario avanzar hacia una formación de calidad, tanto inicial como en servicio, para el conjunto de los docentes con el fin de contar con buenos docentes sin importar su adscripción administrativa, y  para todo el estudiantado.
Seguidamente, la Decana de la Facultad de Educación de la Universidad Católica de Temuco y Directora de CONFAUCE, señora Paula Riquelme, reforzó algunos de los temas planteados precedentemente.

En este sentido, dijo que las universidades regionales al asumir los 500 puntos para mejorar los criterios de selectividad de quienes ingresan a estudiar pedagogía, también asumieron el desafío institucional que ello implica. En particular, dijo que para su institución ello significó una pérdida de matrícula de un 35%, y si bien no es que se quiera recuperar dicho porcentaje, enfatizó que de elevarse aún más los puntajes, ello significaría en la práctica tener carreras sin ingreso, lo que significaría un competencia muy desigual ante las existencia de IP y universidades que no tienen ninguna regulación.

Frente a esta realidad, dijo que el 10% contemplado en la ley debiera tener ciertas características, en el sentido que las universidades debieran desarrollar programas de atracción de talentos pedagógicos en la enseñanza media, que permitan asegurar que dicho porcentaje cumple cierto perfil que les permite tener un mejor desempeño en su proceso formativo como profesor.

Sobre la acreditación, estimó necesaria una revisión de los criterios de la misma, por cuanto se deben incorporar nuevos elementos que han surgido a la luz de este debate, que permitan asegurar realmente la calidad en los procesos formativos.

Por su parte, el Director del Departamento de Estudios Pedagógicos de la Universidad de Chile, señor Ernesto Águila, señaló que legislar sobre esta materia sin tener estructurada un carrera docente, es continuar dentro de un modelo que descansa en la desregulación y la competencia que supuestamente tendría que generar calidad.

Añadió que del análisis del proyecto se colige, fácilmente, que ésta es la lógica del mismo y según dijo, se trata de no ir al fondo del asunto que es crear un carrera docente y una regulación seria y estricta de la oferta académica, generando ciertas políticas de incentivo que permitan captar a los mejores para la pedagogía.

Seguidamente la profesora del Departamento de Estudios Pedagógicos de la Universidad de Chile, señora Jacqueline Gysling, hizo presente que en comparación con países que establecen regulaciones en estas materias, éstas dicen relación con medidas que tienen por objeto hacer atractiva la carrera docente en su totalidad, de lo contrario es muy difícil captar a los mejores.

En relación con lo anterior, dijo que hay estudios en Chile que demuestran que los estudiantes con mejores puntajes PSU desertan más de la carrera en los primeros años, por las condiciones laborales en su conjunto, dado que se trata de una actividad docente que no es profesionalizante.

Así, dijo que las medidas se concentran en el ingreso y en la acreditación y menos países se concentran en el examen o evaluaciones de desempeño. En este sentido, hizo presente que lo que se pretende hacer en el país no se asemeja a lo que ya se ha hecho en otros países sobre el particular.

Siguiendo su análisis, estimó que el proyecto sólo se concentra en atraer a los mejores, por lo que se preguntó cómo se están definiendo a los mismos, y agregó que en términos relativos sólo se les está definiendo por el éxito en distintas mediciones sin establecer distinciones entre ellas.

En esa perspectiva, la profesional indicó que el examen que pareciera tener cierto protagonismo en el proyecto, lo pierde porque tiene un valor limitado en el mismo, dado que presenta algunos problemas técnicos, además que sólo debe rendirse y no necesariamente aprobarse.

Dentro de esta temática, enfatizó que la prueba o examen mide conocimientos declarativos y no desempeño, con lo que además va contra la tendencia internacional, ya que dichos instrumentos son distorsionadores de la formación de profesores, de modo que el examen no sólo entrega una mala señal sino que además no tiene estándares sobre contenidos mínimos (que se habían superado con la LEGE
). Adicionalmente sostuvo que la misma prueba Simce es mucho mejor que la que se plantea que además, es poco transparente.

En el tema de la Asignación de Excelencia para atraer a los mejores, dijo que como está el problema salarial, estuvo de acuerdo en que se va a producir una distorsión importante, además que gran parte de la formación de un profesor se da en la práctica en el trabajo conjunto con sus colegas. En este sentido si bien el incentivo puede tener una buena intencionalidad, al no mirar el problema en su conjunto, estimó que va a generar muchos problemas.

En síntesis, concluyó, el proyecto es insuficiente y no va a ayudar en lo que se pretende porque tratando de arreglar ciertos problemas, deja de lado una visión de conjunto necesaria para avanzar en esta materia.

7) El Director del Instituto de Políticas Públicas de la Facultad de Economía de la Universidad Diego Portales, señor Gregory Elaqua, puso de relieve que si bien, en el último tiempo, el debate político respecto del sistema educacional ha estado centrado en los temas de la  gratuidad en educación superior, lucro y el fortalecimiento de la educación pública, los contenidos de este proyecto tienen mucho mayor impacto en la calidad y equidad en el mismo, lo que se constata con toda la evidencia existente, que establece que éste el factor clave. En este sentido, dijo que un alumno promedio que tiene un buen profesor mejora sus resultados en más de 50% comparado a un alumno que tiene un mal profesor al término de tres años, y tiene efectos positivos a lo largo de su vida.

En la misma línea, indicó que hay estudios más recientes que demuestran que lo anterior tiene efectos positivos en estudiantes de nivel socioeconómico bajo a lo largo de la vida, incluso en sus ingresos, remuneraciones, empleo y calidad de vida.

En este escenario, comentó que los sistemas educacionales de alta calidad filtran y tienen estándares muy altos para los estudiantes que ingresan a carreras de pedagogía y que eventualmente llegan a trabajar en escuelas públicas.

Sobre el problema que existe en el país, precisó que una vez que los estudiantes terminan la educación media, existe muy baja selectividad de los estudiantes, por cuanto 1/3 de los alumnos no rinde PSU; los que sí rindieron PSU pertenecen al 50% de inferiores puntajes y las pedagogías obtienen el promedio PSU más bajo de todas las profesiones.
En esta línea argumental, dijo que se agrega a lo anterior que existe una baja calidad en la formación docente en IP y universidades, por cuanto de acuerdo a los datos proporcionados por el Mineduc, el 18% de la matrícula universitaria y un 57% de IP, no asiste a un programa docente acreditado; en el caso de la Prueba Inicia voluntaria, ocurre que más del 60% obtiene calificación insuficiente y en la prueba TEDS-M el  60% no alcanza el nivel mínimo de conocimientos.

Luego, la conclusión es que estos estudiantes son  contratados por el sistema escolar y se enfrentan con malas condiciones laborales e incentivos, bajas remuneraciones (de las diez profesiones universitarias peor pagadas al quinto año de titulación, cinco son del área de educación), con una brecha de ingreso con otras profesiones de alrededor del 37% al primer año, una estructura salarial que no incentiva desempeño y sí antigüedad y por último, poco tiempo para planificar.

En este escenario, el señor Elacqua dijo que en su mirada, este proyecto viene a cambiar o revertir el proceso antes descrito, para lograr procesos como lo que existen en países que tienen alta calidad en la formación.

A mayor abundamiento, hizo presente que existe una alta brecha en Chile de desempeño en PISA entre futuros ingenieros y futuros docentes y un bajo grado de conocimientos de contenido de matemáticas y pedagógica entre docentes chilenos (más bajo que Botswana, África), de donde se desprende que existe un serio problema de calidad de docentes.

Sobre las particularidades del proyecto de ley en discusión, señaló que en término generales le parece que está en la dirección correcta por lo que disiente de algunos comentarios vertidos precedentes y que dicen relación con que se debe esperar una gran reforma de la Carrera Docente para poder avanzar en el mejoramiento de los estándares de calidad de los docentes.

En su opinión, con algunas modificaciones, este proyecto de ley significaría un importante avance por lo que no se debe esperar más tiempo.

Dentro de este contexto, comentó que entre los aspectos positivos del proyecto se debe destacar que premiar el desempeño inicial atrae a buenos estudiantes a pedagogía. En el mismo sentido, enfatizó que reconocer el buen desempeño de los docentes destacados en ejercicio mantiene a los buenos profesores haciendo clases, ya que de acuerdo a cifras dadas a conocer al seno de la Comisión, cerca del 40% de los profesores se van al quinto año, que es una cifra muy preocupante.

Agregó que entregar estímulo a los buenos docentes para que trabajen en sectores más vulnerables los motiva a trabajar en sectores donde más se necesitan, además que los incentivos pueden lograr que docentes de alta calidad obtengan salarios similares al de otros de profesiones más rentables. En su opinión, dijo que los incentivos resultan ser muy importantes para quienes están tomando decisiones en torno a si estudian o no pedagogía.

Continuando con el desarrollo de este punto, estimó que también es muy importante un mayor pago por incentivos en vez de antigüedad y a este respecto destacó que el país ha avanzado mucho en los últimos 20 años, aunque falta. Sobre aumentar las horas no lectivas, dijo que era positivo ya que permite que los docentes puedan programar y preparar mejor su trabajo pedagógico. 

En cuanto a la prueba para el ingreso a la carrera que establece requisitos mínimos de calidad, hizo presente que la mayoría de los países de la OCDE tienen este tipo de instrumento para poder trabajar en escuelas que reciben recursos públicos. 

No obstante lo dicho, hizo presente que existen ciertos aspectos que pueden mejorarse y discutir en el proyecto. Uno de ellos se refiere al incremento del salario mínimo, ya que es bastante bajo, lo que puede no cambiar significativamente las decisiones de la mayoría de postulantes a carreras de educación superior.
Otro aspecto que debe revisarse, se refiere a que los incentivos monetarios más fuertes están enfocados en un grupo pequeño de docentes (cerca de mil docentes logran acreditación AEP, es decir, 0.6%). A esto, se debe agregar que existe una débil responsabilidad de las instituciones de educación superior si sus estudiantes tienen malos resultados en la prueba INICIA, ya que a su parecer, no está claro si la sanciones es mayor o más bajo que ofrecer curso de nivelación. 
Así también, el proyecto da cuenta de la ausencia de formación continua (capacitaciones), por cuanto no establece planes de acción para docentes con rendimiento más bajo, ya que en general, el proyecto de ley está enfocado en establecer exigencias y premios, pero no en apoyar el desarrollo de mejores prácticas docentes (mayoría de docentes caen en esta categoría), no existen mecanismos para asegurar que las horas no lectivas sean de uso sea técnico pedagógico.

Finalmente, planteó que la iniciativa está basada en un conjunto de incentivos que deberían tener un efecto en el largo plazo, por lo cual deberá también considerar a las educadoras de párvulos, por cuanto el impacto en educación a lo largo de la vida es aún mayor y la calidad es aún más lapidaria. En efecto, destacó, la carrera docente en párvulos es la peor remunerada en el país, en circunstancias que éste es un nivel clave en la educación de las personas.
8) El Director Ejecutivo de Enseña Chile, señor Tomás Recart, por su parte, expresó su conformidad con el hecho que el proyecto en informe no resuelva absolutamente todos los temas, por cuanto sostuvo que en la actualidad no hay evidencia para hacerlo, pero sí hay suficiente consenso para avanzar en los temas ya planteados.

En este sentido, recordó que hace diez años, en el año 2004, la OCDE advirtió que “Chile no podrá entregar una educación de elevada calidad con profesores preparados en forma inadecuada. Con esto en mente, el sistema de certificación para nuevos profesores debería definitivamente incluir un examen de conocimientos pedagógicos y de contenido con rigurosos estándares para aprobación”. Han transcurrido 10 años y aún no se ha avanzado en este tema, comentó.

Continuando con el desarrollo de sus ideas, reconoció que si bien no es lo más adecuado tener este tipo de pruebas - de hecho un país como Finlandia no las tiene - al mismo tiempo dijo que tampoco tiene facultades “mercantilizadas”, toda vez que existen en la actualidad 144.000 personas estudiando pedagogía para un total de 180.000 cupos en nuestro país. Lo anterior es preocupante y, por ello, es necesario tomar medidas al respecto desde ya.

A mayor abundamiento, hizo presente que nuestro sistema educacional puede compararse con una serie de países dentro y fuera de la OCDE desde el año 2000 para medir la calidad, equidad y eficiencia. A vía ejemplar, hizo presente que el año 2012, 65 países rindieron la prueba PISA, lo que representa a 28 millones de estudiantes, de modo que es difícil acceder a mejor evidencia.
Dicho esto, señaló que desde sus inicios, el estudio comparado concluye que la mejor forma de aumentar la calidad y la equidad en nuestra educación es invirtiendo en nuestros profesores. No es lo único que hay que hacer, pero sin duda lo primordial.
A lo anterior, agregó que desde el trabajo en terreno realizado por la institución que representa, trabajando con más de 35.000 estudiantes en 30 comunas, han observado con frustración como este tema, por distintos motivos, deja de ser lo primordial, por lo que enfatizó que los jóvenes y niños de Chile no pueden esperar.

Dentro de este contexto, dijo que en un ambiente en que la discusión en educación se ha desviado hacia otras materias, la evidencia de la prueba PISA nos da una oportunidad que debemos aprovechar para enfocarnos y avanzar en mejorar la formación y la carrera docente en Chile instituyendo una agenda corta y un plan de largo plazo para conseguir mejoras.
Concluyó sus planteamientos poniendo énfasis en la necesidad de aprobar el proyecto de ley, con algunas modificaciones, toda vez que las consecuencias de no hacerlo serán costosas para el país. Puso de relieve que si bien no hay duda que se necesita una iniciativa legal más amplia que aborde la formación y la carrera docente de manera integral, no existe evidencia ni consenso en todos los aspectos que deben ser contemplados en ese diseño integral.

Dicho esto, y dado todo el tiempo que ha pasado sin tener avances significativos en cuanto a la formación y carrera docente, estimó que es muy necesario avanzar donde hay evidencia y consenso, y por ello, este proyecto de ley permite avanzar en la dirección correcta y generar la evidencia necesaria para un proyecto amplio.

Por último, dijo que no se puede seguir politizando la educación, ya que si no existe capacidad de alcanzar acuerdos en algo tan simple y urgente como es lo que plantea la iniciativa legal informe, difícilmente se podrá avanzar en los próximos años con respecto a mejorar la atracción, formación y retención de nuestros docentes.


9) La abogada e investigadora del Instituto Libertad y Desarrollo, señorita Constanza Hube, hizo presente que existe un diagnóstico bastante crítico de la situación actual respecto de la carreras de pedagogías, que obedece al aumento de la oferta de ellas y los respectivos programas (18% de la matrícula universitaria y 57% de institutos profesionales no asiste a un programa acreditado); a una baja selectividad (un tercio no exige PSU, y las que sí lo hacen tiene un bajo promedio); un exceso de estudiantes de pedagogía: 120 mil, versus 180 mil profesores en ejercicio en el sector subvencionado y al hecho de que los egresados no logran las competencias mínimas necesarias (el 69% obtiene insatisfactorio en prueba INICIA, que es voluntaria).
En esa perspectiva, acotó, los principales desafíos que se deben abordar son los siguientes: mejorar la calidad de las pedagogías a través de mayores exigencias y mejorar el desempeño de los profesores en ejercicio a través de evaluaciones locales y capacitación; incentivar el ingreso de las personas más capaces a la profesión docente a través de mejores perspectivas laborales y mayores remuneraciones y realizar el recambio que permita tener a los mejores en la sala de clases, para lo cual se necesita una mayor autonomía a nivel local.

En base a lo anterior, abordó los aspectos más relevantes del proyecto de ley en informe, cuyo análisis se consigna a continuación:

1. Evaluación Obligatoria a mitad de la carrera y al egresar.

Dado el alto número de instituciones que imparten pedagogía, señaló que parece necesaria alguna medición cuando todavía es posible tomar medidas correctivas y poner algún filtro al final. En este sentido, agregó que es positivo que sea obligatoria  por una parte y que sea considerada para poder ejercer en el sector subvencionado, que es el sector más amplio de los establecimientos educacionales en el país. 
No obstante, respecto de la obligación para la universidad o instituto profesional de financiar al menos un semestre adicional en caso de que el 30% de sus egresados logre nivel insuficiente en el examen inicial al egresar, planteó ciertas dudas respecto de la naturaleza jurídica de esta obligación (sanción civil - multa). Agregó que si se aplica en pedagogía, eventualmente podría aplicarse en otras carreras donde igualmente se exigen exámenes, de modo que a su juicio, desde un punto de vista de igualdad ante la ley, este debiera ser un tema a considerar durante la discusión en particular. 
Ahora bien, puso de relieve que si una institución no está siendo capaz de enseñar a un porcentaje importante de sus alumnos, significa que ésta institución en términos generales lo está haciendo mal y planteó que más que financiar el semestre adicional, no debería estar acreditada.
2. Reconocimiento Académico para Docentes Iniciales (RADI).

Este uno de los principales avances que plantea el proyecto de ley y que constituye una de las principales preocupaciones que tienen los alumnos que ingresan a estudiar pedagogía incentivo para el ingreso de buenos estudiantes al sector subvencionado). Agregó que si bien no se aborda en su totalidad el problema, si es muy importante incentivar a los mejores alumnos a ser los futuros profesores de Chile.

Así, enfatizó que es especialmente destacable el aumento en un 40% de este reconocimiento por el desempeño en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios.

Constituyendo lo señalado un gran avance, estimó necesario complementar este incentivo con medidas de más largo plazo que hagan de la docencia una profesión desafiante y con perspectivas, por cuanto un buen estudiante no es lo mismo que un buen profesor, de manera que si bien una buena PSU o buen examen de inicio es una mínima exigencia, ella no reemplaza el hecho de que el verdadero reconocimiento debiera darse durante la carrera docente, en forma de una mayor remuneración a aquellos docentes que tienen buen desempeño en la sala de clases.
3. Aumento Asignaciones de Excelencia Pedagógica.
Sobre el particular, se manifestó de acuerdo, pues son asignaciones adicionales ligadas a alguna evaluación de la labor docente. La idea, según dijo, es empalmarlo con la bonificación inicial para egresados de buen desempeño, no obstante que a su parecer esto no reemplaza la evaluación descentralizada que venía en el proyecto original.
4. Disminución de la proporción de horas lectivas y no lectivas.

En este aspecto, indicó que ello responde a un gran anhelo de los profesores durante muchos años, de modo que destacó que este es un avance muy positivo, ya que hay consenso en que Chile es uno de los países con un mayor número de horas lectivas para los docentes, y es necesario dar más tiempo para que puedan preparar sus clases.
En cuanto a cómo hacer efectivo este aumento, estimó que este aspecto se fortaleció en su discusión en la Cámara de Diputados al asignar responsabilidad en ello a la Superintendencia de Educación.

5. Exigencia de requisito de puntaje mínimo en PSU para matricularse en pedagogía.
Al efecto, hizo presente que este fue uno de los puntos más ampliamente discutidos en su tramitación en la Cámara de Diputados, respecto del cual se acordó no establecer una exigencia al final (para ejercer), sino que poner el filtro al principio, para entrar a estudiar.

En este sentido, señaló que a su parecer existen ciertos problemas jurídicos y de índole constitucional, especialmente respecto de la consideración que se pueda tener respecto de los alumnos. 

Para mayor ilustración, respecto de la inconstitucionalidad, explicó que se trata de un problema que se ha planteado con anterioridad cuando se ha pretendido establecer (a través de un proyecto de ley)  un puntaje mínimo para ingresar  a estudiar pedagogía, y en tales casos, se ha argumentado que existe autonomía de las instituciones de educación superior (artículo 19 N°11), no obstante estimó que es otro aspecto a tener presente en la discusión en particular.

Dentro de este contexto, planteó que desde su perspectiva, el “filtro” no debiera estar en el ingreso sino que al final (ejercer como docente), ya que consideró que prohibir el ingreso a estudiar puede ser más perjudicial para el alumno, ya que se elimina la posibilidad de que pueda mejorar, además que se debe tener presente que la PSU ha sido 
cuestionada por estudios nacionales e internacionales.
En síntesis, en términos generales, puso de relieve que, dado el contexto actual, el proyecto en informe ayuda a atraer a mejores alumnos y complementan otras iniciativas muy importantes, como es la Beca de Vocación de Profesor.

Sin embargo, consideró que el mejoramiento del nivel de los docentes es un proceso, y así como se están subiendo los requisitos de entrada e incentivando la entrada de mejores profesionales, falta un mecanismo de recambio para que salgan los “malos profesores”. 

Sostuvo que la evidencia en la materia es clara: la mejor forma de calificar a un docente, es ver su desempeño en la sala de clases, lo que se consigue a través de la evaluación que pueden hacer de él desde el mismo establecimiento (el director y sus pares).
La evaluación descentralizada significaba un avance histórico en esta materia, y al eliminarla del proyecto de ley se pierde una excelente oportunidad de hacer el cambio completo, concluyó.

Se deja constancia que la señorita Hube acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
10) El Investigador de la Facultad de Economía y Negocios de la Universidad de Chile señor Juan Pablo Valenzuela, destacó que el principal desafío que plantea el proyecto de ley consiste en aumentar las exigencias para ser profesor en Chile.

Con el propósito anterior a la vista, sostuvo que la evidencia comparada da cuenta que los mejores sistemas escolares logran atraer a las escuelas de pedagogía a los mejores alumnos de la secundaria (OECD, 2005; McKinsey, 2008; Gutiérrez, 2013): entre el 5%-30% mejor (~ >550 pts. PSU), pero también da cuenta que estos sistemas educativos regulan altamente quiénes pueden formar a nuevos profesores y el número de nuevos profesores (regular la oferta en función de la demanda estimada). Hizo presente que dichos sistemas también ofrecen adecuadas condiciones de trabajo a estos profesores y existe un alto estatus social de la carrera docente, ya que el desafío también es retener.
Así, estimó que el proyecto de ley avanza a este objetivo, que quienes quieran estudiar pedagogía y luego trabajar en el sector subvencionado por el Estado deberán cumplir alguna de las  condiciones establecidas en la iniciativa y ampliamente comentadas durante este debate.

No obstante, planteó que existe una inconsistencia en los artículos transitorios, ya que sólo se permite menor puntaje PSU, pero mantiene ubicación en ranking de notas, en circunstancias que consideró que aquello también debiese ser flexibilizado a 25% y 45% respectivamente. 

Añadió que para lograr el objetivo de atraer y retener a los mejores, se debe determinar la cantidad de profesores nuevos que se necesitan anualmente. En consecuencia, habrá que analizar si la propuesta legal es capaz de resolver este problema.

Entrando en este análisis, hizo presente que la demanda de profesores se ve afectada por múltiples factores: cambios demográficos, por el número de colegios, el tamaño de los colegios y los cursos, por políticas educativas (JEC, SEP, horas lectivas-no lectivas, cambio en estructura de niveles 8-4 a 6-6), cobertura educativa (educación inicial, educación especial).

Asimismo, sostuvo que ella también se ve afectada por la tasa de retiro de los profesores, ya que entre mayor tiempo se queden en las escuelas, menos profesores nuevos se requiere y mayor énfasis puede ponerse en la selectividad y calidad de formación inicial. Al respecto, hizo presente que en Chile, al igual que en Estados Unidos e Inglaterra, entre el 6%-8% de los profesores se retira cada año, la mayor parte de ellos a una edad temprana.

Sobre este punto específico, señaló que en Chile también la retención de los profesores es mayor entre las escuelas que son más efectivas y tienen trayectorias sistemáticas de mejoramiento (independiente de su NSE), lo cual también ocurre en Estados Unidos o Inglaterra, aunque los profesores con mejores credenciales tienden a moverse hacia escuelas de mayor NSE y de mejores resultados promedio.

 En consecuencia, si el objetivo es que los profesores salgan del tercio superior (estudiantes de pedagogía que superen 550 puntos en la PSU) debiera lograrse que uno de cada tres estudiantes que obtiene 550 puntos, estudiara pedagogía. Sin embargo, la realidad es que incluso con la beca vocación de profesor (gratuidad para toda la carrera) sólo 7% de los alumnos con más de 600 puntos y el 9% de los que obtienen 550 puntos optan por la carrera en comento. 
En relación con lo dicho, insistió en que el principal desafío es bajar el número de nuevos estudiantes de pedagogía que se necesita anualmente, es decir, si se baja de 8% y el abandono anual a 4%, se requerirá de 7.000 nuevos maestros titulados de pedagogía cada año que egresen en buenas condiciones.

No obstante, la realidad actual es que se requieren entre 12.000 y 14.000 profesores nuevos cada año, por cuanto un porcentaje muy alto de los ellos una vez que ingresan al sistema se retiran al poco tiempo (antes del 5° año de trabajo), lo que obedece a un problema estructural, sistemático ya que se da en todo tipo de establecimiento porque es un problema de la profesión o carrera docente en Chile.

Ahondando sobre este tema, comentó que es bastante homogénea la tasa de retiro por dependencia institucional, alrededor del 40% al 5º año (incluyendo colegios particulares pagados), lo que da cuenta, insistió, de problemas estructurales que explican el abandono temprano, los que son críticos, pues abandonan masivamente (a pesar de su bajo desempeño en PSU).

Agregó que la tasa de deserción ya era bastante elevada en la cohorte del año 2000 (40% o más de los profesores que finalizaban su 5º año de trabajo no regresarían) y que la mayor tasa de retiro se da entre profesores hombres y en mayor medida en educación media que en educación básica y educación especial.

A todo lo dicho, se debe agregar que también influyen las precarias condiciones de trabajo de los docentes, ya que  hacen los trabajos difíciles, desagradables e incluso inseguros. Estas precarias condiciones, según dijo, se refieren a: clima de trabajo (y con los estudiantes), la actitud de los colegas, el bajo apoyo de la comunidad y de los directivos, la cultura escolar, el tiempo disponible, no obstante que recalcó que más importantes son las condiciones sociales de trabajo que las materiales o de infraestructura.
Además, existe un débil liderazgo escolar, lo que sería la principal razón del abandono escolar y que se refiere a la efectividad de los directores, pues determina la calidad y confianza entre los docentes, por cuanto estos afectan la cultura de la escuela (problemas de disciplina escolar), la autonomía de los docentes, el tipo de liderazgo y apoyo que se presta a los docentes en su trabajo ( es crítico el apoyo a los docentes al ingresar a la escuela), así como el desarrollo de estrategias de cooperación entre docentes y  con directivos.
Siguiendo esta línea de análisis, el señor Valenzuela planteó que en la realidad existen escasos incentivos adecuados para una carrera profesional, donde se distinguen  inadecuados salarios, insuficientes beneficios, bajo estatus social, insuficientes recursos de apoyo como factores críticos, además vinculados a pocas horas de contrato y “baja calidad” del establecimiento.

En este sentido, dijo que las carreras planas (en ingresos) generan incentivos para el retiro temprano (más aún entre los hombres) y  tensiones entre profesores de diversas edades, de modo que para profesionalizar la carrera docente es indispensable incrementar el prestigio de los profesores y la autonomía; otorgar una compensación adecuada y responsabilidad por los resultados.

Insistió en que uno de los principales problemas del país en esta materia está en la retención de profesores, y en este sentido, sostuvo que sólo algunos de los factores coinciden con ella: estatus social, remuneraciones. En caso de no resolver este obstáculo, dijo que se generará un déficit de docentes (experiencia de Jornada Escolar Completa implicó un sostenido incremento de programas de formación no tradicional de profesores).

En el tema de las remuneraciones, señaló que existe evidencia sistemática de una importante brecha en remuneraciones promedio de profesionales de pedagogía v/s el resto de los profesionales chilenos. En esta línea, señaló que datos de www.mifuturo.cl y CASEN dan cuenta que dicha brecha se incrementa con la experiencia de los profesionales (remuneración promedio mensual es menos 50%), además que la brecha no es mayor entre los jóvenes, sino entre los mayores.

Agregó que los profesores chilenos son los profesionales peor pagados para cualquier año de medición y cualquier nivel de experiencia profesional (1, 2, 5, 10), incluso más, sus remuneraciones son similares a la de técnicos, cuyas carreras duran 2 años, no son selectivos, y son de bajo costo.

Siempre en el mismo tema, comentó que para el sector municipal y particular subvencionado, la remuneración mínima nacional está cerca de $538.000 mensuales (para contratos de 44 horas), a lo cual se agregan diversas asignaciones, incentivos individuales y colectivos, y bonos institucionales (los cuales se pagan en proporción a las horas de contrato).

Sin embargo, el contrato promedio del sector es de 32 horas semanales (33 en Ed. Básica y Matemática y 20 en Filosofía, Gutiérrez, 2013). Así, hizo presente que en 2012 sólo 27,8% de los docentes del país (Estadísticas 2012, MINEDUC) tenía contratos de 44 horas (en el 2000 era 31,9%), mientras que 30,6% tenían 30 o menos horas, de manera  que para la mayor parte de los profesores no es posible trabajar en otro establecimiento (menos del 8% de ellos lo hace): con ello cumple 35 horas promedio.
Pasando a otro tema, aunque vinculado a lo anterior, el investigador arguyó que respecto de la distribución de tiempo lectivo/no lectivo, las actividades no lectivas (sólo 25% del contrato en Chile, vs 40%-50% en países de Europa y OECD) deben ser subsidiadas por los propios profesores, por lo que el costo de la docencia es subsidiada por los profesionales de la educación.

A continuación, el señor Valenzuela se refirió a las estrategias para atraer a estudiantes de mejor desempeño y planteó que una primera medida fue la Beca Vocación de Profesor, que finalmente resultó en un incremento de sólo 1.000 estudiantes de alto talento. En este sentido, dijo que claramente la gratuidad fue un incentivo para aumentar los postulantes de altos puntajes a pedagogía, pero su efecto es acotado.
Frente a este escenario preguntó qué sucedería si todas las carreras fuesen gratuitas, a lo que agregó que la Universidad Diego Portales ofrece una beca de equidad sin considerar el puntaje de la PSU (gratuidad completa),  y lo cierto es que de 203 postulantes ninguno lo hizo a Pedagogía en 1ª opción y sólo 1 en 2ª opción.
En otro aspecto, sobre el incremento de tiempo no Lectivo que aumenta de 25% a 30%, estimó que se trataba de un cambio positivo pero muy pequeño respecto a estándares internacionales que conllevaría a que el contrato promedio pasaría desde 32 horas semanales a 34,3 (7,2% de incremento).

Los mayores incrementos, no obstante, permitirían mejorar remuneraciones permanentes para todos los profesores y habría en su opinión, una mayor coherencia con el exceso de carga de trabajo docente, además que los contratos de más horas reducen la probabilidad de abandono del trabajo en las escuelas.
Seguidamente  señaló que el  principal cambio es el bono individual de “Reconocimiento Académico para Docentes Iniciales”, con lo que el proyecto se concentra en cerrar la brecha de remuneraciones promedio de los profesores al inicio de la profesión (primeros 4 años), pero ello sólo recae en el 10% más destacado en términos académicos (PSU, INICIA, Notas de la Carrera). Agregó que el conjunto de propuestas dan cuenta que avanzan en cerrar la brecha de remuneraciones de los nuevos profesores, pero sólo parcialmente.

Para lograr atraer y retener a alumnos con alto desempeño académico como profesores, la propuesta le pareció completamente insuficiente, por lo que enfatizó la necesidad de una iniciativa que aborde la carrera profesional para todos los profesores, que contemple los siguientes aspectos: i) que permita proceso de habilitación; ii) diversos niveles según certificación de competencias; iii) para cada nivel diferentes remuneraciones y responsabilidades; iv) oriente el trabajo en el aula a lo largo de toda la carrera docente y que cierre la brecha de remuneraciones, para incrementar sostenidamente la retención de profesores en el sistema escolar.
Precisó que la evidencia internacional da cuenta que el desarrollo de mecanismos de evaluación docente formativa adecuadamente diseñada, en el contexto del desarrollo de una carrera docente para el fortalecimiento del trabajo profesional (OECD, 2013; Banco Mundial, 2013), así como el apoyo para generar procesos de mejoramiento sostenido en las escuelas, son factores críticos para mejorar el desempeño de los estudiantes (CIAE-UNICEF, 2013). 
Concluyo señalando que las escuelas efectivas son relevantes en la formación de buenos profesores, por lo que se debe propender a mejores programas de formación inicial que a su vez mejoran aprendizajes de los niños, ya que el análisis comparado da cuenta que los centros de formación están altamente regulados (en algunos casos también la matrícula anual de nuevos estudiantes), a diferencia de lo que se contempla en el proyecto de ley que sólo exige acreditación de estos programas en Chile.
Se deja constancia que el señor Valenzuela acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
11) La Académica del Centro de Investigación Avanzada en Educación de la Universidad de Chile y Premio Nacional de Ciencias de la Educación 2013, señora Beatrice Ávalos, destacó, al igual que otros expositores, que el proyecto de ley en discusión es sólo inicial, no obstante que en Chile se requiere un proyecto de carrera docente completa. 

A continuación, se refirió a los principales aspectos de la iniciativa en informe:

1. Características y obligatoriedad de la prueba para el ingreso a establecimientos educacionales subvencionados. 

Si bien no se utiliza el término propiamente tal en el proyecto, en el hecho se le otorga al examen un carácter habilitante al convertirla en requisito para ingresar al sistema subvencionado.  Esto, dijo, altera la condición habilitante de la titulación otorgada por instituciones y programas de formación docente debidamente acreditados.
Luego, señaló que no sería objetable otorgarle carácter habilitante a una así llamada “prueba” si esta consistiera en un proceso que efectivamente evaluara todo lo requerido para un buen ejercicio docente reconocido tanto en la mejor literatura sobre formación y ejercicio docente, sino también en la práctica de los buenos sistemas educativos en el mundo.
Vinculado a lo anterior, señaló que la prueba propuesta es una prueba de conocimientos escritos, disciplinarios y pedagógicos, de manera que no hay espacio para lo que cualquier profesor debe hacer y que es “razonar” frente a situaciones concretas que se presentan en el aula.

En su opinión, ella debiera referirse a una evaluación no sólo de conocimientos teóricos referidos a las disciplinas del currículo, su enseñanza y aspectos pedagógicos generales, sino a una evaluación que proporcionara evidencia de habilidades como razonamiento frente a situaciones poco definidas y de la capacidad de enseñar y gestionar las interacciones en el aula.  
A raíz de lo expuesto, la académica indicó que conforme a un estudio internacional realizado en Shangai, sobre la formación de profesores, este arrojó que se contemplan conocimientos académicos, profesionales que se miden y un excelente proceso de inducción a la enseñanza dentro de la escuela, monitoreado y apoyado por mentores. Luego, hizo presente que la mayoría de estos sistemas no tienen exámenes de egreso que midan conocimientos teóricos y prácticos en forma escrita (salvo EE.UU.).

En razón de lo dicho, expresó que no es difícil concluir que la habilitación propuesta basada sólo en una prueba escrita de conocimientos es regresiva frente a la evidencia y recomendaciones de política acerca de lo que se necesita para asegurar la inserción al ejercicio docente de profesores efectivos, de modo que planteó la posibilidad de repensar la prueba antes de hacerla obligatoria.

Sin embargo, sostuvo que el proyecto plantea una salida a este problema, es decir, a su parecer podría dentro del marco indicado en la iniciativa, exigirse la aprobación de una prueba de conocimientos elaborada por el Mineduc, al completar el 50% de los créditos del programa de formación, la que junto con una evaluación de portafolio de la práctica profesional, sería requisito para la titulación y por cierto también para la habilitación en el ejercicio docente en el sector subvencionado. 

2. Reconocimiento académico para docentes iniciales.
Sobre el particular expresó su preocupación, dado que se trata de un reconocimiento a priori, de donde se desprende que el ejercicio docente en las aulas no se considera como un indicador para la retribución salarial, y se acepta que para entrar a ejercer y recibir un salario mayor basta con haber tenido buen desempeño académico (conocimientos) medido por puntaje PSU, Promedio de Notas durante la carrera o resultados en el examen inicial. En el hecho, sostuvo, esta concepción del ejercicio docente  constituye un golpe duro al concepto de la docencia como una profesión teórico-práctica.
Además, agregó que ello atenta contra ciertos principios básicos de justicia social al introducir desigualdad al comienzo del ejercicio, antes de probar la capacidad docente, entre aquellos profesores que ganaron este reconocimiento y quienes no lo obtuvieron.

Concluyó su exposición, haciendo presente que este acápite de la ley propuesta estaría en contraposición con lo indicado en las Recomendaciones OIT/UNESCO (1966) respecto a los criterios para asignación de sueldos, que dispone que “la retribución del personal docente debería estar en relación de una parte con la importancia para la sociedad que tiene la función docente y de quienes la ejercen, y, de otra con las responsabilidades de toda clase que incumben a los docentes desde el momento en que empiezan a ejercer …. “. Por ello, precisó, sobre la base de no haber diferencias en las responsabilidades al comenzar a ejercer, no podría haber diferencia en la asignación de sueldos, y por tanto, la ley podría ser objetada por la Comisión OIT/UNESCO encargada de vigilar por el cumplimiento de las Recomendaciones de 1966. La regulación, en definitiva, violaría los principios establecidos para remuneraciones equitativas de los docentes, acordada por Unesco y la OIT. 

Se deja constancia que la señora Ávalos acompañó su presentación en un documento en formato word, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
12) El Decano de la Facultad de Educación de la Pontificia Universidad Católica de Chile señor Cristian Cox, sostuvo que este proyecto es una muy buena noticia ya que refleja una prioridad del sistema político respecto  a la profesión docente que antes no existía.

Desarrollando esta idea, expresó que cuando inició la discusión sobre esta temática de la formación de profesores, existía una gran división en torno al tema crucial de la regulación. En efecto, agregó, y dada la ausencia de regulación, en lugar de avanzar en la dirección que se necesitaba, desde el inicio de la década del año 2000 se multiplicó el problema con una masificación enorme del campo de la formación inicial, con una multiplicación de programas, instituciones y baja general de los estándares de ingreso a esta área que hoy se ve como estratégico.

En ese mismo orden de ideas, hizo presente que existen muchas formas de regular el ámbito de la carrera docente, y en ese sentido dijo compartir la argumentación formulada hasta ahora sobre la necesidad de abordar el conjunto de la temática docente en el carácter muy sistémico que tiene. En su opinión, es una gran pérdida discutir sólo una parte de la problemática. 

Con todo, dijo que el proyecto contiene dos muy buenas señales para el conjunto del sector educativo:

a) Que respecto a formación inicial, exista el concepto que haya un estándar para el ingreso, independientemente que se pueda discutir cuál será, ya que el hecho que se establezca uno, es vital y constituye un gran logro.  

b) Que en el tema de las horas no lectivas, aun cuando el aumento es menor frente a la magnitud del problema, ello va en la dirección que se necesita, ante la excesiva y agobiante carga de trabajo que implica velar por el crecimiento de otros.

En otro orden de materias, comentó que el examen inicial no sólo es un filtro para seleccionar a quienes se van a desempeñar como profesionales de la educación, sino que es un poderoso instrumento para regular la formación de profesores. Sus características constituyen una directa indicación que puede ser más o menos clara y específica en una o en otras direcciones para las instituciones formadoras. Agregó que aun cuando esta visión no se encuentra expresada en el proyecto en informe, perfectamente se podría incorporar de manera que aquél fuera de ayuda para mejorar la formación de los docentes.

Asimismo, indicó que el artículo 1° del proyecto hace alusión a que un 20% de los ítems de la prueba serán publicados para orientación de alumnos y formadores, de donde se desprende que se trata de test de opción múltiple o instrumentos muy cercanos a ello y por tanto son de conocimiento declarativo.

A mayor abundamiento, expresó que se requiere otra forma de medición, ya que ese tipo de instrumento privilegia un tipo de formación, de currículo y de evaluación en la formación inicial que no el que se quiere y necesita. Agregó que el mundo desarrollado pone el énfasis en el desempeño, ya que la profesión docente se prueba en el desempeño práctico, de modo que no se puede certificar una competencia docente si no hay un mínimo de visibilización de esas capacidades.

En consecuencia, parece complejo en este escenario examinar a más de 8.000 egresados, por lo que se está apuntando a pruebas o evidencia sobre trabajo real con niños y jóvenes en las aulas, que en la práctica de la formación se da mucho. Agregó que en países como Estados Unidos (en 30 estados) hay comisiones que examinan portafolios de evidencia de las prácticas, que están regulados y referidos a estándares.

Dado lo anterior, a su parecer este aspecto también debiera abordarse en el proyecto, ya que el examen inicial se refiere a estándares y no a contenidos mínimos, lo que si bien reconoció es un punto muy técnico, ello hace una diferencia importante.

Respecto de la dificultad del examen, hizo presente que el país lleva nueve ciclos de evaluar más de 15.000 y 18.000 docentes en su desempeño año a año, de modo que existe la capacidad técnica, procedimental, institucional y humana para hacer en éste ámbito algo equivalente a lo que ya se ha hecho por años, en forma consistente y legitimada, de modo que lo que contempla el proyecto de ley está muy alejado del know how evaluativo del país respecto de esta materia y de los estándares internacionales sobre lo mismo.

Dentro de este contexto, enfatizó que se dice que es una prueba de competencias pero se evalúan desempeños, aunque no exclusivamente, pero dijo que es necesario que esté esa dimensión, pues con ello las facultades de educación recibirían una señal inequívoca para manejar sus evaluaciones, rediseñar currículos, dirigir las prácticas, entre varios otros temas.

Continuando con sus planteamientos, el señor Cox expresó que el bono de reconocimiento, que está pensado para atraer a los mejores, analizado desde el punto de vista de quien lo recibe al momento de integrarse a un grupo de trabajo, generará, en su opinión, conflictos tanto al que lo porta como también al grupo que lo vive, de donde su impacto no será el deseado, dado que esta profesión descansa mucho más que otras, sobre relaciones personales y construcción de confianzas entre personas y pares. Enfatizó que la búsqueda de atraer a los mejores por el medio antes señalado, tiene un efecto directo muy negativo sobre algo que es esencial en el funcionamiento de una institución educacional. Además llamó la atención sobre el hecho que el proyecto en informe no se pronuncia sobre la “inducción”, que es muy esencial. 

Al concluir sus planteamientos, planteó su inquietud con respecto a los alumnos que ingresan a la profesión docente provenientes de otras carreras (que no eligieron la carrera en primera opción), ya que están en ventaja con respecto a aquéllos que si lo hicieron, ello por cuanto a los que vienen por este camino, se les permite no dar el examen con lo que se sigue perpetuando un concepto que es desprofesionalizante del ámbito de la educación, de modo que instó por revisar este planteamiento.

Se deja constancia que la señor Cox acompañó su presentación en un documento en formato pdf, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
13) La economista y directora del Departamento de Ingeniería Industrial la Universidad de Chile, señora Alejandra Mizala, inició su intervención señalando que en términos generales, el proyecto de ley viene a elevar las exigencias para estudiar pedagogía; establece una evaluación obligatoria a egresados de pedagogía; eleva las remuneraciones de entrada al ejercicio docente para mejores egresados; aumenta la asignación de excelencia pedagógica (AEP) y reduce la proporción de horas lectivas.

Con lo anterior a la vista, representó el hecho que el proyecto se focaliza fundamentalmente en el ingreso a la profesión docente, para lo cual contempla premiar a los egresados con mejores resultados y aumenta incentivos al desempeño individual (AEP). Asimismo estimó importante aumentar las exigencias para ingresar a pedagogía, evaluar a los egresados y reducir la proporción de horas lectivas.

Sin embargo, señaló que a su parecer, éste no apunta a políticas más generales que efectivamente permitan cambiar el comportamiento de la mayoría de los docentes, de donde enfatizó que urge discutir a la brevedad una normativa relativa a la carrera profesional docente que motive el esfuerzo de todos los educadores para mejorar sus competencias pedagógicas y disciplinarias.

Respecto de quienes estudian pedagogía en Chile, la académica hizo presente que efectuó un estudio a este respecto, financiado por el Mineduc (Fonide), cuyos resultados expusieron que actualmente el alumno tipo de pedagogía corresponde a una mujer de bajo rendimiento académico y nivel socioeconómico y que proviene de un colegio municipal de bajo desempeño.
Teniendo en consideración lo dicho, indicó que la pregunta clave es qué hacer frente a esta realidad, ya que obviamente el interés está en mejorar la calidad de  los egresados de pedagogía, para lo cual planteó la implementación de dos medidas complementarias de política pública:

a) mejorar la calidad de la formación que se entrega en las instituciones de educación superior para compensar desventajas de origen de los estudiantes y retener a los con mejor rendimiento. Indicó que existe una tarea importante frente a la formación que actualmente se entrega, pero para ello debieran establecerse estándares de formación. 

b) intentar un cambio en la composición de los estudiantes de pedagogía: a lo que contribuyen becas para incentivar entrada de buenos alumnos, lo que además podría reducir la deserción  y fomentar una carrera profesional docente atractiva (retención en la carrera).

En otro orden de materias, señaló que el bono asociado al rendimiento en la PSU que plantea el proyecto a modo de incentivo, si bien busca atraer a los mejores alumnos a la pedagogía - y para ello la iniciativa asocia salarios de entrada con PSU -, recordó que no hay dudas respecto que el resultado de dicha prueba está fuertemente ligado al nivel socioeconómico de los alumnos, y por tanto, el beneficio quedaría asociado a los más aventajados. En base a lo anterior, cuestionó que un indicador relevante para detectar a un buen profesor, sea el resultado de la prueba de ingreso a la educación superior, pues de acuerdo a la literatura internacional, ello no es así.
Para mayor claridad, dijo que una serie de estudios que cuentan con datos de panel y usan medidas de valor agregado, encuentran que sólo la experiencia tiene un efecto estadísticamente significativo sobre el aprendizaje de los estudiantes, con mayores ganancias en los primeros años de trabajo docente. ( Hanushek, Kain, O´Brien y Rivkin (2005); Rockoff (2004); Clotfelter, Ladd y Vigdor (2006)).
Agregó que ellos también encuentran que los test de acreditación tienen poder predictivo respecto de las habilidades de los profesores, y que tanto el tipo como el proceso de certificación son relevantes, especialmente en matemáticas (Clotfelter, Ladd y Vigdor (2006). En particular, señaló que se observa un efecto importante de la certificación de los docentes en las áreas en las que imparten conocimiento (Goldhaber y Brewer (2000); Clotfelter et al. (2007).

En este mismo orden de ideas, comentó que en un estudio financiado por FONDECYT, se analizó cómo cambiaría la composición del cuerpo docente y el costo asociado de la política si los estudiantes al decidir estudiar pedagogía consideran diversas opciones de salarios e incorporan la percepción que tiene la sociedad sobre el talento y vocación de los profesores.

Los resultados de dicho estudio indicaron que alcanzar un puntaje de ingreso promedio de 640 puntos en pedagogía implica un alto costo adicional, apuntando a un reducido número de estudiantes (menos del 10% obtiene este puntaje). Adicionalmente, el estudio arrojó que una carrera salarial con distintos niveles (etapas) es más eficiente que un salario plano y que el efecto reputacional y la vocación reduce el costo de la política, lo que significa que no sólo importan los salarios para atraer talentos, sino la composición del cuerpo docente y la vocación del individuo.

Por tanto, y en base a lo expuesto, indicó que ahora se debe preguntar cómo se puede considerar la vocación del individuo en las condiciones de ingreso a la pedagogía y a la profesión. En este sentido dijo que claramente no solo test estandarizados deben incluirse, sino también, entrevistas personales y otras medidas que consideren tanto habilidades cognitivas como no cognitivas
Siguiendo esta lógica, sostuvo que si la PSU no es adecuada como predictor de un buen profesor, caben muchas dudas respecto si lo es el examen inicial de conocimientos y habilidades docentes, ya que en su opinión, depende de cómo se diseñe este examen y de su capacidad para medir las competencias que debe tener un buen profesor, que son: conocer las materias que enseña; conocer la metodología pedagógica adecuada para lograr el aprendizaje y tener la capacidad de manejar un aula y motivar a los estudiantes.

Recogiendo una idea ya planteada por los otros expositores, afirmó que se echa de menos en el proyecto en informe una de las medidas que tiene mayor impacto en la efectividad de los profesores nuevos: la inducción. A este respecto destacó que cualquier política orientada a hacer más atractivo y efectivo el ingreso a la profesión docente debiera incluirla como un apoyo a los docentes principiantes.
Así, hizo presente que la inducción mejora la inserción profesional y permite adaptación a culturas y contextos escolares específicos que son muchas veces complejos y también identificar a los buenos docentes. Adicionalmente enfatizó que la inducción no tiene por objetivo compensar carencias en formación inicial.

En otro orden de materias, hizo presente que en la actualidad solo 3.300 profesores de un total de 186.000 potenciales (1,8%) reciben la asignación de excelencia profesional, y destacó que además ella representa un bajo porcentaje de su remuneración (el tramo 2 de AEP es aprox. 8% de remuneración de un docente de aula con 44 horas y 8 bienios).

Por lo expuesto, la académica consideró que el aumento de la AEP en el proyecto al parecer sólo busca empalmar con el pago del premio mensual por 4 años, pero a su juicio, no tendrá un efecto significativo en el comportamiento del conjunto de los docentes, pues para que tengan impacto, los incentivos deben ser relevantes en monto y con una probabilidad razonable de obtenerlo.
Por último, la académica se refirió a la brecha salarial existente en la actualidad en relación con otras carreras, respecto de lo cual hizo presente la necesidad de abordarla y trabajar en motivar a todos los profesores, que si bien no es uno de los aspectos que considera este proyecto, es sin duda, uno de los temas en que hay que poner atención ya que gran parte de la educación depende de lo que ocurre en la sala de clases. 

Se deja constancia que la señora Mizala acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
14) El egresado de la carrera de pedagogía en historia de la Universidad de la Frontera, señor Diego Vrsalovic, advirtió su opinión contraria al proyecto en informe por cuanto, en su concepto, adolecía de vicios de origen.

Luego, comenzó por explicar que la práctica profesional es el proceso que define y consolida la adquisición de conocimientos en el trascurso de la formación inicial en pedagogía, la que se contrasta con la adquisición de teoría con la realidad efectiva que predomina en un contexto real. Además, permite un desempeño completo e integral en situaciones auténticas y se transforma en la confirmación de la vocación por trabajar en el área de la pedagogía o emprender un nuevo rumbo. 
En la actualidad, realizar una práctica profesional implica interactuar con los alumnos en sus salas de clases, por lo que a su juicio, el proyecto que se discute le presenta más dudas que certezas.

Entrando en el análisis de la iniciativa, señaló que en ella se establece el sistema de promoción y desarrollo profesional docente del sector municipal, de donde cabe preguntarse por el paradigma que sustenta este proyecto, por el concepto de “calidad” a que se refiere, por quienes sostienen la creación de este nuevo sistema y si se trata de “carrera docente”.

Sobre este último punto, enfatizó que claramente no es un proyecto sobre carrera docente dado que es una iniciativa que si bien consiste en un esfuerzo por mejorar la condición del profesorado, apunta más bien a un fortalecimiento de las atribuciones directivas-docentes. Además, se elaboró desde los “expertos”, sin consulta al pilar fundamental: las profesoras y los profesores y en su opinión, más se asemeja a una “ley de amarre”.
Dado lo anterior, este profesional insistió en que es factible iniciar, urgentemente, una discusión país sobre cambiar el sistema educativo, ya que existe la necesidad de una reforma centrada en el profesor.

Puso de relieve que no existe una definición certera de calidad en educación, y sólo hay postulados generales donde no existe consenso y además la propuesta que presenta el Gobierno es insuficiente frente a los desafíos que hoy presenta el profesorado chileno.
Así las cosas, señaló que se desconoce el estado actual del profesorado y su parecer integral frente a este proyecto de ley, como asimismo, que los expertos se basan en modelos extranjeros, cuya experiencia en su implementación en Chile nos dice que no necesariamente son efectivas en el país ( por ejemplo; jornada escolar completa), de donde es necesario realizar una esfuerzo colectivo, integral, resguardado por ley, para superar iniciativas como las presentadas por el Gobierno y por sobre todo, no es posible contemplar una reforma educacional por partes, pues constituye un sistema indisoluble.
En síntesis, propuso abordar toda la problemática educativa chilena contemplando los siguientes tópicos: modificaciones a la institucionalidad educativa; ingreso a carreras de pedagogía; formación inicial docente; práctica profesional e inducción a la carrera profesional docente; carrera profesional docente y retiro, por lo que insistió en el rechazo al presente proyecto de ley.

Se deja constancia que el señor Vrsalovic acompañó su presentación en un documento en formato power point, en el que se desarrolla su extensa exposición. Dicho documento fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de éste informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
15) El licenciado en Historia de la Universidad de Chile y de Pedagogía en la Universidad Diego Portales, señor Bernardo Bello, hizo presente que sus planteamientos los efectuaría en el contexto de la práctica profesional que realiza en la actualidad.

En su experiencia, dijo que el país necesita grandes profesores, y si bien éste no es un proyecto que aborde la carrera docente en su totalidad, estimó que es un buen comienzo para darle a profesores en ejercicio, un mejor pasar por las salas de clases. Por ello, añadió, es sin duda una forma de empezar a mejorar las condiciones laborales no sólo de los profesores nuevos, sino también de aquéllos que llevan mayor tiempo de ejercicio docente.

Recalcó que si bien existe una diferencia salarial entre sus ingresos versus el de otros profesores que trabajan en el mismo establecimiento educacional y que llevan mayor tiempo, en su opinión, ello no ha sido un elemento negativo. Adicionalmente señaló que un buen profesor llega a serlo según cuanto esté dispuesto a aprender y por ello, consideró que no debiera existir temor frente a una evaluación.

En síntesis, dijo que si bien la normativa que se propone no es suficiente para abordar toda la problemática docente, no se puede desconocer que es una buena base, de modo que consideró que de no aprobarse, ello perjudicará a los profesores que están trabajando con los niños y jóvenes del país. 

- - -


Concluidas las exposiciones que se han reseñado precedentemente, la señora Ministra de Educación destacó que todas coinciden en que la calidad de la educación se juega al interior de la sala de clases, siendo los profesores los mayores determinantes en los aprendizajes de los niños, y a este respecto, hizo presente que las cifras son muy contundentes. No obstante ello, no se ha avanzado en forma efectiva en poder mejorar las condiciones que permitan un mayor impacto en los aprendizajes.

Dado lo expuesto, estimó que ésta es una buena oportunidad para corregir esta situación, ya que el proyecto en discusión se basa en una sólida información sobre el impacto que esto puede llegar a tener, por lo que hizo un llamado a no perder esta oportunidad y darle la urgencia que se merece.

En este mismo contexto de ideas, reconoció que el proyecto originalmente abordaba la carrera docente, pero frente a las enormes diferencias que existen en relación con ella y la falta de evidencia más contundente, entre otros aspectos, se hizo inviable avanzar en un completo proyecto de ley sobre dicha materia.

En esa perspectiva, instó por avanzar en aquellos aspectos que tienen gran impacto en los docentes como es el caso de la presente iniciativa, que cuenta con la suficiente evidencia y consenso para dar un paso en la dirección correcta.

Recogiendo algunos de los comentarios realizados, dijo que respecto de las medidas de selectividad para estudiar pedagogía, estas son absolutamente igualitarias para todas las instituciones de educación superior. Asimismo, sobre las regiones, hizo presente que el proyecto contempla tanto que los puntajes para seleccionar sean distintos según regiones y también diferentes en atención a la especialidad.

Con lo anterior a la vista, hizo presente que el proyecto establece que el reglamento respectivo establecerá la gradualidad en relación con la puesta en marcha de los puntajes, con el objeto de no carecer de profesores en los distintos lugares del país.

Sobre la prueba Inicia, la personera de Estado destacó que actualmente ella ha incorporado todos los estándares para todas las carreras y tanto a nivel parvulario como en educación básica y media. Por ésta razón, sostuvo que si sólo el 24% de los estudiantes de pedagogía rinde la prueba, jamás se va a poder construir la evidencia necesaria, de modo que abogó por la necesidad de que ella sea obligatoria.

Más allá de todos los perfeccionamientos que pueda requerir esta prueba, dijo que ningún instrumento de este tipo puede asegurar que la persona que rinde la prueba Inicia va a ser un gran profesor, no obstante ella establece que tenga los conocimientos básicos para poder empezar a enseñar, es decir, define a aquellos que no están en condiciones de hacerlo. En la misma línea, sostuvo que los resultados de dicha prueba en Chile son similares a los obtenidos con instrumentos de medición extranjeros.

Dado lo expuesto, y más allá que la prueba se pueda ir perfeccionando, señaló que existe una diferencia muy grande entre lo que nos muestra la prueba Inicia y las pruebas internacionales.

En lo que dice relación con los incentivos económicos, precisó que el proyecto considera un premio a estudiantes y profesores, por cuanto en el caso de los profesores, todos los que se encuentran en ejercicio podrán acceder a él si certifican sus competencias. Ahora, en el caso de los estudiantes con buen desempeño académico, se les da este premio para incentivar a que buenos alumnos o buenos puntajes PSU opten por la carrera de pedagogía.

En el tema de las horas lectivas, reiteró que el proyecto establece un impulso y un incremento de las mismas, incorporando la obligatoriedad de la Superintendencia de Educación de supervisar su cumplimiento, materia, que sin embargo, puede ser detallada de manera mayor.

Dentro del proceso de selección, destacó que se incorpora la ubicación del alumno dentro de sus propios pares (30%), de manera que se vela porque todos cumplan con los requisitos para estudiar pedagogía.

En este punto, enfatizó la necesidad de avanzar ahora en forma urgente, porque a medida que pasa el tiempo cada año hay más alumnos que no necesariamente son los mejores talentos que entran a estudiar pedagogía, de tal manera que se producirá un daño tanto a los alumnos que ingresan a estudiar pedagogía como también para aquéllos que ya están estudiando, toda vez que existe un gran acuerdo respecto que se trata de una carrera estratégica para el país.

Por último, estuvo de acuerdo con la necesidad de que los profesores cuenten con más tiempo para poder entregar una mejor formación en la sala de clases.

Finalmente destacó que el proyecto sí  incorpora a las educadoras de párvulos, ya que todas aquellas que trabajan en instituciones reconocidas por el Estado pueden optar a los mismos beneficios de reconocimiento inicial académico o asignación de excelencia pedagógica (AEP).

Seguidamente, el Honorable Senador señor Quintana, refiriéndose a la nueva relación de horas lectivas y aquellas que no lo son, señaló que ese es un tema consensuado por todos los actores, ya que existe acuerdo en que es necesario hacer ese cambio para modificar la proporción existente, ya que es importante contar con un tiempo para poder planificar las clases. Sobre el aumento de requisitos y exigencias, tanto para el ingreso como para el ejercicio de la carrera de pedagogía, indicó que tampoco ha advertido cuestionamientos.

Por tanto, dijo que era necesario tener en consideración los aspectos antes dichos ya que a su parecer, se debe tomar una decisión respecto de la forma de continuar con la iniciativa.

Dicho esto, destacó que es claro que las principales críticas están dadas por  los incentivos que se establecen, el incremento de remuneraciones vinculados a puntaje, y a la prueba Inicia como instrumento.

Concluyó que no se puede cambiar la calidad de la educación con este proyecto en particular que tiene una mirada economicista. En este sentido dijo que si bien existe voluntad en avanzar en general, hay también muchos temas que es necesario discutir y perfeccionar (incentivos- prueba Inicia).Asimismo, dijo que es la educación la que va a permitir encarar la desigualdad existente, siempre que exista voluntad de hacerlo.

A su turno, el Honorable Senador Walker, don Ignacio hizo presente su voluntad en orden a avanzar en esta materia, por cuanto si bien siempre hay buenas razones para seguir esperando, es preferible dentro de la complejidad de este tema, dar un paso en la dirección correcta.

Respecto de las cifras, le pareció elocuente el hecho que existan 144.000 estudiantes de pedagogía, que a su juicio es un engaño a los alumnos y sus familias y a la sociedad. En ese sentido, dijo que este dato no puede ser obviado, más aun si de los egresados del año 2011 de las carreras de pedagogía, el 48% ni siquiera rindió la PSU y el 27% no pasó de los 500 puntos. Dicho esto, subrayó que no se puede seguir esperando una solución global y sistémica, sino que se debe avanzar ahora. 

Agregó, dentro de este contexto, que no se puede ignorar que en países como Finlandia, solo el 15% de los que postulan a carreras de pedagogía es contratado como profesor, lo que da cuenta sin lugar a dudas de que existió un proceso riguroso.

Luego, sintetizó que el proyecto solo trata de la formación inicial docente y que obtuvo un gran respaldo en la Honorable Cámara de Diputados
, por lo que compartió la postura de que se debe involucrar más activamente a las instituciones de pedagogía, universidades e instituciones formadoras y no sólo aplicar los incentivos a los estudiantes.

En la misma línea argumental, hizo presente que la prueba Inicia, si bien no garantiza nada, es adecuada para realizar una primera evaluación de práctica docente. Asimismo, señaló que la aplicación de las pruebas internacionales como PISA, son necesarias para medir y evaluar desde la elaboración de políticas públicas.

Sobre la publicidad de los resultados de los exámenes, no estuvo de acuerdo en que ella no exista, pues a su parecer es contradictorio si se quiere involucrar de mejor manera a las instituciones, ya que precisamente la publicidad pondrá mayor exigencia en ellas.

Adicionalmente, hizo presente que para el ejercicio de la carrera, el proyecto sólo exige haber “rendido” el examen, ni siquiera aprobarlo, por lo que estimó que ello no podría ser motivo de oposición ya que se trata de la formación de los niños  y jóvenes del país considerando la educación como un bien público. En el mismo sentido dijo que lo mínimo también es que el docente provenga de una “institución acreditada”, ya que son los encargados de impartir educación al 92% de alumnos subvencionados (públicos y privados).

Por último dijo que en virtud de lo expuesto, no es tanto lo que se está exigiendo, y en esta línea insistió en la necesidad de avanzar en la materia, no obstante que la carrera docente quede pendiente.

Acto seguido, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que el Ejecutivo manifestó su voluntad en orden a tramitar un proyecto sobre Carrera Docente, pero que, sin embargo, ello no fue posible porque no se logró acuerdo para ello.

Establecido lo anterior, planteó que es necesario aprovechar la oportunidad de avanzar en aquellos temas en los que sí existe consenso y que a su juicio, en lo específico, se trata de exigencias mínimas para el ingreso y ejercicio de la profesión docente, independientemente que los instrumentos de medición puedan ser perfectibles.

Destacó que el proyecto en discusión viene a atribuir mayores responsabilidades no sólo a las universidades o instituciones formadoras, sino que también a los estudiantes.

Sobre los incentivos, comentó que a su parecer los reparos vienen dados porque existe la lógica de que los profesores ganan o por antigüedad o por rendimiento, y en este sentido, dijo que se deberá optar por una de ellas o hacer un mix con ambas.

En virtud de lo expuesto, estimó que es esencial enviar la señal correcta en esta materia a todos los actores de la educación, estableciendo incentivos como sociedad y ciertos requisitos mínimos para ejercer la docencia.

Teniendo en consideración lo anterior, instó por el avance en aquellos temas en los que existe acuerdo, ya que si bien es claro que este proyecto no trata de una carrera docente, si comprende una parte importante de ella y a su juicio, constituye una señal potente a la sociedad.
Luego, el Honorable Senador señor Cantero si bien reconoció que proyecto constituye un avance, ello no es mayormente significativo ni relevante, dado el estado de cosas que existe en esta materia. En ese sentido, planteó que para evitar que se produzcan urgencias es necesario discutir los aspectos sustantivos y si en esa lógica, hay falta de consenso, debe hacerse operar la democracia. 

En efecto, agregó, es preocupante que la discusión no aborde “todo” el problema y se limite sólo a algunas de sus partes, ya que puso de relieve que ello se resuelve con votos de mayoría y minoría. 

En cuanto al proyecto en informe, estimó que es necesario dar un enfoque sistémico y racional al sistema educacional del país. En este sentido, dijo que si bien se puede llegar a tener los mejores profesores, no se ha considerado que ellos irán a sectores segregados, donde el profesor vale muy poco y la marginalización social y económica es tremenda, de modo que nada se sacará con establecer a ese profesor en ese lugar.

Dentro de este contexto, hizo presente que la discusión actual está muy distante de la realidad de algunas regiones, además que la lentitud del proceso legislativo  ha llevado a que las empresas opten por formar su propia gente fuera del sistema.

En este escenario, dijo que era necesario reconocer que los jóvenes viven un realidad distinta a la que se discute, en el sentido que son ciudadanos de un mundo digital, viven en las tecnologías de información y comunicación y entienden la sociedad del conocimiento de manera diversa, incluso aquellos más postergados social y económicamente. Por ello, fue enfático para repudiar la conceptualización de que los jóvenes solo quieren estímulos económicos y destacó la falta de globalización en la educación.

VOTACION EN GENERAL Y FUNDAMENTOS DE VOTO

A continuación, el señor Presidente declaró cerrado el debate y puso en votación en general el proyecto de ley en informe.

- - -


Previamente a proceder a la votación, intervino la señora Ministra de Educación quien reiteró e insistió en que la iniciativa en informe no es un proyecto de carrera docente. No obstante ello, añadió, y dado que la calidad de la educación tiene en el centro a los profesores, el tema de la formación inicial de los docentes es por lo mismo prioritario, e independientemente de todos los demás que deben solucionarse, éste en particular debe ser resuelto en forma urgente.

Hizo presente que actualmente hay miles de profesores egresando de instituciones de educación superior, de los cuales, un gran porcentaje no tendrá la posibilidad de ingresar a enseñar a las salas de clases, además que recalcó que no necesariamente se trata de los mejores talentos.

Frente a este escenario, la personera de Estado destacó que con este proyecto se quiere avanzar en estos temas, no obstante planteó algunos puntos que estimó que pueden ser perfeccionados en la discusión.

Sobre el examen inicial (en la actualidad prueba inicia), indicó que puede ser perfectible, lleva seis años aplicándose, es voluntaria y que en su última versión sólo fue rendida por el 14% de los egresados de los estabelecimientos de educación superior del país. 

En lo esencial, remarcó que para poder perfeccionar este instrumento es necesario que la rindan todos los egresados de las distintas instituciones de educación superior, por lo que el proyecto señala que debe ser “rendida” y no aprobada. La ideas que se pueda rendir a mitad de carrera, obedece según dijo, a la idea que las instituciones puedan mejorar y perfeccionar la formación que se está impartiendo. Con respecto a la publicidad, destacó que establece que los resultados serán para la institución y el alumno.

En su opinión, es fácil incorporar al proyecto algunas modificaciones que permitan que la prueba en comento tenga un mejor resultado que aquél para el que fue diseñado y se puedan incluir otros elementos. Como requisito para los incentivos del proyecto, ahí si debe estar aprobada.

Finalmente instó por la aprobación de este proyecto, no obstante que reconoció que es posible seguir avanzando en el perfeccionamiento de éste y otros temas durante la tramitación en particular. Asimismo, fue enfática en señalar que lo que no es posible es que este tema no se trate como una prioridad, ya que en la discusión en general del tema de la educación, casi no se ha hablado de los profesores y no se puede dejar pasar esta oportunidad.

- - -

A continuación, el Honorable Senador Walker, don Ignacio destacó las audiencias efectuadas con los distintos actores que representaron a todos los estamentos involucrados en esta materia – profesores, investigadores, centros de estudios, decanos de las facultades de pedagogía y egresados de dicha carrera - y agradeció las intervenciones que ellos realizaron que sirvió de manera fundamental para orientar el debate en el seno de la Comisión, como asimismo, para tener un más acabado conocimiento respecto de los problemas que afectan a la formación de los docentes en el país. 

En lo referente al proyecto propiamente tal, y como lo han afirmado todos los expositores y los representantes del Gobierno, no legisla sobre la carrera docente, y sólo tiene como objetivo atraer a la pedagogía a los mejores alumnos de estudios secundarios, es decir, en una fase inicial. Esta mirada parcial de la formación inicial, precisó, sólo apunta a atraer a buenos alumnos de educación secundaria, lo que debe ser complementado con el desarrollo de un esfuerzo por retener, materia que debe ser regulada por un proyecto de ley de carrera docente, que debería ser presentado a tramitación legislativa por el próximo Gobierno en el corto plazo, que permita tener un horizonte o proyección que motiva a los profesores a ser buenos docentes. 

Luego, hizo referencia al perfil del estudiante de pedagogía dado a conocer por el estudio realizado por la señora Mizala. En este sentido, hizo presente que se trata de 144.000 alumnos que estudian pedagogía de los cuales el sistema es capaz de absorber sólo 12.000. Respecto a esa evidencia, dijo que se está creando un sistema para enfrentar esta situación que no es deseable ni adecuada, en que de los egresados del año 2011 de las carreras de pedagogía, el 48% ni siquiera rindió la PSU y el 27% no pasó de los 500 puntos, lo que constituye una realidad dramática y también un engaño, lo cual nos ubica en el otro extremo de aquellos países que presentan los mejores índices, como Finlandia y Singapur, en donde solo el 15% de los alumnos (1 de cada 6) que postulan a carreras de pedagogía es contratado como profesor, lo que da cuenta sin lugar a dudas de que existió un proceso riguroso.
Dentro de este contexto, señaló que además de la vocación, es necesario introducir incentivos económicos a quienes quieren abrazar la docencia, que les permitan tener un reconocimiento material para desempeñarse de mejor forma. Por ello, expresó su coincidencia con todo lo que se ha dicho en el sentido que este tema requiere de reformas estructurales muy profundas y que sin una mirada sistémica, ello no tiene solución.

Por último, se refirió a la exigencia del examen inicial requerido para el ejercicio de las pedagogías, que no necesita ser aprobado, de tal manera que lo mínimo también es que el docente provenga de una “institución acreditada”, ya que son los encargados de impartir educación al 92% de alumnos subvencionados.

Por las razones antes expuestas, y en la disyuntiva de avanzar en el mejoramiento de la formación docente y no hacerlo, expresó que claramente su opción era lo primero, por lo cual manifestó su voto a favor de la aprobación en general de la iniciativa legal en informe.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer comentó que al elaborar políticas públicas siempre se presenta el problema de intentar soluciones integrales, lo que de suyo es muy complejo toda vez que en una democracia se debe llegar a acuerdos.

En ese sentido, planteó que es necesario aprovechar la oportunidad de avanzar en aquellos temas en los que sí existe consenso, al mismo tiempo que destacó que en su opinión es tremendamente relevante que los mejores estén haciendo clases. En este orden de ideas, subrayó que el proyecto establece exigencias mínimas para el ingreso y ejercicio de la profesión docente, independientemente que los instrumentos de medición pueden ser perfectibles, en especial la PSU cuyas mediciones reproducen el nivel socioeconómico del estudiante.

Por otro lado, estimó que es esencial dar la señal correcta en esta materia a todos los actores de la educación, estableciendo incentivos como sociedad y ciertos requisitos mínimos para ejercer la docencia. Precisó que respecto de los incentivos, era necesario aumentarlos.

Asimismo, expresó su acuerdo con la obligación de rendir un examen inicial, sin perjuicio de que en la discusión en particular se puede perfeccionar este instrumento. Sobre el particular, enfatizó que la exigencia de rendir un examen mejora el prestigio de la profesión y, socialmente, le otorga un estándar más alto.

En síntesis, la señora Senadora manifestó su voluntad en orden a avanzar en general sobre este tema, sin perjuicio de estar disponible para discutir todos los aspectos relacionados que sean necesarios. En razón de los argumentados expuestos, manifestó su voto a favor de la aprobación en general del proyecto.

A su turno, el Honorable Senador señor Cantero destacó que estas discusiones sirven para abrir el debate y establecer que se trata de un tema que es parte de un todo mucho más complejo. En esa lógica, puntualizó que se debe tener en consideración que toda esta discusión está cruzada por elementos ideológicos, siendo el más relevante de ellos determinar si la educación es un bien público o privado, y a partir de aquello definir el rol del Estado en la misma. Sobre el particular, expresó que en su parecer no existen dudas de que la educación es un bien púbico.

Continuando su argumentación, dijo que “los mejores” le resulta un concepto poco claro, no obstante ser relevante, y los mismo con respecto a si el buen profesor se hace o no. Agregó que tampoco se distingue si los mejores se refiere a profesores o alumnos y enfatizó que nada se ha dicho respecto de la gestión del conocimiento.

Asimismo, hizo presente que la tendencia mundial es que la mitad de su tiempo los alumnos estén fuera de la sala de clases, lejos de su profesor. Además consideró relevante establecer ciertas definiciones básicas sobre tiempo y espacio, entre otros. 

En la misma línea argumental, consideró necesario definir respecto de qué se quiere excelencia y ubicar la problemática chilena, ya que se habla de estudiantes y no de niños o juventud, ya que el enfoque de una política pública no puede ser igual respecto de uno u otro.

Finalmente indicó que en su opinión, existen múltiples forma de incentivar estos temas, no sólo el punto de vista económico, pues en su opinión la expectativa es tanto más importante. Asimismo, señaló que es necesario enfatizar lo relacional (personas interactuando con personas), pues lo que más ha cambiado es la medialidad que exige su propio lenguaje.

Dicho esto, manifestó su voto a favor, con la consideración que se trata simplemente del inicio de una amplia discusión.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro indicó que ésta es solo un parte del problema, que además a su juicio ha sido mal tratada y goza de una gran oposición.

Consideró que insistir en este tema no tiene sentido, presenta una serie de falencias, y que además permite que cualquier profesional de 8 semestres pueda hacer clases aunque no tenga formación pedagógica, como si no hubiesen suficientes profesores, en circunstancias que las estadísticas son claras en señalar que se están formando más de 140.000 personas y que la prueba inicia no es el instrumento adecuado para medir la preparación de un docente.

Agregó que se agregan más recursos y sobre los incentivos, estimó que ellos debieran abarcar toda la carrera y no sólo el inicio, además que consideró innecesario premiar a aquéllos que tuvieron la oportunidad de ser los mejores ya que estimó que se debe premiar a todos.
En cuanto a las horas lectivas y no lectivas, consideró que se requieren más horas no lectivas, y que lo que contempla el proyecto es insuficiente.

Sobre el rol del profesor, dijo que si se quiere fortalecer la carrera, ello requiere de un debate más profundo, que contemple un mayor respeto hacia la profesión, lo que en su opinión, no se recoge en el proyecto de ley ni voluntad de hacer reformas profundas, pensando en la educación en forma integral.

En virtud de los argumentos precedentemente expuesto, manifestó su voto en contra de la aprobación en general de esta iniciativa.

Finalmente, el Honorable Senador señor Quintana enfatizó que este proyecto, en lo fundamental, es sólo un gran titular. Más allá de las diferencias ideológicas, dijo que este tema se debe abordar con mayor claridad y seriedad, y si bien la iniciativa tiene grandes avances, también destacó que plantea grandes dudas.

En esa perspectiva, planteó que se debe dejar de lado el paradigma establecido por el Gobierno en cuanto a que la educación es un bien de consumo, para entrar en un debate más profundo y serio respecto de la educación en el país. En este sentido, y con este propósito a la vista, manifestó que parte de este proyecto tiene utilidad dentro de ese gran debate. Destacó, como se ha expresado reiteradamente, que no es un proyecto de carrera docente, y que requiere de varias reformas, por cuanto no cumple con los objetivos de atraer y retener a los mejores jóvenes hacia las carreras de pedagogía.

En este mismo orden de ideas, y no obstante las falencias existentes en la iniciativa en informe, puntualizó que la aprobación en general de un proyecto implica pronunciarse favorablemente respecto de los objetivos centrales o ideas matrices contenidos en él, contenidas en su articulado. En ese sentido, expresó su acuerdo con iniciar un debate sobre la formación inicial docente, y posteriormente respecto de la carrera profesional. Por lo mismo, precisó que era indispensable abordar la discusión de estas materias, dando las señales pertinentes.

En virtud de estas consideraciones, manifestó su voto a favor de la aprobación en general de la iniciativa legal en informe.

- En consecuencia, la iniciativa legal fue aprobado en general por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores  Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y un voto en contra del Honorable Senador señor Navarro. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar en general el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Créase el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, en adelante “el examen”. El examen medirá conocimientos y habilidades disciplinarias y pedagógicas que permitan el cumplimiento de los objetivos de aprendizaje definidos en el reglamento a que se refiere el inciso décimo.

Tendrán derecho a rendir el examen quienes cuenten con el grado académico de licenciatura o un título profesional o que se encuentren egresados de carreras o programas conducentes a grado académico o título profesional. No obstante, quienes se encuentren matriculados en una carrera o programa de pedagogía y hayan cursado a lo menos el 50 por ciento de los créditos de dicho programa tendrán derecho, por una vez, a rendir el examen antes de haber egresado.

El diseño, administración, fijación de los contenidos mínimos del examen, así como su elaboración y aplicación corresponderá al Ministerio de Educación, previa aprobación del Consejo Nacional de Educación.

Los contenidos del examen serán públicos y anualmente se deberá dar a conocer, al menos, un 20 por ciento de los ítems de dicho examen, con el objeto de garantizar su adecuada transparencia.

Los resultados del examen que rindan los egresados y titulados serán públicos y deberán ser dados a conocer anualmente por alumno y de manera agregada por institución formadora y por carrera o programa.

Los resultados del examen que rindan los estudiantes de carreras o programas de pedagogía no egresados serán informados de forma individual a cada uno de ellos y a la respectiva institución de manera agregada por institución formadora y por carrera o programa.

Si el 30 por ciento o más de los egresados y titulados de carreras o programas de pedagogía pertenecientes a una misma institución, que rindieron el examen por primera vez en calidad de egresados o titulados, en un mismo año, obtuviese nivel insuficiente en su examen, deberá dicha institución ofrecer sin costo para estos egresados un curso de nivelación de al menos un semestre de duración. El Ministerio de Educación informará anualmente a las instituciones que deban cumplir con esta obligación, la que, a su vez, deberá informar a sus alumnos.

Las instituciones que incumplan la obligación que les impone el inciso anterior serán sancionadas con una multa a beneficio fiscal de 15 unidades tributarias mensuales por alumno egresado que haya obtenido una calificación insuficiente. El procedimiento se sujetará a las normas contenidas en la ley N°19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, establecerá los criterios generales destinados a garantizar la objetividad, transparencia, adecuada publicidad y administración del examen; determinará la oportunidad y forma de entrega de los resultados y los contenidos y habilidades disciplinarias a evaluar, según la especialidad de que se trate el examen; fijará el número de veces que un egresado o titulado tendrá derecho a rendir el examen de forma gratuita; definirá los tramos de calificación para cada prueba y la forma de ponderación para los tramos de calificación final, que deberán ser mínimo tres y máximo cuatro, y, en general, normará toda otra materia relacionada con su aplicación.

Este examen deberá ser auditado cada cinco años por una institución o panel de expertos convocado por el Consejo Nacional de Educación, que no se encuentren involucrados en el proceso de diseño e implementación del proceso.

Artículo 2°.- Créase el Reconocimiento Académico para Docentes Iniciales, en adelante “el reconocimiento”, que tendrá por objeto premiar a los profesionales de excelencia académica que inician labores docentes en establecimientos educacionales subvencionados del país. Éste tendrá una duración de cuatro años y no será renovable. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación establecerá las condiciones que determinarán el inicio de las labores docentes.

Tendrán derecho a percibir este reconocimiento quienes ingresen por primera vez a establecimientos regidos por el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y por el decreto ley Nº3.166, de 1980, por un mínimo de veinte horas pedagógicas semanales, siempre y cuando hayan obtenido título profesional o grado académico dentro de los últimos cinco años anteriores a la fecha de ingreso referida en este inciso, y que cumplan con los requisitos particulares establecidos para cada tramo.


El reconocimiento consta de dos tramos cuyos montos se determinan de acuerdo a la siguiente tabla:

	TRAMO
	MONTO MENSUAL BRUTO

JORNADA 44 HORAS SEMANALES

	Primero
	$400.000

	Segundo
	$200.000


Para acceder al primer tramo deberá cumplirse con, a lo menos, uno de los siguientes requisitos:

a) Obtener a lo menos una media de 650 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente. Para efectos de esta ley se entenderá por 650 puntos en la Prueba de Selección Universitaria el 8 por ciento superior de la distribución de desempeño.

b) Encontrarse en la categoría de desempeño superior en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes. El resultado en el examen no podrá tener más de cuatro años de antigüedad al momento de iniciar la labor docente.

c) Encontrarse en el 10 por ciento superior de distribución de notas de su carrera en la respectiva institución en relación con las cohortes anteriores, determinado en la forma que señale el reglamento.


Para acceder al segundo tramo deberá cumplirse con, a lo menos, uno de los siguientes requisitos:

a)
 Obtener una media igual o superior a 600 puntos e inferior a 650 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente. Para efectos de esta ley se entenderá por 600 puntos en la Prueba de Selección Universitaria el 17,4 por ciento superior de la distribución de desempeño.

b) Encontrarse en la segunda categoría de desempeño superior en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes. El resultado en el examen no podrá tener más de cuatro años de antigüedad al momento de iniciar la labor docente.

c) Encontrarse dentro del 25 por ciento y bajo el 10 por ciento superior de distribución de notas de su carrera en la respectiva institución en relación con las cohortes anteriores, determinado en la forma que señale el reglamento.

Sin perjuicio de lo establecido en los dos incisos anteriores, no tendrán derecho a este reconocimiento quienes no hayan rendido el examen del artículo 1° de la presente ley o quienes lo hayan rendido y obtengan la calificación de insuficiente en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, que establece el reglamento que regula este examen.

Los profesionales de la educación que reciban este reconocimiento y mientras se desempeñen en establecimientos con una alta concentración de alumnos prioritarios recibirán esta asignación aumentada en el 40 por ciento. Para estos efectos, se entenderá por establecimientos educacionales de alta concentración de alumnos prioritarios, aquellos que tengan, al menos, un 60 por ciento de concentración de alumnos prioritarios de acuerdo a la ley N°20.248, hayan o no suscrito el convenio de igualdad de oportunidades y excelencia educativa a que se refiere dicha ley.

Los montos mencionados se reajustarán anualmente, el 1 de enero de cada año, de acuerdo a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor, determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o quien haga sus veces, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año calendario anterior. Asimismo, dichos montos serán proporcionales al número de horas servidas en los establecimientos educacionales cuando éste sea inferior a 44 y se pagarán durante cuatro años corridos, contados desde el ingreso del profesional a los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y por el decreto ley Nº3.166, de 1980.

Para los efectos de determinar el total de horas servidas, se considerarán todos los contratos o designaciones que tenga el respectivo profesional en los establecimientos mencionados en el inciso anterior.

En caso que el profesional deje de ejercer funciones, por cualquier causa, en los establecimientos a que se refiere este artículo, perderá el reconocimiento a contar de la fecha en que termine su relación laboral. Sin perjuicio de lo anterior, en caso que el profesional vuelva a ejercer funciones docentes en dichos establecimientos, antes de expirar el período de cuatro años desde que comenzó a percibir este reconocimiento, tendrá derecho a percibirlo por el tiempo que falte para completarlos.

El reconocimiento se devengará mensualmente y será pagado de manera trimestral los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año, con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación a través de los sostenedores o entidades administradoras, según corresponda, de quienes dependan los beneficiados, de acuerdo a las horas de aula en los respectivos establecimientos educacionales y conforme al tramo de logro acreditado.

El Ministerio de Educación fijará en un reglamento, que deberá también ser suscrito por el Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para estructurar y organizar el funcionamiento y operación del reconocimiento, así como establecer los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o entidades administradoras, según corresponda, o representantes legales de los establecimientos educacionales.

Los recursos que reciban los sostenedores o entidades administradoras, en razón de este artículo, deberán ser destinados exclusivamente al pago del reconocimiento. El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo será considerado infracción grave para efectos de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.


El reconocimiento será incompatible con la Asignación Variable por Desempeño Individual, establecida en la ley N°19.933, y con la Asignación de Excelencia Pedagógica, establecida en la ley Nº19.715.

Para todos los efectos el reconocimiento se considerará remuneración, la cual será imponible y tributable.

Artículo 3°.- Reemplázanse en la tabla del inciso primero del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N°2, de 2012, del Ministerio de Educación, que fija las normas que reestructuran el funcionamiento, el monto de los beneficios y el número de beneficiarios de la asignación de excelencia pedagógica a que se refieren los artículos 14 y 15 de la ley N°19.715, el monto de “$150.000” del primer tramo por el de “$400.000”, el monto de “$100.000” del segundo tramo por el de “$300.000” y el monto de “$50.000” del tercer tramo por el de “$200.000”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº19.070, que aprobó el Estatuto de los Profesionales de la Educación, y de las leyes que lo complementan y modifican:

1) Incorpórase en el artículo 24, a continuación del numeral 5, los siguientes números 6, 7 y 8, nuevos: 


“6.- En el caso de los profesionales que posean título de profesor o educador concedido por universidades o institutos profesionales, haber rendido el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes.


7.- Haberse titulado de una institución acreditada y, en el caso de los profesionales que posean título de profesor o educador concedido por universidades o institutos profesionales, también de una carrera o programa acreditados según la ley 20.129. Se considerará la acreditación de las carreras, programas e instituciones a la fecha de ingreso del estudiante a éstas o, para el caso que la institución obtenga la acreditación de forma posterior a ésta, a la fecha de su egreso.


8.- Cumplir alguna de las siguientes condiciones:

a) Haber obtenido a lo menos una media de 550 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente. Para efectos de esta ley, se entenderá por 550 puntos en la Prueba de Selección Universitaria el 32 por ciento superior de la distribución de desempeño.

b) Haber obtenido a lo menos una media de 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente y un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 30 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma que señale el reglamento. Para efectos de esta ley, se entenderá por 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria la mediana de la distribución de desempeño.

c) Haber obtenido un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 15 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma que señale el reglamento.

d) Haber obtenido una calificación satisfactoria en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, de acuerdo a las normas establecidas en el Reglamento.”.

2) Modifícase el artículo 69 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en el inciso segundo el guarismo “33” por “31”, y en el inciso cuarto el guarismo “32” por “30”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los establecimientos educacionales deberán rendir cuenta a la Superintendencia del cumplimiento de la proporción de horas lectivas y no lectivas establecida en este artículo, sin perjuicio de las atribuciones que otros órganos públicos tengan en la materia.”.

3) Agréganse al artículo 78 los siguientes incisos segundo y tercero:

“Con todo, los profesionales que posean un título concedido por universidades o institutos profesionales chilenos, que sean contratados para desempeñarse como docente de aula en establecimientos que se rijan por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, y por el decreto ley N°3.166, de 1980, deberán reunir los siguientes requisitos:

1.- En el caso de los profesionales que posean título de profesor o educador, haber rendido el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes.

2.- Haberse titulado de una institución acreditada y, en el caso de los profesionales que posean título de profesor o educador, también de una carrera o programa acreditados según la ley N°20.129. Se considerará la acreditación de las carreras, programas e instituciones a la fecha de ingreso del estudiante a éstas o, para el caso que la institución obtenga la acreditación de forma posterior a ésta, a la fecha de su egreso.

3.- Cumplir alguna de las siguientes condiciones:

a) Haber obtenido a lo menos una media de 550 puntos en las Pruebas de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente. Para efectos de esta ley, se entenderá por 550 puntos en la Prueba de Selección Universitaria el 32 por ciento superior de la distribución de desempeño.

b) Haber obtenido a lo menos una media de 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente y un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 30 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma en que señale el reglamento. Para efectos de esta ley se entenderá por 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria la mediana de la distribución de desempeño.

c) Haber obtenido un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 15 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma en que señale el reglamento.

d) Haber obtenido una calificación satisfactoria en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes, de acuerdo a las normas establecidas en el Reglamento.”.

4) Modifícase el artículo 80 de la siguiente manera:

a) Reemplázase en el inciso primero el guarismo “33” por “31”, y en el inciso segundo el guarismo “32” por “30”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los establecimientos educacionales deberán rendir cuenta a la Superintendencia del cumplimiento de la proporción de horas lectivas y no lectivas establecida en este artículo, sin perjuicio de las atribuciones que otros órganos públicos tengan en la materia.”

Artículo 5°.- Las instituciones de educación superior deberán acreditar, en la forma que determine el reglamento, que al momento de la matricula informaron a los estudiantes que ingresaron a estudiar carreras de pedagogía sin cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 24, número 8), letras a), b) y c), que su ejercicio profesional en el sector subvencionado por el Estado está condicionado a obtener una calificación satisfactoria en el Examen Inicial de Conocimiento y Habilidades Docentes.

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 9° en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el primer inciso, la tabla por la siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento


	Valor de la

subvención en

U.S.E. factor

artículo 9°

(incluye 

incrementos

fijados por leyes 

Nos. 19.662 y 

19.808)
	Valor de la 

subvención en 

U.S.E. por 

aplicación del 

factor artículo 

7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia

(1° Nivel de Transición)
	2,21048
	0,17955
	2,39003

	Educación Parvularia

(2° Nivel Transición)
	2,21048
	0,17955
	2,39003

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,91225
	0,17997
	2,09222

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,07547
	0,19546
	2,27093

	Educación Especial Diferencial
	6,11159
	0,59727
	6,70886

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,23530
	0,59727
	5,83257

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,36586
	0,13317
	1,49903

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,81003
	0,13317
	1,94320

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,03213
	0,13317
	2,16530

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,09460
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,13710
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,09460
	0,18363
	2,27823


b) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2017, en el primer inciso, la tabla por la siguiente:

	Enseñanza que 

imparte el 

establecimiento
	Valor de la 

subvención en 

U.S.E. factor 

artículo 9° 

(incluye 

incrementos 

fijados por leyes 

Nos. 19.662 y 

19.808)
	Valor de la 

subvención en 

U.S.E. por 

aplicación del 

factor artículo 

7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia

(1° Nivel de Transición)
	2,21048
	0,17955
	2,39003

	Educación Parvularia

(2° Nivel Transición)
	2,21048
	0,17955
	2,39003

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,91225
	0,17997
	2,09222

	Educación General Básica (7° y 8°)
	2,07547
	0,19546
	2,27093

	Educación Especial Diferencial
	6,11159
	0,59727
	6,70886

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,23530
	0,59727
	5,83257

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,32392
	0,21818
	2,54210

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,44434
	0,32402
	3,76836

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,68693
	0,25252
	2,93945

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,41000
	0,22634
	2,63634

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,36586
	0,13317
	1,49903

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,81003
	0,13317
	1,94320

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,03213
	0,13317
	2,16530

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,21284
	0,18363
	2,39647

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,49283
	0,18363
	2,67646

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	3,05281
	0,18363
	3,23644

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,25754
	0,18363
	2,44117

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,34696
	0,18363
	2,53059

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,21284
	0,18363
	2,39647


c) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso noveno, la tabla por la siguiente:

	Enseñanza que 

imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,66103
	0,24655
	2,90758

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862


d) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2017, en el inciso noveno, la tabla por la siguiente:

	Enseñanza que 

imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,66103
	0,24655
	2,90758

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,18552
	0,29481
	3,48033

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,29853
	0,40013
	4,69866

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,36308
	0,31177
	3,67485

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,18552
	0,29481
	3,48033


e) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso undécimo, el guarismo “7,39674” por el guarismo “7,79811”.

f) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso undécimo, el guarismo “8,14665” por el guarismo “8,54802”.

g) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso undécimo, el guarismo “6,33267” por el guarismo “6,68162”.

h) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso undécimo, el guarismo “7,08258” por el guarismo “7,43153”.

2) Modifícase el artículo 12 en el siguiente sentido:

a) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso cuarto, el guarismo “55,32110” por el guarismo “58,30205”.

b) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso cuarto, el guarismo “60,50430” por el guarismo “63,48525”.

c) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso quinto, el guarismo “68,49479” por el guarismo “72,18595”.

d) Reemplázase, a partir del 1 de marzo del año 2016, en el inciso quinto, el guarismo “74,91951” por el guarismo “78,61067”.

Artículo 7°.- Para los efectos de lo dispuesto en la letra a) del numeral 4) del artículo 4° de la presente ley, sólo por el año 2017 se incrementará el aporte fiscal anual por establecimiento educacional, establecido en los respectivos convenios, a las entidades administradoras de los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980. Tal incremento se determinará multiplicando el número de alumnos por establecimiento en el mes de abril de 2016, por los montos en USE que se señalan a continuación, según la especialidad técnico profesional que corresponda:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Monto anual por alumno en USE

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	1,85920

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	1,45030

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	1,30070



En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor por alumno a considerar sólo para el año 2017 será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Monto anual por alumno en USE

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	2,31820

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	1,81310

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	1,71710


Para los efectos de los dispuesto en la letra a) del numeral 4) del artículo 4°, de la presente ley, a partir del año 2018 se incrementará el aporte fiscal anual por establecimiento educacional, establecido en los respectivos convenios, a las entidades administradoras de los establecimientos regidos por el decreto ley N°3.166, de 1980. Tal incremento se determinará multiplicando el número de alumnos por establecimiento en el mes de abril de 2016 por los montos en USE que se señalan a continuación, según la especialidad técnico profesional que corresponda:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Monto anual por alumno en USE

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	2,23104

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	1,74036

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	1,56084


En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor por alumno a considerar a partir del año 2018 será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Monto anual por alumno en USE

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola  Marítima  
	2,78184

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial  
	2,17572

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,06052


Para determinar el número de alumnos por establecimiento a que se refiere este artículo, se tomará la matrícula del mes de abril del año 2016 de cada uno de ellos, multiplicada por el porcentaje promedio nacional de asistencia media de dicho año de los establecimientos de educación media técnico profesional regidos por el decreto con fuerza de ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación.

Mediante resolución del Ministerio de Educación, con la firma del Ministro de Hacienda, se determinará el aporte fiscal a que se refiere este artículo para cada uno de dichos establecimientos. Estos recursos incrementarán los montos permanentes establecidos en los convenios respectivos a partir del año 2017.
Artículo 8°.- A contar del 1 de enero del año siguiente a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Remuneración Total Mínima establecida en el artículo 4° de la ley N°19.933 será de $588.039.

Para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos.

Artículo 9°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el año de su entrada en vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Presupuestaria Tesoro Público.

Artículo 10.- Los requisitos para acceder a cualquier tipo de recursos para el financiamiento de estudios otorgados directamente por el Estado o que cuenten con su garantía, en carreras o programas de pedagogía conducentes a una licenciatura o título profesional deberán ser los mismos tanto para universidades como para institutos profesionales.

Artículo 11.- Podrán acceder a matricularse en las carreras de pedagogía impartidas por todas las instituciones de educación superior, aquellos alumnos que, habiendo rendido la Prueba de Selección Universitaria o su equivalente, cumplan obligatoriamente con alguno de los siguientes requisitos:

a) Haber obtenido a lo menos una media de 550 puntos en las Pruebas de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente. Para efectos de esta ley, se entenderá por 550 puntos en la Prueba de Selección Universitaria el 32 por ciento superior de la distribución de desempeño.

b) Haber obtenido a lo menos una media de 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria de Matemáticas y Lenguaje o su equivalente y un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 30 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma en que señale el reglamento. Para efectos de esta ley se entenderá por 500 puntos en la Prueba de Selección Universitaria la mediana de la distribución de desempeño.

c) Haber obtenido un promedio de notas de enseñanza media que se encuentre dentro del 15 por ciento mejor del establecimiento, determinado en la forma en que señale el reglamento.

Con todo, las instituciones de educación superior podrán matricular hasta un 10 por ciento de alumnos que no cumplan con los requisitos establecidos en el inciso anterior.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Lo dispuesto en el artículo 4°, numerales 1 y 3; en el artículo 5° y en el artículo 10 de la presente ley regirá para quienes ingresen a una carrera o programa de educación superior desde el 1 de marzo del año 2015. Con todo, el punto 6 del numeral 1 y el punto 1 del numeral 3 del artículo 4° regirán para quienes egresen de una carrera o programa de educación superior desde el 1 de noviembre del año 2014.

Artículo segundo.- Lo dispuesto en el artículo 4°, numerales 2 y 4, de la presente ley regirá a partir del inicio del año escolar 2016 para los profesionales de la educación en los niveles de enseñanza parvularia y básica. Para el nivel de enseñanza media lo dispuesto en los numerales 2 y 4 comenzará a regir a partir del inicio del año escolar 2017.

Artículo tercero.- El puntaje mínimo de 550 puntos establecido en los artículos 4° y 11 será de 500 puntos al momento de entrar en vigencia esta ley y se incrementará gradualmente hasta alcanzar los 550 puntos o su equivalente, en el tiempo y forma que establezca un reglamento, el que deberá considerar, entre otros factores, la proporción de profesionales de la educación que cumplen con los requisitos según región geográfica y por especialidad.

Artículo cuarto.- El puntaje mínimo de 500 puntos establecido en los artículos 4° y 11 será de 475 puntos al momento de entrar en vigencia esta ley y se incrementará gradualmente hasta alcanzar los 500 puntos o su equivalente, en el tiempo y forma que establezca un reglamento, el que deberá considerar, entre otros factores, la proporción de profesionales de la educación que cumplen con los requisitos según región geográfica y por especialidad.

Artículo quinto.- Lo dispuesto en el artículo 2° regirá a partir del 1 de julio de 2015 y el primer reajuste anual que corresponda por aplicación de lo dispuesto en el inciso octavo de dicho artículo se efectuará a partir del 1 de enero de 2016.

Artículo sexto.- Lo dispuesto en el artículo 3° regirá a partir del 1 de julio de 2015.

Artículo séptimo.- Lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 1° de la presente ley respecto de los resultados individuales entrará en vigencia a partir del examen que se rinda el año 2016.

Artículo octavo.- Todas las carreras y programas de pedagogía impartidas por instituciones de educación superior deberán acreditarse o reacreditarse, según corresponda, en un plazo no superior a dos años contado desde la entrada en vigencia de una nueva ley de acreditación de educación superior.”.

 - - -
Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 20 noviembre, 4 y 18 de diciembre de 2013, y 8 de enero de 2014,  con la asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 14 de enero de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA DESIGNAR COMO MIEMBRO DEL DIRECTORIO DEL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES, A LA SEÑORA MAGDALENA PEREIRA CAMPOS

(S 1628-05)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de informar el oficio de Su Excelencia el Presidente de la República, de fecha 18 de diciembre de 2013, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, hasta el 15 de enero del año 2016.

A la sesión en que se analizó esta proposición, concurrieron, especialmente invitados, el señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y las Artes, señor Roberto Ampuero, y la señora Magdalena Pereira Campos. 

- - - 





Cabe señalar que Su Excelencia el Presidente de la República hizo presente la urgencia para el despacho de la solicitud en análisis, en los términos del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.

- - -


Es necesario puntualizar, asimismo, que de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en la ley N° 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, y el decreto N° 336, que aprueba el Reglamento para el Nombramiento de los Integrantes del Directorio, del Comité Consultivo Nacional, de los Consejos Regionales y de los Comités Consultivos Regionales del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, la proposición de Su Excelencia el Presidente de la República para el nombramiento de miembros del directorio del Consejo citado no requiere mayorías especiales, por lo que su aprobación necesita de la mayoría de los señores Senadores presentes en la Sala.

- - - 

ANTECEDENTES


1.- La ley N° 19.891, que crea Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Conforme a su artículo 4º, el Consejo está compuesto por los siguientes órganos: el Directorio, el Presidente, el Subdirector Nacional, el Comité Consultivo Nacional, los Comités Consultivos Regionales y los Consejos Regionales. 

El primero de estos órganos, por su parte, está integrado por once miembros, algunos de los cuales lo son por derecho propio, como ocurre en el caso del Presidente del Consejo, que tiene rango de Ministro, del Ministro de Educación y del Ministro de Relaciones Exteriores, y otros lo son por haber sido designados. Entre estos últimos, de conformidad a lo dispuesto en el N° 5 del artículo 5° del referido cuerpo legal, se encuentran dos personalidades de cultura las que son designadas por el Presidente de la República con el acuerdo del Senado. Conforme lo establece el inciso final del artículo 5° del texto legal mencionado, estos directores duran cuatro años en sus funciones y pueden ser designados para un nuevo período consecutivo por una sola vez. 

En cuanto a los requisitos que deben cumplir estas personas para ocupar el cargo de director, la citada disposición establece que deben tener una reconocida vinculación y una destacada trayectoria en distintas actividades, tales como creación artística, patrimonio, industrias culturales y gestión cultura. Además se agrega que estas personalidades deberán ser representativas de tales actividades, aunque no tengan el carácter de representantes de las mismas. 


2.- Oficio de Su Excelencia el Presidente de la República.

El oficio con que se solicita el acuerdo del Senado para la designación de la señora Magdalena Pereira Campos, plantea que la citada ley establece como uno de sus órganos, a un directorio compuesto por once miembros, y recuerda que dos de ellos deben ser personalidades de la cultura, que tengan una conocida vinculación con dicha área temática y una destacada trayectoria y que sean representantes de las distintas actividades de la cultura, los cuales serán designados por el Presidente de la República con acuerdo del Senado.


Seguidamente, el oficio hace presente que los consejeros designados en conformidad al procedimiento señalado precedentemente, para el período 2012-2016, fueron los señores Carlos Aldunate Del Solar y Pablo Dittborn Barros.
 Este último, presentó su renuncia voluntaria al cargo de consejero del Directorio Nacional, quedando estipulada en el Acta de la Sesión Ordinaria N° 100, de fecha 26 de julio de 2013 del Consejo.


El oficio destaca que de conformidad al artículo 9°, del decreto N° 366, del año 2003 del Ministerio de Educación, que aprueba reglamento para el nombramiento de los integrantes de este órgano colegiado, cuando algún consejero se viere impedido o renunciare a ejercer su cargo en forma definitiva, el Presidente de la República designará un nuevo integrante con acuerdo del Senado, el que durará en el cargo por el periodo que restare para el cual fue nombrado su antecesor.


De conformidad a lo anterior, mediante el presente oficio, Su Excelencia el Presidente de la República solicitó el acuerdo del Senado para designar como miembro del Directorio Nacional del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la señora Magdalena Pereira Campos, quien ejercerá sus funciones hasta el día 15 de enero del año 2016, fecha en la cual concluía su periodo el consejero a quien reemplaza. 


En los antecedentes que se acompañan a la propuesta presidencial, se destaca que la señora Magdalena Pereira es licenciada en historia de la Universidad Católica de Chile y posee un master en historia del arte de la Universidad de Sevilla, España, y doctora en curso ante la misma universidad. Asimismo fue fundadora de la Fundación Altiplano
, que es una entidad sin fines de lucro para desarrollar proyectos de cultura, desarrollo social y educación para las comunidades andinas de la región de Arica y Parinacota y para la cultura tradicional en Chile. En ese contexto, se resalta que la señora Pereira ha participado en un sin número de proyectos e investigaciones relacionados con la cultura de dicha zona geográfica del país. En el último tiempo, se ha desempeñado como directora de la Comisión Nacional para los Bienes Culturales de la Iglesia. Asimismo ha estado a cargo de la restauración de la Iglesia San Francisco de Asís de Socoroma, que forma parte del plan iglesias andinas de Arica y Parinacota, modelo de desarrollo sostenible, iniciativa integrante del Legado Bicentenario impulsado por el Presidente Sebastián Piñera.
Cabe hacer presente que de acuerdo al artículo 205 del Reglamento de la Corporación, los asuntos que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no podrán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”

- - -
ANÁLISIS DE LA PROPOSICIÓN


La Comisión recibió en audiencia al señor Ministro Presidente del Consejo de la Cultura y las Artes, señor Roberto Ampuero, quien puntualizó que la persona propuesta cumple con los requisitos de reconocida vinculación y destacada trayectoria en actividades culturales exigidos por la ley N° 19.891, lo que se desprende del currículum acompañado a la proposición.

Asimismo, el señor Ampuero destacó que con esta proposición se resaltan los necesarios equilibrios que deben existir en un órgano como el directorio del Consejo de la Cultura y las Artes, tanto en lo que se refiere a los competencias de la postulante como en cuanto al género, ya que ella será la única integrante de él. Asimismo, con ello existirá una vinculación de aquel con los grandes sectores juveniles del país.


En otro orden de consideraciones, el señor Ministro enfatizó que además de lo planteado, otro aspecto relevante que posee la señora Pereira es que ella vive en la Región de Arica y Parinacota y se dedica al desarrollo del patrimonio artístico del país, en especial, el de las zonas altiplánicas. En ese contexto, agregó, ella ha desarrollado una fuerte vinculación con los pueblos originarios del norte de nuestra nación.


En síntesis, concluyo el señor Ministro, la señora Pereira posee la formación académica y profesional y la experiencia práctica necesaria que se requiere en el directorio del Consejo que le corresponde presidir.


A continuación, la señora Magdalena Pereira hizo notar su experiencia de vida y profesional desarrollada en las periferias y comunidades de la zona norte del país y que, en ese contexto, podría significar un real aporte en las tareas que le corresponde ejecutar al directorio del Consejo de la Cultura y las Artes. Añadió que el mundo andino es muy desconocido y difícil de acceder a los fondos de desarrollo existentes en el país, y por lo tanto, es necesario que también forme parte de las políticas de desarrollo cultural y artístico del país. En definitiva, expresó su convicción de que su experiencia laboral en el área del patrimonio y la cultura se enfoca completamente en las funciones que le corresponden al mencionado órgano.


Seguidamente, y junto con expresar su acuerdo con la proposición presidencial, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó a la postulante su opinión respecto de la conservación del patrimonio y la cultura del país y el estado del arte.


La señora Pereira recordó que su aproximación con el patrimonio se produjo en el año 1996, cuando, siendo estudiante de historia, visitó el valle de Azapa. En esa oportunidad pudo detectar el escaso desarrollo que presentaba el país en relación con dicha temática, a partir de la visualización de lo que hacían Perú y Bolivia en esa misma materia.


Sin embargo, y como consecuencia del terremoto del 27 de febrero del año 2010, ha podido observar que nuestro país se ha puesto al día en lo que se refiere a la conservación patrimonial, cultural y artística, dando lugar a una importante labor en la reconstrucción del patrimonio.


A su turno, el Honorable Senador señor Cantero expresó su conformidad a la proposición y con los planteamientos formulados con anterioridad en el seno de la Comisión.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, junto con expresar su beneplácito con la proposición que da cuenta de una mirada no habitual referida al patrimonio del país, recordó que los pueblos originarios de la Araucanía también padecen de los mismos problemas que afectan a los de la zona del altiplano nacional, con muchas dificultades para acceder a fondos de desarrollo que les permitan mejorar su condición. 


Respecto de este punto, la señora Pereira enfatizó que la experiencia con las comunidades ha sido muy importante en su desarrollo profesional y humano, que se ha materializado bajo la modalidad de escuelas talleres con el objeto de procurar la recuperación de las obras ancestrales, tallados y artesanía del altiplano. En cuando al acceso a fondos de desarrollo, como es el 2% del FNDR, expresó que ello era de muy difícil consecución.


Finalmente el Honorable Senador señor Navarro consulto respecto del financiamiento de la Fundación Altiplano y cuáles son los otros ministerios que colaboran en el desarrollo las actividades de dicha entidad.


Sobre el particular, la señora Pereira respondió que existe financiamiento tanto del sector privado como del público, y que recibe colaboración de los Ministerios de Bienes Nacionales (para la regularización de títulos); del Medio Ambiente, de Educación y del Trabajo y Previsión Social, con el aporte del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo (SENCE) para el desarrollo de las escuelas – taller.

- - -

Del examen de los antecedentes que le fueron proporcionados en relación con esta designación, vuestra Comisión pudo apreciar que la señora Magdalena Pereira Campos reúne las condiciones que exige la ley N° 19.891 para desempeñarse como miembro del directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes.

Por lo tanto, y en virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, tiene el honor de informar que en la designación de miembro del Directorio del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes en trámite, se ha dado cumplimiento a los requisitos y formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente, y propone a la Sala dar su acuerdo para el nombramiento de la señora Magdalena Pereira Campos para ocupar los cargos propuesto hasta el año 2016.
- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 15 de enero de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana Leal (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 15 de enero de 2014.
(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario.
� El listado que se adjunta no incluye quienes fueron invitados a exponer a la Comisión, los que se consignan a partir de la página 17 de este informe.


� En la página 178 del informe de la Comisión de Educación, Deportes y Recreación de la Honorable Cámara de Diputados, se consigna que el proyecto aprobado por dicha instancia es un “Proyecto de ley que establece condiciones para la formación inicial docente y el ejercicio profesional”.


� Esta iniciativa fue objeto de un nuevo plazo para formular indicaciones, el que vence el 24 de abril de 2014.


� ASIGNACIÓN VARIABLE POR DESEMPEÑO INDIVIDUAL: La Asignación Variable por Desempeño Individual (AVDI), es una de las consecuencias de la Evaluación Docente, ya que a ella pueden postular quienes obtuvieron nivel de desempeño Destacado y Competente en los años anteriores. El propósito principal de AVDI es reconocer el mérito profesional de las y los docentes de aula, del sector municipal, que rindan una prueba de conocimientos disciplinarios y pedagógicos. (s.f.) Recuperado el 04 diciembre de 2013 de  � HYPERLINK "http://www.avdi.mineduc.cl/" �http://www.avdi.mineduc.cl/�.





� Programa de acreditación para la Asignación de Excelencia Pedagógica: El proceso de acreditación permite identificar a los profesores y profesoras que, en su desempeño profesional, demuestren tener conocimientos, habilidades y competencias de excelencia. Estos docentes, reconocidos como profesores de excelencia, serán beneficiarios de la Asignación de Excelencia Pedagógica, consistente en una retribución económica, junto a la posibilidad de postular a la Red de Maestros de Maestros. (s.f.) Recuperado el 04 diciembre de 2013 de http://www.aep.mineduc.cl/home_programa_1.asp.


� En mayo del año 2010, y siendo Ministro de Educación Joaquín Lavín se constituyó el “Panel de Expertos para una Educación de Calidad”, integrado por José Joaquín Brunner, Sergio Molina, José Pablo Arellano, Mariana Aylwin, Pilar Romaguera, Jaime Pavez, Pablo Zalaquett, Pedro Pablo Rosso, Patricia Matte, Julia Alvarado, Andrea Krebs y Harald Beyer, quien presidió dicha comisión. Cuando se presentó esta entidad, el Ministro Lavín indicó que su objetivo es “dar soluciones concretas para mejorar el nivel educacional de nuestro país” y añadió que existían al respecto dos temas principales a tratar por el comité, uno elaborar los lineamientos para una nueva Carrera Docente en Chile y dos buscar nuevas fórmulas para administrar la Educación Pública, que vaya más allá de la municipal. Por esta razón agregó, se ha “querido reunir un panel de expertos para una educación de calidad que está conformado por personalidades muy destacadas, de amplia trayectoria en políticas públicas sobre educación”.





� El Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos de la OCDE (PISA, por sus siglas en inglés), tiene por objeto evaluar hasta qué punto los alumnos cercanos al final de la educación obligatoria han adquirido algunos de los conocimientos y habilidades necesarios para la participación plena en la sociedad del saber. PISA saca a relucir aquellos países que han alcanzado un buen rendimiento y, al mismo tiempo, un reparto equitativo de oportunidades de aprendizaje, ayudando así a establecer metas ambiciosas para otros países. (s.f.) Recuperado el 04 diciembre de 2013 de  http://www.oecd.org/pisa/pisaenespaol.htm.


� Las nuevas exigencias son: a) Haber rendido Inicia. b) Haberse titulado en una institución y en una carrera acreditada. c) Cumplir con alguna de las siguientes condiciones: c.1) Haber obtenido 550 puntos PSU; c.2) 500 puntos PSU, más ser 30% superior en egreso de media; c.3) estar en 15% superior en egreso de media, y en tales casos  la proporción quedaría en un 70% de horas de clases y 30% de horas no lectivas.


� Haber obtenido un mínimo de 550 puntos en la PSU, o tener 500 puntos y pertenecer al 30% de los mejores alumnos de la promoción del colegio,  o haber egresado en el 15% mejor del establecimiento. Adicionalmente permite a las instituciones matricular un 10% de estudiantes que no cumplan con las condiciones anteriores.





� La Carrera Docente debiera considerar: formación inicial, requisitos de ingreso, apoyo a la inserción profesional, formación continua y desarrollo profesional, remuneraciones e incentivos, evaluación de desempeño, derechos y jubilación de los profesores.


� Ley General de Educación


� El proyecto fue aprobado en general en la Sala por 72 votos a favor, 8 en contra y 7 abstenciones. Votaron en contra los diputados señores Carmona; De Urresti; Marcos Espinosa; Rodrigo González; Jarpa; José Pérez; Robles y Teillier





� El oficio que propuso al señor Dittborn como miembro del directorio de este órgano correspondió al Boletín N° S 1.440-12, y fue informado favorablemente por esta Comisión el día 17 de enero de 2012. La Sala del Senado aprobó la proposición presidencial en sesión del día 18 de enero del mismo año.


� La Fundación Altiplano Monseñor Salas Valdés (FAMSV) nació inspirada en el trabajo de los misioneros que por siglos acompañaron a las comunidades andinas en el complejo encuentro con la cultura occidental. La personalidad jurídica de Fundación Altiplano fue otorgada mediante decreto exento Nº 553 del Ministerio de Justicia de fecha 6 de junio de 2002 y su misión es promover el desarrollo sostenible de comunidades andinas y rurales a través del fortalecimiento de la cultura tradicional. Su directorio está presidido Nicolás Vergara Correa e integrado además de la señora Pereira, por Monseñor Héctor Vargas Bastidas, Obispo de Arica, Padre Gabriel Guarda, OSB, Pablo Guarda Barros, Henry Jurgens Muzard y Fernando Barros Tocornal. (fundacionaltiplano.cl)
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